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Bs.  As.  26/7/63. 

Vista  al  Sr.  Asesor  y  Censor  Ecco. 
t  Oscar  Villena 

Dictamen  del  Censor 

Buenos  Aires,  V  de  agosto  de  1962. 
Excmo.  y  Revmo.  Señor: 

En  virtud  de  lo  que  V.  Excia.  Revma.  me  ordenara  en 
el  decreto  que  antecede,  paso  a  manifestar  a  S.E.  que  a 
tenor  de  lo  dispuesto  por  el  C.I.C.  can.  1385,  de  la  previa 
censura  de  los  libros,  he  examinado  detenidamente  la  obra, 
titulada  ''NUESTRAS  RELACIONES  CON  LA  IGLESIA", 
cuyo  autor  es  el  Dr.  Santiago  de  Estrada,  y  entiendo  que 
la  misma  responde  a  los  elevados  fines  que  él  se  propone. 
Puedo  expresar  que  en  dicha  obra  no  se  contiene  nada 
contrario  al  dogma  católico  y  a  la  sana  moral,  immo  vero 
illis  vario  modo  favens.  Por  lo  cual  considero  que  V.  Excia. 
I  Revma.  puede  otorgar  el  solicitado  ''IMPRIMATUR",  de- 
biéndose señalar  esta  licencia  al  principio  o  final  de  la 
obra,  consignando  el  nombre  de  quien  la  concede  y  el  lu- 
gar y  fecha  de  la  concesión.  (Can.  1294,1),  Dios  guarde  a 
V.  Excia.  Revma. 

Juan  M.  Phordoy 
Asesor  Ecco. 

Imprimí  potest. 
I    t  Antonio  Card.  Caggiano 
¡    Arzobispo  de  Buenos  Aires. 
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DEDICATORIA 


En  prensa  este  libro,  falleció  Juan  XXIII.  Durante 
una  prolongada  vigilia  de  largos  días,  los  católicos  del 
mundo  entero  asistimos,  minuto  a  minuto,  a  la  pro- 
funda lección  de  Vida  que  fue  su  santa  muerte.  No 
faltó  en  su  agonía  ni  la  cristiana  aceptación  de  dolores 
V  sufrimientos,  ni  la  preocupación  solícita  y  paternal 
por  todos  y  cada  uno  de  sus  hijos,  por  fieles  e  infieles, 
amigos  y  enemigos:  a  todos  los  cuales,  desde  su  lecho 
de  enfermo,  reiteró  una  y  más  veces  el  mensaje  que 
fue  razón  de  ser  de  su  acción,  razón  de  ser  de  su 
pontificado:  ut  unum  sint!  Y,  legándonos  la  esperanza 
del  reencuentro  definitivo  en  el  Cielo,  nos  mostró  la 
dicha  inefable  de  morir  en  el  Señor. 

Juan  XXIII,  Juan  el  Bueno,  está  ya  junto  al  Rey 
Inmortal  de  los  Siglos.  Su  pontificado  ha  pasado  a  la 
historia.  La  obra  por  él  realizada  pertenece  ahora  al 
acervo  inagotable  de  la  Iglesia,  y,  entre  esa  obra  suya 
de  Pastor  Universal,  ahí  quedan  sus  vigilantes  desvelos 
por  nosotros,  y  hasta  su  afectuoso  cuidado  por  nuestros 
domésticos  problemas  argentinos.  En  momentos  difí- 
ciles para  nuestra  patria,  yo  mismo  tuve  el  consuelo  de 
oír  sus  consejos  y  la  seguridad  de  que  nos  asistía  con 
sus  oraciones. 

¡Quiera  Dios  que  tan  excelso  guía,  padre  y  maestro 
nos  valga  de  abogado  e  intercesor,  y  que,  como  lo  estu- 
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vimos  aquí  en  el  tiempo,  nos  presentemos  bajo  su 
amparo  en  el  día  sin  ocaso  de  la  Resurrección!  Con 
esta  esperanza  ofrezco,  como  homenaje  a  su  memoria, 
el  pequeño  libro  que  sigue,  escrito,  eso  sí,  bajo  el  im- 
pulso de  un  grande  y  profundo  amor  hacia  cuanto  El 
sirvió,  hacia  cuanto  su  vida  significó,  y  hacia  su  persona 
de  sacerdote  y  de  pontífice  prudente  y  santo. 

Mas  no  sería  homenaje  cabal  si,  junto  a  este  sentido 
recuerdo,  no  expresara  yo  mi  devoción  filial  hacia  el 
ilustre  sucesor  de  Juan  XXIII  que  rige  ahora  los  des- 
tinos de  la  Iglesia.  El  Pontificado  Supremo  es  una 
realidad  que  sobrevive,  en  la  tierra,  a  cuantos  en  el 
transcurso  de  los  siglos  han  sido  llamados  a  desempeñar 
la  augusta  función  de  vicarios  de  Cristo,  a  todos  los 
cuales  reúne  bajo  el  signo  del  común  servicio  divino 
de  la  tiara  y  las  llaves.  .  A  Paulo  VI,  Pontífice  Máxi- 
mo, Pastor  Universal  y  Padre  de  los  fieles,  a  Paulo  VI, 
cuya  antigua  preocupación  personal  por  los  problemas 
eclesiásticos  argentinos  me  consta,  presento,  pues,  con 
humildad  y  reverencia,  esta  modestísima  contribución 
para  solucionarlos. 
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A  MODO  DE  INTRODUCCION 
EL  PADRE  SANTO  Y  NOSOTROS  ^ 


Breve  advertencia 

No  es  mi  propósito  exponer  aquí  una  colección  de  re- 
cuerdos personales  de  los  años  que  pasé  en  Roma  junto 
al  trono  del  Santo  Padre.  Tampoco  me  propongo  hacer  una 
apología  de  mi  desempeño  como  diplomático,  y,  menos 
aún,  componer  un  tratado  de  derecho  público  eclesiástico. 
Sólo  quiero  presentar,  en  forma  llana  y  sencilla,  un  con- 
junto de  reflexiones  y,  sobre  todo,  una  serie  de  soluciones 
en  torno  a  los  problemas  derivados  de  las  relaciones  del 
Estado  Argentino  con  la  Iglesia  Católica.  En  las  páginas 
que  siguen  se  ha  de  encontrar,  por  cierto,  un  poco  de 
todo:  recuerdos  personales,  explicaciones  relativas  a  mi 
propia  actuación  y  algunas  referencias  a  los  puntos  de  de- 
recho público  eclesiástico  que  más  inciden  en  el  orden 
temporal,  político  y  civil  de  la  Nación.  Pero  no  es  ello  lo 
que  en  definitiva  importa.  Lo  interesante  es  señalar  los 
problemas  e  indicar  las  soluciones. 

Sin  embargo,  aun  a  riesgo  de  apartarme  del  tema  pro- 
puesto, no  podría  dejar  de  referirme,  en  primerísimo  lu- 
gar, al  Sumo  Pontífice,  ante  quien  tuve  el  honor  de  repre- 

1  Para  esta  nota  introductoria  he  utilizado,  en  gran  parte,  el  texto 
de  la  conferencia  que  pronuncié  el  5  de  julio  de  1962  en  el  acto  de 
homenaje  al  Sumo  Pontífice,  organizado  por  la  Junta  Arquidiocesana  de 
Buenos  Aires,  de  la  Acción  Católica  Argentina. 
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sentar  al  presidente  de  la  República  Argentina.  Y  digo  ''al 
Sumo  Pontífice'',  sin  aditamentos  personales,  no  tanto  por- 
que hube  de  actuar  ante  dos  papas,  Pío  XII  y  Juan  XXIII, 
sino  porque,  con  prescindencia  de  cualquier  consideración 
individualizante,  el  Santo  Padre  es,  por  encima  de  todo,  el 
Vicario  de  Cristo,  el  sucesor  de  San  Pedro;  y  es  a  Cristo, 
a  Cristo  en  su  Vicario,  en  el  sucesor  del  Príncipe  de  los 
Apóstoles,  a  Quien  corresponde  rendir  homenaje  de  ado- 
ración, a  Quien  todo  católico  debe  venerar  en  la  persona 
augusta  que  desempeña  el  Sumo  Pontificado. 

Sólo  muy  pocos  días  estuve  acreditado  ante  Pío  XIl. 
Los  suficientes,  eso  sí,  para  que  quedaran  fijados  en  mi 
memoria  indelebles  e  inefables  recuerdos  de  la  figura  ex- 
traordinaria y  sublime  del  Pastor  Angelicus.  A  Juan  XXIII, 
en  cambio,  he  tenido  la  dicha  de  verle  y  de  tratarle  du- 
rante tres  largos  años,  casi  cuatro,  dentro,  claro  está,  del 
marco  protocolar  de  la  función  diplomática,  que,  por  otra 
parte,  jamás  estorbó  la  efusión  de  su  afecto  paterno.  Es 
así  natural  que  me  detenga  unos  momentos  a  considerar 
su  figura. 

El  sucesor  de  San  Pedro 

Entre  todas  las  solemnidades  del  ciclo  litúrgico  san- 
toral, la  conmemoración  conjunta  de  San  Pedro  y  San 
Pablo  tiene  un  significado  especial.  No  se  trata  de  una 
simple  conmemoración  tendiente  a  la  glorificación  del 
Príncipe  de  los  Apótoles  y  del  Apóstol  de  las  Naciones; 
ni  es  su  único  objetivo  obtener  la  intercesión  de  tan  pode- 
rosísimos abogados  en  favor  de  nuestras  pobres  y  nece- 
sitadas almas.  La  solemnidad  de  San  Pedro  y  San  Pablo 
es  la  fiesta  del  Sumo  Pontífice;  la  gran  fiesta  de  la  Uni- 
dad de  la  Iglesia,  basada  en  el  Pontificado  de  Pedro  y 
sellada  con  la  predicación  de  Pablo. 

La  conmemoración  conjunta  del  Princeps  Apostolorum 
y  del  Apóstol  Gentium  subraya  el  sentido  universalista  de 
la  fecha;  pues  si  al  primero  se  encargó  apacentar  la  grey, 
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al  segundo  le  fue  dada  la  "gracia  de  "predicar  a  los  genti- 
les las  inapelables  riquezas  de  Cristo,  y  de  manifestar  a 
todos  cual  sea  la  comunicación  del  Sacramento  escondido 
desde  los  siglos  en  Dios  que  lo  crió  todo".  Junto  al  ponti- 
ficado universal  de  Pedro,  la  predicación  también  univer- 
sal de  Pablo  resulta  su  necesario  complemento  y  es  su 
manifestación  más  elocuente. 

No  fue  mera  coincidencia  el  hecho  de  que  San  Pablo 
hiciese  de  Roma  el  centro  de  su  apostolado,  y  luego  allí 
mismo  sufriese  el  martirio  simultáneamente  con  San  Pe- 
dro; doble  martirio  en  cuya  virtud  el  orbe  cristiano  quedó 
centrado  en  la  Urbe,  y  a  raíz  del  cual  la  herencia  paulina 
fue  recogida  por  el  sucesor  de  Pedro  y  añadida  a  la  cáte- 
dra romana.  Así  el  Sumo  Pontífice,  "piedra"  sobre  la  cual 
descansa  la  Iglesia,  es  el  pregonero  del  Evangelio  ante  las 
naciones.  El  eco  de  la  voz  del  Apóstol  de  las  Gentes  vibra 
en  las  enseñanzas  del  magisterio  pontificio.  En  el  cons- 
tante desvelo  misionero  de  la  Santa  Sede  Romana,  se  ad- 
vierten las  huellas  del  infatigable  trajinar  paulino  en  pro- 
cura de  nuevas  almas  y  de  nuevos  pueblos  para  Cristo. 

Los  obispos  son  los  sucesores  de  los  apóstoles.  Es  éste 
un  postulado  fundamental  e  ineludible  para  comprender 
a  la  Iglesia  Católica.  La  nota  de  apostolicidad  pertenece  a 
la  esencia  misma  de  la  Iglesia;  el  episcopado  es  su  expre- 
sión viviente.  Sin  embargo,  no  podría  hablarse  de  una  su- 
cesión personal  y  directa  de  todos  y  cada  uno  de  los  após- 
toles que  llegase  a  todos  y  cada  uno  de  los  obispos,  ni 
ha  sido  transmitida  a  éstos  la  plenitud  de  los  poderes  de 
aquéllos.  Sólo  San  Pedro,  como  jefe  de  la  Iglesia  Univer- 
sal, ha  tenido  el  singular  privilegio  de  poseer  hasta  el  final 
de  los  tiempos  su  heredero  directo  e  indiscutido  sucesor. 
La  primacía,  sus  atribuciones  específicas,  la  soberanía 
ecuménica,  subsisten  como  realidades  vivas  y  operantes 
en  la  persona  del  Sumo  Pontífice.  A  través  de  las  vicisi- 
tudes de  la  historia,  sin  solución  de  continuidad,  se  ex- 
tiende la  ininterrumpida  serie  de  los  papas,  sucesores  del 
Príncipe  de  los  Apóstoles. 
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Su  Santidad  Juan  XXIII 


En  el  caso  particular  de  Juan  XXIII,  a  la  realidad 
teológica,  histórica  y  jurídica  de  la  herencia  de  San  Pe- 
dro, se  suma  una  singularísima  afinidad  de  temperamento 
y  de  vocación.  Cuando  en  un  atardecer  otoñal  de  octubre, 
de  1958,  ante  la  abigarrada  muchedumbre  que,  espectante, 
desbordaba  la  plaza  y  cubría  parte  de  la  Via  della 
Conciliazione,  jue  anunciado  el  nombre  del  nuevo  Papa, 
corrió  en  seguida  un  mudo  interrogante:  ''¿Estará  el  elegi- 
do a  la  altura  del  pastor  excelso  que  acabamos  de  per- 
der?".  . .  Aún  perduraban  en  el  aire  los  tristes  acordes  que 
acompañaron  los  funerales  de  Pío  XII;  resonaba  todavía 
bajo  las  bóvedas  de  la  basílica  vaticana  el  eco  fatídico  de 
los  martillazos,  secos,  lúgubres,  de  la  tumulación  del  gran 
Pontífice,  y,  por  encima  del  dolor  de  su  muerte,  crecía  la 
convicción  de  que  la  Iglesia  y  el  mundo  mismo  habían 
perdido  un  hombre  verdaderamente  excepcional,  uno  de 
esos  varones  de  elección  que  aparecen  muy  de  tiempo  en 
tiempo  a  través  de  la  historia.  El  consuelo  causado  por  la 
noticia  de  que  el  Cónclave  había  puesto  fin  a  la  orfandad 
de  la  grey  católica  y  la  alegría  producida  por  la  posteHor 
aparición  del  flamante  Pontífice  en  la  Icggia  delle  Bene- 
dizione,  no  alcanzaban  a  disipar  aquella  angustiosa  incer- 
tidumbre. 

Pocos  días  bastaron  para  caer  en  la  cuenta  de  que  no 
cabía  parangón  alguno.  No  porque  el  nuevo  Papa  no  re- 
sistiese la  comparación,  sino  porque  era  enteramente  dife- 
rente del  anterior.  Entre  uno  y  otro  no  cabría  señalar, 
por  cierto,  una  oposición  radical  en  el  desempeño  de  la 
función  pontificia  sino  una  simple  diferencia  de  métodos, 
de  modalidad,  o,  si  se  prefiere,  de  temperamento.  Por  otra 
parte,  dentro  de  la  riquísima  variedad  de  maneras  de  en- 
carar el  ejercicio  del  pontificado,  suele  advertirse  en  mu- 
chos casos  cierta  acentuación  de  los  rasgos  dejados  por  la 
herencia  de  San  Pablo,  así  como  en  otros  predominan 
abiertamente  los  de  la  herencia  de  San  Pedro. 
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En  Pío  XII,  más  todavía  que  en  Pío  XI,  se  dejaba  ver 
claramente  el  matiz  paulino.  Su  acción  parecía  dirigirse 
en  línea  recta  hacia  el  Orbe  y  sus  confines,  para  refluir 
desde  allí  a  la  Urbe,  En  cambio,  en  Juan  XXIII  salta  a  la 
vista  la  modalidad  petrina,  y  pudo  observarse,  de  entrada, 
un  centrarse  en  la  Urbe  para  actuar  como  de  reflejo  en 
el  Orbe.  El  modo  de  actuar  de  Pío  XII  recuerda,  así,  nues- 
tro modo  pampeano  de  ver  el  paisaje,  que  señalara  Ortega 
y  Gasset:  en  primer  plano  el  horizonte,  y,  como  proyecta- 
dos en  él,  van  surgiendo  objetos  y  accidentes.  El  modo  de 
Juan  XXIII  se  adecúa  más  al  paisaje  italiano:  primero  lo 
más  próximo,  luego  lo  más  remoto;  el  horizonte  como 
telón  de  fondo.  Claro  que,  tanto  en  uno  como  en  otro 
modo  de  ver,  las  cosas  ocupan  el  mismo  lugar  que  en  rea- 
lidad tienen. 

Este  partir  siempre  de  lo  más  próximo  hacia  lo  más 
remoto,  que  al  fin  de  cuentas  es  el  orden  de  la  Caridad 
(recordemos  la  parábola  del  buen  Samaritano),  es  carac- 
terístico en  Juan  XXIII.  Es  notable  la  vivencia  que  para 
él  tienen  los  recuerdos  personales:  la  comarca  natal,  los 
lugares  en  que  fue  realizando  su  formación  sacerdotal,  los 
países  en  que  desempeñó  funciones  como  Delegado  Apos- 
tólico o  como  Nuncio,  o  donde  ejerció  su  ministerio  pas- 
toral. Dentro  de  esa  misma  peculiaridad  corresponde  des- 
tacar el  impulso  que,  como  Papa,  ha  dado  a  su  diócesis 
romana,  el  celo  demostrado  por  sus  feligreses  de  la  Urbe, 
i  sus  visitas  a  presos  y  hospitalizados,  su  asistencia  a  cere- 
|l  monias  litúrgicas  en  distintos  barrios  de  la  ciudad,  la  cele- 
:  bración  del  Sínodo  Diocesano  como  primer  paso  de  su 
esfuerzo  renovador  de  la  Iglesia  Universal. 

Papa  grande  y  a  la  vez  sencillo,  mod.esto  y  santo,  de 
aguda  inteligencia  y  de  bonhomía  nada  común;  de  tanta 
humildad  que  parecería  preocupado  por  hacerse  perdonar 
su  extraordinaria  elevación  espiritual  y  su  innata  aptitud 
para  el  pontificado ...  En  medio  del  imponente  boato  de 
las  ceremonias  vaticanas  o  en  el  recogido  y  a  la  par  ma- 
jestuoso ambiente  de  su  despacho  privado;  en  las  audien- 
cias protocolares  de  los  innumerables  personajes  que  acu- 
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den  a  rendirle  homenaje  o  en  las  procesiones  estacionales 
de  las  iglesias  romanas;  en  sus  imprevistas  apariciones 
junto  al  lecho  de  algún  enfermo  o  cuando  se  asoma,  desde 
su  despacho  privado,  hacia  la  plaza  para  rezar  con  el 
pueblo  su  Angelus  dominical...  Juan  XXIII  es  siempre 
el  mismo  pastor,  transparente  de  sencillez,  refulgente  de 
Caridad;  tan  cercano  a  los  visitantes  e  interlocutores  que 
éstos  creerían  encontrarse  junto  al  propio  párroco  y  sien- 
ten caer  hecho  trizas  todo  el  riguroso  ayidamiaje  protoco- 
lar. Ante  su  figura  paternal,  al  oír  su  palabra  encendida, 
los  peregrinos  del  mundo  entero  reconocen  la  fisonomía  y 
la  voz  del  Pastor,  de  su  Pastor. 

He  tenido  el  privilegio  de  verle  de  cerca.  Desde  mi 
primera  visita  pude  comprobar  esa  sencillez  tan  suya,  el 
tono  familiar  que  imprime  a  la  conversación,  la  esponta- 
neidad de  sus  observaciones  y  hasta  de  sus  exclamaciones, 
el  alegre  humor  de  su  trato  y,  por  encima  de  todo,  su  celo 
pastoral.  Un  hálito  de  auténtico  amor  cristiano  le  rodea, 
y,  a  su  lado,  se  borran  las  distancias,  los  convencionalis- 
mos humanos  desaparecen,  y  se  esfuman  los  prejuicios 
que  dividen.  Jamás  le  falta  la  oportuna  palabra  de  eleva- 
ción espiritual;  cualquiera  sea  el  motivo  que  lleve  a  su 
visitante,  así  se  trate  del  más  frío  asunto  de  Estado,  sabe 
encontrar  el  momento  y  la  oportunidad  para  dar  la  nota 
espiritual  que  conforta  y  eleva.  Es  imposible  entrar  a  su 
presencia  sin  salir  edificado. 


El  Papa  "revolucionario" 

¿Es  Juan  XXIII  un  Papa  'Revolucionario",  como  suele 
decirse  por  ahí?  No  lo  es  en  el  sentido  que  parecerían 
creerlo  quienes  le  atribuyen  ideas  y  móviles  de  acción  en- 
teramente ajenos  al  orden  de  sus  preocupaciones  pastora- 
les. Sería  también  grainsimo  error  presentarlo  como  ene- 
migo de  las  tradiciones  seculares  de  la  Iglesia  y  poco 
afecto  a  las  formas  vigentes  en  la  corte  romana.  Ni  su 
modalidad  llana  y  sencilla  está  reñida  con  una  puntual 


observancia  de  los  usos  y  costumbres  imperantes,  ni  su 
notoria  inclinación  hacia  los  necesitados  y  los  humildes 
podría  ser  confundida  con  la  vulgaridad,  la  demagogia  y 
la  chabacanería  de  que  hacen  gala  los  politiqueros  ambi- 
ciosos de  popularidad  y  del  poder. 

En  cambio,  en  un  sentido  mucho  más  profundo,  es  un 
auténtico  revolucionario,  como  lo  exige  la  plenitud  del 
nombre  cristiano;  un  revolucionario  como  lo  han  sido  las 
grandes  figuras  de  la  Iglesia,  y  como,  frente  al  mundo,  lo 
es  la  Iglesia  misma.  Revolucionario  porque  sabe  hacer 
fructificar  el  fermento  evangélico.  Revolucionario  en  el 
sentido  propio  y  dinámico  del  vocablo,  y  en  la  medida  sin 
medida  de  su  celo  pastoral. 

Como  Obispo  de  Roma,  el  Papa  se  debe  a  su  grey 
urbana.  Juan  XXIII,  desde  que  inició  su  reinado,  quiso 
acercarse  a  sus  diocesanos,  y,  al  hacerlo,  ha  ido  configu- 
rando un  arquetipo  episcopal  válido  para  todo  el  Orbe. 
Su  "revolución"  ha  consistido  aquí  en  fortalecer  la  disci- 
plina, en  restaurar  en  su  prístina  pureza  antiguos  usos  y 
tradiciones  venerandas,  en  velar  por  el  esplendor  de  la 
liturgia  y  poner  en  ejecución  el  prolijo  código  de  reglas 
para  el  clero  y  los  fieles,  sancionado  por  el  sínodo  que 
El  mism.,0  convocó  como  primer  acto  importante  de  su 
gobierno. 

Con  respecto  a  la  Iglesia  universal,  su  iniciativa  más 
importante  es,  sin  lugar  a  dudas,  el  Concilio  Ecuménico 
Vaticano  II,  que  ha  de  marcar  un  jalón  en  la  historia 
eclesiástica  y  en  la  vida  de  la  humanidad.  ''Promover  el 
desarrollo  y  la  propagación  de  la  Fe  Católica,  renovar  la 
vida  cristiana  de  los  fieles,  adaptar  la  disciplhia  eclesiás- 
tica a  las  necesidades  y  condiciones  de  nuestro  tiempo  y, 
dando  un  elocuente  ejemplo  de  Verdad,  de  Unidad  y  de 
Caridad,  suscitar  entre  los  cristianos  separados  la  bús- 
queda y  el  logro  de  la  perdida  Unidad''.  Estos  objetivos, 
señalados  al  Concilio  por  nuestro  Sumo  Pontífice  en  la 
encíclica  Ad  Petri  Cathedram,  del  3  de  julio  de  1959,  sin- 
tetizan toda  la  especial  modalidad  y  el  impulso  franca- 
mente renovador  que  le  caracterizan  y  le  animan.  Un 
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nuevo  capitulo  parecería  abrirse  asi  para  la  Cristiandad,  y 
ha  tocado  a  Juan  XXIII  poner  las  condiciones  de  hecho 
necesarias  para  provocar  la  efusión  del  Espíritu  Santo  que 
ha  de  darle  un  sentido  propio  e  imprimirle  un  carácter 
peculiar. 

En  otro  plano,  pero  siempre  dentro  del  mismo  orden 
de  preocupaciones  y  en  igual  nivel  de  profunda  intrepidez, 
como  acabada  expresión  de  aquel  impulso  renovador,  está 
la  encíclica  Mater  et  Magistra.  En  ella,  Juan  XXIII  ha 
traducido  en  principios  de  vida  y  de  acción,  perfecta- 
mente adecuados  a  las  circunstancias  en  que  hoy  se  debate 
la  humanidad,  todo  el  depósito  de  Sabiduría  donde  se  con- 
tienen los  principios  expuestos  en  las  Sagradas  Escrituras, 
las  enseñanzas  de  los  Santos  Padres  y  los  Doctores,  las 
normas  fijadas  por  los  anteriores  pontífices  y  la  experien- 
cia multisecular  de  la  Iglesia.  Documento  pastoral  por 
excelencia,  la  Mater  et  Magistra  tiene  también  la  inédita 
particularidad  de  estar  dirigida  no  sólo  a  los  obispos,  los 
sacerdotes,  los  fieles  y  todos  los  hombres  de  buena  vo- 
luntad, sino  asimismo  a  los  pueblos  y  las  naciones,  a  quie- 
nes señala  sus  mutuas  obligaciones  dentro  de  un  orden 
universal  de  Caridad. 

Esa  modalidad  pastoral  se  advierte  también  en  su 
amplia  y  generosa  forma  de  encarar  los  problemas  indi- 
rectamente atingentes  a  la  política.  Colocándose  siempre 
en  un  alto  nivel  espiritual,  dotado  de  una  auténtica  capa- 
cidad de  comprensión,  prefiere  influir  más  sobre  los  co- 
razones de  los  hombres  que  sobre  las  cosas  a  ellos  some- 
tidas. Jamás  desespera  de  una  posibilidad  de  enmienda, 
ni  carga  con  la  grave  responsabilidad  de  romper  los  puen- 
tes que  podrían  facilitar  un  acercamiento.  ''Estoy  con  todo 
lo  que  une",  — me  dijo  en  cierta  oportunidad  refiriéndose 
a  la  entrevista  de  los  presidentes  Frondizi  y  Kennedy. 

Vano  empeño  sería,  sin  embargo,  querer  arrancarle 
una  directiva  concreta  para  resolver  un  poblema  pura- 
mente temporal.  A  los  estadistas  y  políticos  católicos  que 
se  la  pidiesen,  se  limitaría  a  darles  el  consejo  de  que, 
como  buenos  hijos  de  la  Iglesia,  siguiendo  el  conocido 
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axioma  de  San  Agustín,  hiciesen  uso  de  su  libertad . . . 
atemperada  por  la  Caridad.  Esto,  que  ha  sido  visto  muy 
claramente  con  relación  a  la  política  interna  de  Italia,  en 
la  que  muchas  veces  se  pretendió  — y  se  pretende  toda- 
vía—  girar  su  nombre,  deberían  tenerlo  presente  quienes 
aún  se  empeñan  en  adivinar  tendencias  políticas  en  el 
trono  pontificio  y,  muy  sueltos  de  cuerpo,  hablan  de  de- 
rechas e  izquierdas  en  el  seno  de  la  Iglesia. 

La  serena  tranquilidad  con  que  Juan  XXIII  enfrenta 
tanta  diversidad  de  cuestiones  y  de  problemas  trasunta 
una  profunda  confianza  en  la  vigilante  presencia  de  Dios 
en  medio  del  acontecer  humano.  Nada  más  alejado  de 
su  modo  de  ser  y  de  juzgar  los  acontecimientos  que  ese 
tremendismo  pesimista  con  que  muchos  timoratos  suelen 
mirar  hacia  el  porvenir.  "Nos  parece  justo  disentir  de 
tales  profetas  de  calamidades  — dijo  al  inaugurar  el  Con- 
cilio— ,  que  siempre  están  anunciando  infaustos  sucesos, 
como  si  fuese  inminente  el  fin  de  los  tiempos'',  y  en 
seguida  agregaba:  ''es  preciso  reconocer  los  arcanos  de- 
signios de  la  Providencia  Divina  que,  a  través  de  los 
acontecimientos  y  de  las  mismas  obras  de  los  hombres 
(muchas  veces  sin  que  ellos  los  esperen),  se  llevan  a  tér- 
mino haciendo  que  todo,  incluso  las  adversidades  humanas, 
redunden  en  bien  para  la  Iglesia". 

Pero  ni  ese  impulso  renovador  ni  esa  serena  confianza 
en  el  porvenir  implican  en  El  ruptura  alguna  con  las  tra- 
diciones venerables,  ni  con  las  formas  heredadas  del  culto 
y  las  modalidades  de  la  antigua  piedad  católica.  Desde 
este  punto  de  vista,  lejos  de  poder  ser  calificado  como 
"moderno"  (en  el  sentido  de  "modernista"),  resulta  tan 
"antiguo"  como  la  Santa  Iglesia  y  como  lo  han  sido  los 
papas  que,  con  sus  enseñanzas,  con  sus  actos,  con  sus 
vidas,  fueron  sedimentando  aquellos  usos  y  costumbres 
venerables.  Sigue  así  la  gloriosa  línea  de  los  auténticos 
reformadores,  desde  San  Gregorio  Vil  hasta  San  Pío  X. 

Por  eso,  saliendo  al  paso  de  los  que  tienen  el  prurito 
de  innovar  por  puro  afán  de  novedades,  ha  dicho  en  su 
carta  del  6  de  enero  de  1963  "a  todos  y  cada  uno  de  los 
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obispos"  y  "a  los  demás  padres  del  Concilio  Ecuménico 
Vaticano  11"'  "No  son  necesarias  en  verdad,  al  menos  por 
ahora,  nuevas  o  especiales  formas  de  oración  distintas  de 
ao^uellas  que  han  sido  difundidas  con  la  aprobación  de  la 
autoridad  eclesiástica.  La  Iglesia  Católica  es  como  la 
Reina  ''que  se  sienta  al  lado  derecho",  presente  a  los  ojos 
del  mundo  "con  vestido  dorado  y  atuendo  multiforme". 
Su  estructura,  maravillosamente  unitaria,  parte  del  pri- 
mado del  Romano  Pontífice  y  se  articula  en  diócesis  y 
parroquias,  de  liturgias  y  de  ritos  antiquísimos  y  de  nue- 
vos ordenamientos  y  formas  más  recientes,  y  ésto  basta  a 
la  sólida  y  compacta  unión  y  satisface,  en  la  variedad  de 
las  formas  de  oración  privada  o  pública,  las  múltiples 
exigencias  del  espíritu". 

Los  argentinos  y  el  Padre  Santo 

Pero  ya  es  tiempo  de  preguntarnos  qué  deberíamos 
hacer  nosotros  los  argentinos  para  ponernos  a  tono  con 
nuestro  Pastor.  En  otras  palabras'  ¿qué  espera  el  Papa 
de  nosotros?  Más  de  una  vez  me  lo  he  preguntado  a  mí 
mismo . . .  No  me  refiero  a  lo  atingente  al  fuero  interno 
de  nuestras  almas  cristianas,  ni  a  cuanto  concierne  a  las 
autoridades  eclesiásticas  y  al  clero,  a  cuyo  respecto  "doc- 
tores tiene  la  Santa  Madre  Iglesia  que  sabrán  responder". 
La  pregunta  no  podría  sino  referirse  al  campo  en  que  los 
laicos  podemos  actuar,  en  que  los  laicos  debemos  trabajar. 

Con  su  palabra  y  con  su  acción,  Juan  XXIII  nos  ha 
dado  todo  un  programa  y  nos  ha  trazado  un  rumbo  para 
nuestra  propia  acción.  Cualquier  demora  en  la  ejecución 
sólo  a  nosotros  sería  imputable.  Urgenos  pues  dar  cum- 
plimiento a  las  sabias  directivas,  impartidas  sobre  todo  en 
la  Mater  et  Magistra,  donde  con  tanta  claridad  el  Santo 
Padre  ha  dado  instrucciones  concretas  sobre  los  problemas 
que  hoy  nos  preocupan  y  ha  indicado  las  soluciones  que 
aquí  y  ahora  mismo  deberíamos  adoptar.  Y  úrgenos  tam- 
bién, quizá  con  más  vehemencia,  hacer  nuestras,  aunque 
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juera  en  mínima  parte,  la  generosa  amplitud  de  criterio 
que  revelan  sus  enseñanzas,  y  la  jamás  desmentida  caridad 
que  inspira  sus  procederes. 

La  última  vez  que  le  visité,  en  la  audiencia  de  des- 
pedida, quiso  el  Santo  Padre  que  le  informara  sobre  la 
situación  argentina.  Era  en  mayo  de  1962,  cuando  el  caos 
político  desatado  en  marzo  estaba  en  plena  efervescencia. 
En  Europa  y  especialmente  en  Roma  la  caída  de  nuestro 
andamiaje  constitucional  había  producido  sorpresa  y  hasta 
estupor.  Se  temía  que  las  causas  de  tanta  ruina  fuesen 
algo  más  que  pasiones  políticas  desatadas,  ambiciones  de 
poder,  estrechez  de  miras  o  simple  pánico.  El  "caso  Cuba'' 
ha  revigorizado  los  proverbiales  temores  sobre  la  estabi- 
lidad social  latinoamericana,  y  el  fantasma  del  comunismo 
irrumpe  cada  vez  que  se  difunde  la  noticia  de  algún  golpe 
de  Estado,  una  revolución  o  un  simple  cuartelazo.  Y,  no 
sin  razón,  se  piensa  que  toda  alteración  del  orden,  cuales- 
quiera sean  las  intenciones  de  sus  fautores,  es  una  opor- 
tunidad que  se  brinda  a  la  eclosión  de  las  fuerzas  anti- 
sociales. 

Luego  de  exponerle  detalladamente  lo  sucedido,  sin 
ocultarle,  por  cierto,  mi  modo  de  ver  los  acontecimientos 
ni  mi  juicio  personal  sobre  los  protagonistas,  consideré 
oportuno  hablarle  de  nuestros  problemas  de  fondo;  del 
estado  político,  social  y  religioso  del  país.  Me  referí  ade- 
más a  las  características  nacionales  de  los  sindicatos  obre- 
ros, recalcándole  cómo  se  mantienen  alejados  del  comu- 
nismo y  cómo  sus  connotaciones  políticas  nada  tienen  que 
ver  con  el  castrismo.  Insistí  en  señalar  los  justos  deseos 
de  mejoramiento  social  que  habían  determinado  a  la  gran 
mayoría  de  los  trabajadores  en  las  luchas  cívicas  argen- 
tinas y  que  de  ninguna  manera  se  les  podían  atribuir  los 
errores  cometidos  por  quienes  habían  alzado  como  ban- 
dera sus  legítimas  reivindicaciones.  Traté  de  ser  lo  más 
objetivo  posible  y  no  dejé  de  remarcar  las  luces  y  las 
sombras  del  innegable  sentimiento  religioso  de  nuestro 
pueblo. 
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Juan  XXin  me  dispensó  una  profunda  atención.  Cuan- 
do pasé  a  tratar  de  los  peligros  que  podría  implicar  ce- 
rrarse a  esos  justos  reclamos  o  impedirles  la  libertad  de 
expresión  política,  tachando  de  comunistas  o  procomunis- 
tas a  quienes  no  lo  son,  el  Santo  Padre  me  interrumpió 
varias  veces  para  decirme  que  mi  opinión  era  correcta, 
que  yo  estaba  en  lo  justo.  Y  como  consejo  primero  me 
dijo  que  deberíamos  buscar  en  la  aplicación  de  la  Mater 
et  Magistra  el  remedio  de  nuestros  males,  ya  que  en 
ella,  en  esa  encíclica,  se  han  tenido  en  mira  los  problemas 
que  tanto  nos  afligen.  Era  verdaderamente  el  mejor  con- 
sejo que  cabía  dar. 

En  efecto,  aparte  de  las  recomendaciones  concretas 
que  contiene,  la  encíclica  es  fiel  reflejo  del  espíritu  de 
auténtica  caridad  que  anima  todos  los  actos  y  las  acciones 
de  Juan  XXIII.  Nada  mejor  pues  que  tomar  como  ban- 
dera la  Mater  et  Maqistra  e  iniciar  con  ella  la  Cruzada 
de  Caridad,  de  redención  social  y  de  verdadera  reconcilia- 
ción entre  los  conciudadanos  que  la  Argentina  precisa.^ 
Porque  es  ya  hora  de  que  los  argentinos  aprendamos  a 
superar  las  pasiones  fratricidas  que  nos  dividen,  a  vencer 
los  falsos  prejuicios  ideológicos  que  tanto  confunden,  a 
no  dejarnos  envolver  por  bastardos  intereses  materiales . . . 
Diríase  que  la  dialéctica  preconizada  por  los  marxistas 
reina  entre  nosotros,  suscitando  a  cada  instante  motivos  de 
discusión,  trayendo  a  debate  pasados  resentimientos  e 
inventando  siempre  causas  de  fricción;  en  dos  palabras, 
sembrando  odios.  Pues  no  se  trata  de  las  necesarias  divi- 
siones fundadas  en  las  diferencias  de  modalidades  y  de 
temperamentos  o  en  la  diversidad  de  criterios  propia  de  un 
clima  de  libertad,  sino  de  enconos  que  anulan  los  efectos 
de  la  fraternidad  cristiana.  Y  sólo  la  Caridad,  — la  arrolla- 

2  Durante  la  impresión  de  este  libro,  el  Papa  gloriosamente  reinante 
ha  dado  a  conocer  su  nueva  encíclica  Pacem  in  Terris,  que  constituye 
una  verdadera  Summa  de  los  principios  de  la  convivencia  social,  política 
y  jurídica  de  hombres  y  naciones.  Es  así  un  magnífico  complemento  de 
la  Mater  et  Magistra. 
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dora  Caridad  que  constituye  el  mensaje  que  Juan  XXIII 
trae  al  mundo — ,  podrá  salvarnos  de  esa  dialéctica  fatal. 

Nuestra  empresa  no  ha  de  limitarse  a  las  fronteras  del 
país.  Uno  de  los  puntos  más  notables  de  la  encíclica  es  el 
referente  a  la  solidaridad  entre  las  naciones.  El  bien  co- 
mún universal  requiere  la  cooperación  de  todas  y  cada 
una.  Las  más  prósperas  deben  ayudar  a  las  más  desvali- 
das y  éstas  deberán  a  aquéllas  su  reconocimiento.  Se  trata 
de  obligaciones  exigidas  por  la  justicia  natural  y  puestas 
en  evidencia  por  la  ley  de  Cristo.  Implican  pues  no  sólo 
una  invitación  a  los  Estados  para  ayudarse  entre  sí,  sino 
también  un  llamado  a  las  conciencias  cristianas,  ya  que 
el  servicio  de  la  propia  patria  no  agota  los  deberes  del 
hombre  para  con  la  sociedad  temporal.  Mientras  esta  con- 
vicción no  arraigue  en  el  corazón  humano  no  habrá  autén- 
tica solidaridad,  verdadera  fraternidad  entre  las  naciones; 
por  mucho  que  se  multipliquen  los  tratados,  las  entidades 
y  los  lazos  internacionales. 

Obsesionados  por  los  problemas  caseros,  los  argentinos 
solemos  olvidar  nuestros  deberes  para  con  los  otros  pue- 
blos; o,  preocupados  por  los  propios  intereses  materiales, 
ciframos  en  ellos  la  razón  de  ser  de  nuestros  contactos 
con  el  extranjero,  y  descuidamos  asi  el  debido  servicio 
del  bien  común  universal.  No  sería  cuestión  de  ayudar 
materialmente  con  lo  que  no  tenemos,  sino  de  orientar 
nuestra  actividad  moral,  política  y  económica  hacia  ese 
fin.  Y,  por  añadidura^  nos  libraríamos  de  esta  manera  del 
complejo  de  pueblo  sin  horizontes,  subdesarrollado,  que 
injustamente  amenaza  dominarnos. 

Un  quehacer  nacional  de  fácil  ejecución 

Uno  de  los  primeros  propósitos  concretos  de  Juan  XXIII 
ha  sido  el  de  adecuar  la  disciplina  eclesiástica  a  las  exi- 
gencias de  la  hora  presente.  Es  éste  precisamente  el  objeto 
central  del  Concilio  Ecuménico.  Creo  que  los  argentinos 
deberíamos  tratar  de  ponernos  a  tono  con  ese  propósito  y 
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contrihuir,  en  la  medida  de  nuestras  posibilidades,  a  faci- 
litar su  logro.  Podríamos  empezar  preguntándonos  si  las 
normas  que  entre  nosotros  regulan  las  relaciones  del  Es- 
tado con  la  Iglesia  se  ajustan  a  aquellas  exigencias .  La 
respuesta  negativa  se  impondría,  pues  seguimos  enredados 
por  prejuicios  e  instituciones  regalistas  pertenecientes  a 
un  mundo  pretérito  y  superado;  prejuicios  e  instituciones 
que,  de  ser  aplicados  a  la  letra,  harían  imposible  el  desen- 
volvimiento de  la  Iglesia  en  la  Argentina  y  que,  de  todos 
modos,  lo  traban  inútilmente.  Por  más  que  en  la  práctica 
el  regalismo  y  el  patronato  tengan  muy  menguada  apli- 
cación, es  evidente  que  no  deberían  ser  conservados  ni 
siquiera  como  vetustas  armas  de  museo...  Aunque  más 
no  fuese  por  aquello  de  que  las  armas  las  carga  el 
diablo,  que  en  el  caso  podría  valerse  de  algún  gobernante 
sin  conciencia,  deseoso  de  oprimir  a  la  Iglesia.  Como  ha 
sucedido  más  de  una  vez. 

Otro  punto  estrechamente  ligado  a  este  problema  de 
las  relaciones  con  la  Iglesia  es  la  grave  cuestión  planteada 
por  el  laicismo  del  Estado  en  cuanto  atañe  a  la  instruc- 
ción pública  y  a  la  formación  de  la  familia.  Mientras  no 
se  ponga  fin  a  esta  infección  cancerosa  introducida  entre 
1880  y  1890  en  la  vida  nacional,  no  será  posible  rectificar 
las  desviaciones  que  están  poniendo  en  peligro  el  ser  mis- 
mo de  la  Nación.  Es,  por  otra  parte,  condición  primera  y 
necesaria  para  establecer  sobre  sólidos  fundamentos  un 
entendimiento  con  la  Santa  Sede  Apostólica  que  permita 
a  la  República  revitalizar  sus  instituciones  civiles  y  re- 
mediar eficazmente  los  males  morales  y  sociales  que  hoy 
la  aquejan. 

Al  partir  para  Roma  en  agosto  de  1958  tenía  yo  la 
firme  intención  de  tomar  como  norte  de  mi  misión  diplo- 
mática la  conclusión  de  un  concordato  con  la  Santa  Sede, 
en  el  cual  quedasen  resueltos  todos  esos  problemas.  A  las 
razones  teológicas,  jurídicas  y  políticas  que  siempre  acon- 
sejaron derogar  o  modificar  el  régimen  vigente,  se  unía 
una  personal  y  congénita  animadversión  a  las  huellas  de- 
jadas por  el  regalismo  y  los  laicistas  en  el  orden  institu- 
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cional  argentino.  Era  ello  para  mí  cuestión,  diríase,  de 
honor,  como  que  provenía  de  una  heredada  actitud  de 
repudio  asociada  a  las  más  arraigadas  convicciones  y  a 
los  más  íntimos  afectos.  Pero,  al  poco  tiempo  de  actuar 
en  el  Vaticano,  caí  en  la  cuenta  de  las  dificultades  con 
que  habría  de  tropezar.  Por  de  pronto  hube  de  habituar- 
me al  cambio  de  perspectiva,  pues  si  vistos  los  problemas 
desde  Buenos  Aires  parecía  posible  que  Roma  cediese, 
en  cambio  desde  la  Ciudad  Eterna,  las  pretensiones  rega- 
listas  de  la  legislación  argentina  resultaban  desusadas, 
extemporáneas  e  ineficaces...  Era  así  evidente  la  nece- 
sidad de  encarar  la  cuestión  con  un  criterio  más  amplio 
y  universal.  Nuestro  apego  a  la  letra  constitucional  de 
1852  no  resultaba  argumento  válido  frente  al  sentir  co- 
mún de  la  Iglesia. 

A  pesar  de  los  aparentes  obstáculos  no  era  tarea  di- 
fícil llevar  a  cabo  las  indispensables  reformas,  y  en  ello  se 
estaba  al  comenzar  el  año  1962.  Las  cosas  ahora  han  cam- 
biado y  habrá  que  esperar  el  momento  oportuno  para  re- 
actualizar  lo  obrado.  De  todos  modos  debo  advertir  que, 
tanto  desde  el  punto  de  vista  meramente  representativo 
como  en  el  orden  concreto  de  gestiones  más  delicadas,  es 
condición  primerísima  para  actuar  con  eficacia,  apoyarse 
en  un  gobierno  bien  asentado  en  sus  bases  jurídicas,  poli- 
ticas  e  institucionales.  Precisamente,  la  seriedad  del  go- 
bierno Frondizi  y  su  prestigio  en  el  exterior,  hicieron 
factible  poner  en  marcha  todo  un  plan  tendiente  a  ins- 
taurar un  nuevo  orden  de  relaciones  públicas  con  las  auto- 
ridades eclesiásticas.  Por  otra  parte,  el  acierto  con  que, 
desde  el  primer  momento,  el  presidente  encaró  algunos 
de  los  problemas  que  más  interesan  a  la  Iglesia,  unido  ello 
a  la  directa  impresión  personal  que  dejara  su  visita  al 
!  Santo  Padre,  en  1960,  había  sucitado  la  indispensable  con- 
i  fianza  para  actuar  en  consecuencia.  Por  eso  puedo  afirmar 
!  que  el  golpe  que  echó  por  tierra  todo  el  andamiaje  insti- 
I  tucional  del  Estado  ha  interrumpido  cuanto  se  estaba  ela- 
'  borando  en  este  orden  de  cosas.  Para  retomar  el  hilo  de 
aquellas  gestiones,  será  menester  no  sólo  recomponer  una 
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a  una  las  piezas  destruidas,  sino  asentar  nuevamente  el 
prestigio  del  Estado  argentino. 

Y  entonces,  sí,  realizada  esa  ímproba  tarea  de  reorde- 
nar  institucionalmente  la  Patria,  aquel  quehacer  nacional 
volverá  a  ser  de  fácil  ejecución. 


Algunos  hechos  para  recordar 

En  junio  de  1960  llegó  a  Roma  el  presidente  Arturo 
Frondizi.  Era  la  primera  vez  que  un  Jefe  de  Estado  argen- 
tino acudía  a  rendir  homenaje  al  Santo  Padre.  En  1922 
había  estado,  es  verdad,  el  doctor  Marcelo  T.  de  Alvear, 
pero  no  había  asumido  aún  funciones  de  gobierno;  era  sólo 
presidente  ^'electo".  En  cambio,  en  1960  se  trataba  del 
primer  magistrado  de  la  Nación  que,  como  acto  de  gobier- 
no, visitaba  al  Sumo  Pontífice.  Demás  estaría  ponderar  el 
sentido  profundo,  ritual  casi,  que  la  visita  implicaba.  Más 
profundo  todavía  que  la  intensa  emoción  producida  en  los 
argentinos  que  tuvimos  el  privilegio  de  participar  en  las 
ceremonias  a  que  dio  lugar . . .  Aún  vibran  en  nuestros 
oídos  los  acordes  del  himno  nacional  ejecutado  por  la  ban- 
da militar  pontificia  en  el  espléndido  cuadro  del  patio  de 
San  Dámaso,  y  perdura  en  nuestras  retinas  la  visión  de  la 
solemne  entrada  del  cortejo  presidencial  en  los  salones  del 
palacio  vaticano.  Nos  sería  imposible  olvidar  la  audiencia 
papal  y,  en  ella,  a  Juan  XXIII  con  su  proverbial  bonhomía, 
y  al  presidente  de  los  argentinos  recibiendo  de  rodillas  la 
bendición  del  Vicario  de  Cristo  y  luego,  en  la  basílica  de 
San  Pedro,  rindiendo  la  triple  pleitesía  debida  por  los 
gobernantes  católicos  al  Santísimo  Sacramento,  a  la  San- 
tísima Virgen  y  al  Príncipe  de  los  Apóstoles. 

Como  recuerdo  de  su  visita,  el  presidente  obsequió  al 
Santo  Padre  una  cruz  y  un  collar  de  oro  y  piedras  pre- 
ciosas. Pocas  semanas  después  la  cruz  y  el  collar  tenían 
un  significativo  destino.  Cercano  al  pueblo  natal  de  Su 
Santidad  queda  el  Santuario  de  la  Madonna  del  Bosco, 
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del  que  Juan  XXIII,  como  todos  los  naturales  de  la  co- 
marca, era  de  niño  asiduo  devoto.  Se  venera  allí  una 
imagen  de  Nuestra  Señora  con  el  Niño  en  brazos,  que 
fue,  en  definitiva,  la  heneficiaria  del  obsequio  argentino, 
previa  una  ceremonia  celebrada  por  el  Cardenal  Montini, 
Arzobisvo  de  Milán,  en  nombre  del  Sumo  Pontífice.  Varias 
veces  el  Papa  me  habló  de  ello,  y  de  mi  parte  le  prometí 
visitar  el  santuario.  Lo  pude  hacer  sólo  al  dejar  Roma, 
después  del  golpe  de  Estado  de  marzo  de  1962. 

Al  término  de  mi  misión,  en  la  audiencia  de  despedida 
que  me  concedió  el  Santo  Padre,  hablamos,  como  es  de 
imaginar,  del  presidente  Frondizi.  Juan  XXIII  tenía  ver- 
dadero afecto  por  él  y  no  podía  menos  que  interesarse 
por  su  situación.  ''Yo  no  me  inmiscuyo  en  la  política  — me 
dijo — ,  pero  querría  saber  cómo  está".  Le  preocupaban 
las  noticias  de  su  prisión  en  una  isla  del  Plata,  y  me 
interrogó  sobre  el  tratamiento  que  recibiría.  "¿Usted  lo 
verá?",  me  preguntó.  "Trataré  de  hacerlo  — le  contesté — 
y,  si  no  lo  logro,  le  escribiré".  Me  pidió  entonces  que  le 
hiciese  llegar  un  especial  saludo  de  su  parte,  que,  por 
cierto,  al  poco  tiempo  de  regresar  al  país  tuve  que  trans- 
mitir por  carta.  "Ya  le  he  referido  el  destino  del  collar 
que  él  me  regaló  — continuó  el  Santo  Padre — .  Ahí  está, 
en  el  Santuario  de  la  Madonna  del  Bosco,  puesto  al  cuello 
de  la  Madonna.  Me  pareció  que  colocado  allí  simbolizaría 
la  fraternal  vinculación  de  la  Argentina  e  Italia".  El  Papa 
deseaba  que  quedase  como  expresión  de  la  piedad  argen- 
tina y  como  testimonio  de  los  lazos  afectivos  y  de  sangre 
que  unen  a  nuestra  patria  con  esa  Italia  de  su  niñez, 
donde  — como  me  había  contado  en  otra  oportunidad — 
él  mismo  oyera  nombrar,  por  vez  primera,  la  Argentina 
como  soñada  meta  de  un  grupo  de  emigrantes  que  en  un 
carricoche  se  dirigían  al  puerto  de  ultramar  más  cercano. 

Todo  ello  me  determinó  a  no  diferir  el  cumplimiento 
de  mi  promesa.  Algunos  días  después,  luego  de  un  largo 
viaje  en  automóvil  y  de  cruzar  el  río  Adda  en  una  bar- 
caza, llegué  al  santuario  con  mi  familia.  Penetré  al  sagra- 
do recinto  impresionado  por  la  belleza  del  lugar,  la  sobria 
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sencillez  de  la  construcción  y  el  fervor  de  los  peregrinos 
que  colmaban  la  pequeña  iglesia,  donde  en  esos  víiomentos 
se  celebraba  la  Santa  Misa.  Al  postrarme  ante  la  imagen 
veneranda  reconocí,  punto  por  punto,  la  descripción  que 
formulara  el  Santo  Padre-  el  collar  adorna  a  la  Santísima 
Virgen  y  cae  de  manera  que  el  Niño  tiene  en  sus  divinas 
manos  la  Cruz  que  lo  remata.  Recordé  allí  a  la  patria 
lejana  y  a  sus  hombres;  oré  por  el  donante  prisionero,  y, 
de  manera  muy  especial,  pedí  por  las  intenciones  del 
Padre  común  de  los  fieles  . . . 

Horas  antes  había  efectuado  otra  visita.  No  quise  dejar 
Italia  sin  conocer  el  pueblo  natal  de  Juan  XXIII.  Hacía 
mucho  tiempo  que  deseaba  ver  con  mis  propios  ojos  el 
ámbito  en  que  transcurrieron  sus  primeros  años . . .  Cerca 
de  Bérgamo,  en  los  últimos  confines  de  la  llanura  del  Pó 
y  al  pie  de  las  primeras  estribaciones  de  los  Alpes,  queda 
el  "paese"  de  Angelo  Giuseppe  Roncalli.  Una  pequeña 
iglesia  y  unas  pocas  casonas  campesinas  de  dos  plantas, 
amplios  patios  y  arcadas,  forman  el  núcleo  de  la  pobla- 
ción primitiva,  tan  modesta  que  ni  siquiera  tenía  nombre 
y  sí  sólo  el  sobrenombre  de  Sotto  il  Monte,  con  que  ahora 
se  designa  todo  el  caserío.  En  una  de  esas  casonas,  en  una 
pobre  pieza  de  la  galería  alta,  nació  ochenta  y  un  años 
atrás  el  varón  admirable  que  hoy  rige  los  destinos  de  la 
Iglesia  Universal.  En  el  patio  de  tierra  pisada  jugaban 
cuatro  o  cinco  chicos,  mientras,  sentadas  bajo  las  arcadas, 
algunas  mujeres  componían  humildes  ropas.  ''Esa  es  la 
habitación  donde  nació  el  Papa"  — me  dijo  una  de  ellas — ,  _ 
y,  sin  dejar  la  aguja,  me  señaló  la  puerta  cerrada  de  la 
misma.  "Como  esta  sencilla  madre  de  familia  debió  ser 
la  madre  del  Sumo  Pontífice  y  como  uno  de  aquellos 
chicuelos  su  Augusta  Persona"  — pensé  para  mis  aden- 
tros— .  Todo  parecía  allí  pobre,  simple,  espontáneo  y, 
más  aún,  amable,  como  la  amable  índole  de  nuestro  Pas- 
tor. ¿Cómo,  a  pesar  de  su  larga  carrera  de  honores,  ha 
podido  Juan  XXIII,  Angelo  Giuseppe  Roncalli,  permanecer 
fiel  a  esa  su  congénita  sencillez?  He  aquí  un  misterio  de 
la  Gracia,  un  don  que  no  ha  sido  negado  a  quien  cotidia- 
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ñámente,  con  simplicidad  de  corazón,  pide  que  se  haga 
siempre  en  él  la  santa  voluntad  de  Dios,  como  lo  escuché 
de  sus  labios  en  una  audiencia  privada.  "Y  un  buen  día 
me  vi  Papa'',  recuerdo  que  agregó. 

Como  lo  vi  yo  también  en  aquella  inolvidable  mañana 
del  4  de  noviembre  de  1958,  el  día  de  su  coronación,  cuan- 
do hizo  su  entrada  a  la  basílica  de  San  Pedro  con  su 
cortejo  de  cardenales  y  dignatarios  pontificios,  de  repre- 
sentantes de  las  naciones  — entre  los  cuales  yo  en  nombre 
de  mi  patria — ,  de  sus  prelados  y  sus  escoltas  de  honor, 
al  son  de  las  trompetas  de  plata  de  la  guardia  pontificia 
y  entre  las  delirantes  aclamaciones  de  una  inmensa  muí- 
titud  de  fieles  allí  congregada.  Como  tantas  veces  lo  he 
visto  en  las  ceremonias  litúrgicas,  en  su  trono  bajo  la 
Gloria  del  Bernini  o  arrodillado  junto  a  la  Confesión  de 
San  Pedro,  bajo  las  bóvedas  magníficas  de  la  gran  basí- 
lica, en  medio  de  la  inmarcesible  belleza  de  sus  formas 
arquitectónicas,  de  sus  mármoles,  sus  esculturas  y  sus 
mosaicos;  rodeado  de  gentes  de  todas  las  razas  y  pueblos 
de  la  tierra  y  de  todas  las  generaciones  de  la  Iglesia  pre- 
sentes allí  por  el  testimonio  de  una  variadísima  multipli- 
cidad de  hábitos  y  uniformes  (túnicas  romanas,  vistosos 
trajes  medievales,  uniformes  barrocos  y  modernos),  como 
ocupando  el  punto  central  de  una  gran  cruz  extendida 
sobre  el  espacio  y  sobre  el  tiempo,  ¡sobre  las  naciones  y 
sobre  los  siglos! 

O  como  lo  vi  en  una  inolvidable  ceremonia  de  Corpus 
Christi.  Como  siglos  atrás  parecía  revivir  el  esplendor  im- 
perial de  las  ceremonias  del  Triunfo,  aplicadas  ese  día 
al  Soberano  Señor  del  Universo. . .  De  la  iglesia  de  Santa 
María  in  Aracoeli,  por  la  escalinata  del  Capitolio,  des- 
cendían colegios,  órdenes  y  congregaciones;  las  nuevas 
legiones  romanas  integradas,  como  en  tiempos  de  César, 
I  de  Augusto,  de  Trajano  y  de  Aureliano,  por  hombres  lle- 
gados de  los  cuatro  confines  del  Orbe,  con  el  mismo  porte 
triunfal  pero  en  una  actitud  de  piadoso  recogimiento  y 
con  una  apertura  de  corazón  que  era  fácil  advertir  a 
través  de  sus  cánticos  acompasados,  del  ritmo  de  la  mar- 
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cha  y  de  los  gestos.  La  relativa  uniformidad  talar  de  sus 
hábitos  de  colores  y  formas  diferentes  apenas  disimulaba 
la  diversidad  de  sus  orígenes,  pero  el  fervor  religioso  que 
se  traslucía  a  su  paso  hacía  evidente  la  comunidad  de  sus 
afanes  por  extender  el  dominio  de  Cristo  sobre  las  nacio- 
nes. La  procesión,  abriéndose  camino  entre  la  muche- 
dumbre congregada  para  honrar  al  Santísimo  Sacramento, 
dejando  a  uno  y  otro  lado  los  foros  y  mercados  imperia- 
les, alcanzó  el  arco  de  Constantino.  Era  la  hora  de  la 
puesta  del  sol,  la  hora  solemne  del  ''tramonto"  que  todas 
las  tardes  cubre  con  un  manto  de  oro  la  santa  ciudad  y 
sus  colinas.  Desde  una  tribuna  levantada  junto  al  gran 
monumento  construido  por  el  emperador  que  dio  la  paz 
a  la  Iglesia  e  hizo  del  nombre  de  Cristo  el  emblema  de  su 
poderío  universal,  el  Papa  impartió  la  bendición  eucarís- 
tica,  mientras  Roma  caía  de  rodillas;  raientras  centenares 
de  miles  de  romanos  de  la  Urbe  y  de  romanos  del  Orbe, 
rebalsando  la  vía  Triunfal,  el  Palatino  coronado  de  ruinas 
y  la  imponente  mole  del  Coliseo,  postrados  a  los  pies  del 
Padre  Común,  rendíamos  tributo  de  amor  y  adoración  a 
la  Divina  Forma  que  sus  manos  elevaron  para  trazar  las 
tres  amplias  cruces  rituales. 

Y . . .  como  lo  vi  por  última  vez,  en  su  despacho  pri- 
vado, sentados  frente  a  frente,  cuando  ante  una  pregunta 
suya,  llena  de  solicitud  y  cargada  de  afecto,  le  respondí 
que,  con  el  mismo  ahinco  y  entusiasmo  con  que  lo  había 
hecho  durante  mi  misión  diplomática,  en  Su  Augusta 
Presencia,  seguiría  trabajando  en  mi  tierra  por  el  perfec- 
cionamiento de  las  relaciones  del  Estado  Argentino  con  la 
Santa  Iglesia  Católica. . .  De  lo  cual  pretendo  dar  un  pri- 
mer testimonio  con  las  páginas  que  siguen. 
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EL  CRISTIANISMO  Y  LA  SOCIEDAD 
TEMPORAL  ^ 

Lo  religioso  y  lo  cristiano 

Sea  como  el  sabio,  que  asienta  su  vida  sobre  el  temor 
de  Dios,  o  como  el  necio,  que  "dice  en  su  corazón:  no  hay 
Dios",  -  el  hombre  depende  necesariamente  de  su  Creador. 
A  pesar  del  pecado  original  y  hasta  el  ateísmo  o  de  cual- 
quier otra  forma  de  rebeldía  contra  lo  divino,  en  el  hom- 
bre siempre  se  advierte  alguna  actitud  reverente  de  ado- 
ración, aunque  parezca  a  veces  sin  objeto  u  orientada 
hacia  el  fetichismo  o  la  idolatría,  si  no  mera  angustia  de 
la  propia  finitud  perdida  frente  al  misterio  del  ser.  Tenía 
razón  aquel  peregrino  de  Dostoiewsky  cuando  decía  que, 
a  través  de  todas  sus  andanzas,  jamás  había  encontrado 
ateos. . .  Entre  los  negadores  de  Dios,  sólo  había  tropezado 
con  idólatras. 

En  el  orden  de  las  relaciones  sociales,  esa  realidad 
existencial  de  lo  religioso  se  manifiesta  con  análogas  notas 

1  Este  capítulo  es  reproducción  casi  textual  de  un  artículo  publi- 
cado por  mí  en  la  revista  Notas  de  Pastoral  Jocista,  entrega  julio-agosto 
de  1957,  página  26,  bajo  el  título  de  "Algo  más  sobre  el  tema  Religión  e 
Iglesia  (a  propósito  del  artículo  del  P.  Juan  Santos  Gaynor,  publicado 
en  el  número  anterior  de  esta  revista)  ". 

2  Salmo  LII,  versículo  I*?. 
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de  universalidad  y  permanencia.  El  culto  como  función 
social  y  quehacer  colectivo  es  una  constante  histórica.  Al 
menos,  todavía  no  se  ha  dado  el  caso  de  pueblo  alguno  en 
el  que,  en  una  o  en  otra  forma,  no  haya  sido  expresada  esa 
necesidad  de  la  vida  individual  y  colectiva;  o  en  el  que, 
aún  aparentemente  despojadas  de  intencionalidad  religio- 
sa, no  hayan  persistido  actos,  ritos  y  gestos  enraizados  en 
el  culto  o  derivados  de  él. 

Tan  connatural  con  lo  social  es  lo  religioso  que  sucede 
aquí,  como  en  los  demás  órdenes  de  la  vida  colectiva,  que 
de  hecho  existen  siempre  individuos  provistos  de  un  tem- 
peramento y  de  una  afición  adecuados  a  la  función  espe- 
cífica del  culto.  Al  lado  del  político,  del  guerrero,  del  mer- 
cader, del  labriego,  el  "homo  religiosus"  es  un  elemento 
que  nunca  ha  faltado  en  las  sociedades  humanas. 

En  un  orden  puramente  natural,  el  culto  pertenece  así, 
de  suyo,  a  la  Ciudad  del  Hombre.  El  Estado  antiguo  lo 
consideraba  como  una  de  sus  funciones  primordiales.  El 
complicadísimo  ritual  pagano,  la  organización  de  los  cole- 
gios sacerdotales,  los  templos  y  monumentos,  las  fiestas  y 
mil  otras  formas  de  expresión,  encuadraban  en  el  desenvol- 
vimiento normal  de  la  autoridad  colectiva.  En  los  tiempos 
actuales,  en  las  sociedades  no  informadas  por  el  Evangelio, 
sucede  exactamente  lo  mismo.  Y  hasta  los  Estados  que 
han  apostatado  del  nombre  cristiano  han  terminado  por 
substituir  ritos  y  ceremonias  cultuales  por  celebraciones 
cargadas  de  sentido  religioso. . .  Bastaría  recordar  las  mas- 
caradas laicas  de  la  revolución  francesa  de  1789  y  los  cul- 
tos leninistas  de  la  rusa. 

A  esta  religiosidad  natural,  inmanente  al  orden  social, 
corresponde  la  concepción  pagana  de  la  inmanencia  divi- 
na. Lo  religioso  está  dentro  de  lo  social,  como  lo  divino 
está  en  el  mundo.  La  razón  humana,  debilitada  por  la  caí- 
da original,  sin  la  Revelación,  se  enreda  fácilmente  en  este 
callejón  sin  salida.  Lo  religioso  integra  la  organización 
totalitaria  del  Estado,  y  el  jefe  de  Estado  pagano  resulta 
también  jefe  religioso. 
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El  cristianismo  es  ya  otra  cosa;  implica  otra  realidad: 
el  orden  de  la  gracia,  lo  sobrenatural.  A  la  noción  cristia- 
na de  Dios,  personal  y  transcendente,  corresponde  la  trans- 
cendencia de  la  Iglesia  con  respecto  a  cualquier  ordena- 
miento terrestre.  Lo  religioso  puede  ser  asumido  por  el 
cristianismo,  y  queda  entonces  liberado  en  forma  desco- 
nocida para  el  mundo  pagano.  Pero  puede  darse  el  caso 
contrario,  como  en  los  primeros  siglos  de  nuestra  era, 
cuando  los  cristianos  eran  tildados  de  ateos  e  irreligiosos. 

Sería  necesario  distinguir  aquí  entre  "lo  religioso" 
como  realización  histórica,  "hic  et  nunc",  de  un  pueblo 
determinado  y  lo  que  podría  llamarse  la  "dimensión  reli- 
giosa" de  la  vida  social.  El  cristianismo  puede  "bautizar"  o 
destruir  en  ciertos  aspectos  lo  primero,  pero  se  enraiza 
necesariamente  en  lo  segundo,  que,  al  fin  de  cuentas,  es 
una  predisposición  de  lo  social  a  la  vida  de  la  Fe.  Por  otra 
parte,  la  gracia  no  destruye  la  naturaleza,  y,  así,  junto  a 
esa  natural  dimensión  religiosa,  subsiste  el  peligro  de  una 
recaída  en  la  concepción  pagana  de  la  vida,  aun  so  color 
de  cristianismo. 

La  novedad  del  cristianismo  no  radica,  pues,  en  ser  una 
religión  más,  sino  en  ser  un  nuevo  orden  enteramente  dis- 
tinto; en  haber  instaurado,  precisamente,  a  la  Iglesia  en 
el  mundo.  Porque  la  Iglesia,  que  ni  siquiera  como  realidad 
histórica  ha  nacido  de  la  Ciudad  del  Hombre,  es  la  Ciudad 
de  Dios,  el  Cuerpo  Místico  de  Cristo.  De  ahí  su  diferencia 
específica  con  todas  y  cada  una  de  las  formas  religiosas 
que  la  humanidad  ha  producido  de  sí  misma;  incluso  las 
pseudocristianas,  o  formas  "naturalizadas"  de  cristianismo. 

El  cristianismo  y  el  mundo 

El  primer  contacto  del  cristianismo  con  el  mundo  fue 
de  choque  y  repulsión,  justamente  en  el  orden  religioso. 
En  el  orbe  romano  del  siglo  i  tuvieron  gran  difusión  los 
cultos  orientales.  Isis  y  Osiris,  Mitra  y  tantas  otras  divini- 
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dades  fueron  acogidas  sin  dificultad  en  el  amplio  marco  de 
la  religiosidad  pagana,  como  antes  había  sucedido  con  los 
mitos  griegos.  El  Imperio  Romano,  substancialmente  sin- 
cretista,  admitía  fácilmente  los  cultos  extraños,  y  hasta 
llegaba  a  considerar  su  incorporación  como  un  enriqueci- 
miento de  su  propia  vida  religiosa.  Pero  con  el  cristianis- 
mo ocurrió  algo  muy  diferente. 

La  Iglesia  no  quiso,  ni  podía,  avenirse  a  esa  promis- 
cuidad sincretista.  No  era  posible  que  los  fieles  de  Cristo 
alternasen  su  culto  hacia  el  Verbo  Encarnado  ni  siquiera 
con  los  ritos  cívicoreligiosos  del  emperador  y  de  la  diosa 
Roma.  Podía  darse  el  caso  de  que  individuos  aislados,  no 
incorporados  al  Cuerpo  Místico,  rindiesen  homenaje  al 
Salvador  confundido  entre  otras  divinidades,  como  lo  hacía 
Alejandro  Severo,  pero  eso  no  era  concebible  entre  los 
"christifideles". 

El  conflicto  del  cristianismo  con  el  conjunto  de  las 
convicciones  religiosas  quedó  planteado  desde  el  primer 
momento.  Los  poderes  paganos  intuyeron  bien  pronto  que 
la  novedad  de  Cristo  era  realmente  una  novedad,  y  no 
fue  una  mera  calumnia,  como  pretendería  una  apologética 
barata,  la  tacha  de  ateos  e  irreligiosos  que  opusieron  a  los 
primeros  cristianos.  Al  fin  y  al  cabo,  más  que  por  lo  que 
afirmaban,  resultaban  molestos  por  todo  lo  que  negaban. 

Si  los  fieles  de  aquellos  tiempos  hubiesen  tenido  la 
mentalidad  acomodaticia  de  tantos  cristianos  de  hoy,  más 
de  una  vez  habríales  bastado  escudarse  en  unas  pocas 
reservas  mentales  para  salir  del  paso  y  evitar  el  martirio. 
¡Cuántas  veces  lo  único  que  se  les  exigía  era  un  simple 
"requisito  procesal"!  Para  intentar  cualquier  acción  judi- 
cial o  para  peticionar  a  las  autoridades,  las  escrupulosas 
costumbres  romanas  requerían  determinados  ritos  previos. 
"Meras  formalidades  que  no  obligan  en  conciencia" . . . 
diría  en  nuestros  días  más  de  un  moralista. 

"¿Quién  os  prohibe  que  adoréis  a  Ese,  si  realmente 
es  Dios,  juntamente  con  aquellos  otros  que  son  dioses  por 
naturaleza.  Pues  se  os  ha  mandado  dar  culto  a  los  dioses 
y  a  aquellos  a  quienes  todos  reconocen  como  dioses". 
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Esta  reflexión  que  el  prefecto  de  Egipto,  Emiliano,  formu- 
laba a  Dionisio  y  sus  compañeros  de  martirio,  interpreta- 
ba el  sentir  general  de  los  enemigos  de  la  Iglesia,  que  no 
pretendían  tanto  la  negación  de  Cristo  como  el  acata- 
miento del  orden  religioso  existente.  Pero  también  la  con- 
testación de  Dionisio:  "Nosotros  no  adoramos  a  ningún 
otro",  traducía  la  gallarda  postura,  sin  reservas  mentales, 
de  los  cristianos  perseguidos. 

El  motivo  determinante  de  la  persecución  desatada 
por  Domiciano  fue  la  negativa  de  los  cristianos  a  prestar 
su  apoyo  y  contribuir  a  la  restauración  del  templo  de 
Júpiter  Capitolino.  Y  así  podrían  multiplicarse  los  ejem- 
plos hasta  llegar  al  célebre  decreto  de  Galerio,  en  el 
cual  pretendía  explicar  las  razones  que  habrían  impulsado 
el  tremendo  ataque  iniciado  por  su  predecesor  Diocleciano 
y  continuado  por  él  mismo  contra  la  Iglesia. 

Fue  la  intrepidez  de  la  fe,  la  arrolladora  virilidad  del 
heroísmo  de  los  primeros  fieles,  el  tajante  rompimiento 
con  las  mentiras  convencionales  en  que  el  orden  pagano 
se  basaba,  lo  más  característico  del  triunfo  de  la  Buena 
Nueva.  Porque  no  era  posible  que  la  nueva  fe  se  ins- 
taurase en  las  conciencias  mediante  un  compromiso  con 
las  viejas  formas  religiosas,  ni  que  la  sociedad,  hasta 
ese  momento  pagana,  se  convirtiese  a  la  fe  sin  abandonar 
usos  y  costumbres  inviscerados  en  sus  estructuras  polí- 
ticas, económicas  y  morales. 

De  ahí  la  insuficiencia  de  la  conversión  personal  de 
Constantino,  quien,  por  no  haber  comprendido  todo  el 
alcance  de  la  novedad  que  el  cristianismo  traía  consigo, 
no  pudo  medir  siquiera  los  límites  que  la  nueva  religión 
imponía  a  los  poderes  temporales.  Al  dejar  en  pie  usos, 
costumbres  y  estructuras  del  caduco  paganismo,  dejó 
abierto  el  camino  a  los  abusos  y  al  arrianismo  político 
de  Constancio,  e  hizo  posible  la  rápida,  aunque  efímera, 
restauración  de  la  vieja  religión  por  Juliano  el  Apóstata. 

Fue  necesario  que  Graciano  y  Teodosio  el  Grande 
aventaran  los  últimos  vestigios  del  paganismo  oficial  y 
afianzasen  con  hechos  la  libertad  de  la  Iglesia,  para  que, 
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asumiendo  ésta  la  plenitud  de  su  soberanía  espiritual, 
quedara  fundado  el  orden  cristiano  en  el  campo  político 
y  social.  La  tan  fustigada  intolerancia  de  Teodosio  fue 
el  paso  históricamente  decisivo  que  terminó  con  la  ré- 
mora  pagana,  y  la  penitencia  pública  cumplida  por  él 
fue  la  más  elocuente  demostración  del  cambio  operado. 
Un  jefe  de  Estado  pagano  no  podría  haber  encontrado 
un  poder  superior  ante  quien  humillarse;  en  cambio,  el 
más  poderoso  soberano  cristiano  rendía  pleitesía  a  su 
obispo  diocesano . . .  Porque  la  Iglesia  trasciende  el  orden 
temporal. 

A  partir  de  ese  momento,  el  mundo  grecorromano 
experimenta  una  doble  transformación.  Por  un  lado  la 
dimensión  religiosa  del  orden  social  pasa  a  ser  expresada 
por  el  cristianismo,  y  la  Iglesia,  redimiendo  especialmente 
lo  religioso,  substituye  celebraciones,  festividades,  hasta 
juegos  populares,  con  ritos,  ceremonias  y  sacramentales 
enraizados  en  la  fuente  de  la  gracia;  en  dos  palabras, 
la  Iglesia  "asume"  lo  religioso.  De  otra  parte,  al  no  per- 
der la  Iglesia  su  personalidad  sobrenatural,  se  produce 
un  verdadero  cercenamiento  de  los  poderes  que  el  Es- 
tado tenía  en  el  plano  religioso.  Lo  religioso  deja  de  ser 
inmanente  a  lo  político  y  lo  social. 

La  revancha  del  naturalismo 

Parecería  establecida  así  definitivamente  una  armo- 
niosa conjunción  entre  el  poder  espiritual  con  los  poderes 
temporales.  ¿Cómo  cabría  concebir  que,  aceptada  la  divi- 
nidad de  Cristo,  los  soberanos  de  la  tierra  le  disputasen 
su  realeza?  Sin  embargo,  ello  ocurrió  desde  el  día  si- 
guiente al  del  triunfo  de  la  fe.  Es  que  ni  siquiera  para 
las  sociedades  se  da  en  este  mundo  la  "confirmación  en 
gracia".  Derivados  todos  de  la  misma  fuente  de  maligni- 
dad, contra  la  estabilidad  del  recto  orden  jerárquico  cons- 
piran factores,  tanto  del  mundo  de  las  realidades  sociales 
como  del  "fomes  peccati"  de  los  gobernantes. 
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En  cuanto  decrece  el  estado  de  "tensión"  cristiana, 
los  poderes  terrenales,  llevados  por  la  natural  tendencia 
a  recuperar  su  perdido  dominio  sobre  lo  religioso,  co- 
mienzan por  interferirse  en  la  acción  de  la  Iglesia  y  lle- 
gan a  arrogarse  atribuciones  que  a  ella  sola  competen. 
Otras  veces,  ya  en  la  herejía,  terminan  por  negar  el 
mismo  orden  sobrenatural.  Es  muy  significativa  al  res- 
pecto la  facilidad  con  que  los  jefes  de  Estado  abrazan 
los  errores  más  variados  y  caen  en  toda  suerte  de  here- 
jías. Arrianismo,  reforma  protestante,  pretensiones  gali- 
canas o  regalistas,  etc.,  cuantos  errores  han  hostigado 
a  la  Cristiandad,  han  tenido  siempre  consecuencias  polí- 
ticas semejantes  y  han  importado,  en  definitiva,  el  des- 
conocimiento del  libérrimo  orden  de  la  gracia. 

Sucede,  pues,  que  el  orden  natural  vuelve  por  sus 
extinguidos  fueros.  Pero  hay  más:  suele  producirse  tam- 
bién una  como  "naturalización"  del  cristianismo  y  de 
los  valores  cristianos.  Aunque  parezca  paradójico,  lo  me- 
ramente "religioso"  parecía  entonces  eclipsar  a  lo  cris- 
tiano, a  tal  punto  que  en  el  sacerdocio  mismo  prevalece  el 
aspecto  social  natural  sobre  el  carácter  sacramental.  Se 
admite  al  sacerdote  con  criterio  "existencialista",  casi 
como  al  vigilante  o  al  ganadero,  como  personaje  que  se 
da  en  la  vida  social  y  cuya  actuación,  simpática  por  las 
reminiscencias  que  suscita,  integra  el  acervo  de  la  tra- 
dición. Las  ceremonias,  los  ritos  y  las  festividades  van 
perdiendo  insensiblemente  su  aspecto  sacro,  van  laici- 
zándose, hasta  que  lo  lúdico  termina  por  ser  lo  primero 
que  en  ellas  salta  a  la  vista,  sino  la  única  realidad  que 
encierran. 

Regalismo,  herejías,  apostasía  del  nombre  cristiano, 
laicismo,  endiosamiento  del  Estado,  suelen  coexistir  en 
tiempo  y  lugar  con  el  cristianismo  más  ortodoxo.  Dis- 
cernir entre  la  verdad  y  el  error,  fijar  límites  al  ejercicio 
de  los  poderes  temporales,  establecer  el  alcance  social 
del  cristianismo,  resulta  entonces  poco  menos  que  impo- 
sible. La  confusión  reinante  en  nuestro  tiempo  lo  de- 
muestra palmariamente,  y  el  caos,  en  que  se  debaten  los 
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países,  que  no  han  logrado  reaccionar  contra  tanta  de- 
formación, se  advierte  claramente  en  el  nuestro. 

El  regalismo  quizá  sea  la  más  variada  de  todas  las 
deformaciones.  En  sus  manifestaciones  más  sutiles,  el 
error  que  lleva  implícito  radica  en  un  mero  desconoci- 
miento del  orden  jerárquico.  Es  el  caso  de  las  intromi- 
siones del  poder  imperial  o  del  poder  real  en  terrenos 
reservados  al  Papa  o  los  obispos.  En  sus  expresiones  más 
burdas,  el  regalismo  llega  a  desconocer  la  misión  de  la 
Iglesia,  y  no  es  ya  el  caso  del  rey  que  se  considera  con 
poderes  cuasi  sacerdotales  "dentro"  de  la  Casa  de  Dios, 
sino  el  del  Estado  que  niega  cualquier  subordinación  y 
pretende  que  la  Iglesia  se  integre  dentro  de  su  propio 
orden  estatal.  Es  el  regalismo  laicista  y  totalitario,  hoy 
en  boga,  que  querría  hacer  de  la  Iglesia  una  simple  sub- 
estructura  política  de  lo  religioso. 

En  los  casos  de  herejía  abierta  y  manifiesta,  la  na- 
turalización del  cristianismo  salta  más  a  la  vista.  Las 
estructuras  religiosas  del  paganismo  vuelven  a  aflorar 
con  vestiduras  y  nombres  cristianos  que  quedan  en  pie 
como  testimonio  del  paso  indeleble  del  mensaje  evan- 
gélico. Llega  a  ocurrir  así  la  sustitución  del  sacerdocio 
católico  por  hombres  a  quienes  cierta  religiosidad  tem- 
peramental les  lleva  a  erigirse  en  corifeos  del  culto  y 
que  derivan  sus  poderes  seudosacerdotales  de  una  especie 
de  delegación  "ab  inferís".  Y  paulatinamente  se  va  de- 
jando atrás  la  información  sobrenatural  de  la  vida  social. 

Otro  es  el  camino  cuando  se  reniega  directamente 
del  nombre  cristiano.  Pueden  darse  dos  series  de  situa- 
ciones, de  las  que  podrían  señalarse  como  arquetipos  el 
Islam  y  la  apostasía  laicista.  En  el  caso  del  Islam  una 
nueva  religión  desaloja  al  cristianismo.  La  crisis  es  más 
profunda  que  la  ocasionada  por  la  herejía  simple,  puesto 
que  lo  negado  es  nada  menos  que  la  divinidad  misma  de 
Cristo.  Por  eso  afecta  hasta  la  última  añadidura  dejada 
por  el  cristianismo  en  el  mundo  evangelizado,  y  aflora 
en  seguida  la  vieja  hidra  pagana. 
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La  apostasía  laicista,  por  su  parte,  es  fruto  del  ra- 
cionalismo liberal  en  conflicto  con  la  Iglesia.  Identifi- 
cado, después  de  varios  siglos  de  cristianismo,  lo  religio- 
so con  la  Iglesia,  el  laicismo  pretendió  destruir  entram- 
bos, pero  tropezó  con  la  irreductible  presencia  de  lo  re- 
ligioso. La  pretendida  neutralidad  liberal  hubo  de  re- 
currir a  los  más  diversos  sucedáneos  del  culto  cristiano, 
caricaturas  de  religión,  y  fue  a  parar  en  un  orden  mito- 
lógico sin  fundamento  real  alguno.  El  beaterío  cívico, 
la  idolatría  de  los  símbolos  nacionales,  la  canonización 
de  próceres,  el  moderno  endiosamiento  del  Estado,  tienen 
allí  su  origen . . .  Sucedáneos  cargados  de  sentido  reli- 
gioso, por  los  cuales  el  racionalismo  liberal,  laicista,  des- 
miente en  los  hechos  sus  propias  teorías. 

Catolicismo  lúdico 

Entre  las  deformaciones  sufridas  por  el  cristianismo, 
conviene  señalar  una  no  demasiado  fácil  de  percibir, 
relativa  a  la  supervivencia  de  los  ritos,  en  la  que  se 
advierte,  con  más  precisión,  el  proceso  de  naturalización 
del  cristianismo.  Se  trata,  por  otra  parte,  de  algo  que 
está  resultando  característico  de  los  países  de  tradición 
católica  laicizados.  Junto  al  desconocimiento  oficial  de 
la  supremacía  espiritual  y  de  las  normas  eclesiásticas 
atingentes  al  orden  político  y  social,  se  mantienen  "ad 
usum  plebis"  ciertas  expresiones,  meras  añadiduras  a 
veces,  de  vida  cristiana. . .  ¡Cómo  para  dar  razón  a  Marx 
en  aquello  de  que  la  religión  es  el  opio  del  pueblo! 

¡Cuántas  veces,  ante  el  espectáculo  de  algunas  de  esas 
ceremonias  que  han  dado  en  llamarse  "cívicorreligiosas", 
parecería  estar  en  otros  tiempos  y  en  otros  climas!...  Por 
ejemplo,  en  Roma,  hacia  el  final  de  la  República  o  du- 
rante la  edad  de  oro  de  los  Antoninos.  ¿Cuál  sería  el 
estado  de  espíritu  o  la  actitud  interior  de  un  Varrón 
o  de  un  Plinio  frente  a  los  cultos  escrupulosamente  ce- 
lebrados sobre  los  mudos  altares  de  las  divinidades  pa- 
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ganas?  Su  deísmo  racionalista  no  era  óbice  para  que  ellos 
admitiesen  los  ritos  de  la  idolatría  politeísta  que  en  el 
fondo  de  sus  conciencias  consideraban  simple  expresión 
simbólica,  a  lo  sumo,  de  sus  verdaderas  concepciones 
religiosas,  pero  cuyo  mantenimiento  consideraban  nece- 
sario para  afianzar  en  las  clases  populares  el  respeto  al 
orden  y  a  las  tradiciones  recibidas  de  sus  mayores. 

También  aquí  y  ahora,  como  Plinio,  como  Varrón, 
no  pocos  ven  en  las  ceremonias  religiosas,  ahora  cris- 
tianas, y  en  el  sacerdocio,  ahora  católico,  respetables 
símbolos  y  funcionarios  útiles  para  mantener  la  moral, 
el  orden,  la  tradición  y  hasta  el  buen  humor  popular. 
Se  coloca  a  la  jerarquía  eclesiástica  en  el  primer  plano 
de  las  autoridades  sociales,  pero...  "ad  pompan  vel  os- 
tentationem".  Los  hombres  de  gobierno  se  manifiestan 
respetuosos  de  la  investidura  sacerdotal,  pero  ...  a  simples 
efectos  protocolares,  y  no  falta  en  las  conmemoraciones 
oficiales  algún  Tedéum  o  una  Misa  de  Campaña  oficiada 
como  rito  mágico  ante  un  público  lejano  e  indiferente, 
aunque  no  tan  frío  e  indiferente  como  los  personajes 
que  en  primera  fila  parecían  pretender  honrar  la  cere- 
monia con  su  presencia. 

Buscando  la  razón  de  ser  de  esa  aceptación  externa 
de  formas  rituales,  cabría  llegar  al  punto  de  incidencia 
de  lo  lúdico  con  lo  religioso.  Porque,  desde  la  más  re- 
mota antigüedad,  la  tan  humana  inclinación  al  juego  no 
sólo  ha  popularizado  mitos  y  cultos  religiosos,  sino  que 
hasta  ha  logrado  que  éstos  sobreviviesen  a  las  creencias 
en  que  tenían  su  fundamento.  Como  si  fuesen  cosa  seria, 
sin  que  nadie  se  plantee  el  problema  de  su  veracidad, 
el  juego  mantiene  vivas,  a  través  de  los  siglos,  ancestrales 
creaciones  de  la  imaginación  humana. 

El  cristianismo  no  ha  contrarrestado  la  inclinación 
al  juego.  Ni  tenía  por  qué  hacerlo,  ya  que  ha  sido  siem- 
pre tarea  de  los  buenos  misioneros  bautizar  los  usos  y 
las  costumbres  y  valerse  de  ellos  para  la  evangelización. 
Se  sirvió  así  de  las  difundidas  conmemoraciones  de  los 
solsticios  para  vulgarizar  la  celebración  de  la  Navidad  del 
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Señor  y  la  Natividad  del  Precursor,  instauró  nuevas 
fiestas  que  imprimieran  el  sello  de  la  nueva  fe  a  los 
regocijos  populares,  e  infundiendo  por  doquier,  dosificado 
a  veces,  su  espíritu  de  recogimiento  y  de  oración,  dio 
lugar  a  una  verdadera  paideia  cristiana  popular,  que  da 
vida  y  belleza  a  nuestra  civilización. 

Pero  también  en  este  orden  de  cosas  el  paganismo 
procura  su  desquite  y  trata  de  vaciar  los  usos  de  su  con- 
tenido cristiano.  El  proceso  de  laicización  nada  respeta. 
¡Ni  la  Navidad  se  salva  de  su  apetito  voraz!  Y  más  de 
una  solemnidad  cristiana  va  a  parar  en  martes  de  car- 
naval. La  liturgia  misma,  "juego  del  hombre  ante  Dios", 
parecería  transformarse  en  ''juego  de  lo  divino  ante  los 
hombres". 

Suele  asimismo  suceder  que  la  tendencia  pagana 
actúe  como  simple  fuerza  retardataria  o  como  engañosa 
trampa  para  distraer  la  atención,  y  por  este  camino  lo 
religioso  se  detiene  en  el  umbral  de  la  conciencia.  Cuanto 
dice  y  cuanto  obra  el  sacerdote  termina  por  ser  encua- 
drado dentro  de  un  mismo  ámbito  de  fantasía  e  irreali- 
dad. El  juego  suplanta  a  la  oración  v  muere,  desobre- 
naturalizada,  la  conciencia  cristiana.  Más  aún,  el  juego 
fasocita  hasta  la  misma  liturgia  sacramental  y  la  actitud 
lúdica  por  parte  del  fiel  substituye  la  preparación  debida 
para  la  vida  de  la  gracia. 

Pecaría,  pues,  de  ingenuo  optimismo  auien  se  dejase 
engañar  por  ciertas  expresiones  de  "tradicionalismo  lú- 
dico-religioso".  Muchas  veces  lo  expresado  no  va  más 
allá  de  una  vaga  reminiscencia  mítica  que,  como  las 
creaciones  de  la  religiosidad  pagana,  no  incide  en  la  vida 
espiritual  ni  afecta  siquiera  la  moralidad  misma  del  hom- 
bre, y,  lejos  de  traducir  un  verdadero  acatamiento  del 
mensaje  de  Cristo,  sólo  trasunta  que,  si  en  un  momento 
dado  el  cristianismo  bautizó  a  lo  religioso  y  alcanzó  hasta 
el  juego,  en  un  segundo  momento  la  Ciudad  del  Hombre 
pretende  apropiarse  de  todas  las  realizaciones  cristianas. 
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Recapitulación 


En  síntesis,  la  Ciudad  de  Dios,  "que  desciende  de  lo 
Alto",  vivifica  a  la  Ciudad  del  Hombre,  la  libera  del 
imperio  de  Satanás,  la  convierte  a  sí  y  confiere  un  sen- 
tido nuevo  a  los  elementos  que  la  integran.  Del  hombre 
de  ciencia  hace  el  sabio  cristiano;  del  militar,  el  cruzado, 
y  del  "homo  religiosus"  saca  el  monje.  Impregnados  de 
sentido  cristiano,  los  usos  y  costumbres,  las  formas  de 
vida,  las  leyes  y  las  instituciones,  no  pierden  su  raigam- 
bre natural.  Lo  cristiano  bautiza  lo  religioso,  y  lo  reli- 
gioso, a  su  vez,  se  expresa  por  medio  de  lo  cristiano. 

Pero  sucede  también  que  las  estructuras  cristianas 
o  cristianizadas  corresponden  a  veces,  más  al  natural 
anhelo  de  religiosidad  que  a  una  auténtica  vida  de  la 
Gracia.  Y  como  por  un  movimiento  de  reflujo,  se  produ- 
ce una  paulatina  naturalización  del  cristianismo,  cuya 
última  etapa  remata  en  el  divorcio  de  la  "religión"  y  la 
Iglesia.  De  ahí  la  necesidad  de  precisar  con  extremo 
rigor  los  principios  básicos  de  la  correlación  entre  lo 
sacro  y  lo  profano,  lo  espiritual  y  lo  temporal,  dentro 
del  ordenamiento  cristiano  de  la  vida  social.  De  otra 
manera  se  corre  el  riesgo  de  recaer  en  un  totalitarismo 
social  peor  aún  que  el  pagano,  ya  que  sería  consecuencia 
del  retorno  de  aquel  "espíritu  inmundo",  desalojado  por 
Cristo,  que,  decidido  a  volver  a  la  morada  de  donde  sa- 
liera, "toma  consigo  otros  siete  espíritus,  peores  que  él, 
y  entran  dentro,  y  moran  allí".  ^ 


3  Evangelio  de  San  Lucas,  capítulo  XI,  versículo  26. 
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II 


EL  PROBLEMA  DE  LAS  RELACIONES  DE 
LA  IGLESIA  CON  EL  ESTADO 

Lo  sacro  y  lo  profano 

El  problema  de  las  relaciones  de  la  Iglesia  y  el  Es- 
tado presupone  la  determinación  de  las  esferas  de  com- 
petencia de  la  una  y  del  otro.  El  Estado  desarrolla  su 
acción  dentro  de  un  campo  que  le  es  propio;  la  Iglesia 
actúa  en  el  suyo.  Este  exactísimo  enunciado  resulta, 
sin  embargo,  excesivamente  simplista  o,  por  lo  menos, 
incompleto.  No  es  posible,  en  efecto,  desligar  la  cuestión 
de  un  asunto  previo  y  fundamental:  la  jerarquía  de  los 
valores  en  juego. 

De  la  naturaleza  del  hombre  derívase  la  primacía 
de  su  espíritu  sobre  su  cuerpo  y  la  sujeción  de  su  espí- 
ritu a  la  Verdad.  Y  de  la  privanza  de  la  Verdad,  del 
señorío  de  la  misma  sobre  la  razón  y  de  su  imperio 
sobre  la  fuerza,  ha  de  ser  expresión  toda  la  ética,  incluso 
el  derecho  que  rige  las  estructuras  sociales  en  que  el 
hombre  vive  y  se  mueve. 

Esa  absoluta  primacía  de  la  Verdad,  que  tiene  su 
ámbito  propio  e  inalienable  en  la  conciencia,  se  extiende 
al  campo  social.  Ni  la  razón  ni  el  derecho  podrían  opo- 
nérsele, y  el  Estado,  por  ser  instituto  de  derecho,  debe 
servirla.  El  hombre,  detentador  natural  de  la  Verdad  y 
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sobrenaturalmente  llamado  a  gozar  eternamente  de  ella, 
trasciende  al  Estado.  Como  enseña  Santo  Tomás,  "homo 
non  ordinatur  ad  communitatem  politicam  secundum  se 
totum,  et  secundum  omnia  sua".  ^ 

Si  el  hombre  se  hubiese  mantenido  en  la  situación 
paradisíaca  originaria,  la  escala  de  valores  no  habría 
sufrido  alteración  alguna  en  los  hechos.  Pero,  corrobo- 
rando lo  que  la  revelación  bíblica  enseña  sobre  la  caída, 
la  historia  demuestra  que  la  inestabilidad  y  la  subver- 
sión acompañan  a  la  humanidad  como  inseparables  com- 
pañeras en  su  largo  peregrinar  por  el  mundo.  Es  así  como 
incontables  veces  campea  la  fuerza  sobre  el  derecho, 
sobre  la  razón  y  hasta  sobre  la  Verdad...  Aunque  la 
Verdad,  tarde  o  temprano,  vuelva  sobre  sus  fueros,  la 
razón  termine  por  imponer  sus  argumentos  y  el  derecho 
conculcado  reciba,  por  lo  menos,  como  desagravio,  algún 
póstumo  homenaje  rendido  a  las  víctimas  de  la  fuerza. 

Viciada  la  naturaleza  humana,  perturbados  los  fue- 
ros de  la  Verdad,  subvertido  el  orden  de  la  razón  y  del 
derecho,  fue  posible  que  el  Estado  asumiese  proporciones 
hipertrofiadas  y  que  los  ciudadanos  vieran  menoscabadas 
sus  libertades  esenciales.  Pretendiendo  serlo  todo,  el 
Estado  invadió  el  campo  espiritual  y  se  arrogó  honores 
divinos.  ^ 

El  cristianismo,  mediante  la  instauración  de  la  Igle- 
sia, limitó  los  poderes  del  Estado  y  salvó  la  libertad  del 
hombre.  Como  intérprete  de  la  revelación  divina,  a  la 
vez  que  de  la  conciencia  humana,  la  Iglesia  posee  su 
propio  campo  donde  actúa  soberanamente,  y  el  Estado 
queda  con  lo  que  específicamente  le  concierne. 

Hay,  con  todo,  una  zona  de  incidencia,  un  vasto 
campo  de  acción  mixta  donde,  para  evitar  conflictos  o 

1  Sumtna  Theologica,  la.,  Ilae.,  art.  IV,  ad  tertium. 

2  Cf.  Jacques  Maritain,  Primauté  dii  Sprituel,  París  1927,  pág.  11: 
"La  cité  paienne,  qui  se  prétendait  l'unique  toiit  de  letre  humain,  absor- 
bait  le  pouvoir  spirituel  dans  le  temporel,  en  meme  temps  qu'elle  divíni- 
sait  l'Etat". 
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solucionarlos  en  debida  forma,  interesa  salvaguardar  la 
jerarquía  de  valores.  La  circunstancia  de  que  ambos  po- 
deres, el  eclesiástico  y  el  civil,  concurran  en  un  mismo 
territorio  sobre  un  mismo  grupo  humano,  da  pie,  en  la 
realidad  cotidiana  de  la  existencia,  a  cuestiones  arduas 
y  complicadas,  no  sólo  en  razón  de  la  materia  que  puede 
constituir  su  objeto  sino  también  en  razón  de  los  sujetos 
interesados  en  ello.  La  materia,  aunque  de  suj^o  caiga 
en  el  ámbito  espiritual,  de  alguna  manera  ha  de  caer  en 
la  esfera  temporal;  y  los  sujetos  interesados,  por  mucho 
que  racionalmente  distingan  una  y  otra  zona  de  compe- 
tencia, en  el  orden  de  la  existencia  pueden  no  advertirlo. 

De  la  coexistencia  y  el  entrecruzamiento  de  las  dos 
esferas  resultan,  pues,  tres  campos  de  acción:  el  sacro, 
reservado  a  la  Iglesia;  el  profano,  donde  actúa  el  Estado, 
y  uno  mixto  en  que  concurren  entrambos.  Al  asegurar 
la  libertad  de  la  primera  y  al  reconocer  en  el  campo 
mixto  la  primacía  de  lo  espiritual,  queda  en  salvo  la 
escala  de  valores  y  logran  su  mejor  garantía  los  derechos 
de  la  conciencia.  Tal  es  el  ordenamiento  católico  de  la 
sociedad  que,  en  definitiva,  es  régimen  de  auténtica  li- 
bertad, que  es  algo  más  que  la  pseudo  libertad  pregonada 
por  el  liberalismo.  ^ 

Pero,  junto  a  este  aspecto  vertical  del  problema  de 
las  relaciones  entre  lo  sacro  y  lo  profano,  es  menester 
considerar  también  que  las  limitaciones  de  tipo  espacial 
que  circunscriben  a  los  poderes  temporales  no  alcanzan 
a  la  Iglesia.  Contrariamente  a  la  concepción  pagana  del 
poder  espiritual  integrado  en  la  estructura  totalitaria  de 
la  sociedad  civil,  el  cristianismo  supone  la  existencia  de 
la  Iglesia  Universal,  independiente  de  los  estados  y  de 

3  "11  campo  dei  valori  etici  e  religiosi,  anche  nei  riflessi  nella  vita 
política,  e  di  competenza  della  Chiesa,  che  in  questo  e  l'interprete  non 
solo  della  rivelazione  divina  ma  anche  della  coscienza  umana  (due  voci 
cosí  luminosamente  coincidenti)  .  II  resto  e  dominio  di  Cesare".  R.  Spiazzi 
O.  P.,  Comiderazioni  sulla  sentenza  pronunciata  dal  Tribunale  di  Firenze 
contro  il  Vescovo  di  Prato,  en  la  revista  Sacra  Doctrina  que  publica  el 
Studio  Domenicano  Bologna,  quaderno  n"?  10,  anno  III,  1958,  pág.  222. 


45 


mayor  amplitud  que  ellos.  Este  principio,  olvidado  por 
los  protestantes,  se  mantiene  incólume  en  la  Iglesia  Ca- 
tólica que  sobrepasa  los  límites  geográficos  de  las  naciones 
que  conviven  en  ella.  Además  el  ámbito  espacial  del 
Estado,  para  la  mentalidad  pagana,  coincide  con  el  del 
poder  espiritual,  mientras  que,  para  el  cristianismo,  éste 
lo  trasciende.  La  universalidad  es  un  título  de  primacía. 

Surge  de  lo  dicho  una  doble  diferencia  entre  la  con- 
cepción naturalista  y  el  criterio  cristiano.  Para  el  na- 
turalismo pagano,  el  Estado  asume  cuanto  tiene  dimensión 
social  y,  por  absorber  lo  espiritual,  invade  el  terreno  de 
la  conciencia  individual;  lo  sagrado  no  trasciende  el 
plano  natural  y  entra  dentro  del  ordenamiento  estatal; 
los  sacerdotes  son  magistrados  o  funcionarios,  al  mismo 
título  que  los  magistrados  y  funcionarios  civiles.  En 
cambio,  el  cristianismo  niega  al  Estado  jurisdicción  sobre 
lo  espiritual;  en  el  orden  social  reconoce  dos  poderes, 
soberano  cada  uno  en  su  propia  esfera  y  jerárquicamente 
armonizados  en  los  puntos  de  encuentro. 

Cabe  advertir  que  lo  dicho  se  refiere  a  la  relación 
entre  el  Estado  y  el  poder  espiritual.  Es  decir,  se  trata 
del  "poder"  espiritual;  no  de  una  doctrina  o  de  una 
creencia  o  de  un  sacerdocio  desprovisto  de  jurisdicción 
efectiva.  Las  consecuencias  jurídicas  que  pueden  seguir- 
se de  la  universalidad  de  una  creencia  religiosa  o  de 
una  religión  sacerdotalmente  organizada  son,  por  cierto, 
importantes.  Pero,  en  el  caso  de  la  Iglesia  Católica,  no 
es  eso  todo,  pues  a  la  universalidad  de  la  religión  en  sí 
misma  se  añade  la  universalidad  jurisdiccional  del  poder 
pontificio  que  es,  precisamente,  lo  que  caracteriza  y  hace 
posible  su  personalidad  soberana  en  el  orden  interna- 
cional. 

En  síntesis,  para  lograr  un  recto  ordenamiento  de  las 
relaciones  del  Estado  con  la  Iglesia  Católica,  debe  par- 
tirse de  la  base  de  que  el  primero,  entidad  de  orden 
natural,  con  su  soberanía  circunscripta  a  un  territorio 
determinado,  carece  de  jurisdicción  sobre  lo  espiritual, 
que  es  campo  propio  de  la  Iglesia,  institución  sobrena- 
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tural  de  alcance  universal.  En  cuanto  a  los  posibles  con- 
flictos en  campos  de  actuación  mixta,  su  solución  requie- 
re una  leal  observancia  de  la  jerarquía  de  los  valores 
en  juego,  en  cuya  virtud  lo  espiritual  tiene  primacía 
sobre  lo  temporal,  y  el  bien  común  universal  sobre  los 
intereses  locales.  Independencia  y  primacía  de  lo  es- 
piritual, sobrenaturalidad  y  universalidad  soberana  de  la 
Iglesia  son  los  cuatro  puntos  fundamentales  que  constitu- 
yen la  base  referida. 

Los  más  notables  errores 

Todos  los  errores  que  han  afectado  o  afectan  a  las 
relaciones  de  la  Iglesia  y  el  Estado  tocan,  en  alguna  ma- 
nera, estos  cuatro  puntos.  Más  aún,  el  desconocimiento 
de  cualquiera  de  ellos,  si  no  la  implica  ya,  lleva  implícito 
,  el  de  los  otros  tres.  Podrán  aminorarse  temporalmente 
I  los  efectos,  pero  el  resultado  final  será  siempre  el  tota- 
litarismo estatal,  pues  no  se  trata  sólo  de  meras  conse- 
cuencias lógicas,  sino  también  de  los  efectos  que  en  los 
hechos  se  producen.  No  rige  aquí  únicamente  la  lógica, 
sino  también  la  historia  y  su  dialéctica. 

El  desconocimiento  del  supremo  poder  pontificio,  aun 
cuando  se  mantenga  la  elemental  noción  de  la  sobrenatu- 
ralidad de  la  Iglesia,  implica  en  los  hechos  una  dismi- 
nución de  lo  eclesiástico  en  beneficio  de  lo  estatal.  El 
caso  de  las  iglesias  orientales  separadas  de  Roma  es 
altamente  ilustrativo.  Al  faltar  una  efectiva  autoridad 
extranacional,  la  Iglesia  Universal  resulta  un  ente  abs- 
tracto, sin  respaldo,  librado  a  jefes  esclesiásticos  locales, 
sometidos,  en  cuanto  ciudadanos,  a  las  autoridades  sobe- 
ranas de  sus  propios  países.  Frente  a  la  prepotencia  del 
Estado,  la  Iglesia,  sin  el  apoyo  del  poder  pontifical,  que- 
da desvalida. 

Esa  endeble  situación  espiritual  se  agrava  cuando  se 
niega  a  la  Iglesia  su  universalidad  y  a  la  jerarquía  y  el 
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sacerdocio  su  carácter  sobrenatural.  El  cristianismo  pa- 
sa a  ser  una  opinión,  una  postura  o  una  creencia,  todo 
lo  universal  que  se  quiera  pero  desprovista  de  estructu- 
ras que  lo  corporicen.  Lo  sacro  y  lo  profano  terminan 
por  confundirse  bajo  la  ilimitada  férula  del  Estado,  como 
ocurrió  en  los  países  protestantes  en  los  siglos  xvi  y  xvii. 

En  los  países  que  se  mantuvieron  dentro  de  la  tra- 
dición católica,  los  errores  desarrollados  sobre  el  parti- 
cular pueden  englobarse  bajo  la  denominación  genérica 
de  "regalismo".  Los  avances  del  poder  regio  sobre  el 
poder  pontificio  que  este  sistema  implica  aparecen  como 
encubiertos,  al  menos  originariamente,  por  la  ortodoxia 
personal  de  quienes  desempeñan  el  primero.  Pero  si 
el  celo  por  el  mantenimiento  de  la  pureza  de  la  fe  y  la 
integridad  de  las  tradiciones  cristianas  pudo  llevar  a  más 
de  un  príncipe  al  error  de  inmiscuirse  en  problemas  sobre 
los  cuales  carecía  de  jurisdicción,  por  lo  general  las  ver- 
daderas razones  fueron  otras  que  no  es  el  caso  de  analizar 
aquí.  Lo  cierto  es  que  llegó  a  elaborarse  todo  un  con- 
junto de  sofismas  jurídicos  mediante  los  cuales  el  trono 
fue  tratando  de  enredar  al  altar.  A  partir  del  siglo  xviii, 
con  el  auge  de  la  impiedad  filosófica  y  del  despotismo 
ilustrado,  las  consecuencias  se  fueron  agravando,  y  la 
medida  fue  colmada  cuando  las  fuerzas  anticristianas, 
desatadas  por  la  revolución  francesa,  se  adueñaron  del 
poder  y  pretendieron  valerse  del  regalismo  para  socavar 
las  bases  religiosas  de  las  naciones  donde  lograron  afian- 
zar su  despótico  imperio. 

La  expresión  más  acabada  del  sistema  regalista  fue 
dada  por  el  emperador  José  II,  a  quien  su  afán  de  in- 
miscuirse en  los  asuntos  eclesiásticos  le  mereció  el  apodo 
de  "Rey  Sacristán"  y  que  dio  nombre  al  sistema.  De 
Austria,  el  "josefismo"  o  "josefinismo"  pasó  a  otros  estados, 
especialmente  a  los  ducados  italianos  sometidos  a  la  casa  de 
Habsburgo,  mientras  en  Francia  las  pretensiones  rega- 
listas  de  la  corona,  unidas  a  las  veleidades  autonomistas 
del  episcopado  y  la  clerecía,  fomentaban  el  "galicanismo" 
que  postulaba  la  no  ingerencia  del  Papa  en  el  orden  tem- 
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poral  y  la  limitación  de  sus  poderes  en  el  orden  espiritual, 
so  pretexto  de  ajustarse  a  los  cánones  y  reglas  de  los 
antiguos  concilios  celebrados  en  el  reino. 

A  la  misma  línea  regalista,  pero  en  postura  ya  fran- 
camente herética,  pertenece  el  "febronianismo",  origi- 
nado en  una  obra  escrita  a  fines  del  siglo  xviii  por  Nicolás 
de  Honthein  bajo  el  pseudónimo  de  Febronius.  Desconoce 
este  sistema  el  carácter  monárquico  del  régimen  guber- 
nativo de  la  Iglesia  y  reduce  los  poderes  del  Sumo  Pon- 
tífice a  la  simple  vigilancia  de  la  Fe,  a  la  facultad  de 
convocar  concilios  universales  y  a  la  obligación  de  apli- 
car los  cánones  a  que  él  mismo  se  encontraría  sometido. 
Esta  herejía,  mezclada  con  los  errores  josefistas  y  gali- 
canos, llegó  a  los  países  hispano-americanos  en  el  período 
inmediato  a  la  independencia.  La  reforma  eclesiástica 
de  Rivadavia,  fue,  entre  nosotros,  resultado  de  esa  amal- 
gama añadida  al  regalismo  hispánico. 

Originado  en  el  movimiento  filosófico  del  siglo  xviii, 
en  el  xix  se  desarrolla  el  liberalismo  político.  En  los 
Estados  protestantes,  cuyos  soberanos  habían  absorbido 
el  poder  espiritual  sujetando  las  endebles  iglesias  locales 
caídas  en  la  herejía,  — en  Inglaterra,  en  los  reinos  y 
principados  germánicos,  en  los  países  escandinavos,  en 
Holanda — ,  el  liberalismo  político  significó  una  defensa 
de  los  fueros  de  la  conciencia  y  una  reacción  contra  la 
concepción  totalitaria  de  los  poderes  políticos. 

En  la  América  del  Norte,  los  Estados  primitivos  que 
constituyeron  la  unión  angloamericana,  salvo  Maryland, 
tenían  un  marcado  sello  protestante,  de  acuerdo  con  las 
sectas  a  que  pertenecieran  sus  fundadores.  La  confusión 
entre  lo  sacro  y  lo  profano,  entre  lo  espiritual  y  lo  tem- 
poral, era  su  nota  común.  Al  sancionarse  la  constitu- 
ción federal,  no  por  sectarismo  laicista  sino  por  un  tá- 
cito acuerdo  de  mutua  tolerancia,  se  estableció  pues  la 
prescindencia  del  gobierno  central  en  materia  religiosa. 
El  neutralismo  religioso  del  Estado  federal  incidió,  sin 
embargo,  en  la  política  religiosa  de  los  Estados  particu- 
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lares,  trabajados  a  su  vez  por  nuevas  corrientes  liberales 
que  terminaron  por  imponerse  en  toda  la  nación. 

En  los  Estados  católicos  europeos  el  liberalismo  apa- 
reció por  contagio.  En  Austria,  Francia  y  España,  donde 
el  sistema  regalista  tenía  trabada  a  la  Iglesia  en  su  fun- 
ción tutelar  de  la  libertad,  los  gobernantes  civiles  encon- 
traron el  modo  de  descargar  contra  ella  el  embate  liberal 
que  asumió,  así,  un  marcado  carácter  sectario  y  anti- 
rreligioso. De  esta  manera,  contrariamente  a  lo  ocurrido 
con  el  liberalismo  anglo-sajón,  que  al  limitar  los  poderes 
políticos  invasores  de  lo  espiritual  facilitó  la  acción  de  la 
Iglesia,  el  liberalismo  austro-franco-español  se  ensañó 
precisamente  contra  el  poder  eclesiástico.  Y  cuando  el 
absolutismo  monárquico  fue  suplantado  por  el  absolu- 
tismo democrático  no  se  alteraron  los  términos  del  pro- 
blema, pues  no  se  trata  de  una  cuestión  relativa  al  ori- 
gen del  poder  político  sino  a  su  forma  de  ejercicio  y  sus 
límites. 

El  liberalismo  hispanoamericano  está  un  poco  "a 
caballo"  de  los  anteriores.  La  tendencia  que  podría  lla- 
marse "continental"  hizo  su  aparición  a  través  de  España 
con  las  Cortes  de  Cádiz  de  1812  y  la  revolución  de  Riego 
de  1820,  para  culminar  entre  1880  y  1890  por  influencia 
directa  de  Francia.  La  anglosajona,  menos  fuerte,  llegó 
por  "contagio"  de  Estados  Unidos  y,  en  algunas  partes, 
también  por  influjo  de  Inglaterra.  En  el  caso  argentino, 
la  Asamblea  de  1813  y  el  gobierno  porteño  de  Rodríguez 
(1821-1824)  serían  expresión  directa  del  movimiento  li- 
beral español;  el  anglosajón  habría  hecho  sus  primeras 
apariciones  en  el  mismo  gobierno  de  Rodríguez  y  el  en- 
sayo constitucional  de  1826  y  se  habría  afirmado  luego 
en  la  Constitución  de  1853;  el  francés,  marcadamente 
laicista,  a  partir  de  1880. 

En  el  plano  doctrinario  el  liberalismo  ofrece,  asimis- 
mo, toda  una  gama  de  matices  que  va  desde  una  postura 
individualista  absoluta,  para  la  cual  el  Estado  debería 
ignorar  las  aspiraciones  religiosas  del  hombre  y  desen- 
tenderse de  su  educación  y  sus  costumbre  (al  modo  de 
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Humboldt),  hasta  el  estatismo  de  Hegel,  que  hace  del 
Estado  un  demiurgo,  sino  una  divinidad,  dentro  de  cuya 
órbita  entraría  la  Iglesia  y  todo  lo  religioso.  Paralela- 
mente, en  el  orden  de  los  hechos,  individualista  pura 
sería  la  posición  de  Cavour  con  su  principio  de  "libera 
Chiesa  in  libero  Stato",  en  cuya  virtud  el  Estado  procla- 
ma su  incompetencia  en  materia  religiosa,  la  religión 
no  entra  en  la  noción  jurídica  del  Estado.  En  cambio, 
como  actitudes  hegelianas  podrían  señalarse  el  absolu- 
tismo democrático  de  Mazzini,  con  su  fórmula  "Dio  e 
Popólo",  el  laicismo  francés  y,  como  última  consecuencia, 
el  nacional-socialismo  de  Hitler. 

El  liberalismo  comenzó  presentando  su  faceta  indi- 
vidualista, pero  bien  pronto  se  vio  que  era  otro  el  camino 
de  la  historia.  El  Estado  liberal  no  pudo  mantenerse  en 
las  estrictas  funciones  de  Estado-gendarme  que  le  asig- 
naban sus  primeros  promotores,  y  así  la  política  de  neu- 
tralidad religiosa  que  proclamaba  resultó  algo  más  que 
una  simple  rémora  o  que  un  factor  puramente  negativo 
para  el  desarrollo  espiritual  del  pueblo.  Por  otra  parte, 
si  los  liberales,  más  consecuentes  con  sus  protestas  de 
imparcialidad,  no  se  hubiesen  empeñado  en  procurar  la 
descristianización  de  la  vida  social,  su  actitud  para  con 
la  Iglesia  habría  sido  más  tolerable.  Pero  la  hipertrofia 
del  Estado  fue  creciendo  en  progresión  geométrica,  y  el 
laicismo  superó  sus  propias  raíces  liberales.  El  auge 
ulterior  del  movimiento  marxista  y  de  la  concepción 
totalitaria  del  Estado  han  terminado  por  imprimir  a  la 
neutralidad  religiosa  un  carácter  mucho  más  profundo 
y  por  darle  alcances  antes  insospechados. 

El  Estado  totalitario  contemporáneo  no  se  contenta 
con  cuidar  el  orden,  hacer  justicia  y  decidir  sobre  la  paz 
o  la  guerra,  sino  que  pretende  reglamentar  hasta  las  más 
insignificantes  actividades  del  ciudadano,  inmiscuirse  en 
sus  trabajos,  hacerle  simple  rueda  del  engranaje  colec- 
tivo, formar  su  mentalidad  y  dirigir  su  conciencia.  No 
se  conforma  con  el  papel  de  mera  institución  jurídica, 
órgano  de  la  vida  social  y  colectiva,  sino  que  tiende  a 
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identificarse  con  la  sociedad  misma,  con  la  nación,  con 
la  patria.  Si  a  ello  se  añade  el  desconocimiento  del  orden 
sobrenatural  que  el  liberalismo  postula,  fácilmente  se 
advierte  cómo  la  supuesta  neutralida  implica  el  extra- 
ñamiento absoluto  de  la  Religión  en  todas  las  manifesta- 
ciones de  la  vida  social.  Las  viejas  fórmulas  laicistas  que 
separan  a  la  Iglesia  del  Estado  quedan  superadas  por  la 
proclamación  del  divorcio  absoluto  entre  la  Iglesia  y  la 
Nación.  Divorcio  que  no  se  detiene  en  la  laicización  de 
las  instituciones  estatales,  de  los  órganos  y  entidades  de 
gobierno,  sino  que  conduce  a  la  indiferencia  religiosa 
como  norma  de  vida,  como  actitud  permanente  del  pueblo. 

Es  lo  que  ocurre  en  gran  parte  del  mundo.  No  sólo 
los  países  avasallados  por  el  comunismo  han  caído  en  tan 
triste  situación.  En  muchas  otras  regiones  de  la  tierra 
aflora  a  cada  instante  el  error  de  confundir  Estado  con 
Nación,  y,  del  monstruo  resultante,  se  hace  una  divinidad 
que  no  admite  rival  y  que  invade  el  campo  reservado  a 
lo  espiritual...  Los  sofismas  de  Hegel  y  de  Marx  gozan 
hoy  de  una  vigencia  que  trasciende  las  fronteras  de  los 
regímenes  políticos  donde  imperan  soberanos  y  han  dado 
origen  a  un  hecho  que  integra  la  "circunstancia"  en 
que  vive  el  hombre  contemporáneo. 

Otras  circunstancias  que  deben  ser  especialmente 
consideradas 

Pero,  más  que  estas  desviaciones  viciosas,  interesaría 
señalar  otros  aspectos  de  la  convivencia  social  y  política 
que  son  característicos  del  mundo  moderno.  El  despla- 
zamiento del  concepto  mítico  de  soberanía  que  la  demo- 
cracia significa,  la  vulgarización  de  los  medios  de  infor- 
mación y  de  las  preocupaciones  políticas  y  sociales,  la 
participación  de  todos  en  lo  que  a  todos  afecta,  son 
datos  que  no  podrían  dejarse  de  lado  al  encarar  el  estudio 
de  las  relaciones  de  la  Iglesia  con  el  Estado.  Porque 
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es  evidente  que  estas  relaciones  no  podrían  ya  concretarse 
en  la  simple  vinculación  de  las  autoridades  eclesiásticas 
con  las  autoridades  civiles.  El  contacto  directo  de  unas 
y  otras  con  el  pueblo  requieren  adecuados  modos  de 
entendimiento  que  aseguren  la  frecuencia  del  trato  y  la 
libertad  de  comunicaciones  con  todo  el  cuerpo  social. 

Otro  dato  que  debe  ser  tomado  en  consideración  es 
la  intensificación  de  las  relaciones  sociales  en  el  orden 
internacional,  la  creciente  "universalización'^  de  la  vida 
social.  Los  diferentes  estados  que  detentan  la  soberanía 
territorial  se  ven  precisados  a  ajustarse  a  esa  realidad. 
No  es  otro  el  sentido  que  posee  la  elaboración  del  noví- 
simo derecho  internacional,  que  cada  vez  tiende  más  a 
convertirse  en  un  derecho  supranacional  en  cuya  virtud 
la  persona  humana  individual  pueda  gozar  del  reconoci- 
miento pleno  de  sus  facultades  y  sus  atributos  en  el 
orden  universal. 

Las  relaciones  de  la  Iglesia  y  el  Estado  no  deben  ser 
desvinculadas  de  estos  nuevos  aspectos  de  la  sociabilidad 
contemporánea  para  los  cuales  resultan  estrechos  los 
moldes  hasta  ayer  suficientes.  A  realidades  nuevas  tie- 
nen que  corresponder  instituciones  nuevas.  El  Papa 
Juan  XXIII  lo  ha  visto  con  claridad,  y  en  la  encíclica 
Mater  et  Magistra  ha  destacado  la  actual  multiplicación 
de  las  relaciones  entre  los  pueblos  y  entre  los  individuos, 
el  crecimiento  de  su  interdependencia  y  el  desarrollo 
siempre  en  aumento  de  organismos  e  intituciones  de  al- 
cances supranacionales.  La  Iglesia  Católica,  esencialmente 
universalista,  tiene  un  puesto  de  vanguardia  en  todo  ese 
proceso;  se  mueve  en  una  línea  de  avanzada  y  marca  el 
rumbo  seguro  contra  el  cual  se  opone,  como  única  fuerza 
con  vigencia,  otro  universalismo,  el  de  signo  materialis- 
ta... ¿Sería,  acaso,  razonable  no  tenerlo  en  cuenta? 

Dadas  las  circunstancias  en  que  se  desenvuelve  la 
vida  de  las  naciones  contemporáneas  y  la  necesidad  de 
reordenar  toda  esta  categoría  de  relaciones  en  procura 
de  soluciones  justas  y  convenientes,  el  mejor  medio  para 
lograr  un  buen  entendimiento  entre  la  Iglesia  y  el  Estado 
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es  un  concordato  entre  ambas  potestades;  es  decir,  un 
acuerdo  entre  la  Santa  Sede  Apostólica  y  el  gobierno 
del  país  de  que  se  trate.  El  sólo  hecho  de  buscar  leal- 
mente  un  arreglo  concordatorio  es  ya  un  principio  de 
solución,  dado  que  ello  no  sólo  implica  un  mutuo  reconoci- 
miento de  lo  que  a  cada  una  compete  sino  también  signi- 
fica una  voluntad  de  concordia,  que  es  condición  primera 
para  un  concordato. 

En  lo  que  a  nuestro  caso  respecta,  el  tema  del  concor- 
dato que  figura  en  el  texto  constitucional  como  quehacer 
de  los  poderes  políticos,  ha  sido  planteado  cada  vez  que 
ha  surgido  un  gobierno  deseoso  de  promover  el  verdadero 
progreso  espiritual  del  pueblo  argentino,  y  ha  sido  dejado 
de  lado  por  los  gobernantes  que  han  pretendido  frenar  la 
acción  de  la  Iglesia  y  entorpecer  el  desarrollo  del  catoli- 
cismo en  el  país.  Por  eso,  para  la  opinión  católica  en  ge- 
neral, constituye  un  ideal  cuya  realización  se  espera  como 
la  mejor  garantía  de  un  orden  justo  y  profundamente 
cristiano. 

No  fue  otro,  por  cierto,  el  norte  que  guió  mi  acción 
personal  durante  mi  desempeño  como  embajador  argen- 
tino ante  la  Santa  Sede,  no  sólo  por  convicción  personal 
sino  porque  tales  eran  las  instrucciones  precisas  que  ha- 
bía recibido  del  gobierno  que  me  designó,  y  en  especial, 
del  presidente  de  la  Nación. 
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III 


LA  IGLESIA  CATOLICA  Y  EL  ESTADO 
ARGENTINO 

La  Argentina  es  una  nación  católica 

Las  relaciones  de  la  Iglesia  Católica  con  el  Estado 
argentino  derivan  de  un  hecho  de  profunda  raigambre 
histórica:  la  entrañable  presencia  del  catolicismo  en  la 
vida  social  argentina.  El  sello  católico,  impreso  a  nuestra 
nacionalidad  desde  su  cuna  y  la  estrecha  vinculación  del 
poder  espiritual  con  el  temporal,  existentes  desde  el  pe- 
ríodo colonial,  constituyen  supuestos  esenciales  de  la  tra- 
bazón institucional  que  nos  rige.  Ese  sello  se  advierte  a 
pesar  de  las  deficiencias  de  la  formación  espiritual  de 
nuestro  pueblo,  y  esta  vinculación  subsiste  aun  cuando  a 
veces  se  pretenda  desconocerla  o  cambiarle  de  signo.  Des- 
de los  primeros  intentos  de  1811  hasta  el  congreso  de 
1853  y  las  convenciones  de  1860,  por  graves  que  hayan 
podido  ser  los  errores  entonces  imperantes  y  por  des- 
creídos que  fuesen  algunos  de  los  organizadores  de  la 
República,  no  ha  habido  un  solo  ensayo  constitucional  que 
no  haya  tenido  en  cuenta  tales  supuestos. 

La  conformación  actual  de  las  relaciones  del  Estado 
argentino  con  la  Iglesia  no  deriva,  pues,  de  una  artificiosa 
decisión  del  legislador  ni  es  resultado  casual  de  un  mero 
conjunto  de  tradiciones  jurídicas  heredadas  del  régimen 
político-social  español,  sino  ineludible  consecuencia  de 
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nuestro  propio  modo  de  ser  nacional.  Ello  no  significa 
que  la  nota  de  argentinidad  haya  de  identificarse  con  el 
carácter  católico.  Sería  absurdo  negar  la  existencia  de 
argentinos  no  católicos,  e  injusto  hacer  de  ellos  argenti- 
nos menguados.  Pero,  fuera  de  cualquier  consideración  de 
orden  individual,  resulta  forzoso  reconocer  la  arraigada 
vigencia  del  catolicismo  en  los  hábitos,  los  usos  y  las 
costumbres  sociales  y  políticas,  compartidos  hasta  por  per- 
sonas extrañas  a  la  Iglesia. 

Estamos  frente  a  un  hecho  anterior  a  cualquier  nor- 
ma escrita,  perteneciente  a  la  constitución  viva,  no  escri- 
ta, del  país;  a  esa  constitución  que  ha  podido  resistir  a 
los  más  variados  desórdenes  institucionales;  a  esa  consti- 
tución que  no  lograron  destruir  ni  siquiera  los  liberales 
laicistas  de  fines  del  siglo  xix. . .  A  pesar  del  rudo  golpe 
que  significó  la  introducción  del  laicismo  en  las  escuelas 
públicas  y  en  la  legislación  matrimonial,  la  religión  con- 
tinuó profundamente  inviscerada  en  la  vida  social,  e  inúti- 
les fueron  los  esfuerzos  que  se  hicieron  para  reducirla  al 
fuero  interno  de  las  conciencias.  El  impacto  laicista  obró 
más  sobre  los  individuos  mismos  que  sobre  el  cuerpo 
social.  Eficaz  para  descristianizar  conciencias,  resultó  im- 
potente para  desvirtuar  los  usos  colectivos. 

Salvo  algunos  reducidos  núcleos  anacrónicos  que  no 
cuentan  en  el  orden  nacional,  los  argentinos  no  descono- 
cemos ese  hecho.  Unos  lo  tomamos  como  punto  de  partida 
para  orientar  la  vida  institucional  de  la  República;  otros, 
como  un  dato  positivo  que  interesa  valorar;  los  menos 
(¡gracias  a  Dios!),  como  un  supuesto  del  cual  importa  va- 
lerse para  sojuzgar  a  la  Iglesia.  Y,  así,  la  vinculación  con 
la  jerarquía  eclesiástica  es  recibida  por  los  primeros  con 
entusiasmo;  por  los  segundos,  con  interés;  por  los  últimos, 
como  instrumento  de  dominación.  En  definitiva,  todos 
coincidimos  en  que  se  trata  de  un  factor  vital  de  la  nación. 

Expresión  de  lo  dicho  es  el  artículo  2*?  de  la  Consti- 
tución de  1853,  en  cuya  virtud  el  gobierno  federal  queda 
obligado  a  sostener  el  culto  católico.  Es  también  ello  lo 
que  da  fundamento  a  la  invocación  a  Dios,  contenida  en 
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el  preámbulo,  y  al  inciso  15  del  artículo  67,  que  importa 
la  aceptación  de  la  herencia  misionera  legada  por  los  reyes 
españoles  y  una  elocuente  afirmación  de  la  característica 
religiosa  de  la  nacionalidad  argentina;  y  no  se  explicarían 
de  otro  modo  los  artículos  78  y  80,  que  hacen  de  la  pro- 
fesión de  la  fe  católica  condición  para  el  desempeño  de  la 
primera  magistratura  de  la  República.  El  principio  mismo 
de  libertad,  proclamado  en  el  artículo  19,  es  un  claro  ejem- 
plo de  la  penetración  del  sentido  católico  en  las  institu- 
ciones ^.  Y  si  es  verdad  que  la  Constitución  contiene  dis- 
posiciones de  marcado  corte  regalista  y  que  se  advierten 
en  ella  ciertos  atisbos  de  iluminismo,  sus  principios  bási- 
cos son  esencialmente  cristianos,  y  es  a  la  luz  de  tales 
principios  que  deben  ser  interpretadas  las  reglas  relativas 
al  funcionamiento  de  los  poderes  establecidos  en  ella. 

El  Estado  y  la  Religión 

El  artículo  2^  de  la  Constitución,  por  el  cual  "el  go- 
bierno federal  sostiene  el  culto  católico  apostólico  roma- 
no", tiene  pues  un  profundo  sentido  ético  y  social.  Sería 
minimizar  sus  alcances  interpretarlo  como  si  se  tratase  de 
una  cláusula  de  carácter  económico  o  financiero,  puesta 
como  carga  del  patronato  o  en  compensación  de  anterio- 
res confiscaciones.  Si  no  bastase  la  lectura  del  acta  de 
la  sesión  del  Congreso  Constituyente  en  que  fue  sancio- 
nada, su  verdadero  fundamento  estaría  demostrado  por  la 
tradición  y  el  presente  argentinos,  por  la  historia  viva  y 
la  realidad  actual  de  la  República.  De  ahí  no  sólo  el  texto 
de  dicho  artículo  sino  también  los  incisos  15  y  19  del 
artículo  67,  el  artículo  70  y  el  80.  Con  idéntico  criterio, 
poco  después,  por  el  artículo  33  del  Código  Civil  se  reco- 
nocería a  la  Iglesia  como  persona  jurídica  de  existencia 
necesaria.  Con  o  sin  patronato,  deba  o  no  deba  cargar  el 

1  Cf.  artículo  del  cardenal  Ottaviani,  La  societé  moderne  est  débi- 
trice  de  l'Eglise,  en  Documentation  Catholique,  t.  LVI,  pág.  347. 


57 


gobierno  federal  con  las  consecuencias  de  las  expoliacio- 
nes provinciales  de  Rivadavia,  el  sostenimiento  del  culto 
es  un  deber  que  atañe  al  Estado  argentino.  Aun  cuando  el 
empleo  del  verbo  "sostener"  se  refiriese  a  la  subvención 
económica  del  culto,  su  último  significado  no  variaría. 
Si  así  no  fuese,  ¿qué  razón  habría  para  subvencionar  los 
ritos  de  la  Iglesia? 

Por  otra  parte,  el  simple  sostenimiento  económico  no 
interesa  mayormente  a  la  Iglesia,  como  fuera  señalado  en 
la  pastoral  colectiva  del  episcopado  argentino  publicada 
a  principios  de  1955.  Cuando  arreciaba  el  conflicto  anti- 
clerical se  formuló  allí  la  necesaria  distinción  entre  los 
aspectos  morales,  políticos  y  económicos  de  las  relaciones 
del  Estado  con  la  jerarquía  eclesiástica,  y  se  recalcó  cómo 
lo  esencial  es  el  aspecto  ético  de  esas  relaciones. 

Evidentemente,  para  mayor  claridad  y  mejor  preci- 
sión, hubiese  sido  preferible  una  fórmula  como  la  proyec- 
tada por  los  congresistas  Centeno,  Pérez  y  Zuviría,  u  otra 
análoga  que,  en  definitiva,  proclamase  que  la  República 
Católica  Apostólica  Romana  es  la  religión  del  Estado,  el 
cual  la  ampara  y  la  protege.  Un  texto  de  este  tenor 
habría  evitado  discusiones  vanas  e  inútiles,  pero  de  todos 
modos  la  interpretación  del  artículo  no  podría  ser  otra 
que  la  apuntada.  Por  lo  demás,  si  se  lo  circunscribiese  a 
lo  económico,  el  artículo  implicaría  una  pesada  carga  mo- 
ral para  la  Iglesia,  mil  veces  más  onerosa  que  la  obliga- 
ción asumida  por  el  Estado. 

Donde  realmente  se  pone  de  manifiesto  la  entrañable 
unión  del  Estado  argentino  con  la  Iglesia  es  en  la  vincu- 
lación cotidiana  y  permanente  de  las  autoridades  del  uno 
con  las  de  la  otra;  en  la  estrecha  correspondencia  del  pri- 
mero con  la  segunda,  no  sólo  en  la  vida  interna  de  la 
nación  sino  también  en  el  orden  de  las  relaciones  inter- 
nacionales; en  la  preocupación  de  las  autoridades  nacio- 
nales por  adecuar  su  actividad  gubernativa  a  las  orienta- 
ciones éticas  y  sociales  señaladas  por  la  Cátedra  Apostó- 
lica. A  este  respecto,  entre  otros  casos,  a  título  de  ejem- 
plo, cabe  colocar  los  actos  específicos  de  culto  cuando  impli- 
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can,  para  quienes  participan  en  ellos,  un  decidido  acata- 
miento de  lo  que  los  mismos  significan.  Los  más  impor- 
tantes que  tuvieron  lugar  durante  el  período  en  que  me 
tocó  actuar  fueron  el  VI  Congreso  Eucarístico  Nacional  de 
1959  y  el  I  Congreso  Mariano  Interamericano  de  1960.  La 
franca  adhesión  del  gobierno  nacional,  la  participación  de 
las  primeras  autoridades  del  país  en  las  ceremonias  litúr- 
gicas de  uno  y  otro,  el  empeño  puesto  en  ambos  casos  para 
facilitar  la  concurrencia  de  los  legados  pontificios  car- 
denales Fernando  Cento  y  Marcello  Mimmi  y  de  los  pre- 
lados venidos  del  extranjero,  son  hechos  altamente  de- 
mostrativos de  los  alcances  espirituales  que  para  el  Estado 
argentino  tiene  su  vinculación  con  la  Iglesia  Católica. 
También  deben  ser  incluidas  en  esta  categoría  las  dispo- 
siciones tomadas  sobre  la  institución  del  Día  Nacional  de 
Acción  de  Gracias  y  sobre  la  erección  de  una  gran  cruz 
monumental  en  el  Río  de  la  Plata. 

A  renglón  seguido  deben  ponerse  los  actos  que  sig- 
nifican una  especial  adhesión  al  Sumo  Pontífice.  Algunos 
de  ellos,  como  el  envío  de  misiones  especiales  para  las  ce- 
remonias de  la  coronación  del  Santo  Padre  (1958)  y  la 
celebración  de  su  80^  aniversario  (1961)  podrían  ser  con- 
siderados como  simples  actos  protocolares,  ya  que  reali- 
zan otro  tanto  estados  que  no  sólo  excluyen  cualquier 
declaración  de  tipo  confesional  sino  que  ni  siquiera  man- 
tienen relaciones  diplomáticas  corrientes  con  la  Santa  Sede, 
pero  aún  así  cabe  tener  en  cuenta  el  conjunto  de  impon- 
derables que  en  un  país  católico  se  conjugan  en  casos 
tales.  Lo  mismo  puede  decirse  con  motivo  de  las  visitas 
de  los  jefes  de  Estado  al  Santo  Padre.  La  realizada  por  el 
presidente  Frondizi  en  junio  de  1960,  como  lo  he  señalado, 
tuvo  la  particularidad  de  haber  sido  llevada  a  cabo  con 
todas  las  modalidades  características  de  los  gobernantes 
católicos,  con  las  públicas  manifestaciones  de  fe  consi- 
guientes. 

La  convivencia  internacional  brinda  incesantes  opor- 
tunidades para  poner  de  relieve  la  armonía  y  la  compe- 
netración de  la  Iglesia  y  el  Estado.  En  la  Conferencia  In- 
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ternacional  sobre  Privilegios  e  Inmunidades  Diplomáticas, 
celebrada  en  marzo  de  1961  en  la  ciudad  de  Viena,  la  Re- 
pública Argentina  tuvo  una  destacada  actuación  en  favor 
de  los  acostumbrados  privilegios  de  los  nuncios  apostólicos 
y  logró  hacer  triunfar  la  tesis  tradicional.  Pero  donde  más 
se  han  hecho  ver  esa  armonía  y  esa  compenetración  ha 
sido  en  los  debates  internacionales  en  torno  a  los  grandes 
temas  de  derecho  y  de  moral  que  afectan  directamente  a 
la  Iglesia  en  sí  misma  y  a  la  grey  católica  en  sus  costum- 
bres. Puede  señalarse  al  respecto  la  posición  tomada  por 
la  Argentina  con  relación  al  asunto  del  "control  de  la 
natalidad",  tanto  en  1959  en  Nueva  Delhi  como  en  las 
reuniones  de  la  FAO  en  Roma,  en  1961,  y  en  la  XVI  asam- 
blea de  la  Organización  de  las  Naciones  Unidas.  Y  no 
podría  pasarse  por  alto  la  actuación  del  representante  ar- 
gentino, doctor  Mario  Amadeo,  en  los  debates  de  la  Co- 
misión de  Derechos  Humanos  sobre  los  proyectos  de  regla- 
mentación de  la  libertad  religiosa,  para  hacer  prevalecer 
los  principios  católicos. 

Análogamente,  quizá  de  manera  más  manifiesta,  la 
colaboración  de  la  Iglesia  y  el  Estado  se  ha  hecho  sentir 
en  nuestro  mundo  latinoamericano,  aunque  en  realidad 
esa  colaboración  esté  todavía  en  sus  comienzos.  Bajo  el 
patrocinio  de  la  Comisión  Pontificia  para  América  Latina, 
entre  1958  y  1962  tuvieron  lugar  en  Roma  interesantísi- 
mas reuniones  de  los  representantes  diplomáticos  latino- 
americanos que  culminaron  con  una  extraordinaria  cele- 
brada en  nuestra  embajada  ante  la  Santa  Sede  presidida 
por  el  eminentísimo  cardenal  Cario  Confalonieri,  presi- 
dente de  aquella  comisión,  con  asistencia  de  casi  todos 
los  presidentes  de  las  conferencias  episcopales  americanas, 
de  los  nuncios  que  se  encontraban  en  la  Ciudad  Eterna  y 
de  los  prelados  y  canonistas  integrantes  de  la  misma  co- 
misión. El  tema  central  de  esta  última  reunión  fue  la 
cooperación  de  los  episcopados  en  el  programa  de  la  Alian- 
za para  el  Progreso  que  acababa  de  planearse  en  la  asam- 
blea interamericana  de  Punta  del  Este.  Monseñor  Antonio 
Samoré,  vicepresidente  de  la  Pontificia  Comisión  y  por- 
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tavoz  del  Vaticano  en  aquella  oportunidad,  recalcó  la 
necesidad  de  que  esa  cooperación  fuese  efectiva  y,  tanto 
los  obispos  como  los  embajadores  presentes,  estuvieron 
de  acuerdo  en  señalar  puntos  concretos  de  acción  con- 
junta. Por  mi  parte,  contando  con  el  decidido  apoyo  de 
nuestro  gobierno,  indiqué  la  educación  pública  y  la  vi- 
vienda como  puntos  claves  para  la  cooperación  esperada. 

Asimismo,  en  problemas  determinados  es  dable  ad- 
vertir los  alcances  internacionales  de  la  política  de  enten- 
dimiento entre  la  Iglesia  y  el  Estado.  La  actitud  tomada 
por  nuestra  representación  en  Cuba  frente  a  los  atropellos 
del  régimen  castrista  contra  la  jerarquía  eclesiástica  cu- 
bana, fue  nítida  expresión  de  ello.  La  embajada  argentina 
en  La  Habana  sirvió  de  refugio  al  cardenal  arzobispo 
Arteaga  y  a  los  prelados  perseguidos,  y  en  ella  encontró 
la  jerarquía  cubana  un  lugar  seguro  de  protección  para 
la  libertad  y  los  derechos  conculcados. 

En  el  orden  interno  de  la  vida  nacional  resulta  ver- 
daderamente interesante  comprobar  cómo  la  vinculación 
de  la  Iglesia  con  el  Estado  se  afianza  y  se  desarrolla  a 
medida  que  la  acción  de  la  primera  se  va  haciendo  sentir 
en  los  diversos  planos  de  la  existencia  cotidiana.  La  cola- 
boración de  ambos  poderes  en  favor  del  bien  común  forti- 
fica los  lazos  que  los  unen,  no  por  cierto  al  modo  regalista 
sino  en  una  mutua  ayuda  para  que  cada  uno  de  ellos 
pueda  cumplir  mejor  sus  propios  fines  en  el  terreno  mixto 
de  acción  concurrente.  El  Estado  ve  en  la  Iglesia  una 
auténtica  Madre  y  Maestra  del  pueblo  encomendado  a  su 
cuidado,  y  la  Iglesia  encuentra  en  el  Estado  un  eficaz 
ejecutor  de  sus  enseñanzas  y  sus  directivas  sociales.  Se 
abre  así  una  amplia  perspectiva  de  cooperación,  cuya  po- 
sibilidad de  existencia  nadie  podría  habérsela  planteado 
en  1853  y  en  los  tiempos  en  que  el  liberalismo  individua- 
lista era  dueño  y  señor.  ^ 

2  Cabe  destacar  aquí  la  constante  acción  de  la  jerarquía  eclesiástica 
argentina  para  promover  el  bienestar  social.  Como  ejemplo  típico  puede 
señalarse,  asimismo,  la  intervención  del  Cardenal  Caggiano  en  el  conflicto 
ferroviario  planteado  a  fines  de  1961. 
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Los  lunares  del  régimen  y  la  solución  concordatoria 

No  obstante  lo  expuesto,  dentro  del  sistema  institu- 
cional de  la  constitución  de  1853,  las  relaciones  de  la 
Iglesia  y  el  Estado  se  encuentran  trabadas  por  lunares 
que  entorpecen  la  actuación  de  la  jerarquía  eclesiástica  y 
dañan  el  bienestar  espiritual  de  la  grey  católica.  El  rega- 
lismo  y  el  patronato,  sin  beneficio  para  nadie,  menosca- 
ban la  libertad  de  la  Iglesia.  Las  atribuciones  asignadas 
por  la  Constitución  a  los  poderes  públicos  en  materia 
de  organización  del  patronato,  de  nominación  de  obispos, 
de  ejecución  de  las  resoluciones  de  la  Santa  Sede  Apos- 
tólica y  de  admisión  de  nuevas  órdenes  religiosas,  impo- 
sibilitan un  pleno  y  leal  entendimiento  entre  la  una  y 
el  otro. 

De  todas  maneras,  en  el  ordenamiento  constitucional 
no  todas  las  normas  referentes  a  la  Iglesia  tienen  el  mis- 
mo grado  de  importancia.  Como  en  tantos  otros  aspectos 
de  la  vida  nacional,  es  menester  distinguir  entre  lo  fun- 
damental y  lo  accesorio,  entre  principios  básicos  e  ins- 
trumentos técnicos.  Aun  cuando,  desde  un  punto  de  vista 
estrictamente  formal,  las  normas  relativas  a  tales  instru- 
mentos técnicos  sean  tan  constitucionales  como  las  que 
sientan  aquellos  principios  básicos,  su  jerarquía  jurídica 
no  es  igual,  y  bien  podrían  desaparecer  las  primeras  sin 
mengua  del  régimen  establecido  sobre  los  segundos,  que 
son  su  razón  de  ser. 

Un  siglo  largo  de  vida  bajo  el  imperio  de  la  consti- 
tución de  1853,  con  sus  frecuentes  y  graves  interrupcio- 
nes, permite  apreciar,  por  otra  parte,  la  efectividad  de  las 
instituciones  establecidas  en  ella  y  comprender  hasta  qué 
punto  podría  afirmarse  hoy  su  vigencia.  Si  alguna  lección 
de  positivo  provecho  van  dejando  las  reiteradas  alteracio- 
nes del  régimen  constitucional,  no  sería  aventurado  afir- 
mar que  ella  fuese  la  de  poner  en  evidencia  cómo  lo  fun- 
damental permanece  en  pie,  mientras  lo  accesorio  tamba- 
lea o  cae.  Porque,  en  definitiva,  sólo  es  permanente,  per- 
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manente  de  verdad,  lo  que  pertenece  a  la  constitución 
vital  del  país. 

No  cabría,  así,  colocar  en  un  mismo  plano  el  princi- 
pio sentado  en  el  artículo  2  de  la  Constitución  con  la 
norma  del  inciso  8^  del  artículo  86,  ni  la  garantía  procla- 
mada en  el  artículo  19  con  la  atribución  fijada  para  el 
presidente  en  el  inciso  9*?  de  aquel  mismo  artículo  86: 
tanto  el  artículo  2  como  el  19  están  como  inviscerados  en 
la  República.  En  cambio,  el  artículo  86  podría  sufrir  mo- 
dificaciones en  todos  y  en  cada  uno  de  sus  incisos  sin 
que  se  afectase  la  estructura  última  del  Estado.  Podría 
suceder  asimismo  que,  para  asegurar  mejor  el  cumpli- 
miento de  aquellos  principios  fundamentales,  fuese  con- 
veniente modificar  estas  otras  disposiciones  que  sólo  tie- 
nen valor  instrumental. 

Esos  mismos  principios  fundamentales  han  sido  pun- 
tualmente observados  por  los  diversos  gobiernos  de  facto 
que  han  regido  el  país  durante  los  interregnos  constitu- 
cionales. Las  reglas  sobre  nominación  de  obispos,  en  vez, 
se  han  aplicado  de  manera  fragmentaria  y  cercenada  sin 
que  de  ello  se  haya  derivado  transtorno  alguno.  Más  aún, 
hasta  los  mismos  gobiernos  de  iure  han  hecho  una  apli- 
cación muy  disminuida  de  sus  pretendidas  prerrogativas 
sin  que  nadie  se  haya  escandalizado  por  ello. 

Fuera  como  fuese,  las  atribuciones  asignadas  por  el 
texto  constitucional  a  los  poderes  públicos  nacionales  en 
las  materias  arriba  expresadas  carecen  de  eficacia.  La 
Iglesia  no  las  admite,  y  el  Estado  sabe  que  la  simple  pre- 
tensión de  ejercitarlas  provocaría  un  conflicto  insoluble. 
Los  pocos  casos  aislados  en  que  se  quiso  hacerlas  valer 
terminaron  en  despóticos  actos  de  fuerza  o  en  argucias 
formales,  tendientes  a  cubrir  las  apariencias  sin  tocar  el 
fondo  de  las  cuestiones  planteadas. 

Por  lo  demás,  sería  menester  distinguir  entre  las  nor- 
mas que  emanarían  del  supuesto  derecho  de  patronato  y 
las  que  son  mera  expresión  de  regalismo.  Las  primeras, 
aun  cuando  no  apareciesen  fundadas  en  títulos  valederos, 
implicarían  el  ejercicio  de  un  privilegio  que,  en  último 
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análisis,  se  basaría  en  una  concesión  pontificia  y  en  la 
pretendida  herencia  de  los  reyes  españoles;  las  segundas, 
en  cambio,  como  el  regalismo  que  les  sirve  de  base,  im- 
portan simples  abusos  de  poder,  demasías  del  poder  civil 
sobre  materias  que  no  le  competen,  que  corresponden  al 
orden  espiritual  y  al  fuero  de  la  conciencia.  Respecto  a 
estas  últimas,  la  Iglesia  jamás  ha  hecho  concesiones  u 
otorgado  privilegios  ni  podría  hacerlo,  ya  que  están  en 
juego  su  propia  libertad  y  los  derechos  inalienables  de  la 
persona  humana. 

Surge  de  lo  dicho  la  mayor  gravedad  de  las  normas 
constitucionales  que  trasuntan  regalismo  puro,  como  son 
las  referentes  al  pase  de  los  documentos  pontificios  y  a  la 
admisión  de  órdenes  religiosas,  tanto  más  cuanto  que  se 
pretende  presentarlas  como  prerrogativas  del  Estado  inhe- 
rentes a  la  soberanía  nacional,  independientes  de  cual- 
quier concesión  pontificia.  Las  derivadas  del  patronato, 
como  las  reglas  para  la  nominación  de  obispos,  a  pesar  de 
su  improcedencia,  parten,  por  lo  menos,  del  supuesto  de 
un  privilegio  otorgado  por  el  Sumo  Pontífíce  a  los  reyes, 
con  lo  cual  se  reconoce  la  incompetencia  originaria  del 
poder  civil.  Desde  este  punto  de  vista,  es  indudable  que 
no  revisten,  éstas,  la  gravedad  de  aquéllas. 

Fuera  ya  del  texto  constitucional,  sin  poder  invocar 
siquiera  a  su  favor  la  rancia  tradición  del  regalismo  y  el 
patronato,  el  laicismo,  injertado  en  el  matrimonio  y  en  la 
enseñanza,  es  el  factor  de  perturbación  más  importante. 
Introducido  a  fines  del  siglo  xix  por  acción  del  reducido 
grupo  sectario  que  detentaba  entonces  el  gobierno,  no 
responde  a  exigencia  alguna  de  la  realidad  social  argen- 
tina. Se  trata  pues  de  una  rémora  que  deberá  removerse 
para  mayor  bien  del  país  y  para  poder  llegar  a  un  nuevo 
ordenamiento  de  las  relaciones  del  Estado  con  la  Iglesia. 

Regalismo,  patronato  y  laicismo  son,  pues,  los  tres 
factores  de  perturbación  que  interesa  considerar.  Será  en- 
tonces conveniente  examinarlos  detenidamente  y  aclarar 
hasta  qué  punto  tienen  verdadera  vigencia  en  la  vida  na- 
cional. De  esta  manera  será  relativamente  fácil  dejar  es- 
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tablecidas  las  bases  para  una  reforma  que,  en  definitiva, 
sería  más  aparente  que  real,  puesto  que  su  objeto  con- 
sistiría en  quitar  todos  los  estorbos  que  actualm.ente  difi- 
cultan la  libre  manifestación  de  la  índole  católica  de  la 
Nación  Argentina.  Se  da  así  la  paradoja  de  que  la  quinta- 
esencia de  la  reforma  perseguida  se  identifica  con  la 
quintaesencia  de  la  realidad  social  e  institucional  del 
país . . .  Ambas  podrían  expresarse  con  la  siguiente  cláu- 
sula que  sería  el  primer  artículo  de  nuestro  esperado 
concordato 

1.  -  El  Estado  ArgentÍ7io  sostiene  el  Culto  Ca- 
tólico Apostólico  Romano,  garantiza  a  todos  los 
habitantes  de  la  República  el  derecho  de  profesar- 
lo libremente  y  asegura  a  la  Iglesia  Católica  el 
pleno  ejercicio  de  las  actividades  que,  dentro  de  su 
esfera  propia^  le  corresponden. 
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IV 


LAS  RELACIONES  DIPLOMATICAS  CON 
LA  SANTA  SEDE  ^ 

Verdadero  carácter  de  la  personería  internacional  del 
Sumo  Pon  ti j ice 

En  el  canon  218  del  código  vigente  se  proclama  la 
primacía  universal  del  Romano  Pontífice,  y,  a  continua- 
ción, se  expresa  que  su  poder,  verdaderamente  "episco- 
pal", es  independiente  de  cualquier  autoridad  humana. 
En  consonancia  con  estos  principios,  el  canon  265  declara 
que  es  derecho  del  Sumo  Pontífice  enviar,  independiente- 
mente de  las  potestades  civiles,  delegados  o  representan- 
tes a  cualquier  parte  del  mundo. 

Los  errores  de  Marco  Antonio  de  Dominis,  de  Riche- 
rius,  de  Febronius  y  de  los  galicanos  en  general,  para 
quienes  los  nuncios  serían  simples  embajadores  sin  juris- 
dicción sobre  los  fieles,  motivaron  algunas  importantes 
precisiones  doctrinarias  del  Papa  Pío  VI  que  dejaron 
bien  en  claro  cómo  el  derecho  del  Romano  Pontífice  para 
designar  legados  y  nuncios  permanentes  es  consecuencia 

1  Monseñor  Igino  Cardinale,  jefe  de  protocolo  de  la  Secretaría  de 
Estado  de  Su  Santidad,  acaba  de  publicar  un  libro  muy  completo  sobre 
toda  esta  materia:  Le  Saint-Siége  et  ¡a  DipJomatie,  — apergn  historique, 
juridique  et  pratique  de  la  diplomatie  pontificale,  Desclée  18c  Cié.  Editeurs, 
S.,  A.,  Paris —  Tournai  Rome-Nefw  York,  1962. 


67 


directa  del  primado  universal  de  honor  y  jurisdicción; 
en  otras  palabras,  que  el  derecho  del  Papa  para  nombrar 
sus  representantes  no  es  mera  consecuencia  de  su  carácter 
de  soberano  temporal,  sino  de  su  condición  de  Pastor 
Universal  de  la  Iglesia. 

La  Iglesia  ha  mantenido  siempre  esta  doctrina.  El 
Santo  Padre  actúa  en  el  concierto  internacional  sin  nece- 
sidad de  alegar  otro  título  que  el  resultante  de  su  alta 
investidura  eclesiástica.  La  soberanía  temporal  que  de 
hecho  y  de  derecho  ha  ejercido  y  ejerce  sobre  determina- 
dos territorios  y  lugares,  constituye  una  añadidura,  si  bien 
es  también  una  garantía  para  el  libre  ejercicio  de  su  in- 
vestidura. Cuando,  al  promediar  el  siglo  pasado,  recrude- 
cieron los  ataques  contra  esa  doctrina,  pretextando  que 
no  se  adecuaba  a  los  nuevos  tiempos,  el  Papa  Pío  IX 
definió  como  error  grave,  recogido  luego  en  el  Syllabus, 
bajo  el  número  XXXIV,  sostener  que  "la  de  quienes  equi- 
paran al  Sumo  Pontífice  a  un  príncipe  libre  y  operante 
en  la  Iglesia  Universal,  es  doctrina  que  prevaleció  en  el 
medioevo",  desprovista  ahora  de  actualidad.  Algunos  años 
antes,  saliendo  al  paso  de  las  pretensiones  galicanas  de 
los  Borbones  de  España,  el  cardenal  Ercole  Consalvi,  se- 
cretario de  Estado  de  Su  Santidad,  había  sintetizado  la 
buena  doctrina  con  estas  expresivas  palabras  "La  sobera- 
nía temporal  de  Su  Santidad  es  puramente  secundaria  en 
comparación  con  su  apostolado  supremo".  Verdad  ésta 
que  quedaría  corroborada  por  los  hechos  en  el  período  de 
1870  a  1929,  durante  el  cual,  a  pesar  de  que  el  Sumo  Pon- 
tífice estuvo  impedido  en  el  ejercicio  de  sus  derechos  de 
soberano  temporal,  las  naciones  le  reconocieron  el  dere- 
cho de  legación  activa  y  pasiva. 

En  la  praxis  internacional  contemporánea,  la  Santa 
Sede  ha  tenido  especial  cuidado  de  recalcar  ese  carácter 
de  su  personalidad,  como  lo  atestiguan  los  últimos  con- 
cordatos. El  celebrado  en  1954  con  la  República  Domini- 
cana dice  textualmente  en  su  artículo  II:  "El  Estado 
Dominicano  reconoce  la  personalidad  jurídica  internacio- 
nal de  la  Santa  Sede  y  del  Estado  de  la  Ciudad  del  Va- 
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ticano. . .  Para  mantener  en  la  forma  tradicional  las  rela- 
ciones amistosas  entre  la  Santa  Sede  y  el  Estado  Domi- 
nicano, continuarán  acreditados  un  Embajador  de  la  Re- 
pública Dominicana  cerca  de  la  Santa  Sede  y  un  Nuncio 
Apostólico  en  Ciudad  Trujillo".  En  términos  semejantes 
está  redactado  el  artículo  III  del  concordato  firmado  con 
España  en  1953.  Más  preciso  aún  es  el  de  Portugal  de 
1940:  ''La  República  Portuguesa  — dice  en  su  artículo  1^ — 
reconoce  la  personalidad  jurídica  de  la  Iglesia  Católica. 
Las  relaciones  amigables  con  la  Santa  Sede  serán  asegu- 
radas en  la  forma  tradicional  mediante  un  Nuncio  Apos- 
tólico en  la  República  Portuguesa  y  un  Embajador  de  la 
República  cerca  de  la  Santa  Sede".  El  Modus  Vivendi 
con  el  Ecuador  de  1937  y  los  concordatos  con  Yugoslavia 
de  1935,  con  el  Reich  germánico  de  1933,  con  Lituania  de 
1927  y  el  artículo  XII  del  Tratado  de  Letrán,  se  refieren 
todos  a  las  relaciones  con  "la  Santa  Sede"  o  con  "la  Igle- 
sia Católica". 

En  nuestro  derecho  constitucional  se  encuentra  ex- 
presamente aceptado  el  mismo  principio.  Entre  las  atri- 
buciones del  congreso  nacional,  el  artículo  67,  inciso  19, 
de  la  Constitución,  luego  de  referirse  a  los  tratados  con- 
cluidos con  las  naciones  extranjeras,  enuncia  la  de  aprobar 
o  desechar  los  concordatos  con  la  Silla  Apostólica.  Dis- 
tingüese así  entre  las  soberanías  meramente  territoriales 
y  la  sui  generis  de  la  Sede  Romana.  Dentro  de  este  orden 
de  ideas,  en  el  decreto  de  designación  del  primer  plenipo- 
tenciario argentino  ante  la  Santa  Sede,  dado  en  Paraná 
a  30  de  septiembre  de  1858,  se  le  nombra  "en  misión 
especial  cerca  del  Santísimo  Padre  el  Sumo  Pontífice  Ro- 
mano". El  propio  presidente  Roca,  cuando  para  borrar  los 
malos  efectos  del  atropello  que  cometiera  con  el  delegado 
apostólico  monseñor  Matera  confió  al  ministro  Mariano 
Balcarce  la  representación  del  país  ante  el  Papa,  dijo  en 
la  carta  autógrafa  respectiva:  "Suplico  a  Vuestra  Santidad 
lo  reciba  con  su  acostumbrada  benevolencia,  prestando 
buena  fe  y  crédito  a  todo  lo  que  el  Sr.  Balcarce  exponga 
en  nombre  del  Gobierno  Argentino  y  especialmente  cuan- 
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do  exprese  a  Vuestra  Santidad,  en  el  nombre  de  la  Nación 
que  presido  y  en  el  mío  propio,  los  sentimientos  de  pro- 
funda veneración  y  piedad  filial  que  tributamos  al  Augus- 
to Jefe  de  la  Iglesia  Católica".  En  términos  semejantes  se 
expresaba  el  ministro  de  Relaciones  Exteriores  en  la  nota 
dirigida  al  cardenal  secretario  de  Estado  sobre  el  desgra- 
ciado incidente  ocurrido.  Y  aún  hoy  mismo  en  las  cartas 
credenciales  de  sus  embajadores,  el  presidente  argentino 
se  dirige  al  Santo  Padre  como  Jefe  de  la  Iglesia  Católica. 

En  ese  especialísimo  carácter  de  la  soberanía  ponti- 
ficia se  fundamenta  la  personería  y  la  doble  función  que 
ejercen  sus  representantes,  que  pueden  revestir  o  no  in- 
vestidura diplomática.  Investidura  ésta  no  requerida  por 
la  representación  que  ejercen  ante  las  comunidades  ca- 
tólicas y  los  fieles,  pero  que  es  inseparable  de  la  misma 
función  representativa  ante  los  gobiernos  de  los  Estados 
donde  están  acreditados  y  que  les  otorga  una  garantía  de 
indemnidad  jurídica  paralela  a  la  garantía  internacional 
de  independencia  que  la  soberanía  territorial  confiere  a 
la  persona  del  Sumo  Pontífice. 

Carácter  especial  de  los  representantes  diplomáticos 
pontificios 

Pero  hay  más.  La  índole  tan  peculiar  de  la  soberanía 
pontificia  se  refleja  aún  en  el  orden  diplomático  mismo, 
pues,  con  prescindencia  de  las  funciones  que  les  compe- 
ten como  delegados  pontificios  ante  la  grey  católica,  los 
nuncios  gozan  de  un  rango  especial  dentro  del  cuerpo 
diplomático.  Un  antiguo  y  tradicional  uso  asignó  siempre 
a  los  representantes  pontificios  el  primer  puesto  entre  los 
plenipotenciarios  acreditados  ante  los  soberanos  de  la 
Cristiandad.  Cuando  el  Congreso  de  Viena,  luego  de  la 
caída  de  Napoleón,  reordenó  los  usos  y  costumbres  inter- 
nacionales, mantuvo  expresamente  aquella  especial  con- 
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sideración  hacia  los  representantes  del  Papa  dejando  esta- 
blecido para  ellos  en  el  Reglamento  de  1815  el  privilegio 
de  ser  decanos  de  los  respectivos  cuerpos  diplomáticos. 
La  circunstancia  de  que  cuatro  de  los  ocho  Estados  re- 
dactores del  reglamento  no  fuesen  católicos  (Inglaterra, 
Rusia,  Suecia  y  Prusia)  demuestra  cómo  el  alto  rango 
espiritual,  característico  de  la  soberanía  pontificia,  tras- 
ciende los  marcos  de  la  Iglesia  Católica  y  de  las  naciones 
que  viven  en  ella. 

En  la  actual  revisión  del  citado  reglamento  vienés, 
emprendida  por  iniciativa  de  la  Organización  de  las  Na- 
ciones Unidas,  ha  vuelto  a  tocarse  el  punto.  En  las  sesio- 
nes celebradas  en  marzo  de  1961,  en  Viena,  por  la  Confe- 
rencia Internacional  sobre  Privilegios  e  Inmunidades 
Diplomáticas,  fue  mantenido  el  criterio  del  Reglamento 
de  1815,  no  obstante  haber  servido  de  base  de  estudio  un 
proyecto  que  limitaba  el  privilegio  de  los  nuncios  a  los 
países  en  que  actualmente  funciona.  La  delegación  ar- 
gentina, en  virtud  de  instrucciones  expresamente  impar- 
tidas por  el  gobierno  nacional,  tuvo  una  decidida  y  deci- 
siva actuación  en  favor  de  la  tesis  tradicional. 

A  la  presencia  del  nuncio  ante  un  gobierno  determina- 
do corresponde  la  de  un  representante  diplomático  del 
mismo  gobierno  ante  la  corte  pontificia  (embajador,  cuan- 
do se  trata  de  un  nuncio;  ministro  plenipotenciario,  si  de 
un  internuncio).  Motivos  especialísimos  han  determinado 
I  sin  embargo  que  ello  no  ocurra  con  Inglaterra  (hay  mi- 
nistro plenipotenciario  inglés  pero  no  representante  pa- 
pal), ni  con  Suiza  (al  nuncio  en  Berna  no  corresponde 
embajador  en  el  Vaticano).  El  carácter  exclusivamente 
diplomático  no  quita  a  los  embajadores  que  su  presencia 
tenga  un  especial  sentido  de  colaboración  en  la  tarea 
papal  de  afirmar  la  primacía  de  los  valores  espirituales, 
de  la  paz,  de  la  civilización  y  del  verdadero  progreso  entre 
I  las  naciones,  como  lo  señalara  el  Santo  Padre  en  el  dis- 
curso dirigido  al  cuerpo  diplomático  con  motivo  del  ho- 
menaje que  el  mismo  le  tributara  en  ocasión  de  su  80^ 
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aniversario,  el  3  de  noviembre  de  1961.  Así  lo  recalcó 
también  monseñor  Antonio  Samoré  en  la  ya  citada  reunión 
de  estudio  de  prelados  y  representantes  diplomáticos  la- 
tinoamericanos celebrada  el  16  de  ese  mismo  mes  y  año 
en  la  embajada  argentina  ante  la  Santa  Sede. 

No  resulta  difícil  inferir  de  lo  dicho  que,  a  pesar  de 
que  las  relaciones  entre  el  Estado  y  la  Santa  Sede  se 
desenvuelvan  por  los  carriles  corrientes  del  orden  diplo- 
mático internacional,  en  manera  alguna  el  Sumo  Pontí- 
fice podría  ser  asimilado  a  un  soberano  extranjero  ni  sus 
representantes  a  meros  diplomáticos  extranjeros.  No  se- 
ría posible  prescindir  de  su  condición  de  jefe  espiritual 
de  todos  y  cada  uno  de  los  ciudadanos  católicos  de  los 
estados  con  los  cuales  mantiene  esa  vinculación  formal- 
mente diplomática.  ^  Para  refirmar,  precisamente,  tan  pre- 
ciosa condición,  convendría  agregar  a  la  disposición  con- 
cordataria generalmente  aceptada,  una  cláusula  que  re- 
conociese la  más  amplia  libertad  para  los  honores  y  nom- 
bramientos pontificios  a  favor  de  los  ciudadanos,  indepen- 
dientemente de  la  esencial  libertad  de  comunicación  entre 
el  Papa  y  los  fieles  que,  por  su  trascendental  importancia, 
debe  ser  materia  tratada  aparte. 

Todo  ello  podría  quedar  acordado  mediante  un  par  de 
artículos  que  dijesen: 

Para  mantener  en  la  forma  tradicional  las  re- 
laciones  amistosas  entre  la  Santa  Sede  y  la  Repú- 
blica Argentina,  continuarán  permanentemente 

2  "Non  bastava  piü,  come  per  il  passato,  un'ativitá  prevalentemente 
diplomática  tra  i  due  sovrani:  quello  del  potere  divino  e  quello  del 
potere  civile.  I  principi  riguardanti  le  relazioni  fra  Chiesa  e  Stato  dove- 
vano  essere  affermati  dinanzi  al  popólo  stesso  e  per  mezzo  degli  organi 
moderni  della  diffusione  e  della  propaganda  delle  idee.  Cosí  dunque 
nacque  la  nuova  forma  di  espressione  del  magistero  della  Chiesa,  la 
quaíe,  con  encicliche  e  messaggi  e  per  tramite  della  gerarchia,  si  indi- 
rizzava  all'intera  popolazione  cristiana".  Raimondo  Sigmond  O.  P.:  Chiesa 
e  Stato  nel  magistero  supremo  della  Chiesa  dell'ultimo  secólo,  en  Sacra 
Doctrina,  quad,  II,  anno  III,  pág.  269.  Bologna,  1958. 
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acreditados  un  Embajador  de  la  República  ante  la 
Santa  Sede  y  un  Nuncio  Apostólico  en  Buenos 
Aires.  Este  será  Decano  del  Cuerpo  Diplomático 
en  los  términos  del  derecho  consuetudinario. 

Sin  necesidad  de  permiso  especial  alguno,  los 
ciudadanos  argentinos  podrán  ser  objeto  de  hono- 
res y  nombramientos  por  parte  del  Sumo  Pontí- 
fice o  sus  representantes. 
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V 


EL  REGALISMO  ARGENTINO  ^ 


Las  extralimit  ación  es  regalistas 

Desde  los  conflictos  de  precedencia,  aparentemente 
inocuos,  tan  frecuentes  entre  las  autoridades  eclesiásticas 
y  civiles,  hasta  los  gravísimos  desmanes  a  que  dio  lugar  la 
expulsión  de  los  jesuítas,  la  época  colonial  presenta  un 
nutrido  elenco  de  expresiones  regalistas.  En  el  período 
revolucionario  ya  la  Primera  Junta  asumió  funciones  que 
implicaban  el  ejercicio  de  las  regalías  de  la  corona,  y  la 
Asamblea  de  1813  tomó  decisiones  que.  si  no  siempre  es- 
tuvieron inspiradas  por  el  afán  de  invadir  la  jurisdicción 
espiritual,  de  hecho  eran  una  afirmación  de  las  más  ran- 
cias pretensiones  regalistas ...  Al  mismo  tiempo  que  se 
liberaba  a  la  Iglesia  de  las  ataduras  impuestas  por  la 
corona  española,  se  la  ataba  al  nuevo  estado  del  Plata. 
Luego  sobrevinieron  las  disputas  a  que  diera  lugar  la 
anómala  situación  provocada  en  los  obispados  de  Córdoba 
y  Salta  y  la  vacancia  del  de  Buenos  Aires.  Siguieron  la 
reforma  rivadaviana  y  la  prepotencia  de  Rosas.  Y  no  fue, 
por  cierto,  menos  grave  que  en  todos  los  estatutos,  regla- 

1  Sobre  el  tema  del  regalismo  argentino  se  han  ocupado  diversos 
autores  nacionales.  Revisten  particular  importancia:  Juan  Casiello,  Iglesia 
y  Estado  en  la  Argentina,  régimen  de  sus  relaciones,  Buenos  Aires,  1948, 
y  Cayetano  Bruno,  S.  D.  B.,  El  Derecho  Público  de  la  Iglesia  en  la  Ar- 
gentina, Buenos  Aires,  1956. 
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mentos  y  constituciones  que  se  sucedieran  hasta  rematar 
en  la  constitución  de  1853,  se  afirmasen  las  pretendidas 
regalías  como  atributos  inherentes  a  la  soberanía  nacional. 

Antes  de  los  cincuenta  años  de  la  organización  del 
primer  gobierno  propio,  el  Estado  argentino,  por  acción 
de  los  poderes  centrales  o  de  los  poderes  provinciales, 
había  tratado  de  ejercitar  a  su  manera  las  atribuciones 
que  los  últimos  reyes  borbónicos  pretendieran  correspon- 
derles,  es  decir,  casi  todas  las  extralimitaciones  del  re- 
galismo. 

No  estaría,  pues,  demás  recordar  que  los  avances  del 
poder  regio  sobre  el  pontificio  que  este  sistema  implica 
podría  sintetizarse,  de  acuerdo  con  el  lenguaje  jurídico 
del  siglo  XVIII,  en  los  siguientes  pretendidos  derechos:  a) 
exequátur  o  placet  del  príncipe  sobre  las  resoluciones  pon- 
tificias que  han  de  tener  ejecución  en  sus  dominios;  b) 
ius  exclusivae  o  de  veto  sobre  los  nombramientos  ema- 
nados del  Papa;  c)  ius  airea  temporalia  officii  o  derecho 
de  secuestrar  los  réditos  patrimoniales  de  los  oficios  ecle- 
siásticos; d)  ius  inspectionis  o  derecho  de  inspeccionar 
toda  actividad  eclesiástica  en  su  territorio;  e)  ius  appe- 
llationis  o  recursos  de  fuerza,  mediante  el  cual  el  prín- 
cipe se  arrogaba  la  facultad  de  rever  resoluciones  y  sen- 
tencias de  los  tribunales  eclesiásticos.  Solían  agregarse 
asimismo:  f)  ius  protectionis,  pretendido  derecho  de  am- 
paro y  tutela,  y  g)  ius  reformandi,  o  derecho  a  cuidar  de 
la  moral  y  la  disciplina. 

El  pase  o  exequátur 

La  exigencia  del  exequátur,  mantenida  durante  aque- 
llos años  postrevolucionarios,  pasó  a  la  constitución  vi- 
gente, como  pasó  también,  implícitamente,  el  ius  inspec- 
tionis, al  asignar  al  poder  legislativo  la  facultad  de  pro- 
nunciarse sobre  la  admisión  de  nuevas  órdenes  religiosas. 
El  ius  exclusivae  ha  quedado  superado,  desde  la  era  colo- 
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nial,  por  el  his  nominationis  atribuido  al  gobierno  civil 
dentro  del  régimen  de  patronato.  Los  recursos  de  fuerza, 
incluidos  por  el  antiguo  artículo  97  del  texto  constitucional 
de  1853  como  de  la  competencia  de  la  justicia  federal, 
fueron  excluidos  en  el  correlativo  artículo  100  del  texto 
de  1860  por  considerárselos  extraños  a  la  jurisdicción 
federal,  y,  aún  cuando  se  haya  pretendido  atribuirlos  a 
los  tribunales  locales,  han  terminado  por  caer  en  desuso. 
En  cuanto  al  ius  circa  temporalia,  que  inspirara  las  con- 
fiscaciones rivadavianas,  y  los  iura  protectionis  et  rejor- 
mandi,  en  los  que  la  Asamblea  de  1813  y  el  mismo  Riva- 
davia  fundaran  sus  intromisiones  en  la  disciplina  ecle- 
siástica, nadie  pretendería  hoy  esgrimirlos...-  El  regalis- 
mo,  en  parte  así  disminuido,  ha  llegado  de  la  era  colo- 
nial a  los  tiempos  presentes. 

Recogiendo,  pues,  esa  tradición,  el  texto  constitucio- 
nal vigente,  entre  las  atribuciones  del  presidente  de  la 
Nación,  dice  en  el  inciso  9  del  artículo  86  que  "concede 
el  pase  o  retiene  los  decretos  de  los  concilios,  las  Bulas, 
Breves  y  Rescriptos  del  Sumo  Pontífice  de  Roma  con 
acuerdo  de  la  Suprema  Corte;  requiriéndose  una  ley  cuan- 
do contienen  disposiciones  generales  y  permanentes".  La 
importancia  de  esta  disposición  es  evidente  ya  que  afecta 
a  la  Iglesia  en  sus  libertades  más  esenciales  y  choca  fron- 
talmente  con  expresas  declaraciones  y  anatemas  pronun- 
ciados por  el  supremo  magisterio  eclesiástico. 

El  pase  o  retención  así  establecido  es  una  actualización 
del  antiguo  pase  regio  o  exequátur,  cuyo  origen  remonta 
a  los  tiempos  del  cisma  de  Occidente.  Derivado  de  la 
situación  anormal  en  que  la  Iglesia  se  encontraba  en  el 
siglo  XIV,  nada  tiene  que  ver  siquiera  con  el  patronato 
con  el  cual  habitualmente  se  lo  vincula.  Nació  bajo  el 
pretexto  de  que  era  menester  acreditar  la  autenticidad  y 
la  proveniencia  de  los  documentos  pontificios,  aclarar  si 

2  ültiraaraente,  a  los  eruditos  trabajos  históricos  del  Pbo.  Araérico 
A.  Tonda  ha  venido  a  sumarse  la  importante  y  decisiva  obra  de  Guillermo 
Gallardo,  La  política  religiosa  de  Rivadavia,  ed.  Theoría,  Bs.  As.,  1962- 
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procedían  del  papa  legítimo,  antes  de  darles  ejecución. 
Superada  aquella  crisis,  la  institución  quedó,  y,  con  el 
desarrollo  del  poder  real  operado  en  los  siglos  sucesivos, 
fue  conservada  como  regalía  de  los  monarcas  y  como  arma 
del  absolutismo,  a  pesar  de  la  lógica  oposición  de  la  Santa 
Sede. 

De  ahí  viene  a  nosotros.  Nuestro  régimen  republica- 
no lo  esgrime  como  regalía  del  poder  soberano,  aun  cuan- 
do en  realidad  sea  una  institución  del  absolutismo  regio 
que  choca  con  los  principios  de  libertad  proclamados  en 
la  misma  constitución  que  la  acepta.  Colisión  ésta  que  se 
agravaría  cada  vez  más  si  no  fuese  porque  de  hecho,  sal- 
vo casos  puramente  formales,  se  prescinde  de  ella,  evi- 
tándose así  la  actualización  de  un  conflicto  que  las  con- 
diciones en  que  se  desenvuelve  la  vida  moderna  harían 
francamente  violento. 

En  efecto,  la  intensificación  de  los  medios  de  trans- 
porte, el  desarrollo  de  las  comunicaciones  y  el  incremento 
de  los  instrumentos  de  difusión  han  modificado  de  m.anera 
radical  las  circunstancias  en  que  se  desenvuelve  la  vida 
de  las  gentes.  Sin  recurrir  a  procedimientos  de  franca 
tiranía,  no  sería  ya  posible  que  se  llevase  a  cabo  una 
verdadera  interferencia  del  poder  civil  entre  las  autori- 
dades eclesiásticas  y  los  fieles.  Y,  de  llevarse  a  cabo,  los 
frutos  no  serían  otros  que  una  grave  lucha  con  la  Iglesia, 
una  inevitable  desazón  en  la  conciencia  de  los  ciudadanos 
y  una  encadenada  serie  de  motivos  de  honda  perturba- 
ción social. 

En  los  siglos  pasados  podía  darse  el  caso  de  que, 
dictada  una  bula  por  el  Santo  Padre,  su  conocimiento  por 
parte  de  los  fieles  fuese  impedido  mediante  un  simple 
acto  de  soberanía  o,  si  se  quiere,  con  una  medida  de  fuer- 
za ejercida  sobre  el  portador  del  documento.  En  el  siglo 
actual  sería  menester  amordazar  la  prensa,  las  agencias 
informativas  y  las  estaciones  radiofónicas  y  de  televisión... 
Es  decir,  habría  que  llegar  a  los  violentos  excesos  del  to- 
talitarismo comunista.  Dentro  de  un  régimen  basado  en 
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el  derecho  natural  y  la  justicia,  impedir  la  difusión  de 
noticias  es  moral  y  físicamente  imposible.  No  se  concibe 
que  un  Estado  estructurado  sobre  esas  bases  pueda  pre- 
tender invadir  el  campo  de  la  conciencia  de  los  ciudada- 
nos, negándoles  derecho  a  seguir  las  directivas  de  la 
autoridad  espiritual,  del  poder  pontificio  que  acatan  y 
veneran. 

Es  de  advertir  además  que,  como  ha  sido  ya  señalado, 
una  de  las  características  de  la  vida  moderna  es  precisa- 
mente ese  contacto  directo  con  el  pueblo,  de  tal  manera 
que  la  vinculación  de  la  autoridad  pontificia  con  una  na- 
ción determinada  no  tiene  por  qué  pasar  a  través  de  las 
antenas  del  Estado.  El  Papa  habla  a  los  fieles  sin  ajus- 
tarse a  formas  documentales,  sin  necesidad  de  asegurar 

I   con  sellos  y  firmas  la  autenticidad  de  lo  que  dice,  sin 

I  limitarse  a  dirimir  cuestiones  o  resolver  problemas  con- 
cretos... Y  lo  hace  libremente,  dirigiéndose  al  mundo 
entero  de  viva  voz,  con  esa  voz  que,  como  la  del  Señor 
según  el  Evangelio,  es  reconocida  por  sus  ovejas.  Se  vale 
de  encíclicas  que,  inmediatamente  de  redactadas,  son  di- 

'  fundidas  a  los  cuatro  vientos  llevando  a  los  fieles  palabras 
de  orientación  e  instrucciones  para  su  comportamiento  en 

i  la  vida. 

I  Es  pues  caso  de  preguntarse  qué  podrían  significar 
las  bulas,  breves  y  rescriptos  de  que  habla  la  Constitución, 
relativos  muchísimas  veces  a  situaciones  particulares  y 
asuntos  de  conciencia,  frente  a  la  trascendencia  social  de 
una  encíclica  o  la  repercusión  mundial  de  un  discurso 
radial.  Y  si  a  ninguna  persona  con  un  mínimum  de  sen- 
tido de  la  dignidad  humana  se  le  ocurriría  tratar  de  im- 
pedir el  conocimiento  de  una  encíclica  o  de  un  discurso, 
bien  podría  decirse  que  ensañarse  con  aquellos  documen- 
tos resulta  en  este  siglo  "tiranía  de  trocha  angosta". 

Por  lo  demás,  forzoso  es  reconocer  que,  no  obstante 
la  amplitud  de  su  texto,  el  inciso  9  ha  tenido  una  aplica- 
ción muy  restringida,  sobre  todo  de  cincuenta  años  a  esta 
parte.  Ni  las  autoridades  eclesiásticas  suelen  gestionar  el 
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pase  de  otra  documentación  pontificia  que  no  sean  las 
bulas  referentes  a  los  nombramientos  episcopales  (en  cuyo 
caso  proceden  oficiosamente  y  urgidos  por  una  mera  razón 
de  hecho) ,  ni  el  Estado  ha  pretendido  impedir  la  libre 
difusión  de  las  normas  y  resoluciones  sancionadas  por  el 
Santo  Padre,  como  tampoco  ha  pretendido  hacerlo  con 
respecto  a  los  jefes  religiosos  no  católicos  y  sus  fieles. 
Nadie  discute  la  vigencia  en  el  país  del  Código  de  Derecho 
Canónico  de  1918  o  de  las  resoluciones  del  I  Concilio  Va- 
ticano, ni  seguramente  pretenderá  mañana  que  las  reglas 
a  sancionarse  por  el  II  Concilio  Vaticano  precisen  la 
aprobación  del  congreso  nacional  para  obligar  a  los  cató- 
licos argentinos. 

En  oposición  al  acentuado  regalismo  verbal  que  tra- 
suntan las  fórmulas  empleadas  habitualmente  por  la  Corte 
Suprema  de  Justicia  al  prestar  su  acuerdo  para  el  pase 
de  las  bulas  que  el  Ejecutivo  le  somete,  se  ha  tratado  de 
hacer  prevalecer  interpretaciones  más  ajustadas  a  la  rea- 
lidad y  más  a  tono  con  los  principios  esenciales  del  régi- 
men republicano  que  nos  rige.  Cabría  aquí  destacar  los 
votos  en  disidencia  del  presidente  de  aquella  corte,  doc- 
tor Tomás  D.  Casares,  quien,  con  profunda  versación  en 
la  materia  y  acabada  conciencia  de  su  responsabilidad  de 
magistrado,  quiso  rectificar  el  erróneo  criterio  predomi- 
nante. En  ese  mismo  orden  de  ideas,  en  uno  de  los  pri- 
meros proyectos  que  para  un  convenio  con  la  Santa  Sede 
yo  mismo  redactara,  sentado  el  principio  de  libertad,  el 
exequátur  quedaba  reducido  a  un  procedimiento  mediante 
el  cual  el  gobierno  argentino  examinaría  en  los  casos  de 
nominación  de  obispos,  creación  de  diócesis  o  reestructu- 
ración de  las  jerarquías  eclesiásticas,  si  los  privilegios 
que  le  concedería  el  Sumo  Pontífice  habrían  sido  obser- 
vados. 

De  todas  maneras  es  éste  un  tema  tan  delicado  que, 
por  grande  que  fuere  la  buena  voluntad  para  interpretar 
el  inciso  constitucional  de  referencia,  el  sólo  hecho  de 
figurar  en  el  contexto  es  una  gravísima  rémora  que  difi- 
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culta  cualquier  arreglo  bilateral.  Con  todo  lo  improbable 
de  una  transacción  en  materia  de  nombramiento  episco- 
pales, sería  aún  más  improbable  una  concesión  a  este 
respecto.  No  en  vano  está  aquí  en  juego  el  esencial  prin- 
cipio de  la  libertad  religiosa.  El  mismo  principio  que, 
defendido  celosamente  por  la  Santa  Sede,  ha  sido  reco- 
nocido por  los  numerosos  Estados  que  han  concertado  con- 
cordatos con  ella. 

La  libertad  de  comunicaciófi  entre  el  Papa  y  los  fieles 

No  podría  ser  de  otra  manera.  Intimamente  vincula- 
dos a  ese  principio  se  encuentran  los  relacionados  con  la 
primacía  papal  y  con  la  fuerza  universalmente  obligatoria 
de  las  leyes  eclesiásticas  y  las  resoluciones  pontificias. 
Los  cánones  9  y  218  del  Código  de  Derecho  Canónico, 
entre  muchos  otros,  lo  establecen  con  sobrada  claridad, 
y  en  los  cánones  2331,  2333  y  2334  se  fijan  severísimas 
penas  de  excomunión  para  quienes  lo  entorpecieren.  En 
el  orden  de  la  doctrina  todo  ello  ha  sido  establecido  en 
forma  definitiva  con  la  expresión  de  los  errores  XXVIII, 
XLI  y  XLIX  del  Syllabus  a  que  se  refiere  la  encíclica 
"Quanta  Cura"  de  1864.  No  cabría,  pues,  discusión  alguna 
al  respecto. 

Apenas  Sancionada  la  Constitución,  antes  de  la  incor- 
poración de  la  Provincia  de  Buenos  Aires,  la  Santa  Sede 
tuvo  oportunidad  de  hacer  conocer  la  buena  doctrina  so- 
bre el  particular.  Así  lo  pudo  saber  en  1854  el  delegado 
especial  enviado  a  Roma,  Don  Salvador  Ximénez,  y  en  1859 
hubo  de  comprenderlo  el  ministro  plenipotenciario  doc- 
tor Juan  del  Campillo  en  sus  gestiones  concordatarias. 
Como  máxima  concesión,  a  lo  sumo  llegó  a  proponérsele 
concertar,  por  notas  reservadas,  una  previa  notificación  al 
gobierno  para  las  resoluciones  que  se  pretendía  exigir  el 
pase.  Y  no  habría  sido  conceder  poco. 

Por  lo  demás,  sería  inútil  empeñarse  en  buscar  algún 
antecedente  en  sentido  diferente.  A  la  claridad  de  la  doc- 
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trina  se  une  la  continuidad,  en  los  hechos,  de  la  política 
vaticana.  Las  interferencias  del  poder  civil  han  sido  fre- 
cuentes, es  verdad,  y  lo  son  todavía  en  no  pocas  partes 
del  globo.  Pero  la  Iglesia  ha  mantenido  siempre  firme- 
mente su  derecho  a  la  libertad,  y  no  ha  permitido  que 
pasados  abusos  puedan  ser  invocados  como  fuentes  de  de- 
recho. La  persistencia  de  esa  firmeza  puede  ser  fácilmente 
advertida  a  través  de  la  larga  serie  de  concordatos  con- 
cluidos en  el  último  siglo.  Algunos  de  esos  concordatos 
ya  no  están  en  vigor  pero,  de  todas  maneras,  tienen  un 
alto  valor  ilustrativo  y  sirven  como  fuentes  de  interpre- 
tación para  los  que  no  han  perdido  vigencia. 

"Siendo  el  Romano  Pontífice  jefe  de  la  Iglesia  Uni- 
versal por  derecho  divino,  tanto  los  obispos  como  el  clero 
y  el  pueblo  tendrán  libre  comunicación  con  la  Santa  Se- 
de". Entre  los  concordatos  del  siglo  xix  esta  fórmula  se 
repite  exactamente  en  el  artículo  4^  del  de  Bolivia  (año 
1851),  Guatemala  (1852),  Costa  Rica  (1852),  Nicaragua 
(1861),  Honduras  (1861),  El  Salvador  (1862)  y,  con  lige- 
rísimas  variantes  literales,  en  el  artículo  6^  del  de  Wüt- 
temberg  (1857),  en  el  139  de  Haití  (1860)  y  en  el  2^  de 
Colombia  (1887).  En  los  concordatos  firmados  con  el  im- 
perio austro-húngaro  (1855)  y  con  el  Ecuador,  tanto  en 
el  de  1862  como  en  el  de  1881,  además  de  la  fórmula 
antedicha,  expresamente  se  dispone,  como  su  lógica  con- 
secuencia, que  las  resoluciones  de  la  Santa  Sede  Apostó- 
lica no  serán  sometidas  a  "placitum  regium"  ni  "exequá- 
tur" (cf.  artículos  29  de  Austria  y  59  de  Ecuador). 

En  términos  parecidos,  quizá  más  explícitos,  se  repite 
idéntico  principio  en  los  concertados  en  el  presente  siglo 
con  gobiernos  católicos  y  no  católicos,  como  puede  verse 
en  el  de  Baviera  de  1924  (artículo  19,  párrafo  29)  o  en  el 
de  Polonia  de  1925  (artículos  19  y  29),  cuya  fórmula  se 
repite  en  los  de  Lituania  de  1927  e  Italia  de  1929  (también 
artículos  19  y  29).  Con  palabras  semejantes  se  expresa  el 
de  Rumania  de  1927  (cf.  artículo  49),  el  "modus  vivendi" 
del  Ecuador  de  1937  y,  con  mayor  precisión,  los  de  Austria 

82 


(año  1933,  artículo  P,  párrafos  1^,  2^  y  4*?),  Alemania 
(año  1933,  artículos  1^  y  4^),  Yugoslavia  (año  1935,  ar- 
tículos P  y  69) ,  Portugal  (año  1940,  artículo  2^)  y  España 
(año  1953,  artículo  2*?) ,  cuyo  texto  se  reproduce  en  el  de 
Santo  Domingo  de  1954  (artículo  39). 

Sin  necesidad  de  haberlo  fijado  en  documento  algu- 
no, ese  derecho  es  reconocido  a  la  Iglesia  en  todo  el  resto 
del  mundo  libre.  Ni  en  los  Estados  Unidos  o  en  Inglaterra, 
ni  en  el  Brasil  o  en  Chile,  ni  en  el  Japón  o  en  las  Filipi- 
nas, etc.,  etc.,  se  admitiría  hoy  la  posibilidad  de  una  inter- 
ferencia del  poder  civil  entre  el  Papa  y  los  católicos.  Para 
encontrar  algo  semejante  sería  menester  penetrar  en  la 
zona  de  la  Iglesia  del  Silencio,  y,  aún  ahí  mismo,  cuando 
la  verdad  logra  filtrarse,  la  pretensión  totalitaria  se  estre- 
lla contra  el  heroísmo  de  los  fieles,  poniendo  de  manifiesto 
que,  de  todas  maneras,  la  exigencia  del  exequátur,  ni  de 
derecho  ni  de  hecho  podría  obstar  al  asentimiento  de  los 
fieles  con  respecto  a  las  definiciones  dogmáticas  o  disci- 
plinarias emanadas  de  la  Cátedra  de  San  Pedro. 

Si  bien  se  mira,  en  definitiva  está  en  cuestión  aquí 
el  principio  de  libertad  proclamado  en  el  artículo  19  de 
la  Constitución  nacional,  mil  veces  más  importante  que 
la  norma  regalista  del  discutido  inciso.  Y  si  a  ello  se 
agrega  el  absurdo  que  implica  en  un  país  donde  el  Estado 
se  encuentra  entrañablemente  ligado  a  la  Iglesia,  aferrarse 
a  una  institución  expresamente  condenada  por  ésta,  fácil- 
mente se  advierte  la  falsía  de  la  posición  que  implica. 
Evidentemente,  impedir  que  la  Cátedra  de  Roma  pudiese 
hacerse  oír  de  los  argentinos  importaría  intentar  substituir 
en  los  hechos  la  nota  de  romanidad  por  alguna  forma  de 
localismo  religioso  rayana  en  el  cisma,  sino  por  el  cisma 
mismo. 

Entre  las  enmiendas  propuestas  por  la  delegación 
argentina  en  la  Organización  de  las  Naciones  Unidas  al 
proyecto  de  "principios"  sobre  libertad  de  religión  que 
tiene  a  estudio  la  comisión  de  Derechos  Humanos,  se  es- 
tablece, luego  de  la  declaración  general  sobre  la  libertad 
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que  toda  persona  debe  tener  para  practicar  su  religión, 
que  "no  debe  sufrir  trabas  en  el  ejercicio  de  su  adhesión 
a  una  religión;  en  especial,  no  se  le  debe  impedir  que  se 
comunique  libremente  con  la  autoridad  competente  y  de 
atender  sus  convocatorias".  Esta  posición  tomada  por  la 
República  Argentina  ante  las  demás  naciones  de  la  orga- 
nización mundial,  está  basada  precisamente  en  el  principio 
de  libertad  a  que  se  refiere  el  citado  artículo  19  e  im- 
plica proponer  la  supresión  de  las  trabas  que,  como  el 
"pase"  o  el  exequátur  de  los  regalistas,  lo  entorpecen. 

Esa  libertad  de  comunicarse  con  la  propia  autoridad 
religiosa  y  de  atender  sus  convocatorias,  no  siempre  fue, 
por  cierto,  observada  entre  nosotros  como  hubiera  corres- 
pondido. Pero,  de  un  tiempo  a  esta  parte,  se  ha  venido 
afirmando  como  principio  fundamental  de  la  política  re- 
ligiosa. Sería  interesante  comparar  al  respecto  los  titubeos 
con  que  en  1869  se  llegó  a  considerar  necesario  un  per- 
miso especial  del  gobierno  nacional  para  que  los  obispos 
concurriesen  al  Concilio  Vaticano  I  con  la  amplitud  de 
criterio  y  las  facilidades  de  todo  género  acordadas  a  fines 
de  1961  y  principios  de  1962  para  que  los  prelados  convo- 
cados al  Concilio  Vaticano  II  pudiesen  asistir  cómodamen- 
te a  las  sesiones  conciliares. 

Con  todo,  la  conveniencia  de  suprimir  la  cláusula 
constitucional  relativa  al  pase  resulta  indiscutible.  De  ahí 
que,  al  encarar  la  necesidad  de  poner  término  a  las  nor- 
mas obstaculizadoras  de  las  buenas  relaciones  con  la  Igle- 
sia, se  incluyera  este  punto.  Por  lo  demás,  la  opinión  del 
gobierno  nacional  que  actuó  de  1958  a  1962  quedó  con- 
cretada en  un  artículo  que  dejé  redactado  como  parte 
integrante  de  un  proyecto  de  convención,  y  que  integraría 
el  concordato.  Decía  así: 

La  Santa  Sede  puede  publicar  en  la  República 
cualquier  disposición  o  instrucción  relativa  a  su 
jurisdicción  espiritual,  y  comunicar  con  los  prela- 
dos, el  clero  y  los  fieles  del  país,  así  como  éstos 
pueden  hacerlo  con  ella,  y  los  obispos  y  demás 
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autoridades  eclesiásticas  con  su  clero  y  sus  fieles. 
El  uso  de  cualquier  medio  de  difusión  no  está 
sometido  a  otras  censuras  o  limitaciones  que  las 
determinadas  por  las  reglamentaciones  generales. 

Las  órdenes  religiosas 

Otro  importante  resabio  de  la  tradición  regalista  es 
el  inciso  20  del  citado  artículo  67  de  la  Constitución,  en 
cuya  virtud  correspondería  al  congreso  nacional  "admitir 
en  el  territorio  de  la  Nación  otras  órdenes  religiosas  a 
más  de  las  existentes".  Como  remarcando  la  exclusividad 
de  semejante  atribución,  en  el  artículo  108  se  prohibe 
a  los  gobiernos  de  provincia  "admitir  nuevas  órdenes  re- 
ligiosas", como  si  cupiesen  atribuciones  gubernativas  al 
respecto. 

En  buen  romance,  estas  cláusulas  importarían  una 
prohibición  general  al  establecimiento  de  nuevas  órdenes, 
susceptible  de  levantamiento  en  cada  caso  particular  me- 
diante una  ley  nacional.  Fácil  resulta  comprender  que  la 
Iglesia  las  considere  lesivas  para  su  libertad  y  que  las 
órdenes  religiosas  no  hayan  querido  solicitar  un  permiso 
de  radicación  que  les  significaría  renunciar  a  un  derecho 
que  con  sobrada  razón  tienen  por  suyo,  y  cuyo  desconoci- 
miento repugnaría  al  sistema  de  libertad  proclamado  en 
los  artículos  14,  19,  20,  25  y  concordantes  de  la  misma 
Constitución. 

Esta  implícita  interdicción  de  las  órdenes  religiosas, 
si  bien  resulta  de  la  letra  constitucional,  carece  de  vigen- 
cia real  en  el  país.  A  pesar  de  ella,  varias  órdenes  se  han 
radicado  en  el  territorio  nacional  sin  solicitar  un  permiso 
que  nadie  ha  exigido  y  que  ni  persona  alguna  podría 
exigirlo  sin  riesgo  de  violar  los  principios  fundamentales 
del  derecho  natural.  En  el  momento  de  ser  sancionada  la 
Constitución,  la  Argentina  contaba  con  casas  de  religio- 
sos franciscanos,   dominicos,   mercedarios   y  agustinos. 
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Se  establecieron  después  benedictinos,  cistercienses,  late- 
ranenses,  trinitarios,  teatinos,  servitas,  basilianos,  esco- 
lapios, carmelitas,  hospitalarios  de  San  Juan  de  Dios, 
que,  sin  requerir  autorización  del  Congreso,  se  limita- 
ron a  valerse  de  los  derechos  reconocidos  a  ciudada- 
nos y  extranjeros  para  constituir  asociaciones  y  ejercer 
la  docencia  u  otros  menesteres  benéficos.  De  las  trece 
órdenes  no  radicadas  aún  en  el  país  sería  interesante 
que  lo  hiciese  la  de  los  cartujos;  en  cuanto  a  la  de  los 
antonianos  corresponde  al  rito  oriental,  y  las  restantes,  de 
muy  reducido  número  de  miembros,  actúan  en  unos  pocos 
países  de  Europa,  donde  otrora  florecieran. 

Escapan  a  la  interdicción  constitucional  las  congre- 
gaciones religiosas  que  canónicamente  no  constituyen  "ór- 
denes"; es  decir  las  familias  religiosas  que  no  requieren 
de  sus  integrantes  votos  solemnes  y  que,  careciendo  de 
las  obligaciones  y  de  los  privilegios  propios  de  las  órdenes, 
no  están  exentas  de  la  jurisdicción  ordinaria  episcopal. 
Fundadas,  por  lo  general,  con  posterioridad  al  Concilio  de 
Trento,  se  cuentan  entre  ellas  congregaciones  tan  exten- 
didas y  de  tanta  importancia  entre  nosotros  como  los  sale- 
sianos,  los  maristas,  los  hermanos  de  las  Escuelas  Cristia- 
nas, numerosas  organizaciones  femeninas,  etc.  . . .  Los  je- 
suítas, que  rigurosamente  hablando  no  forman  "orden", 
suelen  ser  considerados  como  si  la  formasen.  Luego  de  la 
expulsión  dispuesta  por  el  rey  Carlos  III,  fueron  admitidos 
en  1836,  casi  setenta  años  después. 

Dada  pues  la  situación  creada  por  la  radicación  efec- 
tiva de  las  más  importantes  órdenes  actuales  de  la  Iglesia, 
"además  de  las  existentes"  en  1853,  así  como  los  derechos 
justamente  adquiridos  en  largos  años  de  acción  en  pro  del 
bien  común,  sería  injusto  y  absurdo  exigir  ahora  el  cum- 
plimiento de  un  requisito  que  jamás  tuvo  principio  de 
ejecución.  Así  lo  han  estimado  los  gobiernos  de  diversas 
tendencias  políticas  que  han  venido  sucediéndose  en  los 
últimos  decenios,  y  con  ese  criterio  últimamente  se  toma- 
ron importantes  medidas,  como  el  decreto  referente  al  re- 
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conocimiento  del  Consejo  de  Religiosos,  y  se  actuó  en  casos 
concretos  como  el  del  establecimiento  de  los  monjes  cister- 
cienses  en  Azul. 

Pero,  aún  cuando  se  trate  de  una  norma  caída  en 
desuso,  sin  vigencia,  conviene  no  olvidar  que  su  sola  pre- 
sencia en  el  texto  constitucional  sirve  de  velada  amenaza 
contra  el  libre  ejercicio  de  derechos  ampliamente  recono- 
cidos a  todos  los  sectores  de  la  población  nacional.  Por 
eso,  después  de  haber  buscado  diversas  formas  de  institu- 
cionalizar las  situaciones  creadas,  pareció  lo  más  conve- 
niente propiciar  la  supresión  lisa  y  llana  de  las  cláusulas 
correspondientes  de  la  constitución  nacional. 

De  esta  manera  desaparecería  toda  diferencia  entre 
órdenes  y  congregaciones  religiosas  y  entre  las  asociacio- 
nes religiosas  católicas  y  las  de  cualquier  otra  confesión 
o  índole.  El  status  para  tales  asociaciones  podría  así  ajus- 
tarse a  los  siguientes  principios  que  integrarían  el  pro- 
yectado acuerdo  con  la  Santa  Sede: 

I)  El  Estado  Argentino  reconocerá  la  persone- 
ría  jurídica  de  todas  las  instituciones,  asociaciones 
de  clérigos  o  de  laicos  y  congregaciones  u  órdenes 
religiosas  existentes,  constituidas  según  el  derecho 
canónico,  con  tal  que  posean  patrimonio  propio, 
sean  capaces,  por  sus  estatutos,  de  adquirir  bienes, 
y  no  subsistan  de  asignaciones  del  Estado; 

II)  Los  superiores  generales  o  provinciales  de 
las  órdenes  y  congregaciones  religiosas  con  resi- 
dencia fuera  del  territorio  argentino,  aunque  sean 
de  otra  nacionalidad,  tienen  el  derecho  de  visitar 
por  sí  o  por  interpósita  persona  sus  casas  religio- 
sas ubicadas  en  el  país; 

III)  Los  sacerdotes,  religiosos  y  religiosas  ex- 
tranjeros que  la  Santa  Sede  envie^  las  autoridades 
eclesiásticas  del  país  inviten  o  los  superiores  de 
órdenes  y  congregaciones  establecidas  en  la  Repú- 
blica llannen  para  ejercer  su  ministerio,  no  estarán 
sujetos  a  limitación  alguna  ni  deberán  abonar  ta- 
sas o  impuestos  de  inmigración; 
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IV)  Los  clérigos  y  los  religiosos  no  estarán 
obligados  a  desempeñar  cargos  públicos  o  funcio- 
nes que  según  las  normas  del  derecho  canónico 
sean  incompatibles  con  su  estado.  Para  asumir 
otros  empleos  o  cargos  públicos  necesitarán  la  con- 
formidad de  su  prelado  y  la  del  ordinario  del  lu- 
gar donde  hubiesen  de  ejercer  su  actividad. 

El  presupuesto  del  culto 

Fuera  ya  de  cualquier  exigencia  constitucional,  el 
presupuesto  de  Culto,  tal  como  figura  en  el  cuadro  de  la 
administración  nacional,  resulta  un  gravísimo  instrumento 
de  regalismo  práctico.  En  el  orden  administrativo  hace 
de  prelados  y  dignatarios  eclesiásticos  otros  tantos  fun- 
cionarios y  empleados  públicos  dependientes  del  presiden- 
te de  la  República.  Si  no  por  ello  sufren  merma  la  digni- 
dad episcopal,  el  prestigio  de  los  clérigos  y  el  decoro  de 
los  templos,  se  corre  el  riesgo  de  que  la  pesada  máquina 
burocrática  del  Estado,  inmiscuyéndose  en  la  esfera  de 
acción  de  la  jerarquía  eclesiástica,  perturbe  el  libre  ejer- 
cicio de  los  poderes  de  la  misma. 

En  efecto,  la  sola  circunstancia  de  que  hasta  el  último 
funcionario  o  empleado  de  Curia  haya  de  ser  considerado 
administrativamente  empleado  nacional,  nombrado  por  el 
gobierno  nacional,  sujeto  a  las  reglamentaciones  y  estatu- 
tos de  la  administración  pública,  constituye  un  serio  obs- 
táculo para  el  desempeño  de  las  autoridades  diocesanas, 
y,  sobre  todo,  ofrece  pretextos  para  intromisiones  indebi- 
das. Más  aún,  valiéndose  de  ello,  no  han  faltado  quienes 
han  pretendido  que  hasta  los  obispos  están  sometidos  a  la 
disciplina  común  administrativa  y  a  la  autoridad  discre- 
cional del  presidente  como  jefe  de  la  administración  na- 
cional. Durante  la  primera  presidencia  del  general  Roca 
se  llegó  al  absurdo  de  decretar  separados  de  sus  cargos  al 
obispo  de  Salta,  al  vicario  capitular  de  Córdoba  y  a  los 
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vicarios  foráneos  de  Santiago  del  Estero  y  de  Jujuy;  absur- 
do reiterado  años  más  tarde,  hacia  el  final  del  gobierno 
de  Perón,  con  la  exoneración  del  provisor  y  vicario  general 
del  Arzobispado  de  Buenos  Aires  y  del  canónigo  diácono 
monseñor  Novoa. 

Este  último  caso  dio  lugar  a  que  posteriormente  el 
presidente  provisional  general  Lonardi,  por  decreto  del  7 
de  octubre  de  1955,  pusiese  las  cosas  en  su  lugar  dejando 
sin  efecto  la  medida  "por  exceder  las  facultades  del  poder 
que  la  dictó  y  por  violar  los  derechos  y  prerrogativas  de 
la  Iglesia  Católica  relativos  a  materias  de  su  exclusivo  go- 
bierno y  jurisdicción".  En  1959,  el  presidente  Frondizi 
dispuso  la  substitución  de  los  decretos  de  "nombramientos'* 
administrativo  de  los  obispos,  por  una  simple  declaración 
de  que  el  designado  por  el  Sumo  Pontífice  revistaría  en  el 
cargo  de  obispo,  "a  los  efectos  presupuestarios".  Quedó  así 
afirmada  la  buena  doctrina  e  incorporada  a  la  jurispru- 
dencia gubernativa;  pero,  el  recuerdo  de  los  pasados  erro- 
res y  de  otros  abusos  de  menor  cuantía  que  no  interesa 
ahora  precisar,  bastarían  para  dejar  en  pie  el  riesgo  de 
volver  a  ellos. 

Sin  llegar  a  extremos  como  los  referidos,  pueden  pre- 
sentarse situaciones  de  menor  significación  pero  que  po- 
drían dar  pie  a  conflictos  administrativos  de  difícil  solu- 
ción. Cada  remoción  o  cada  simple  traslado  de  funcionarios 
o  empleados  eclesiásticos  debe  ser  objeto  de  intervención 
del  poder  administrador.  A  pesar  de  la  amplitud  de  las 
atribuciones  que,  de  acuerdo  al  canon  335  y  concordantes, 
les  compiten,  los  obispos  diocesanos  se  encuentran  así  tra- 
bados en  el  manejo  del  personal  de  sus  propias  curias, 
pues  no  les  resulta  del  todo  fácil  prescindir  de  las  atadu- 
ras que  implican  la  fijación  de  sueldos  y  de  categorías  en 
el  presupuesto  nacional,  aparte  de  la  necesidad  de  recurrir 
al  gobierno  para  cada  nombramiento. 

En  realidad  no  hay  razón  para  que  la  obligación  cons- 
titucional de  sostener  el  culto  católico  se  traduzca  en  se- 
mejante burocratización  administrativa  de  la  Iglesia.  Ver- 
daderamente no  se  alcanza  a  comprender  el  empeño  en 
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fijar  con  tanta  minuciosidad  hasta  el  más  menudo  rubro 
de  empleos  y  gastos.  El  ítem  9,  del  inc.  7  del  anexo  2,  del 
presupuesto  nacional  resulta  doblemente  grotesco,  ya  que, 
además  de  absurdamente  detallista,  es  evidentemente  insu- 
ficiente para  hacer  frente  a  las  necesidades  de  la  Iglesia 
en  el  país.  Ni  siquiera  podría  decirse  que  ata  a  las  auto- 
ridades eclesiásticas  con  cadenas  de  oro. 

Hacia  fines  de  1958,  desde  mi  puesto  de  embajador 
argentino  ante  la  Santa  Sede,  propuse  al  gobierno  nacio- 
nal una  radical  modificación  del  régimen  de  sostenimiento 
del  culto.  En  substancia,  para  lo  sucesivo  el  tesoro  público 
entregaría  una  suma  global  a  cada  una  de  las  curias  dio- 
cesanas, a  cargo  de  las  cuales  quedaría  la  determinación 
de  empleos,  sueldos  y  gastos,  sin  perjuicio  de  rendir  cuentas 
sobre  la  efectividad  de  las  inversiones.  El  presidente  de 
la  República  dio  su  beneplácito  y  se  iniciaron  los  estudios 
pertinentes  en  las  oficinas  correspondientes.  No  fue  difícil 
vencer  los  pocos  y  aparentes  obstáculos  que,  en  un  primer 
momento,  se  pensó  valederos,  pues  pronto  se  vio  que  la 
reforma,  propuesta  para  afianzar  la  libertad  de  la  Iglesia, 
serviría  también  para  descongestionar  la  administración 
pública. 

El  establecimiento  del  nuevo  régimen  presupuestario 
sería  materia  del  proyectado  arreglo  concordatario.  Ello 
hizo  necesario  efectuar  sondeos  y  consultas,  cuyos  resul- 
tados fueron  decididam.ente  favorables  a  la  reforma.  Y  no 
podría  ser  de  otra  manera,  ya  que  el  sistema  actual  su- 
pone, sin  lugar  a  dudas,  una  intromisión  casi  cotidiana  del 
poder  civil  en  el  ámbito  de  la  jurisdicción  espiritual;  es 
decir,  un  permanente  ejercicio  del  regalismo,  de  acuerdo 
con  la  ya  clásica  definición  que  Menéndez  y  Pelayo  diera 
para  este  vocablo:  "toda  intrusión  ilegítima  del  poder  civil 
en  negocios  eclesiásticos".  Precisamente,  en  este  aspecto 
del  problema,  se  advierte  la  exactitud  de  que  "el  regalis- 
mo es  propiamente  la  herejía  administrativa,  la  más  odiosa 
y  antipática  de  todas",  como  afirmaba  el  mismo  autor. 

El  artículo  correspondiente  del  concordato  quedaría, 
pues,  redactado  con  el  siguiente  texto: 
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" — El  Gobierno  Argentino  entregará  a  cada 
una  de  las  curias  diocesanas,  para  su  sostenimien- 
to, una  suma  global  cuyo  monto  será  establecido 
sobre  la  base  de  las  asignaciones  contenidas  actual- 
mente para  Culto  en  el  presupuesto  general  de  la 
Administración  Nacional.  Quedará  a  cargo  de  las 
autoridades  eclesiásticas  la  inversión  de  las  sumas 
recibidas,  la  cual  deberá  ajustarse  a  las  normas 
generales  establecidas  en  la  Ley  de  Contabilidad 
y  disposiciones  complementarias,  en  cuanto  se  re- 
fiere a  la  rendición  de  cuentas  de  las  sumas  per- 
cibidas del  Tesoro  Nacional/' 
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VI 


EL  PATRONATO  NACIONAL  ^ 


Orígenes  del  patronato  argentino 

Razones  de  orden  histórico  determinaron  que  el  anti- 
guo derecho  de  patronato  fuese  una  de  las  formas  que 
asumiera  la  vinculación  del  Estado  Argentino  con  la  Igle- 
sia Católica.  Sin  embargo,  al  variar  las  circunstancias  que 
explicaban  su  primitiva  existencia,  se  ha  ido  operando  una 
esencial  transformación  que,  si  bien  no  se  ha  traducido 
aún  en  la  necesaria  modificación  de  los  textos  legales,  ha 
variado  substancialmente  su  vigencia  en  los  hechos,  de  tal 
manera  que,  contrariamente  a  lo  que  acontece  con  la 
efectiva  unión  de  la  Iglesia  y  el  Estado,  el  patronato  es 
hoy  apenas  algo  más  que  una  ficción. 

Por  otra  parte,  sin  entrar  a  considerar  la  cuestión  de 
fondo  sobre  los  títulos  alegados  en  apoyo  de  tal  derecho, 
para  comprender  la  razón  de  ser  de  cambio  semejante, 
conviene  tener  presente  que,  en  primer  lugar,  el  patrona- 
to no  es  un  derecho  emergente  de  la  soberanía  territorial 
(de  serlo,  la  Iglesia  habría  quedado  irremisiblemente  so- 
metida al  poder  del  Estado,  fuese  éste  cristiano,  pagano  o 

1  Sobre  esta  materia,  además  de  las  obras  ya  clásicas,  como  la  de 
Faustino  J.  Legón,  Doctrina  y  ejercicio  del  Patronato  Nacional,  Bs.  As., 
1920,  y  las  anteriormente  citadas  a  propósito  del  regalismo,  cabe  señalar 
el  libro  de  Ramiro  de  Lafuente,  Patronato  y  Concordato  en  la  Argentina, 
Buenos  Aires,  1957. 
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comunista) ;  en  segundo  término  que,  como  privilegio  que 
es,  el  patronato  es  derecho  de  excepción,  de  aplicación 
restrictiva  y  esencialmente  revocable;  en  tercer  lugar,  que 
la  concesión  de  tal  privilegio  y  su  ejercicio  suponen  con- 
diciones y  calidades  especialísimas  en  el  beneficiario;  en 
cuarto  término,  que  su  vigencia  depende  de  circunstancias 
de  hecho,  de  tiempo  y  lugar;  finalmente,  que  ha  sido  su- 
primido en  el  cuadro  de  las  instituciones  del  derecho  pú- 
blico eclesiástico  contemporáneo.  Cualquiera  de  estos  cinco 
puntos  bastaría  para  deducir  que,  si  alguna  vez  el  Estado 
argentino  poseyó  ese  derecho,  sería  ya  tiempo  de  pres- 
cindir de  él. 

Cuando  se  examinan  los  problemas  sociales,  políticos 
o  jurídicos  desde  un  punto  de  vista  excesivamente  loca- 
lista, suelen  asignarse  a  los  hombres  y  a  las  instituciones 
una  jerarquía  y  una  estabilidad  superiores  a  las  que  en 
realidad  poseen.  Por  eso,  para  que  hombres  e  instituciones 
se  ajusten  a  sus  debidas  proporciones,  conviene  recurrir 
al  parangón  con  cuanto  ocurre  más  allá  de  las  fronteras 
del  propio  país.  La  experiencia  universal  revela  entonces 
lo  mudable  y  transitorio  de  las  cosas  vernáculas  e  impele 
a  colocarse  a  tono  con  la  época  en  que  se  vive,  a  la  que  de 
todos  modos,  tarde  o  temprano,  habrá  que  adecuarse.  Es 
precisamente  lo  que  debe  hacerse  para  resolver  los  espi- 
nosos problemas  que  el  patronato  argentino  suscita,  tan 
anacrónicos  como  sería  discutir  ahora  si  es  mejor  para  la 
guerra  emplear  arcabuces  que  ballestas ...  o  flechas  de 
pedernal. 

En  realidad,  la  pretensión  de  hacer  del  patronato  na- 
cional un  privilegio  anexo  a  la  soberanía,  se  fundamenta 
en  toda  una  colección  de  prejuicios  y  preocupaciones  di- 
fundidos en  las  grandes  monarquías  católicas  de  Europa 
durante  los  siglos  xvii  y  xviii,  y  es  uno  de  los  principales 
frutos  del  regalismo.  Austria,  Francia  y  la  misma  España 
compartían  análogos  puntos  de  vista  sobre  el  papel  de  los 
monarcas  como  guardianes  de  las  prerrogativas  de  los 
obispos  y  de  la  ortodoxia  de  sus  súbditos,  y,  so  pretexto 
de  su  mejor  desempeño,  se  arrogaban  funciones  que  afec- 
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taban  a  las  libertades  eclesiásticas.  La  Iglesia,  envuelta  en 
la  lucha  contra  las  herejías  y  el  filosofismo,  soportaba 
como  mal  menor  semejante  intromisión  de  los  poderes 
civiles,  limitándose  a  condenar  sus  excesos.  De  esta  ma- 
nera llegó  a  parecer  lícito  y  natural  lo  que  sólo  era  con- 
secuencia de  la  especialísima  situación  en  que  el  catoli- 
cismo se  debatía. 

El  patronato  hispanoamericano  - 

Como  caso  más  peculiar  aún  dentro  del  expresado 
cuadro,  lo  que  en  el  antiguo  régimen  hispano-colonial 
diera  en  llamarse  el  "Vicariato  de  Indias",  hacía  del  rey 
un  lugarteniente  del  Papa  en  materias  de  jurisdicción 
pública  eclesiástica.  Tan  extraordinario  privilegio,  otorga- 
do por  expresas  concesiones  pontificias,  fue  determinado 
por  las  circunstancias  originalísimas  en  que  debió  desarro- 
llarse la  evangelización  de  América  durante  la  conquista  y 
la  colonización,  empresa  para  la  cual  la  monarquía  española 
puso  un  empeño  nada  común.  El  sistema  dio  buenos  fru- 
tos y  permitió  extender  rápida  y  ordenadamente  la  acción 
de  la  Iglesia.  Sin  embargo,  contaminado  por  las  nocivas 
tendencias  regalistas,  sobre  todo  a  partir  del  siglo  xviii, 
el  "regio  patronato  indiano  llegó  a  ser  una  pesada  carga  y 
a  poner  en  peligro  la  libertad  de  la  Iglesia. 

Al  producirse  la  emancipación  política  de  la  América 
Española,  el  patronato,  contaminado  por  el  regalismo,  era, 
pues,  algo  más  que  un  recuerdo  histórico.  En  los  esquemas 
mentales  de  los  hispanoamericanos,  la  vinculación  del 
poder  espiritual  con  el  civil  era  vista  bajo  ese  prisma,  a 
tal  punto  que  los  gobiernos  revolucionarios,  obcecados 
por  él,  no  acertaron  a  buscar  un  entendimiento  directo 

2  En  un  reciente  trabajo  del  sacerdote  mercedario  chileno  Carlos 
Oviedo  Cavada,  El  derecho  de  Patronato  en  los  Concordatos  hispanoameri- 
canos, 1960,  pueden  encontrarse  datos  de  interés  para  comparar  lo  esta- 
blecido al  respecto  ea  los  diversos  Estados. 
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con  la  Santa  Sede,  que,  aún  con  un  criterio  de  conve- 
niencia política,  habría  sido  beneficioso  para  el  movimien- 
to emancipador.  Por  lo  contrario,  salvo  casos  aislados, 
complicaron  más  la  situación  pretendiendo  para  sí,  como 
regalía  de  sus  fragmentarios  e  improvisados  poderes,  el 
derecho  de  patronato  cuyo  ejercicio  desconocían  al  rey  y 
los  gobiernos  peninsulares. 

La  caducidad  del  patronato  resultaba,  sin  embargo, 
de  evidencia  meridiana.  Cuando  el  proceso  de  disolución 
del  imperio  colonial  llegó  a  los  límites  extremos  de  las 
ciudades-cabildos  y  los  caudillos  locales  erigidos  en  deten- 
tadores de  la  soberanía,  las  jurisdicciones  eclesiásticas  re- 
sultaron más  extensas  que  las  civiles;  sobrepasaban  a  los 
gobiernos  civiles.  El  Obispado  de  Buenos  Aires,  por  ejem- 
plo, comprendía  no  sólo  los  cuatro  gobiernos  autónomos 
de  las  provincias  del  litoral  platense  sino  también  la  repú- 
pública  independiente  del  Uruguay.  Pretendiendo  para  sí 
el  patronato  sobre  la  sede  episcopal  de  Buenos  Aires,  el 
gobierno  porteño  se  arrogaba  un  derecho  cuyos  efectos  se 
extendían  a  territorios  extraños  a  su  jurisdicción. 

Terminadas  las  guerras  de  la  independencia  y  las  lu- 
chas civiles,  algunos  de  los  nuevos  Estados  nacionales 
obtuvieron  por  concesión  del  Sumo  Pontífice  lo  que  antes 
pretendieran  por  derecho  propio.  Entre  los  años  1851  y 
1860  se  concertaron,  en  este  orden  de  ideas,  los  concorda- 
tos de  los  países  de  la  América  Central,  mediante  los 
cuales  éstos  adquirieron  el  patronato.  A  pesar  de  ello,  el 
ejemplo  no  cundió,  y  ni  Bolivia  ni  Venezuela,  que  pare- 
cían dispuestas  a  seguirlo,  ratificaron  los  concordatos  con- 
certados en  1851  y  1862  respectivamente,  que  también  es- 
tablecían el  régimen  de  patronato  como  concesión  ponti- 
ficia. En  Venezuela,  no  obstante  la  ratificación  hecha  por 
el  presidente  Páez,  la  Asamblea  negó  la  suya  y  prefirió 
atenerse  a  los  principios  regalistas,  proclamados  en  una 
ley  sancionada  en  1833,  ratificatoria  de  otra  de  1824  de  la 
Gran  Colombia.  Algo  análogo  ocurrió  en  Bolivia,  a  pesar 
de  la  buena  voluntad  del  mariscal  Santa  Cruz. 
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El  caso  del  Perú  es  altamente  ilustrativo.  Después  de 
fracasadas  por  la  irreductible  oposición  del  liberalismo  las 
tratativas  iniciadas  en  1856,  quizá  en  premio  de  la  actitud 
asumida  por  el  representante  peruano  en  ocasión  de  la 
toma  de  Roma  por  las  tropas  del  rey  de  Italia,  el  Sumo 
Pontífice  otorgó  al  presidente  de  la  República,  por  carta 
del  5  de  marzo  de  1875,  el  privilegio  de  "presentar  a  la 
Sede  Apostólica  para  las  sedes  archiepiscopales  y  episco- 
pales vacantes  personas  eclesiásticas  idóneas".  El  Senado 
negó  el  pase  a  este  documento  pontificio  por  entender  que 
en  él  "se  concedía  como  gracia  lo  que  por  derecho  corres- 
pondía al  Perú".  Durante  muchos  años  se  prescindió  pues 
del  privilegio  concedido  por  Pío  IX  y,  en  el  orden  interno, 
para  los  nombramientos  episcopales  se  ponía  en  juego  el 
procedimiento  indicado  en  la  constitución  nacional  que 
los  atribuía  al  congreso  a  propuesta  en  terna  del  poder 
ejecutivo.  Esta  situación  equívoca  perduró  hasta  la  refor- 
ma constitucional  de  1933  por  la  cual  los  nombramientos 
quedaron  exclusivamente  en  manos  del  presidente  para 
que  éste  hiciese  la  presentación  al  Papa.  Pudo  de  esta 
manera  darse  plena  vigencia  al  privilegio  de  1875,  aún 
cuando  en  realidad  la  presentación  presidencial  se  hace 
dentro  de  una  terna  de  candidatos  propuesta  confidencial- 
mente por  la  Santa  Sede,  y  el  Sumo  Pontífice  no  sólo 
confiere  la  institución  canónica  sino  que  es  quien  elige  la 
persona  instituida. 

El  marcado  tinte  laicista  que  adquirió  el  movimiento 
liberal  hispanoamericano,  sobre  todo  a  partir  de  1880, 
provocó  la  separación  de  la  Iglesia  del  Estado  en  la  gran 
mayoría  de  los  países,  incluidos  algunos  que  habían  obte- 
nido el  patronato  por  concesión  pontificia,  como  los  de  la 
América  Central.  Sin  embargo  la  ruptura  con  la  Iglesia 
no  en  todas  partes  tuvo  el  mismo  subido  color  sectario. 
En  Chile  se  llegó  a  la  separación  en  forma  pacífica  y 
hasta  amigable,  por  mucho  que  el  régimen  de  separación 
en  sí  mismo  sea  repudiable  y  haya  sido  severamente  con- 
denado por  el  magisterio  infalible  y  la  doctrina.  El  Ecua- 
dor, que  después  de  haber  sido,  en  tiempos  de  García 
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Moreno,  ^  modelo  de  buen  entendimiento  con  la  Iglesia,  ca- 
yó en  el  más  crudo  anticlericalismo,  terminó  por  acordar 
en  1937  un  modus  vivendi  con  la  Santa  Sede  en  el  que  se 
prescinde  por  completo  del  patronato  y  se  establecen  las 
bases  de  un  régimen  de  colaboración  entre  la  Iglesia  y  el 
Estado. 

Colombia  fue  el  estado  hispanoamericano  que  primero 
arregló  en  debida  forma  sus  relaciones  con  la  Iglesia.  Por 
el  concordato  de  1887  obtuvo  un  relativo  privilegio  de  pre- 
sentación combinado  con  el  régimen  moderno  de  la  previa 
notificación  al  gobierno  de  los  nombramientos  hechos  por 
el  Santo  Padre;  y  el  patronato  quedó,  por  cierto,  preterido 
y  definitivamente  olvidado.  Pero,  en  el  momento  actual, 
el  concordato  de  1954  de  la  República  Dominicana  es  el 
que  da  la  pauta  de  los  posibles  acuerdos  entre  nuestros 
países  y  la  Sede  Apostólica. 

Ultimamente  sólo  cuatro  Estados  se  mantenían  aferra- 
dos al  patronato  como  regalía  heredada  de  los  reyes  espa- 
ñoles: Argentina,  Venezuela,  Paraguay  y  Bolivia.  Prescin- 
diendo por  ahora  del  primero,  es  de  advertir  que  Vene- 
zuela, luego  de  la  caída  del  gobierno  de  Pérez  Jiménez, 
inició  gestiones,  aún  pendientes,  para  llegar  a  un  concor- 
dato por  el  que  se  terminaría  con  los  últimos  vestigios 
del  viejo  sistema.  Paraguay,  al  aceptar  la  creación  de 
vicariatos  apostólicos  con  jurisdicción  propia  en  tierras  de 
misiones,  ha  substraído  parte  de  su  territorio  del  régimen 
de  patronato.  Por  lo  demás,  estaría  pronto  a  seguir  el 
ejemplo  de  su  vecina  Bolivia,  que  en  1961  suprimió  todas 
las  referencias  constitucionales  sobre  el  patronato,  sancio- 
nando en  su  lugar  un  nuevo  artículo  3^  que  dice  "El  Es- 
tado reconoce  y  sostiene  la  Religión  Católica,  Apostólica 
y  Romana,  garantizando  el  ejercicio  público  de  todo  otro 
culto.  Las  relaciones  con  la  Iglesia  serán  reguladas  por 
acuerdos  entre  el  Estado  y  la  Santa  Sede". 

3  García  Moreno  ha  merecido  el  insigne  privilegio  de  que  un  gran 
retrato  suyo  haya  sido  colocado  en  la  Secretaría  de  Estado  de  Su  San- 
tidad. 
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Pío  IX  fue  el  último  Papa  que  hizo  concesiones  sobre 
patronato  y  presentaciones.  Su  sucesor  León  XIII  se 
atuvo  a  una  política  más  estricta  y  marcó  el  rumbo  segui- 
do hasta  hoy.  En  los  concordatos  concertados  a  partir  de 
su  pontificado,  el  patronato  ha  quedado  excluido  como 
régimen  normal,  tanto  para  América  como  para  Europa. 
Los  numerosos  cambios  de  sistemas  de  gobierno,  las  crisis 
que  afectaron  a  las  antiguas  dinastías  europeas,  la  gene- 
ralización de  los  regímenes  electivos  y  las  profundas  alte- 
raciones políticas  ocurridas  desde  entonces,  transformaron 
radicalmente  las  circunstancias  que  hicieran  viable  en 
tiempos  pasados  una  institución  basada  en  consideraciones 
peculiarísimas. 

Cerrado  ya  el  ciclo  polémico  de  Reforma  y  Contrarre- 
forma, aún  los  estados  europeos  más  señalados  por  su 
adhesión  al  protestantismo  han  reconocido  la  libertad  de 
la  Iglesia  y,  excepción  hecha  de  los  países  sometidos  a 
tiranías  comunistas,  en  todo  el  m.undo  la  jerarquía  cató- 
lica se  desenvuelve  sin  intromisión  de  los  poderes  civiles. 
En  Francia,  el  galicanismo  no  cuenta  como  realidad  polí- 
tica; es  sólo  una  preocupación  que  aflora  en  los  medios  ecle- 
siásticos. El  josefinismo  austríaco  ha  pasado  a  ser  un  re- 
moto recuerdo  de  un  imperio  extinguido.  España  ha  su- 
plantado su  peculiar  sistema  regalista  por  un  régimen 
concordatario  más  a  tono  con  los  tiempos  actuales...  Lo 
cierto  es  que  aun  cuando  se  lo  despojase  de  su  contami- 
nación con  el  regalismo  parecería  hoy  una  pieza  de  museo. 

No  es  de  extrañar,  pues,  que  también  en  la  América 
Hispana  tales  anacronismos  tiendan  a  desaparecer.  Des- 
graciadamente, en  varios  países  ello  ha  ocurrido  como 
consecuencia  del  auge  del  laicismo  y  de  la  consiguiente 
separación  de  la  Iglesia  y  el  Estado,  pero  en  otros  ha  sido 
fruto  de  una  mejor  comprensión  del  problema.  Hasta  el 
Perú,  que  como  ya  se  ha  visto  fue  objeto  de  una  expresa 
concesión  pontificia  al  respecto,  no  ejercita  sino  en  forma 
muy  menguada  su  privilegio.  En  cuanto  al  resto  del 
mundo,  cabe  señalar  como  casos  excepcionales  el  de  Haití 
y  el  de  Alsacia  y  Lorena  en  Francia.  El  primero  se  rige 
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por  el  centenario  concordato  de  1861,  cuya  aplicación  re- 
sulta hoy  dificultosa  y  que,  una  vez  solucionadas  las 
actuales  desinteligencias,  será  sin  duda  substituido  por 
otro;  el  segundo  es  un  original  resultado  de  la  reincorpo- 
ración de  las  provincias  indicadas  a  la  nación  francesa,  de 
la  que  estaban  segregadas  cuando  fuera  denunciado  el 
concordato  napoleónico  de  1801,  vigente  en  ellas.  En  am- 
bos casos,  no  se  trata  de  derecho  de  patronato,  sino  de  un 
conjunto  de  privilegios,  entre  los  cuales  está  el  "ius  nomi- 
nationis"  para  la  designación  de  obispos. 

La  Argentina,  Venezuela  y  el  Paraguay,  con  su  dere- 
cho de  patronato  no  expresamente  otorgado  por  el  Sumo 
Pontífice,  constituyen  pues  situaciones  excepcionales  y 
sin  parangón  en  el  mundo. 

Algunas  actitudes  que  habrían  importado  reconocer 
la  inexistencia  del  derecho  de  patronato 

Sin  embargo,  en  lo  que  a  nuestro  país  respecta,  debe 
tenerse  en  cuenta  que  no  siempre  su  posición  oficial  fue 
la  de  sostener  el  patronato  como  derecho  propio  o  here- 
dado. La  famosa  tesis,  sostenida  en  los  dictámenes  presen- 
tados a  la  Primera  Junta  de  1810  por  el  deán  Funes  y  el 
doctor  Aguirre,  no  fue  seguida  en  un  episodio  tan  impor- 
tante como  la  designación  del  obispo  Mariano  Medrano 
para  Vicario  Apostólico  de  la  Diócesis  de  Buenos  Aires. 
Se  trataba  nada  menos  que  del  primer  nombramiento  efec- 
tuado directamente  por  el  Papa  que  habría  de  tener  eje- 
cución en  la  diócesis  a  cuyo  frente  era  colocado  dicho 
prelado.  La  vacancia  ocurrida  años  atrás  por  la  muerte 
del  obispo  Lué  quedaba  subsanada  mediante  aquel  expe- 
diente que  en  realidad  venía  a  ratificar  lo  actuado  poco 
antes  por  el  visitador  apostólico  monseñor  Muzi.  En  dos 
decretos  firmados  por  don  Tomás  Manuel  de  Anchorena 
como  ministro  (uno  el  31  de  enero  de  1831  con  el  gober- 
nador Balcarce;  otro  el  23  de  marzo  del  mismo  año  con 


100 


Rosas),  el  gobierno  aceptó  que  la  provincia  a  su  cargo 
*'no  puede  regirse  actualmente  en  esta  clase  de  negocio 
por  las  antiguas  leyes  españolas. .  ya  que  por  la  diferente 
posición  política  en  que  se  halla  esta  Diócesis,  dividido, 
como  está,  su  territorio  entre  cinco  gobiernos  soberanos  e 
independientes,  ya  porque  esta  provincia  no  tiene  los 
títulos  especiales  que  favorecían  a  los  Reyes  de  España 
relativamente  al  patronazgo  que  ejercían  en  las  Américas, 
y  ya  porque  la  ley  1,  tít.  6,  lib.  1,  de  las  Recopiladas  de 
Indias  declara  que  dicho  patronazco  es  inajenable,  de 
modo  que  no  puede  salir  en  todo  ni  en  parte  de  la  corona 
de  España",  y  mandó  "que  al  obispo  Medrano  se  le  guar- 
den y  hagan  guardar"  los  honores,  distinciones  y  prerro- 
gativas propias  de  los  diocesanos. 

No  fue  éste  un  caso  aislado.  Varios  gobernantes  pro- 
vinciales, con  iguales  títulos  a  la  soberanía  política  que 
el  de  Buenos  Aires,  se  dirigieron  al  Santo  Padre  pidién- 
dole que  procediese  graciosamente  a  la  erección  y  pro- 
visión de  diócesis.  Entre  los  casos  respectivos  merece 
destacarse  el  relativo  a  la  creación  del  obispado  de  San 
Juan  de  Cuyo  por  haber  dado  lugar  a  la  conclusión  de 
un  concordato  entre  el  gobierno  provincial  y  el  vicario 
apostólico,  cuyas  normas  fueron  luego  aprobadas  en  lo 
pertinente  por  la  Santa  Sede  al  ser  erigida  canónicamente 
la  nueva  diócesis,  y  por  haber  dado  lugar  a  la  única  con- 
cesión formal  del  ius  nominationis  en  la  Argentina.  El 
Papa  concedió  al  gobierno  civil  el  privilegio  de  presentar 
el  nombre  del  diocesano,  siempre  que,  aparte  de  reunir  el 
presentado  las  condiciones  requeridas,  el  gobierno  mismo 
y  su  titular  profesasen  la  religión  católica  apostólica  roma- 
na y  permaneciesen  en  comunión  y  obediencia  con  respec- 
to a  la  Santa  Sede  Apostólica.  * 

Luego  de  dictada  la  Constitución  nacional  de  1853, 
el  gobierno  de  la  Confederación  trató  de  consolidar  me- 

4  El  Padre  Oviedo  Cavada,  citado  en  la  precedente  nota  2,  ha  es- 
crito un  estudio  sobre  El  Concordato  de  San  Juan  de  Cuyo  (Argentina) 
(1833-1834),  publicado  en  la  revista  Estudios,  N<?  18,  págs.  243/255.  Ma- 
drid, 1962. 
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diante  un  concordato  sus  presuntos  títulos  al  patronato, 
pero  tropezó  más  que  con  una  negativa  sobre  ello,  que 
en  esos  años  quizá  no  la  habría  habido,  con  la  decidida 
oposición  de  la  Santa  Sede  a  cualquier  concesión  en  ma- 
teria de  libre  comunicación  entre  el  Romano  Pontífice  y 
los  fieles;  la  cuestión  del  "exequátur"  fue  la  que  más 
imposibilitó  llegar  a  un  acuerdo.  Con  posterioridad  a  la 
batalla  de  Pavón  y  la  consiguiente  reorganización  nacio- 
nal, dejadas  de  lado  aquellas  negociaciones,  se  fue  afian- 
zando el  statu  quo  que  hasta  ahora  rige.  No  obstante,  ya 
se  verá  cómo  y  en  qué  medida  en  estos  últimos  tiempos 
ha  sido  modificado. 

La  interpretación  del  Art.  67,  inc.  19,  de  la 
Constitución  Nacional 

A  pesar  de  todo  ello,  los  hechos  se  han  encargado  de 
demostrar  a  la  par  que  la  inutilidad  del  patronato  su  falta 
de  vigencia  entre  nosotros.  Dígase  lo  que  se  quiera  sobre 
los  títulos  invocados  para  ejercerlo,  es  innegable  que  se 
trata  de  una  institución  preterida  e  inadecuada.  Podría 
parecer  — a  tal  extremo  llega  su  vetustez —  inoperante 
y  hasta  inofensiva,  pero  lo  notable  del  caso  es  que  mien- 
tras esa  falta  creciente  de  vigencia  ha  ido  liberando  a  la 
Iglesia  de  ataduras  con  el  poder  político,  los  pesados  en- 
granajes burocráticos  del  Estado  han  seguido  ahondando 
el  regalismo  de  la  Constitución.  Por  otra  parte,  el  desco- 
nocimiento, cada  vez  mayor,  de  los  principios  de  derecho 
canónico  y  los  antecedentes  históricos  que  el  mismo  pa- 
tronato supone,  ha  ido  dando  pie  a  interpretaciones  anto- 
jadizas e  inexactas  de  los  textos  constitucionales. 

Parecería  entonces  de  elemental  prudencia  interpre- 
tar con  máximo  rigor  científico  estos  textos,  sin  dejarse 
impresionar  por  la  hojarasca  de  errores  y  prejuicios  acu- 
mulados duante  tantos  años.  Sería  cuestión  de  examinar 
objetivamente  la  terminología  empleada  en  la  Constitu- 
ción para  establecer  su  sentido  y  no  dejarse  obcecar  por 
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viciosas  deducciones  que  no  surgen  de  la  letra  legal.  Como 
ejemplo  podría  señalarse  precisamente  el  inciso  19^  del 
artículo  67,  según  el  cual  correspondería  al  congreso  nacio- 
nal "arreglar  el  ejercicio  del  patronato  en  toda  la  Nación", 
cláusula  de  la  cual  muchos  han  deducido  que  el  congreso 
estaría  facultado  sin  más  ni  más  para  reglar  unilateral- 
mente  el  régimen  de  gobierno  de  la  Iglesia,  en  cuanto 
atañe  a  sus  relaciones  con  los  poderes  públicos  nacionales 
o  provinciales  y  a  la  forma  y  límites  de  las  atribuciones 
que  competirían  a  dichos  poderes  con  respecto  a  las  auto- 
ridades eclesiásticas.  Encuadraría  en  esta  cláusula  la  de- 
terminación de  normas  y  procedimientos  para  proveer  no 
sólo  los  cargos  episcopales  sino  también  los  cargos  o  be- 
neficios menores,  así  como  la  fijación  de  las  facultades  de 
los  gobiernos  de  provincia  como  pretendidos  "vice-pa- 
tronos". 

Quienes  así  piensan  olvidan  que,  como  lo  señala  el 
doctor  Salvador  María  Lozada,  ^  el  verbo  "arreglar"  se 
usa  en  la  constitución  "cada  vez  que  una  materia  no  es 
susceptible  de  tratamiento  unilateral,  sino  de  coincidencia 
entre  dos  o  más  partes",  como  cuando  se  habla,  en  el 
inciso  14  del  mismo  artículo,  de  "arreglar  definitivamente 
los  límites  del  territorio  de  la  Nación".  Apoyaría  esta 
tesis  el  contexto  del  citado  inciso  19^  que  se  refiere  a 
"los  tratados  concluidos  con  las  demás  naciones,  y  los 
concordatos  con  la  Silla  Apostólica".  Es  decir,  legisla  sobre 
actos  que  requieren  el  concurso  de  otros  poderes  soberanos. 

La  Constitución,  pues,  lejos  de  afirmar  el  patronato 
V  como  una  regalía  inherente  a  la  soberanía,  pondría  en 
claro  la  necesidad  de  una  concesión  pontificia,  sin  pre- 
tender siquiera  esgrimir  como  válida  para  el  Estado  ar- 
gentino la  otrora  formulada  a  favor  de  los  reyes  españoles. 
De  esta  manera,  el  patronato,  institución  no  esencial  en 
el  ordenamiento  constitucional,  dependería  de  una  especial 
concesión  por  parte  del  Sumo  Pontífice,  y  las  reglas  pre- 

5  Sobre  el  régimen  constitucional  de  las  relaciones  con  la  Santa  Sede, 
en  el  diario  La  Ley,  de  Buenos  Aires,  17  de  septiembre  de  1960. 
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vistas  para  su  ejercicio  habrían  sido  dictadas  para  el  caso 
de  que  tal  privilegio  se  otorgara. 

Por  lo  demás,  dichas  reglas  en  nada  coartarían  la 
libertad  de  pactar  otro  régimen  con  la  Santa  Sede,  sin 
necesidad  de  ajustarse  a  ellas.  Bien  podrían,  pues,  ir  a 
engrosar  el  número  de  disposiciones  constitucionales  no 
aplicadas,  como  la  relativa  al  establecimiento  del  juicio 
por  jurados,  o  no  aplicables,  como  el  inciso  22  del  artícu- 
lo 67  que  confiere  al  congreso  la  facultad  de  conceder  pa- 
tentes de  corso,  suprimidas  por  el  tratado  internacional 
de  París  de  1856,  al  que  adhirió  luego  el  gobierno  argenti- 
no. El  incumplimiento  de  las  normas  referentes  al  ejercicio 
del  patronato  no  sería  jurídicamente  diferente  a  las  de  los 
jurados,  y  la  supresión  lisa  y  llana  del  derecho  mismo  de 
patronato  no  importaría  violar  la  Constitución,  como  no 
lo  importó  adherir  al  referido  tratado  de  París.  ^ 

Conviene  advertir  asimismo,  que  "arreglar"  no  es 
sinónimo  de  "reglamentar".  Al  atribuirse,  pues,  al  congre- 
so la  facultad  de  "arreglar,  en  manera  alguna  se  le  adju- 
dica una  función  librada  a  su  propia  iniciativa,  como  hu- 
biese sido  la  de  "reglamentar".  Salvo  algunas  iniciativas 
aisladas,  sin  mayor  trascendencia,  tanto  los  gobiernos  cons- 
titucionales como  los  de  facto  que  han  solido  hacer  sus 
veces,  se  han  atenido  en  la  práctica  a  este  criterio,  y,  si 
hubiesen  intentado  proceder  en  otra  forma,  habrían  cho- 
cado con  el  desconocimiento  y  la  oposición  de  la  Iglesia. 
Evidentemente,  en  el  siglo  actual  habría  sido  imposible 
una  reforma  de  tipo  rivadaviano. 

Tampoco  se  ha  "arreglado"  el  patronato  mediante  un 
acuerdo  con  la  Santa  Sede,  única  manera  viable  de  hacer- 
lo. Aparte  de  los  motivos  que  podrían  haber  tenido  los 
gobernantes  argentinos  para  no  intentarlo  durante  los 
cien  años  corridos  desde  el  fracaso  de  la  misión  de  Cam- 
pillo hasta  1958,  la  Sede  Apostólica  en  manera  alguna  ha- 
bría accedido  a  "reconocer"  al  Estado  argentino  el  patro- 

e  Era  ésta  la  tesis  que  sostenía  José  Manuel  Estrada  en  sus  clases 
de  derecho  constitucional. 
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nato  como  privilegio  heredado  de  los  reyes  católicos,  y, 
con  toda  seguridad  a  partir  de  León  XIII,  tampoco  lo 
habría  otorgado  como  concesión  graciosa. 

La  organización  de  este  disputado  patronato,  aún 
después  de  sancionada  la  Constitución  nacional,  quedó 
librada  un  poco  al  azar  y  la  improvisación.  Con  algunas 
transnochadas  leyes  de  Indias,  mal  adaptadas  a  las  pre- 
ocupaciones estatistas  del  liberalismo  finisecular,  se  ha 
pretendido  justificar  la  intromisión  del  poder  civil  en 
un  campo  ajeno  a  su  natural  órbita  de  acción.  Con  todo, 
cabe  recordar  que  la  fuerza  del  sistema  (menguada  fuer- 
za, por  cierto,  y  cada  día  más  débil)  ha  radicado  no  tanto 
en  los  preteridos  prejuicios  de  los  tiempos  del  juriscon- 
sulto Solórzano  y  Pereyra  como  en  las  exigencias  admi- 
nistrativas derivadas  de  la  estructuración  burocrática  del 
presupuesto  del  culto. 

Por  lo  demás,  salvo  las  incómodas  trabas  resultantes 
del  patronato  y  el  regalismo,  la  Iglesia  en  la  Argentina 
es  libre  y  respetada.  Tanto  es  así  que  el  concordato,  que 
algún  día  habrá  de  substituir  el  actual  régimen  de  rela- 
ciones, no  podrá  ser  en  gran  parte  sino  la  expresión  for- 

I     mal  del  estado  de  cosas  presente.  Se  explica  pues  que, 

I  excepción  hecha  de  ciertos  períodos  de  agudo  anticlerica- 
lismo (1882-1890  y  1954-1955),  la  Iglesia  y  el  Estado  hayan 
podido  mantener  vivo  un  espíritu  de  mutua  asistencia  que 

I    constituye  la  más  sólida  garantía  de  orden  interno  y  de 

'     paz  social  para  nuestra  nación. 


105 


VII 


LA  PRACTICA  DEL  PATRONATO 


El  ixis  nominationis 

El  ejercicio  del  patronato  implica  la  nominación  o 
presentación  de  los  obispos  diocesanos  por  parte  del  pa- 
trono. Desde  el  punto  de  vista  de  las  relaciones  con  la 
Santa  Sede  Apostólica  es  lo  que  más  interesa,  ya  que  la 
provisión  de  los  cargos  eclesiásticos  de  menor  jerarquía, 
es  decir  de  los  oficios  y  beneficios  no  consistoriales,  com- 
peten a  los  obispos  y  se  efectúan  dentro  de  las  fronteras 
del  país;  como  dentro  también  de  estas  fronteras  han  de 
resolverse  las  demás  cuestiones  emergentes  del  patronato 
mismo. 

Según  el  inciso  8^  del  artículo  86,  el  presidente  de  la 
Nación  "ejerce  los  derechos  del  patronato  nacional  en  la 
presentación  de  obispos  para  las  iglesias  catedrales,  a 
propuesta  en  terna  del  Senado".  Esta  es  una  rotunda 
afirmación  del  patronato,  al  que  se  le  añade  el  calificativo 
de  "nacional".  Es  decir,  deja  sentada  la  existencia  de  dicha 
prerrogativa  que  se  atribuye  a  la  Nación,  lo  cual  no  im- 
plica declarar  que  sea  una  prerrogativa  inherente  a  la 
soberanía  nacional,  como  algunos  han  pretendido,  sino 
simplemente  que  correspondería  a  la  Nación  y  no  a  las 
provincias  su  ejercicio. 

Además,  con  exacto  conocimiento  de  lo  que  el  patro- 
nato significaba  en  el  antiguo  derecho  canónico,  el  texto 
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expresa  que  los  derechos  se  ejercen  "en  la  presentación". 
Se  trata  de  "presentar",  no  de  "nombrar"  en  la  moderna 
y  plena  acepción  del  vocablo  (que  es  facultad  privativa 
del  Sumo  Pontífice).  Es  frecuente,  entre  los  autores  pro- 
fanos, confundir  lo  uno  con  lo  otro,  tanto  más  cuanto  que 
los  canonistas  emplean  aquí  la  locución  de  ius  nominatio- 
nis.  Conviene  señalar  pues,  que,  aún  cuando  se  hable  de 
ius  nominationis  como  facultad  concedida  por  la  Santa 
Sede  a  un  gobierno  civil,  canónicamente  sólo  implica  el 
derecho  de  proponer  un  nombre  a  la  consideración  del 
Santo  Padre.  Aclaración  importante,  por  cierto,  puesto 
que  con  la  "institución  canónica"  queda  reservado  al  Sumo 
Pontífice  no  un  mero  requisito  ritual  sino  lo  que  en  el 
lenguaje  corriente  es  el  nombramj'ento  mismo,  que  podría 
denegarlo  lisa  y  llanamente. 

Cabe  precisar  también  que  la  presentación  competiría 
al  presidente  ejercerla  "a  propuesta  en  terna  del  Senado". 
La  elección  corresponde  a  dicho  cuerpo;  al  presidente  in- 
cumbe optar  entre  los  tres  elegidos.  No  podría  el  presi- 
dente, sin  usurpar  funciones  ajenas  a  su  cargo,  prescindir 
del  Senado  y  presentar  a  quien  se  le  antojase.  Si  por  ne- 
gativa del  Senado  o  por  inexistencia  de  facto  de  ese  cuerpo 
(situación  que  se  ha  dado  reiteradas  veces)  no  hubiese 
posibilidad  de  formar  terna,  nada  podría  autorizar  al  pre- 
sidente, constitucional  o  de  facto,  para  arrogarse  por  sí  y 
ante  sí  la  facultad  de  presentar  candidato  alguno,  ni  nada 
podría  objetarse  a  una  designación  hecha  directamente 
por  la  Santa  Sede  sin  el  requisito  de  la  presentación 

Todo  ello,  claro  está,  colocándonos  en  la  hipótesis  de 
que  el  Estado  argentino  poseyese  realmente  el  derecho 
de  presentar.  Pero  el  caso  es  que  ni  con  esas  restringidas 
características  la  Santa  Sede  le  reconoce  facultad  alguna 
para  ejercerlo,  no  obstante  lo  cual  cada  vez  que  ocurre 
nombrar  un  obispo  se  pone  en  juego  el  aparato  constitu- 
cional de  la  terna,  la  presentación  y  demás  agregados  que 
burocráticamente  se  han  ido  añadiendo,  o  se  prescinde  sólo 
de  la  terna  en  los  ya  frecuentes  eclipses  del  orden  cons- 


108 


titucional. . .  Complicado  y  añoso  engranaje  de  ruedas 
locas  que  se  mueven  en  el  vacío  ya  que  en  la  realidad 
los  nombramientos  se  hacen  por  otras  vías. 

Modificaciones  introducida  con  posterioridad  a  1958 

La  verdad  es  que,  reconocida  a  la  Iglesia  la  libertad 
indispensable  para  su  propio  gobierno,  una  mutua  buena 
voluntad  entre  ella  y  el  Estado  argentino  ha  permitido 
arribar  a  una  praxis  por  la  cual  los  obispos  que  presenta 
el  presidente  a  propuesta  en  terna  del  Senado  son  preci- 
samente los  que  el  Sumo  Pontífice,  de  antemano,  ha  deci- 
dido designar.  Como  líneas  paralelas  que  jamás  se  en- 
cuentran, el  procedimiento  canónico  y  el  constitucional 
funcionan  al  unísono  pero...  ignorándose  el  uno  al  otro. 
Para  el  Vaticano,  la  presentación  no  existe;  para  la  Casa 
Rosada  todo  se  desarrolla  como  en  tiempos  de  Felipe  V. 
Hasta  1959  las  vacías  fórmulas  oficiales  eran  tan  enfáticas 
que  el  presidente  de  la  Nación  se  dirigía  al  Santo  Padre 
por  carta  autógrafa  pidiéndole  que  confirmase  la  desig- 
nación ya  hecha  y  recabando  para  su  elegido  la  institu- 
ción canónica.  Como  remate  de  franco  regalismo,  al  tener 
el  gobierno  conocimiento  extraoficial  del  nombramiento 
pontificio,  dictaba  un  decreto  en  cuya  virtud  se  nombraba 
obispo  al  designado. 

No  obstante  haberse  mantenido  el  statu  quo,  a  partir 
de  1958  se  fueron  introduciendo  modificaciones  en  la  pra- 
xis para  ajustaría  a  la  realidad  y  ponerla  a  tono  con  los 
principios  del  derecho  canónico.  Se  revisaron  fórmulas  y 
procedimientos,  se  eludió  el  arcaico  lenguaje  regalista  y 
se  fue  adoptando  una  terminología  más  precisa  y  exacta. 
La  acción  desplegada  en  ese  sentido  por  el  doctor  Angel 
Miguel  Centeno,  entonces  subsecretario  de  Culto,  fue  deci- 
siva. Mantuvimos  con  él  una  correspondencia  y  una  cola- 
boración permanentes,  cuya  eficacia  se  debió  sin  duda 
alguna  a  la  comprensión,  a  la  buena  voluntad  y  al  empeño 
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puesto  por  el  presidente  Frondizi  en  solucionar  los  proble- 
mas grandes  y  pequeños  que  suscita  a  diario  el  manejo 
de  las  relaciones  del  Estado  con  la  Iglesia.  Asimismo,  no 
podría  olvidarse  la  inteligente  y  circunspecta  actuación 
del  Nuncio  Apostólico,  monseñor  Humberto  Mozzoni. 

A  título  de  ejemplos,  podría  presentar  muchos  casos. 
He  de  contentarme,  sin  embargo,  con  traer  a  colación  unos 
pocos.  En  lugar  del  antiguo  "nómbrase  obispo",  dije  ya  que 
en  1959  comenzó  a  emplearse  la  fórmula  "revistará  en  el 
cargo  de  obispo",  por  ser  necesario  colocarse  "a  los  efectos 
presupuestarios,  dentro  de  las  normas  administrativas".  Su- 
primidas en  ese  mismo  año  las  cartas  presidenciales  autó- 
grafas de  "presentación",  en  1961  se  quitó  este  vocablo 
de  los  decretos  sobre  provisión  de  diócesis  y  quedó  subs- 
tancialmente  modificado  el  texto  de  los  notas  pertinentes 
que  el  embajador  ante  la  Santa  Sede  debe  presentar  a  la 
Secretaría  de  Estado  de  manera  tal  que  trasuntasen  la 
realidad,  es  decir  que  sólo  fuese  expresión  de  la  confor- 
midad del  gobierno  argentino  con  la  elección  hecha  por 
el  Sumo  Pontífice.  ^ 

Dentro  de  este  orden  de  ideas,  a  partir  de  1959  las 
sesiones  del  Senado  de  la  Nación  dedicadas  a  la  confección 
de  ternas  episcopales  fueron  de  carácter  secreto,  como 
cuadra  a  la  índole  del  asunto  debatido  en  ellas.  En  otros 
tiempos,  tales  sesiones  habían  llegado  a  dar  motivo  para 
expresiones  irreverentes  o  a  manifestaciones  absurdas  de 
regalismo,  proferidas  por  afán  de  publicidad. 

Ultimamente  se  llegó  a  pensarse  en  la  conveniencia 
de  dictar  una  ley  orgánica  para  arreglar  el  patronato  su- 
primiendo los  agregados  no  exigidos  por  la  letra  constitu- 

1  En  1960  quedó  suprimida  de  los  decretos  sobre  "pase"  de  las 
bulas  referentes  a  los  nombramientos  episcopales  la  frase  "con  las 
reservas  que  emanan  de  la  Constitución  Nacional  y  de  las  leyes  dic- 
tadas con  arreglo  a  ella  sobre  patronato",  usual  hasta  entonces.  Ultima- 
mente,  durante  el  ministerio  del  embajador  Dr.  Carlos  M.  Muñiz,  se  ha 
prescindido  totalmente  del  pase,  en  los  casos  de  nombramientos  de 
obispos  "presentados",  así  como  del  juramento. 
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cional,  pero,  advertido  el  peligro  de  que  ello  pudiese  ser 
interpretado  como  una  reiteración  formal  del  patronato 
mismo,  se  desistió  de  ello.  Y,  fiel  trasunto  del  espíritu 
con  que  entre  esos  años  se  encaraban  los  problemas  sus- 
citados en  el  manejo  diario  de  las  relaciones  con  las  auto- 
ridades eclesiásticas,  la  Dirección  de  Patronato  Nacional 
dependiente  de  la  Cancillería,  pasó  a  llamarse  Dirección 
de  Culto  Católico. 

Con  respecto  a  la  creación  de  diócesis,  cabe  notar 
como  desde  algunos  años  atrás  fue  afirmándose  una  cre- 
ciente comprensión  de  la  libertad  que  en  toda  esa  materia 
debe  reconocerse  a  la  Iglesia.  Desde  la  ley  de  1855,  re- 
lativa al  obispado  de  Paraná,  canónicamente  instituido 
en  1859,  no  es  poco  lo  andado.  Se  han  creado  muchas 
diócesis:  La  Plata,  Santa  Fe  y  Tucumán  en  1897;  San- 
tiago del  Estero  en  1907;  Corrientes  y  Catamarca  en  1910; 
luego  las  tres  creaciones  que  podríamos  llamar  "masivas", 
la  de  1934,  la  de  1957  y  la  de  1961.  Las  exigencias  espi- 
rituales que  las  motivaron  han  ido  depurando,  cada  vez 
más,  los  procedimientos  seguidos  y  haciendo  más  evidente 
la  índole  estrictamente  formal  del  patronato  nacional. 

Esa  depuración  de  los  procedimientos  llegó  en  1961 
al  texto  mismo  de  la  ley.  Es  interesante  comparar  los 
términos  empleados  en  esta  ley,  que  lleva  el  número 
15804  con  los  de  la  número  11715,  de  1933,  referente  a 
los  obispados  instituidos  en  1934.  Decía  la  11715:  "El 
Poder  Ejecutivo  procederá,  por  los  trámites  civiles  y 
canónicos,  a  la  ereción  de  las  siguientes  nuevas  diócesis, 
etc.".  La  15804,  con  una  decidida  voluntad  de  reforma 
que  no  se  ve  en  el  decreto-ley  de  1957,  dijo,  en  cambio: 
"autorízase  al  Poder  Ejecutivo  Nacional  a  proceder  por 
los  trámites  civiles  y  a  gestionar  ante  la  Santa  Sede  los 
trámites  canónicos  necesarios  para  la  creación  de  las  si- 
guientes nuevas  diócesis,  etc.". 

La  creación  de  nuevas  arquidiócesis  y  diócesis  llevada  a 
cabo  de  este  modo  en  1961,  puso  de  manifiesto  el  radical 
cambio  de  lenguaje  y  de  "clima"  en  la  interpretación  prác- 
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tica  del  statu  quo.  El  acostumbrado  procedimiento  paralelo, 
por  el  cual  las  innovaciones  en  materia  de  jurisdicciones 
diocesanas  aparecían  como  debidas  a  iniciativa  guber- 
namental, experimentó  alteraciones  esenciales  por  las 
que  fue  dejada  en  evidencia  la  auténtica  verdad,  o  sea 
que  el  Estado  argentino  se  circunscribía  a  dar  forma 
administrativa,  para  hacer  efectivo  el  sostenimiento  del 
culto,  a  las  creaciones  dispuestas  por  el  Santo  Padre.  Con 
ese  mismo  motivo,  el  presidente  de  la  Nación  dirigió  una 
carta  personal  al  Sumo  Pontífice  para  expresarle  el  agra- 
decimiento del  pueblo  y  del  gobierno  argentinos  por  la 
decisión  de  aumentar  las  diócesis.  El  presidente  reconocía, 
así,  la  iniciativa  papal  y  la  interpretaba  como  una  gracia 
para  la  Nación. 

El  caso  del  juramento  de  los  obispos 

Entre  las  "añadiduras"  del  patronato  se  cuenta  el 
requisito  del  juramento  ante  la  autoridad  civil  que  se 
acostumbra  a  recabar  de  los  obispos  al  entrar  en  funcio- 
nes. No  existe,  por  cierto,  disposición  constitucional 
alguna  que  lo  establezca,  y  para  darle  un  fundamento 
legal  fue  necesario  exhumar  una  vieja  ley  de  la  Reco- 
pilación de  Indias  que,  si  alguna  vigencia  pudo  haber 
tenido  en  tiempos  del  rancio  regalista  Agrelo,  luego 
de  dictada  la  Constitución  nacional,  única  fuente  legal 
del  patronato,  carece  ya  de  valor.  Sin  embargo,  en  cada 
caso  de  nuevo  nombramiento  se  reitera  por  decreto  la 
exigencia  del  "juramento  que  prescribe  la  Ley",  y  se 
repite  la  fórmula  utilizada  por  el  obispo  Escalada  más 
de  cien  años  atrás,  fórmula  que  ni  siquiera  es  la  de  la 
vieja  legislación  indiana. 

Dicha  fórmula  contiene  una  rotunda  afirmación  del 
patronato:  "Juro...  que...  seré  fiel  a  la  Nación,  reco- 
nociendo su  soberanía  y  alto  patronato,  que  guardaré  en 
todo  y  por  todo  llanamente  y  sin  impedimento;  que  no 
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aceptaré  otra  dignidad  sin  expreso  consentimiento  del 
gobierno  nacional. . .  etc.,  etc.,".  Y,  para  poner  a  cubierto 
la  conciencia  del  prelado  que  ha  de  prestarlo,  trae  al 
final  una  salvedad  que  le  quita,  en  el  caso,  su  fuerza 
obligatoria:  "quedando  salvas  las  leyes  de  Dios  y  de  la 
Iglesia",  que,  agreguemos,  desconocen  tal  patronato. 

Este  juramento,  en  los  últimos  tiempos  venía  dando 
lugar  a  una  pomposa  ceremonia  pública  que  no  dejaba 
de  ser  absurda,  ya  que  se  trataba  de  un  requisito  que 
había  dado  ocasión  a  una  agria  polémica  entre  el  poder 
civil  que  lo  exigió  por  vez  primera  entre  nosotros  y  el 
diocesano  requerido.  La  ambigua  solución  de  compromiso 
que  desde  entonces  se  impusiera,  permitió  y  ha  seguido 
permitiendo  orillar  un  conflicto,  de  otra  manera  ineludi- 
ble, pero  no  se  advierte  la  conveniencia  de  rodear  tan 
equívoco  rito  de  semejante  marco  festivo.  Más  prudente 
parecía,  pues,  reducirlo  a  lo  que  en  realidad  era:  una 
simple  formalidad  sin  trascendencia.  Y  así  se  evitaría 
la  altisonante  proclamación  del  patronato  que  contiene. 
Altisonante,  no  por  el  juramento  prestado,  pues  el  obispo 
que  lo  otorga  limita  sus  alcances,  sino  por  la  pretensión 
que  la  fórmula  impuesta  encierra. 

En  1959  se  pensó  modificar  esa  fórmula  y  substituirla 
por  otra  que  no  ofreciese  las  objeciones  que  caben  contra 
la  vigente.  Se  suprimiría  la  altisonante  y  vacía  referencia 
al  patronato  y  se  quitaría  su  contrapartida,  es  decir,  la 
salvedad  final  que  la  anula.  De  entre  los  textos  más 
corrientes,  yo  me  permití  recomendar  una  combinación 
de  las  fórmulas  establecidas  en  los  concordatos  celebrados 
por  la  Santa  Sede  con  Haití  (cf.  artículo  5),  Italia  (cf. 
artículo  20)  y  Alemania  (cf.  artículo  16).  Por  ella,  los 
obispos  prometían  fidelidad  a  la  República  Argentina 
y  acatamiento  al  gobierno  establecido  por  la  Constitución 
Nacional. 

Desgraciadamente  no  faltó  algún  indiscreto,  mal  en- 
terado del  fondo  del  problema,  que  adelantó  la  noticia  en 
ambientes  hostiles  al  gobierno  y  poco  afectos  a  la  Igle- 
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sia.  A  consecuencia  de  ello,  en  ciertos  periódicos  de  ten- 
dencia liberal  aparecieron  sueltos  en  que  se  presentaba 
el  caso  con  evidente  inexactitud  y  en  forma  malinten- 
cionada. El  resultado  fue  que  se  consideró  prudente 
dejar  las  cosas  como  estaban  para  evitar  agravios  gra- 
tuitos a  la  jerarquía  eclesiástica.  Sin  embargo,  algo  se 
hizo:  las  ceremonias  de  juramento  fueron  despojadas  del 
aparato  y  la  publicidad  con  que  se  solía  rodearlas.  Fue 
una  innovación  muy  bien  vista  en  el  Vaticano,  donde 
siempre  ha  molestado  la  ruidosa  reiteración  de  rega- 
lismo  que  dichas  ceremonias  importaban. 

No  estaría  demás  advertir  la  conveniencia  de  suprimir 
lisa  y  llanamente  esta  vana  exigencia  de  juramento.  Con 
o  sin  patronato  se  trataría  siempre  de  un  requisito  in- 
necesario, desprovisto  de  fundamento  jurídico,  ya  que, 
aún  en  la  hipótesis  de  que  el  Estado  argentino  poseyese 
de  iure  el  patronato,  el  ejercicio  de  esta  prerrogativa  en 
lo  referente  a  los  nombramientos  episcopales  consistiría 
en  el  ius  nominationis,  o  sea  el  derecho  de  presentar  un 
nombre.  Hecha  la  designación  canónica  por  el  Santo 
Padre,  no  cabría  ya  exigir  el  cumplimiento  de  otras  for- 
malidades dilatorias,  como  el  juramento  civil  y  el  pase 
de  la  bula  de  institución.  ^ 

Por  lo  demás,  para  suprimir  esta  añadidura  del  pre- 
tendido patronato  nacional,  no  se  precisaría  recurrir  a 
sanción  legal  alguna.  Ni  siquiera  haría  falta  un  decreto 
del  poder  ejecutivo.  Sería  absurdo  sostener  que  la  obli- 
gatoriedad del  juramento  surge  de  una  ley  de  la  Recopi- 
lación de  Indias.  Desde  1853  en  adelante  no  hay  otra 
fuente  legal  del  patronato  que  la  Constitución  nacional, 
y,  por  otra  parte,  tal  ley  indiana  establecía  otra  fórmula 
que  nadie  pretende  ahora  hacer  valer.  Bastaría  pues  no 
dictar  para  cada  caso,  como  se  hace  todavía,  el  decreto 
que  dispone  el  juramento  y  su  fórmula.   Como  bastaría 

2  Ver  nota  precedente. 
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también,  con  respecto  al  pase,  no  requerir  a  tales  efectos 
en  cada  caso  el  acuerdo  de  la  Corte  Suprema  de  Justicia 
de  la  Nación. 

El  Papa  Pío  XII,  que  en  varios  concordatos  con- 
cluidos durante  su  reinado  había  aceptado  que  los  obispos 
jurasen  ante  el  gobierno  civil,  en  los  últimos  años  de 
pontificado  se  manifestaba  inclinado  a  suprimir  ese  re- 
quisito en  futuros  acuerdos.  En  la  Secretaría  de  Estado 
prevalece  hoy  este  criterio  que,  en  realidad,  condice  más 
con  la  necesidad  de  salvaguardar  con  las  más  amplias 
garantías  la  libertad  de  la  Iglesia.  Sería  pues  ésta  una 
razón  poderosa  y  decisiva  para  promover  entre  nosotros 
su  supresión. 

Obispos  coadjutores  y  otros  prelados 

Corresponde  ahora  referirse  a  los  casos  planteados 
por  el  nombramiento  de  obispos  coadjutores,  administra- 
dores apostólicos  y  demás  prelados  con  jurisdicción  pro- 
pia o  delegada  en  el  territorio  nacional,  que  la  Santa 
Sede  suele  designar  o  podría  hacerlo.  Se  trata  de  cargos 
que  el  Papa  provee  discrecionalmente,  los  cuales,  no 
obstante  su  carácter  extraordinario,  han  terminado  por 
pertenecer  al  régimen  normal  del  gobierno  eclesiástico, 
sobre  todo  los  primeros. 

A  propósito  de  ellos  algunas  veces  se  han  planteado 
dudas  sobre  si  cabría  aplicar  a  su  respecto  los  proce- 
dimientos referentes  a  los  diocesanos.  No  han  faltado 
quienes  han  llegado  al  extremo  de  sostener  que  "el  nom- 
bramiento de  todas  las  dignidades  de  la  Iglesia  Católica 
debe  hacerse  por  presentación  del  soberano",  pero  tamaño 
arrebato  regalista  no  ha  encontrado  eco  en  la  práctica 
formalista  del  patronato  constitucional.  Con  justa  razón 
se  ha  preferido  hacer  las  debidas  distinciones,  emergentes 
de  las  funciones  que  están  llamados  a  desempeñar  los 
prelados  de  que  se  trata. 
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Sabido  es  que  los  coadjutores  pueden  ser  dados  o  a 
la  persona  del  arzobispo  u  obispo  residencial,  con  o  sin 
derecho  de  sucesión,  o  a  la  sede.  Los  administradores 
apostólicos,  a  su  vez,  pueden  ser  nombrados  en  sede  plena 
o  en  sede  vacante,  o,  en  caso  excepcionales  (como  los 
indicados  en  la  convención  celebrada  en  1941  entre  la 
Santa  Sede  y  España) ,  podrían  tener  jurisdicción  propia 
y  permanente.  Con  todos  ellos  se  llena  entre  nosotros 
la  formalidad  del  pase  de  la  bula  de  designación  con 
acuerdo  de  la  Suprema  Corte  de  Justicia  de  la  Nación, 
pero  solo  con  respecto  a  los  coadjutores  con  derecho  a 
sucesión  se  ha  considerado  pertinente  el  formulismo  de  la 
presentación. 

La  situación  de  los  coadjutores  dados  a  la  persona  de 
un  obispo  sin  derecho  a  sucederle,  es  decir  de  los  "au- 
xiliares", que  es  la  más  general  y  la  que  viene  de  más 
tiempo  atrás,  quedó  pronto  aclarada.  La  exigencia  cons- 
titucional de  la  presentación  se  refiere  a  los  "obispos 
para  las  iglesias  catedrales",  o  sea  a  quienes  los  cano- 
nistas consideran  "prelados"  de  tales  iglesias,  que  son  los 
diocesanos  con  jurisdicción  propia  y  ordinaria;  en  otras 
palabras,  los  obispos  residenciales.  El  buen  sentido  se 
impuso  bien  pronto  y  se  evitó  así  extender  a  los  numero- 
sos casos  de  nombramientos  de  auxiliares  el  engorroso 
e  inútil  trámite  de  los  residenciales. 

El  caso  de  los  coadjutores  dados  a  la  sede  fue  plan- 
teado con  motivo  de  la  designación  de  monseñor  Agustín 
Adolfo  Herrera  para  la  diócesis  de  Jujuy  en  febrero 
de  1962.  El  gobierno  nacional  decidió  aplicar  el  mismo 
criterio  con  que  venían  siendo  contemplados  los  nombra- 
mientos de  auxiliares.  Las  razones  eran  las  mismas,  ya 
que  tampoco  se  trataba  de  diocesanos  con  jurisdicción 
propia  y  ordinaria  ni  de  "prelados"  de  las  iglesias  para 
los  cuales  son  designados. 

La  designación  de  coadjutores  con  derecho  a  sucesión 
es  una  novedad  en  nuestro  país.  En  tal  carácter  fue 
nombrado  para  la  Arquidiócesis  de  Buenos  Aires  el  ar- 
zobispo monseñor  Fermín  Lafitte  durante  el  gobierno  de 


116 


facto  de  1955  a  1958.  La  falta  del  senado  no  dio  lugar 
a  que  se  planteara  el  problema  de  la  formación  de  terna, 
sin  perjuicio  de  lo  cual  se  realizó  todo  el  aparato  de  la 
presentación  paralela  al  nombramiento  pontificio,  como 
en  los  casos  de  obispos  residenciales.  Al  tratarse  el  pase 
de  la  bula  correspondiente,  el  procurador  general  de  la 
Nación  objetó  la  procedencia  de  "la  provisión  anticipada 
de  un  cargo  eclesiástico",  pero  la  Corte  Suprema  de  Jus- 
ticia resolvió  el  3  de  julio  de  1958  dar  su  acuerdo  al  pase 
pedido,  previo  informe  del  P.  E.  de  que  el  Senado  había 
tomado  conocimiento  de  lo  resuelto  por  el  gobierno  provi- 
sional. Y  cuando  el  hasta  entonces  titular  de  Buenos 
Aires,  cardenal  Santiago  Luis  Copello,  fue  promovido  a 
Gran  Canciller  de  la  Santa  Iglesia  Romana,  el  arzobispo 
Lafitte  quedó  reconocido,  sin  dificultad  alguna,  como 
titular  y  diocesano  de  Buenos  Aires.  Quedó,  pues,  esta 
categoría  episcopal  incorporada  a  nuestras  prácticas,  y 
dos  años  más  tarde,  con  las  mismas  formalidades  que  para 
los  obispos  residenciales,  fue  designado  un  coadjutor  con 
derecho  a  sucesión  como  auxiliar  del  diocesano  de  La 
Rioja,  Análogamente  se  procedió  con  el  obispado  de  Lo- 
mas de  Zamora. 

En  cuanto  a  los  administradores  apostólicos,  el  primer 
caso  planteado  fue  el  del  obispo  de  Santa  Fe,  monseñor 
Agustín  Boneo,  designado  por  la  Santa  Sede  administra- 
dor apostólico,  sede  vacante,  de  la  Arquidiócesis  de  Bue- 
nos Aires.  El  gobierno  Alvear  pretendió  desconocer  el 
nombramiento  por  no  haberse  observado  las  formalidades 
propias  del  patronato,  pero  ese  desconocimiento  no  tuvo 
consecuencias  fuera  del  cuadro  del  presupuesto  nacional. 
En  1957,  durante  el  gobierno  de  facto  del  general  Aram- 
buru,  tuvo  lugar  la  designación  del  Arzobispo  de  Córdoba, 
monseñor  Fermín  E.  Lafitte,  como  administrador  apos- 
tólico, sede  plena,  también  de  la  arquidiócesis  de  Buenos 
Aires.  Paralelamente  al  nombramiento  pontificio,  hubo 
presentación  ficticia  del  gobierno,  pero  la  Santa  Sede 
negó  terminantemente  cualquier  derecho  de  éste  para 
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intervenir,  sin  embargo  de  lo  cual,  como  en  los  casos  de 
obispos  residenciales,  no  hubo  conflicto  alguno. 

Debe  tenerse  presente  que,  salvo  el  caso  de  los  coad- 
jutores con  derecho  a  sucesión,  para  ninguna  de  las  hipó- 
tesis referidas  suele  acordar  la  Santa  Sede  privilegio  al- 
guno, ni  siquiera  el  de  previa  notificación  oficiosa.  Se 
considera  que  son  designaciones  que  deben  quedar  libra- 
das exclusivamente  al  parecer  del  Sumo  Pontífice,  quien 
dispone  discrecionalmente  sobre  su  oportunidad  y  su  du- 
ración. En  consonancia  con  este  punto  de  vista,  podría 
traerse  a  colación  el  criterio  seguido,  más  de  un  siglo  atrás, 
por  el  gobierno  de  Buenos  Aires  en  el  conocido  caso  del 
nombramiento  del  obispo  Medrano  como  vicario  apostólico. 

En  la  misma  situación  se  encuadran  los  vicariatos 
castrenses  y  los  vicariatos  y  exarcados  para  orientales. 
Sobre  los  castrenses,  la  Santa  Sede  ha  formalizado  con 
diferentes  estados  acuerdos  especiales.  Con  la  Argentina 
se  firmó  el  28  de  junio  de  1957,  en  cuya  virtud  fue  ins- 
tituido un  vicariato  castrense  con  jurisdicción  personal 
sobre  todos  los  militares  de  la  República  con  sus  familias, 
y  se  estableció  que  el  vicario,  siempre  de  carácter  epis- 
copal, sería  designado  por  la  Santa  Sede  con  acuerdo 
del  presidente  argentino  (artículo  IV).  El  vicariato  para 
orientales  fue  establecido  en  nuestro  país  unilateralmente 
por  la  Santa  Sede  en  1960.  La  designación  del  vicario 
está  exclusivamente  reservada  al  Sumo  Pontífice,  sin 
que  el  gobierno  haya  pretendido  hacer  valer  el  patronato. 

Los  cargos  eclesiásticos  menores 

Fundándose  en  un  decreto  del  gobierno  de  la  Con- 
federación dictado  en  1855,  no  ha  faltado  quien  sostenga 
que  los  gobernadores  de  provincia  en  calidad  de  "vice- 
patronos"  habrían  de  ejercer,  con  respecto  a  los  vicarios 
foráneos,  párrocos,  oficiales  de  curia,  capellanes,  etc., 
análogas  atribuciones  a  las  que  competirían  al  presidente 
con  relación  a  los  obispos.  Semejante  teoría,  a  todas  luces 
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inadmisible,  ha  quedado  definitivamente  rechazada,  más 
que  por  la  opinión  general  de  cuantos  se  han  ocupado 
del  tema,  por  la  práctica  uniforme  de  un  siglo  de  vida 
constitucional.  Ninguna  ingerencia  les  cabe  pues  a  los 
gobiernos  provinciales  en  todo  este  asunto  del  patronato, 
que  caería  de  suyo  dentro  de  la  órbita  del  estado  nacional. 

¿Deduciríase  de  allí  que  el  gobierno  federal,  a  título 
de  patrono,  podría  inmiscuirse  en  los  nombramientos  re- 
lativos a  tales  cargos?  Creo  sinceramente  que  sólo  una 
mentalidad  barroca,  con  tres  siglos  de  retardo,  podría 
responder  afirmativamente.  Pero,  lo  que  ya  no  se  pre- 
tende por  vía  de  patronato,  se  lleva  a  cabo  en  cierta  ma- 
nera, como  quedó  señalado  en  el  capítulo  V,  en  virtud 
del  encuadramiento  de  los  funcionarios  eclesiásticos  en 
la  administración  general  del  Estado.  La  centralización 
burocrática  ha  suplantado  aquí  el  viejo  patronato,  con 
efectos  quizá  parecidos,  pero,  como  quiera  que  sea,  ha 
terminado  con  él;  lo  ha  fagocitado. 


119 


VIII 


HACIA  LA  REFORMA  CONSTITUCIONAL 


Dificultades  reales  y  aparentes 

Más  que  del  texto  mismo  de  la  constitución,  la  rigidez 
del  régimen  argentino  deriva  del  cerrado  criterio  con  que 
ha  sido  interpretado.  No  carecen  de  razón  quienes  sos- 
tienen que  las  normas  pertinentes  estarían  condicionadas 
a  una  formal  concesión  de  los  privilegios  correspondien- 
tes por  parte  de  la  Santa  Sede.  Pero  cien  años  de  aplica- 
ción, aunque  ficticia,  del  régimen  de  nominación  de  obis- 
pos y  del  exequátur  han  incorporado  los  procedimientos 
respectivos  a  los  usos  políticos  y  administrativos.  De  ahí 
la  conveniencia  de  encarar  decididamente  la  reforma  de 
la  letra  constitucional. 

Sin  embargo,  el  tema  de  las  relaciones  de  la  Iglesia 
y  el  Estado  es  uno  de  los  que  más  se  ha  temido  tocar. 
Ha  predominado  la  impresión  de  que  cualquier  tentativa 
de  modificación  abriría  la  puerta  a  conflictos  religiosos 
que,  por  el  momento,  nadie  desearía  plantear.  Existen 
serios  motivos  para  pensar  así,  pues  casi  todas  las  inicia- 
tivas sobre  la  materia  que  se  conocen  han  sido  de  corte 
laicista  o  marxista.  Se  explica  pues  que  ni  siquiera  la 
convención  de  1949,  tan  audaz  en  su  cometido,  se  atre- 
viese a  tocar  el  punto,  no  obstante  saberse  que  la  opinión 
católica  y  la  misma  Santa  Sede  habrían  visto  con  sumo 
agrado  la  supresión  de  las  normas  molestas. 
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Pero  ese  recelo  ha  provenido  de  un  grande  equívoco. 
Por  una  parte,  de  no  tener  en  cuenta  la  necesaria  dis- 
tinción entre  lo  fundamental  y  lo  accesorio  en  dicho 
orden  de  relaciones,  y  de  olvidar  que  la  modificación  de 
lo  accesorio  no  requiere  poner  en  tela  de  juicio  lo  prin- 
cipal, tanto  más  cuanto  el  sistema  de  la  Constitución 
para  su  reforma  ofrece  garantías  suficientes  para  impe- 
dirlo. Por  otra,  proviene  de  creer  que  el  catolicismo  se 
debate  siempre  a  la  defensiva  frente  a  un,  si  se  quiere 
lento  pero  incesante,  avance  de  las  tendencias  laicistas 
y  que,  por  ende,  cualquier  modificación  podría  precipi- 
tar ese  fatal  proceso,  lo  cual,  si  bien  interesaría  a  los 
extremistas  de  izquierda,  no  agradaría  ni  siquiera  a  los 
laicistas  "bien-pensantes",  partidarios  de  continuar  a  la 
sordina,  sin  complicaciones,  su  vieja  guerra  contra  la 
Iglesia. 

Por  lo  demás,  no  resulta  muy  fácil  explicar  tanto 
apego  a  la  letra  de  la  Constitución.  ¿Por  qué  tanto  es- 
crúpulo? ¿Por  qué  tanto  temor  de  modificarla?  Forzoso 
es  reconocer  que  los  argentinos  debemos  resultar,  para 
el  resto  del  mundo,  bastante  originales...  Nos  llenamos 
la  boca  con  palabras  de  religiosa  veneración  hacia  el  más 
menudo  inciso  de  la  Constitución,  pero  no  nos  escandaliza 
que  a  cada  vuelta  de  camino  se  eche  toda  ella  por  la 
borda.  ¿Sería  para  compensar  esa  misma  inestabilidad 
institucional  en  que  nos  debatimos?  ¿O  será  que  nuestro 
culto  idolátrico  por  la  Constitución  es  un  mero  desquite 
de  la  debilidad  de  su  vigencia?  Fuera  como  fuese,  lo 
cierto  es  que  ese  conservadorismo  en  manera  alguna  po- 
dría justificar  aferrarse  a  una  institución  tan  vieja  y 
desusada  como  es  el  patronato  o  para  seguir  esgrimiendo 
argumentos  de  un  regalismo  preterido. 

Con  todo,  no  podría  negarse  que  de  una  reforma 
constitucional  podrían  derivarse  inconvenientes  reales  y 
dignos  de  atención.  Para  una  empresa  de  tal  magnitud 
sería  indispensable  tomar  en  cuenta  una  multitud  de  cir- 
cunstancias de  hecho:  el  estado  de  la  opinión  pública, 
el  "clima"  político,  el  ambiente  electoral,  etc..  Una 
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convocatoria  a  elecciones  de  constituyentes  podría,  de  por 
sí,  provocar  transtornos  serios  que  sería  imprudente  des- 
cuidar. Precisamente  consideraciones  de  ese  género,  com- 
partidas por  casi  todas  las  personas  allegadas  al  gobierno, 
fueron  las  que,  en  1958  y  principios  de  1959,  determina- 
ban a  prescindir  de  intentos  reformistas. 

Las  primeras  tentativas  para  una  solución 

Con  el  fin  de  evitar  aquellos  inconvenientes  traté 
de  encontrar  una  fórmula  mediante  la  cual,  restringiendo 
el  campo  dentro  del  cual  el  gobierno  pudiese  elegir  sus 
candidatos,  fuese  posible  lograr  que  la  Iglesia  aceptara 
la  iniciativa  del  mismo  en  los  nombramientos  de  obispos. 
De  esta  manera  parecía  posible  arribar  a  una  solución 
encuadrada  en  el  texto  constitucional  vigente,  sin  nece- 
sidad de  intentar  su  reforma.  Antes  de  salir  de  Buenos 
Aires  para  hacerme  cargo  de  la  embajada  ante  la  Santa 
Sede,  conversé  al  respecto  en  la  Casa  de  Gobierno  y 
encontré  el  más  franco  apoyo  para  trabajar  en  ese  sen- 
tido. 

Partiendo  de  la  necesaria  distinción  entre  el  poder 
de  orden  y  el  poder  de  jurisdicción,  parecería  lógico 
limitar  el  derecho  de  presentación  dentro  del  ámbito  de 
los  prelados  que  ya  poseen  la  plenitud  del  orden,  que 
ya  son  obispos.  Es  decir,  producida  una  vacante  de  dio- 
cesano, el  gobierno  nacional  elegiría  su  candidato  entre 
los  obispos  titulares  o  los  residenciales  para  trasladarlos 
a  la  sede  vacante.  Bajo  el  aspecto  constitucional  la  so- 
lución sería  inobjetable,  pues  así  como  nadie  discutiría  que 
el  carácter  sacerdotal  fuese  requisito  esencial  para  figurar 
en  la  terna  formada  por  el  Senado,  bien  podría  exigirse 
para  ello  el  carácter  episcopal.  Y,  desde  el  punto  de 
vista  de  la  Santa  Sede,  podría  pensarse  que  el  haber 
conferido  con  anterioridad  al  candidato  este  carácter 
equivaldría  a  reconocer  su  aptitud  para  regir  una 
diócesis. 
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Sin  embargo,  ni  esta  solución,  ni  cualquier  otra  que 
restrinja  el  círculo  dentro  del  cual  pueda  buscarse  el  candi- 
dato, resulta  viable.  Atenuarían  el  mal  sin  suprimirlo . . . 
No  es  cuestión  de  las  condiciones  de  elegibilidad  sino  que 
está  en  juego  el  derecho  mismo  de  elegir.  La  Santa  Sede 
niega  al  poder  temporal  cualquier  título  para  el  ejercicio  de 
ese  derecho  e  insiste  en  mantener  para  sí  su  libre  inicia- 
tiva en  materia  de  nombramientos.  La  Constitución  na- 
cional, en  cam.bio,  partiendo  del  principio  de  que  la  Repú- 
blica goza  del  derecho  de  patronato,  establece  un  proce- 
dimiento por  el  cual  aquella  iniciativa  compete  a  las  auto- 
ridades nacionales.  La  divergencia  sería  absoluta  y  radical. 

Ya  en  Roma,  luego  de  los  primeros  sondeos,  ^  me  pro- 
puse dar  con  otra  fórmula  que,  en  substancia,  hiciese  del 
procedimiento  constitucional  el  instrumento  mediante  el 
cual  el  gobierno  expresase  su  conformidad  con  las  desig- 
naciones pontificias.  De  tal  manera  vendría  a  institucio- 
nalizarse, terminando  con  las  habituales  ficciones,  el  mo- 
dus  vivendi  que  en  los  hechos  han  puesto  en  práctica  los 
gobernantes  argentinos  que  han  sabido  respetar  los  dere- 
chos de  la  Iglesia. 

Con  ese  planteo  entrevisté  el  13  de  diciembre  de 
1958,  en  su  despacho  del  Vaticano,  al  cardenal  Domenico 
Tardini,  secretario  de  Estado  de  su  Santidad.  El  carde- 
nal, hombre  extraordinariamente  inteligente  y  sagaz,  se 
caracterizaba  por  la  firmeza  de  sus  convicciones,  que  co- 
rría pareja  con  una  dedicación  absoluta  y  total  al  servicio 

1  El  primero  de  todos  tuvo  lugar  en  las  entrevistas  que  con  el 
subsecretario  de  Culto,  doctor  Angel  Miguel  Centeno  — que  se  hallaba 
en  Roma  como  jefe  de  la  misión  especial  enviada  con  motivo  de  la 
coronación  de  S.  S.  Juan  XXIII — ,  mantuvimos  con  el  entonces  prose- 
cretario de  Estado,  monseñor  Tardini  (aún  no  era  cardenal) ,  y  con 
monseñor  Antonio  Samoré  el  9  de  noviembre  de  1958.  En  Buenos  Aires, 
al  celebrarse  el  centenario  de  las  relaciones  diplomáticas  con  la  Santa 
Sede,  en  mayo  de  1959,  el  canciller  Carlos  A.  Florit  anunció  por  primera 
vez  los  propósitos  gubernativos  de  adecuar  las  relaciones  entre  la  Iglesia 
y  el  Estado  a  las  circunstancias  actuales. 
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de  la  Sede  Apostólica.  Su  cargo  de  secretario  de  Estado 
había  sido  la  coronación  de  una  larguísima  carrera  vivida 
en  el  Vaticano,  desde  cuya  altura  parecía  ver  más  allá  de 
las  limitaciones  del  espacio  y  del  tiempo.  No  era,  pues, 
persona  de  dejarse  impresionar  por  urgencias  circunstan- 
ciales ni  por  argumentaciones  lugareñas.  Los  principios, 
en  cambio,  tenían  para  él  vigencia  apremiante  y  decisiva. 

Su  Eminencia  escuchó  mi  exposición  con  su  habitual 
cortesía  pero  con  evidente  reserva.  Mi  propuesta  versaba 
sobre  un  acuerdo  relativo  a  la  libertad  de  comunicación 
entre  el  Papa  y  los  fieles  argentinos,  la  organización  de 
la  jerarquía,  nominación  de  obispos,  estado  clerical,  soste- 
nimiento del  culto,  etc.,  etc.,  y  tendía  a  preparar  la  cele- 
bración de  un  concordato.  Sin  titubear,  el  Cardenal  me 
expresó  que  prefería  tratar  primero  y  directamente  los 
puntos  más  arduos,  entre  los  cuales  se  cuenta  el  de  los 
nombramientos  episcopales.  "Yo  soy  partidario  de  tomar 
el  toro  por  las  aspas",  me  dijo  con  un  dejo  de  romana 
socarronería,  remedando  con  las  manos  el  gesto  de  inmo- 
vilizar por  los  cuernos  la  cabeza  de  un  imaginario  ani- 
mal, y,  en  seguida,  me  hizo  ver  que  la  Santa  Sede  no 
podría  admitir  ni  la  más  ligera  supervivencia  del  arcaico 
patronato.  Le  insistí  sobre  algunos  detalles  del  plan  que 
podrían  salvar  la  dificultad,  y  como  él  objetara  muy  espe- 
cialmente la  intervención  del  Senado,  por  la  resonante 
publicidad  que  habitualmente  tienen  las  deliberaciones 
parlamentarias,  le  subrayé  que  las  tramitaciones  para  los 
nombramientos  de  obispos  podrían  tener  carácter  estric- 
tamente confidencial,  pues  ese  alto  cuerpo  intervenía  más 
a  título  de  consejo  de  Estado  que  de  rama  legislativa. 

Una  propuesta  concreta 

Resultado  de  esa  entrevista  fue  mi  promesa  de  redac- 
tar un  proyecto;  tarea  que  realicé  sin  pérdida  de  tiempo. 
El  7  de  enero  de  1959,  apenas  pasadas  las  vacaciones  de 
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Navidad,  volví  pues  al  despacho  del  Cardenal  con  una  pro- 
puesta concreta:  producida  una  vacante  episcopal,  la  Santa 
Sede  formaría  una  lista  ordenada  de  tres  nombres  que, 
por  vía  diplomática,  confidencial  y  secreta,  la  comunicaría 
al  gobierno  argentino  para  que  éste  contestase  si  tenía 
objeción  alguna  contra  el  primer  nombre  y,  a  su  turno, 
contra  el  segundo  y  el  tercero.  Si  ninguno  de  los  tres  le 
resultase  aceptable,  pediría  a  la  Santa  Sede  una  nueva 
terna.  Las  posibles  objeciones  tendrían  que  estar  fundadas 
en  motivos  de  orden  político  general,  referentes  a  la  uni- 
dad de  la  Nación,  a  su  integridad  territorial  o  al  orden 
social  e  institucional  de  la  República.  Quedaba  sobre- 
entendido, sin  expresarlo,  que  el  Senado  se  pronunciaría 
sobre  la  terna  propuesta  y  que  el  presidente,  salvo  el  de- 
recho de  objeción,  presentaría  el  primer  nombre;  todo 
dentro  de  la  más  absoluta  reserva. 

La  propuesta  se  ajustaba  estrictamente  a  la  práctica 
observada  durante  el  período  presidencial  iniciado  en 
1958,  y,  en  definitiva,  era  la  racionalización  del  sistema 
de  hecho  imperante.  Pero  para  el  Vaticano  una  cosa  es 
aceptar,  por  razones  circunstanciales,  un  "statu  quo",  y 
otra  muy  distinta  pactarlo  formalmente.  Lo  primero  no 
compromete  los  principios;  lo  segundo,  sí.  El  Cardenal 
no  me  lo  dijo  en  esos  momentos.  Se  limitó  a  dar  la  callada 
por  respuesta,  y,  pocos  días  después,  me  hizo  saber  que 
seguía  no  agradándole  el  asunto  de  la  terna  . . . 

Deseoso  de  ir  desbrozando  el  camino,  previa  la  de- 
bida consulta  con  la  Cancillería  de  Buenos  Aires,  intro- 
duje una  modificación  a  la  propuesta,  por  la  cual  que- 
daba suprimido  el  procedimiento  de  la  terna  cuando  se 
tratase  de  un  traslado  de  sede,  en  cuyo  caso  se  actuaría 
de  acuerdo  con  el  sistema  de  notificación  oficiosa  tal 
como  se  establece  en  los  últimos  concordatos.  La  modifi- 
cación era  de  gran  trascendencia,  ya  que  las  sedes  más 
importantes  se  proveen  generalmente  mediante  traslados. 
Desde  el  punto  de  vista  de  nuestro  derecho  constitucio- 
nal, la  interpretación  dada  corrientemente  a  la  facultad 
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del  Senado  con  respecto  a  los  nombramientos  de  embaja- 
dores servía  de  suficiente  antecedente.  ^ 

A  pesar  de  mi  optimismo,  tropecé  de  nuevo  con  la 
firmeza  principista  del  Cardenal.  Aún  restringido  a  los 
nombramientos  de  obispos  nuevos,  a  su  recto  criterio,  el 
sistema  de  la  terna  continuaría  siendo  un  escándalo  jurí- 
dico. La  Santa  Sede  no  podía  hacer  concesiones  en  un 
punto  tan  delicado  como  es  el  relativo  a  la  nominación  de 
los  obispos  diocesanos,  tanto  más  cuanto  que  la  solución 
a  que  se  esperaba  llegar  algún  día  con  la  Argentina  ten- 
dría que  servir  de  ejemplo  para  los  demás  países  hispano- 
americanos. Entretanto,  más  valdría  atenerse  a  la  situa- 
ción de  hecho  sin  tratar  de  institucionalizarla. 

Exactamente  dos  meses  después,  el  7  de  marzo,  tuve 
ocasión  de  hablar  con  el  Santo  Padre  con  motivo  de  la 
habitual  visita  con  la  familia.  No  era,  por  cierto,  el  mo- 
mento adecuado  para  tratar  el  problema  que  tanto  me 
preocupaba  y  habría  sido  una  imperdonable  falta  de  tacto 
apelar  a  su  amplio  y  paternal  criterio;  aparte  de  que,  con 
toda  seguridad.  Su  Santidad  habría  ratificado  la  opinión 
de  su  secretario  de  Estado.  Pero  Juan  XXIII,  que  siempre 
tiene  a  flor  de  labios  la  palabra  amable  que  conforta  y 
anima,  en  un  momento  dado  de  la  conversación  me  re- 
calcó que  para  un  católico  debía  ser  sumamente  grato 
desempeñarse  como  embajador  ante  la  Santa  Sede  pues 
nunca  se  presentan  dificultades  insalvables.  "Siempre  se 
termina  por  ponerse  de  acuerdo  con  ella",  acotó. 

Confortado  con  tan  gratas  palabras,  el  13  de  marzo 
mantuve  una  prolongada  entrevista  con  el  secretario  para 
los  Asuntos  Extraordinarios,  monseñor  Antonio  Samoré, 
cuyo  empeño  en  ayudarme  a  encontrar  fórmulas  de  ave- 

2  Según  el  artículo  86,  inciso  10,  de  la  Constitución,  el  presidente 
de  la  República  "nombra  y  remueve  a  los  ministros  plenipotenciarios  y 
encargados  de  negocios"  con  acuerdo  del  Senado.  No  se  requiere  un 
nuevo  acuerdo  cada  vez  que  se  dispone  un  cambio  de  destino.  Nuestro 
senado  no  participa  de  manera  especial  en  el  manejo  de  las  relaciones 
exteriores.    Tal  la  interpretación  actual,  aunque  no  la  antigua. 
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nimiento  corría  parejo  con  su  entusiasmo  para  promover 
el  desarrollo  del  catolicismo  latinoamericano.  En  esa  en- 
trevista analízameos  prolijamente  las  posibilidades  de  arri- 
bar a  una  solución,  y  a  raíz  de  ella,  di  una  nueva  re- 
dacción a  la  propuesta.  Suprimí  entonces  lo  de  la  "lista 
ordenada  de  tres  nombres"  y  evité  el  empleo  del  vocablo 
"terna",  limitándome  a  establecer  que  la  Santa  Sede  co- 
municaría el  nombre  del  candidato  "con  dos  eventuales 
substitutos".  El  20  de  junio  entregué  la  nueva  propuesta 
al  cardenal  Tardini. 

Fue  la  última  tentativa  para  encontrar  una  interpre- 
tación de  los  textos  constitucionales  y  fijarla  mediante 
un  acuerdo  concordatario  sin  reformar  su  letra.  Algún 
tiempo  después,  sin  embargo,  propondría  la  creación  de 
prelaturías  fuera  del  régimen  de  patronato,  como  ensayo 
precursor  de  la  supresión  del  mismo,  pero  el  Cardenal 
pensó  que  una  innovación  parcial  y  fragmentaria  podría 
aparecer  comio  una  tácita  aceptación  de  la  situación  exis- 
tente. En  definitiva,  lo  verdaderamente  interesante  para 
la  Santa  Sede  era  liquidar  lisa  y  llanamente  los  últimos 
vestigios  del  vetusto  patronato  indiano,  para  poder  ins- 
taurar un  nuevo  régimen  ágil  y  eficaz.  Por  mi  parte, 
terminé  por  estar  de  acuerdo  con  este  punto  de  vista. 
Juan  XXIII  no  se  había  equivocado.- 

Decisióji  de  promover  la  reforma  de  la  constitución 

La  política  interna  durante  1958  y  casi  todo  1959  no 
habría  permitido  abordar  este  asunto  de  las  relaciones 
con  la  Iglesia  en  la  forma  y  con  la  decisión  que  era  me- 
nester. A  los  problemas  heredados  del  período  postrevolu- 
cionario que  lo  precediera,  se  sumaban  nuevas  dificulta- 
des suscitadas  por  la  oposición  contra  importantes  medi- 
das tomadas  por  el  nuevo  gobierno,  entre  las  cuales  me- 
rece destacarse  la  implantación  de  la  libertad  de  ense- 
ñanza. Pero  a  fines  de  ese  último  año  el  orden  político 
parecía  estabilizado.  Por  eso  consideré  que  había  llegado 
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el  momento  de  "tomar  el  toro  por  las  aspas"  — como  dije- 
ra el  cardenal  Tardini,  cuando,  una  mañana  de  noviembre 
en  su  despacho  del  Vaticano,  monseñor  Antonio  Samoré, 
asintiendo  a  una  opinión  mía  sobre  la  necesidad  de  arre- 
glar de  una  vez  por  todas  las  relaciones  con  el  Estado 
Argentino,  me  dijo  que  el  150*^  aniversario  de  la  Revo- 
lución de  Mayo,  próximo  a  celebrarse,  podría  ser  una 
magnífica  oportunidad  para  encarar  la  supresión  del  pa- 
tronato y  el  regalismo."  ¡Sería  espléndido  que  con  tal 
motivo  se  llegase  a  lo  que  se  debe  llegar,  iniciando  una 
nueva  era,  una  página  nueva  en  la  historia  de  las  rela- 
ciones con  la  Iglesia!  ¡Es  lo  que  debe  hacerse!",  exclamó, 
palabra  más,  palabra  menos,  con  acendrado  entusiasmo. 

Paulatinamente  se  fue  abriendo  paso  la  idea  de  pro- 
mover la  reforma.  En  abril  de  1960  pude  exponer  de  viva 
voz  al  presidente  Frondizi  las  razones  que  aconsejaban 
llevarla  a  cabo.  La  respuesta  no  pudo  ser  más  alentadora. 
El  presidente  había  comprendido  el  problema  y  estaba 
dispuesto  a  prestar  su  apoyo.  La  índole  extrapolítica  de 
la  cuestión  le  permitiría  contar  con  la  colaboración  de  to- 
dos los  partidos  no  marxistas  que  tenían  voz  en  el  con- 
greso nacional  donde  habría  de  sancionarse  la  ley  corres- 
pondiente. En  cuanto  a  la  elección  de  convencionales,  se 
la  haría  coincidir  con  la  próxima  renovación  de  la  Cáma- 
ra de  Diputados  o  se  convocarían  comicios  especiales  para 
1963,  según,  lo  aconsejasen  las  circunstancias.  Todo  de- 
pendería del  empeño  que  se  pusiese  para  ello  en  los  am- 
bientes más  allegados  a  la  Iglesia  y  de  la  opinión  que,  al 
respecto,  manifestase  públicamente  el  Episcopado. 

Pocos  días  después,  en  el  mensaje  inaugural  del  perío- 
do legislativo,  el  presidente  expresó  con  abierta  claridad 
su  propósito  de  poner  al  día  el  régimen  de  las  relaciones 
con  la  Iglesia.   En  el  Vaticano  el  mensaje  presidencial 

3  Las  reformas  no  se  circunscribirían  posiblemente  a  los  puntos 
referentes  a  las  relaciones  con  la  Iglesia.  Existía  también  el  propósito  de 
introducir  algunas  modificaciones  de  detalles,  entre  las  cuales  se  hablaba 
de  suprimir  la  posibilidad  de  la  reelección  presidencial.  Al  menos  así 
lo  habría  sugerido  el  presidente  de  la  República. 
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fue  justamente  interpretado  como  una  sincera  mani- 
festación de  que  el  gobierno  argentino  estaba  dispuesto 
a  buscar  una  forma  de  poner  fin  al  patronato.  En  junio, 
en  ocasión  de  su  viaje  a  Roma  y  su  visita  al  Papa,  el 
presidente  reiteró  su  propósito  de  llevar  adelante  las  re- 
formas necesarias  mediante  los  instrumentos  legales  per- 
tinentes. Aludió  al  tema  en  el  discurso  que  pronunció 
al  brindar  en  el  almuerzo  ofrecido  a  los  altos  dignatarios 
vaticanos,  y  lo  trató  directamente  en  conversaciones  man- 
tenidas en  esa  misma  oportunidad. 

No  mucho  después,  en  el  mes  de  noviembre,  con 
mxOtivo  de  la  reunión  del  Consejo  Episcopal  Latinoameri- 
cano, vino  a  Buenos  Aires  monseñor  Antonio  Samoré  en 
su  carácter  de  secretario  de  la  Comisión  Pontificia  para 
la  América  Latina.  Varias  veces  habíamos  tratado  con  él 
este  asunto  en  Roma,  y  hasta  él  mismo  había  hablado 
con  el  presidente  durante  la  visita  de  junio  antes  referi- 
da. Se  aprovechó  pues  esta  nueva  oportunidad  para 
renovar  las  conversaciones  entonces  mantenidas  y,  como 
resultado,  se  obtuvo  del  presidente  una  nueva  reiteración 
de  sus  propósitos. 

En  los  meses  siguientes  fue  aumentando  el  ambiente 
favorable  a  la  reforma.  Al  celebrarse  en  la  Catedral  de 
Buenos  Aires  el  80^  aniversario  del  natalicio  del  Santo 
Padre,  el  Arzobispo  de  Santa  Fe,  monseñor  Nicolás  Faso- 
lino,  expresó  sin  ambages  la  necesidad  de  terminar  con 
los  últimos  vestigios  del  anacrónico  patronato.  "Hoy  — dijo 
desde  la  cátedra  sagrada — ,  en  nuestras  repúblicas  demo- 
cráticas, el  patronato  eclesiástico  es  anacrónico  estado 
jurídico  de  tristísimo  recuerdo  de  luchas,  que  anhelamos 
superar".  En  esos  mismos  días  tenía  lugar  una  de  las 
habituales  reuniones  del  episcopado  argentino  y,  como  era 
también  costumbre,  con  ese  motivo  el  presidente  recibió 
a  todos  los  obispos  en  conjunto.  "El  gobierno  cree  que 
hay  que  ir  adecuando  las  normas  jurídicas  de  relación 
con  la  Iglesia  a  la  realidad  actual,  y  en  ese  sentido  está 
dispuesto  a  dar  todos  los  pasos  necesarios  llegando  incluso 
a  la  reforma  constitucional".  Estas  palabras  dieron  lugar 


130 


i 


a  una  franca  y  jubilosa  expresión  en  el  mismo  sentido  por 
parte  de  los  prelados  concurrentes,  en  cuyo  nombre  habló 
el  cardenal  Caggiano. 

Entretanto,  en  ese  mismo  mes  de  noviembre,  llegaba  a 
Roma  la  misión  especial  presidida  por  el  subsecretario  de 
Culto,  Dr.  Centeno,  enviada  en  adhesión  a  los  festejos 
del  80*?  aniversario  del  Papa.  Ello  dio  lugar  a  nuevas 
manifestaciones  oficiosas  sobre  la  reforma  y  permitió  pul- 
sar el  eco  que  la  iniciativa  suscitaba.  La  proximidad  de 
las  elecciones,  sin  embargo,  aconsejaba  no  urgir  las  cosas, 
ya  que  era  deseo  expreso  del  presidente  y  de  cuantos 
interveníamos  en  el  asunto  desligarlo  de  cualquier  impli- 
cancia política.  Era  un  problema  de  carácter  institucional 
que  interesaba  por  su  repercusión  espiritual  y  su  tras- 
cendencia en  el  orden  de  la  cultura  y  las  costumbres.  No 
era  tema  para  entregar  a  la  propaganda  electoralista. 

El  plan  de  la  reforma 

Ante  las  amplias  perspectivas  que  quedaban  abier- 
tas, durante  todo  el  año  1961  me  dediqué  de  lleno  a  pre- 
parar los  estudios  y  proyectos  necesarios  para  llevar 
adelante  no  sólo  la  reforma  constitucional  sino  también 
las  enmiendas  complementarias  de  la  legislación  vigente. 
A  fines  de  ese  año  remití  a  la  cancillería  los  resultados 
de  mis  trabajos  y  en  febrero  de  1962  volví  a  conversar 
personalmente  con  el  presidente  de  la  Nación  para  esta- 
blecer los  puntos  concretos  que  se  abordarían.  El  plan 
quedó  definitivamente  concertado.  El  presidente  presen- 
taría al  congreso  el  proyecto  para  la  reforma  constitucio- 
nal en  las  sesiones  de  1962,  al  inaugurar  las  cuales  haría 
ya  un  anuncio  sobre  el  particular. 

Ese  proyecto  era  breve  y  sencillo.  Se  limitaba  a  de- 
clarar la  necesidad  de  la  reforma  en  muy  pocos  puntos 
concretos;  los  indispensables  para  poder  llegar  a  un  nue- 
vo régimen  de  relaciones  entre  la  Iglesia  y  el  Estado  que 
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no  alterase  lo  esencial  de  la  tradicional  vinculación  que  en 
la  Argentina  existe  y  debe  mantenerse.  Se  proponía,  pues: 
a)  substituir  la  frase  final  del  inciso  19^  del  artículo  67, 
que  dice  "y  arreglar  el  ejercicio  del  patronato  en  toda 
la  Nación",  por  otra  que  diría  "que  deberán  regir  las 
relaciones  del  Estado  con  la  Iglesia  Católica",  de  tal  ma- 
nera que  el  inciso  en  su  contexto  dijera  "aprobar  o  dese- 
char los  tratados  concluidos  con  las  demás  naciones  y 
los  concordatos  con  la  Silla  Apostólica,  que  deberán  regir 
las  relaciones  del  Estado  con  la  Iglesia  Apostólica";  b) 
derogar  el  inciso  20  del  mismo  artículo  y  los  incisos  8^  y 
99  del  86;  c)  suprimir  del  artículo  108  la  frase  final  "ni 
admitir  órdenes  religiosas".  ^ 

Pero . . .  todo  ello  había  sido  decidido  en  febrero  de 
1962.  Antes  de  cumplidas  cuatro  semanas,  el  presidente 
de  la  Nación  era  confinado  a  la  isla  de  Martín  García  y 
el  orden  constitucional  se  desmoronaba  una  vez  más. 
Entre  la  obra  de  gobierno  interrumpida,  se  encontraba  la 
tenaz  labor  de  tres  años  dedicados  íntegramente  a  llevar 
a  cabo  la  transformación  del  régimen  de  relaciones  con 
la  Iglesia,  y  quedaba  diferida,  sine  die,  la  esperanza  de 
llegar  a  un  concordato  orgánico  y  definitivo. 

Sin  embargo,  la  Constitución  tiene  una  vigencia  a 
prueba  de  violaciones  e  interregnos.  No  es  ésta  la  primera 
vez  que  se  pasan  por  alto  sus  normas,  ni  sería  novedoso 
que  mañana  volviese  a  ser  puntualmente  respetada.  Nue- 
vamente podría  plantearse  entonces  el  problema  del  pa- 
tronato y  las  normas  regalistas  volverían  a  urgir  la  nece- 
sidad de  la  reforma.  Y  aunque  lógicamente  en  tal  caso, 
más  allá  de  nuestras  fronteras,  se  pondría  en  cuarentena 
al  régimen  constitucional  redivivo,  algún  día  se  retoma- 

4  En  el  afán  de  reducir  al  mínimum  las  reformas,  no  se  incluyó  la 
disposición  del  artículo  65  en  cuya  virtud  los  eclesiásticos  regulares  están 
impedidos  de  pertenecer  al  Congreso.  Se  trata  de  una  prohibición  sin 
fundamentos  valederos  y  que  está  reñida  con  el  recuerdo  de  ilustres 
miembros  del  clero  regular  que  integraron  anteriores  asambleas.  Se  Im- 
pone pues  su  supresión. 
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ría  el  hilo  de  las  interrumpidas  conversaciones.  Esta  sola 
perspectiva  bastaría  para  urgir  el  restablecimiento  del 
orden  constitucional. 

No  obstante,  cabe  reconocer  que  sería  estúpido  no 
aprovechar  la  dolorosa  lección  de  los  hechos,  y  limitarse 
a  una  restauración  pura  y  simple  del  quebradizo  imperio 
de  la  Constitución.  La  más  elemental  prudencia  política 
aconseja  tomar  conciencia  de  las  causas  y  de  los  mo- 
tivos determinantes  de  las  tan  reiteradas  crisis,  y  hacer 
un  serio  esfuerzo  para  a  justar  las  instituciones  a  las  exi- 
gencias de  la  realidad  nacional.  Sería  la  mejor  manera 
de  evitar  futuras  recaídas. 

Desde  este  punto  de  vista,  el  interregno  podría  pro- 
ducir saludables  efectos.  Es  precisamente  en  las  situacio- 
nes de  hecho  cuando  con  mayor  claridad  se  advierten  las 
diferencias  entre  lo  fundamental  y  lo  accesorio  en  el 
juego  de  los  poderes  del  Estado.  Puede  verse  así  cuánto 
hay  de  artificioso  en  las  atribuciones  conferidas  al  presi- 
dente y  al  congreso,  mientras  surge  con  mayor  nitidez 
las  bases  esenciales  de  la  vida  nacional  y  su  incidencia 
en  el  desenvolvimiento  de  las  instituciones  republicanas. 

En  lo  que  se  refiere  a  las  relaciones  de  la  Iglesia  y  el 
Estado,  todo  ello  es  de  evidencia  meridiana.  La  sola  cir- 
cunstancia de  que  la  crisis  afecte  únicamente  a  los  poderes 
civiles  sin  tocar  para  nada  a  las  estructuras  eclesiásticas, 
revela  de  por  sí  la  natural  independencia  de  la  Iglesia  y 
la  conveniencia  de  no  pretender  atarla  a  los  vaivenes  de 
la  política. 
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IX 


SOLUCION  CONCORDATARIA  PARA  LOS 
NOMBRAMIENTOS  EPISCOPALES 

La  iniciativa  pontificia 

No  es  el  "caso  argentino"  lo  que  exige  un  tratamien- 
to peculiar  e  inédito,  sino  la  "patología  del  caso  argenti- 
no". Porque  en  sí  mismo,  nuestro  caso,  — las  exigencias 
propias  de  nuestro  caso  nacional — ,  no  requiere  remedios 
especiales,  y  no  habría  razón  para  apartarse  de  las  nor- 
mas corrientes  entre  los  demás  países  de  tradición  y  con- 
textura social  católicas.  Se  trataría  simplemente  de  adap- 
tar esas  normas  a  las  características  propias  del  país,  tal 
como  se  ha  hecho  y  se  hace  en  el  resto  de  la  Cristiandad. 
Una  ligera  revista  de  los  sistemas  imperantes  en  el  mundo 
revela  cómo  la  Santa  Sede  sabe  adecuarse  a  las  circuns- 
tancias de  tiempo  y  lugar,  sin  menoscabo  de  las  reglas 
fundamentales  que  rigen  la  materia. 

En  la  disciplina  actual  de  la  Iglesia  Universal,  los 
obispos,  como  reza  el  párrafo  primero  del  canon  329, 
"son  nombrados  libremente  por  el  Romano  Pontífice". 
Cualquiera  fuese  la  ingerencia  acordada  a  entidades  canó- 
nicas o  gobiernos  civiles,  el  "nombramiento"  queda  reser- 
vado al  Papa  "libremente".  Es  decir,  el  Papa  siempre 
queda  en  libertad  de  nombrar  a  quien  le  parezca  y  estime 
conveniente.  Frente  a  este  principio  general,  poco  cuentan 
los  privilegios  para  presentar  o  indicar  nombres  conce- 
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didos  en  tiempos  pasados  a  monarcas  católicos,  jefes  de 
Estado  o  cabildos  eclesiásticos. 

Sin  embargo,  la  Santa  Sede  ha  encontrado  formas 
adecuadas  a  los  nuevos  tiempos  y  a  cada  uno  de  los 
países  en  que  la  Iglesia  desarrolla  su  actividad,  por  las 
cuales,  conservando  incólume  su  derecho  para  nombrar 
los  obispos,  toma  en  cuenta  las  circunstancias  de  ambien- 
te, las  legítimas  aspiraciones  de  los  pueblos  católicos,  las 
tradiciones  nacionales  y  la  justa  colaboración  de  los  go- 
biernos. Mediante  acuerdos  expresamente  pactados  con 
éstos,  o  por  especial  deferencia  hacia  los  estados  con  los 
cuales  mantiene  amigable  contacto,  o  por  espontánea  de- 
cisión particular,  suele  condicionar  el  ejercicio  de  sus 
privativas  facultades  a  determinados  requisitos  que  le 
permiten  escuchar  el  parecer  de  los  gobernantes  y  ase- 
guran una  mejor  armonía  entre  los  intereses  del  Estado 
y  las  conveniencias  de  la  Iglesia. 

Conviene  distinguir  los  sistemas  adoptados,  clasificán- 
dolos por  grupos  de  acuerdo  con  el  tipo  de  relaciones 
oficiales  existentes  entre  la  Iglesia  y  el  Estado.  Resulta 
así  una  primera  división  entre  los  sistemas  correspon- 
dientes a  los  Estados  que  mantienen  relaciones  diplomá- 
ticas con  la  Santa  Sede  y  a  los  que  no  las  mantienen. 
Luego,  entre  los  primeros,  cabe  diferenciar  entre  los  que 
se  basan  en  acuerdos  especiales  o  concordatos,  y  aquellos 
en  que  no  existen  fundamentos  de  ese  género;  a  su  vez, 
entre  estos  últimos  habría  que  distinguir  los  pertinentes 
a  regímenes  de  separación  o  de  unión  de  la  Iglesia  y  el 
Estado.  Asimismo,  sobre  la  base  de  tal  clasificación,  sería 
menester  efectuar  otras  distinciones  y  subdistinciones. 

El  sistema  de  la  ''notificación  oficiosa" 

En  primer  lugar  corresponde  examinar  los  sistemas 
de  nominación  imperantes  en  los  Estados  con  los  cuales 
la  Santa  Sede  mantiene  relaciones  diplomáticas  y  ha 
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concertado  acuerdos  especiales.  En  otras  palabras:  los 
regímenes  concordatarios.  Salvo  contadas  excepciones, 
rige  en  ellos  el  sistema  de  "notificación  oficiosa",  por  el 
cual,  antes  de  proceder  al  nombramiento  de  un  diocesano, 
la  Santa  Sede  comunica  el  nombre  de  su  elegido  al  go- 
bierno respectivo,  por  si  éste  tuviese  objeciones  de  carác- 
ter político  general.  Entiéndese  por  tales,  según  la  doc- 
trina, ^  los  posibles  inconvenientes  que  de  la  nominación 
del  candidato  podrían  derivarse  con  respecto  a  la  unidad 
de  la  nación  de  que  se  trate,  la  integridad  de  su  territorio 
o  el  orden  social  e  institucional  de  la  misma. 

Este  sistema  fue  establecido  por  vez  primera  en  el 
concordato  concertado  en  1886  con  el  reino  de  Montene- 
gro y,  luego,  en  los  arreglos  concluidos  con  Colombia 
(1887)  y  con  Serbia  (1914).  La  fórmula  fue  perfeccionada 
y  pasó  a  los  concordatos  de  Letonia  (1922),  Polonia 
(1925),  Lituania  (1927),  Checoslovaquia  ("modus  viven- 
di"  de  1928)  y  Rumania  (1929),  países  en  los  cuales,  a 
causa  de  la  actual  dominación  soviética,  no  tiene  ya 
vigencia.  Tiene  pleno  vigor,  en  cambio,  en  los  concorda- 
tos que  vinculan  a  la  Santa  Sede  con  Italia  (1929),  Ecua- 
dor C'modus  vivendi"  de  1937),  Portugal  (1940),  y  Re- 
pública Dominicana  (1954).  Con  ligeras  variantes  deri- 
vadas de  la  ingerencia  previa  de  los  demás  obispos  o  de 
los  cabildos  eclesiásticos  diocesanos,  reconocida  de  acuer- 
do a  viejas  tradiciones  germánicas,  existe  también  en 
los  concordatos  concertados  con  Baviera  (1925),  Prusia 
(1929),  Badén  (1933),  Alemania  (1933)  y  Austria  (1934). 
En  virtud  de  un  cambio  de  notas  efectuado  en  1890  entre 
el  secretario  de  Estado  de  Su  Santidad,  cardenal  Ram- 
polla,  y  el  gobernador  británico,  general  Simons,  se  aplica 
asimismo  a  la  isla  de  Malta;  y,  por  la  convención  de  1941, 
rige  con  modalidades  propias  para  España. 

Desglosando  de  este  grupo  de  países,  por  un  lado  los 
caídos  bajo  la  férula  comunista  y,  por  otra  parte,  los  per- 

1  Alaphridus  Ottaviani,  Institutiones  luris  Publici  Ecclesiastici,  vol.  I, 
n.  242.  Typis  Polyglotds  Vaticanis,  MCMLVIII. 
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tenecientes  al  grupo  germánico  o  que  constituyen  casos 
especiales,  quedan  como  típicos,  con  plena  vigencia  del 
sistema,  Colombia,  Italia,  Ecuador,  Portugal  y  Santo  Do- 
mingo. Por  el  concordato  celebrado  con  el  primero  en 
1887,  en  seguida  de  dejar  establecido  que  es  derecho  pro- 
pio y  especial  de  la  Santa  Sede  designar  arzobispos  y 
obispos  para  las  sedes  vacantes,  se  agrega  que,  por  una 
particular  atención  de  Su  Santidad  y  a  fin  de  conservar 
la  paz  y  la  concordia  entre  la  Iglesia  y  el  Estado,  se  pro- 
cederá a  la  provisión  de  los  cargos  "después  de  saber  si  el 
candidato  elegido  es  persona  grata  al  presidente  de  la 
República"  (artículo  XV).  A  ese  fin  quedan  acordados 
dos  procedimientos:  el  presidente  puede  sugerir  nombres 
de  eclesiásticos  que  reúnan  las  condiciones  requeridas 
para  desempeñar  el  oficio  episcopal,  y,  a  su  vez,  la  Santa 
Sede,  antes  de  nombrar  un  diocesano,  hace  conocer  al 
presidente  el  nombre  del  candidato  para  saber  si  existen 
motivos  de  orden  civil  o  político  para  oponerse  a  su 
designación.  Conviene  reparar  en  la  indicación  de  moti- 
vos de  orden  "civil",  que  fuera  empleada  un  año  antes 
en  el  concordato  con  Montenegro  y  luego  en  el  de  Serbia 
de  1914,  suprimida  en  los  arreglos  concertados  de  1922 
en  adelante. 

En  el  concordato  de  Italia  (cf.  artículo  XXV)  se  pre- 
cisa la  fórmula  con  mayor  rigor  jurídico,  dejando  esta- 
blecida la  exclusividad  del  derecho  pontificio  y  la  notifi- 
cación previa  al  gobierno  para  asegurar  la  inexistencia 
de  razones  de  carácter  político  oponibles  a  los  candidatos. 
En  el  modus  vivendi  del  Ecuador  se  agrega  el  estableci- 
miento del  plazo  de  un  mes  para  que  el  gobierno  exprese 
su  parecer,  transcurrido  el  cual  se  considera  que  no  hay 
objeción  alguna  al  nombramiento.  Los  concordatos  de 
Portugal  y  de  la  República  Dominicana  añaden,  a  su  vez, 
el  requisito  de  la  ciudadanía  para  los  candidatos,  que,  por 
el  Acuerdo  para  las  Indias  Orientales  firmado  en  1950 
con  el  gobierno  portugués,  queda  suprimido  para  varias 
diócesis. 
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En  síntesis,  en  su  forma  típica  el  régimen  de  notifi- 
cación oficiosa  ha  quedado  fijado  con  las  siguientes  mo- 
dalidades: a)  libertad  absoluta  del  Sumo  Pontífice  para 
nombrar;  b)  requisito  de  la  ciudadanía;  c)  previa  comu- 
nicación del  nombre  del  candidato  al  gobierno  para  aten- 
der objeciones  de  carácter  político  general;  d)  plazo  má- 
ximo de  treinta  días  para  expresar  la  disconformidad. 

Merece  tratamiento  aparte  la  solución  establecida  en 
la  convención  del  7  de  junio  de  1941  celebrada  entre  la 
Santa  Sede  y  España.  En  virtud  de  dicho  arreglo,  pro- 
ducida una  vacante  episcopal,  el  nuncio  apostólico  toma 
contacto  confidencial  con  el  gobierno  español  y  se  con- 
fecciona así  una  lista  que,  por  lo  menos,  contiene  tres 
nombres.  La  lista  es  enviada  por  el  nuncio  al  Sumo  Pon- 
tífice, quien  elige  una  terna  de  entre  la  cual  el  gobierno 
toma  un  nombre  que  presenta  al  Pontífice  como  su  can- 
didato. Si  la  lista  originaria  no  le  agrada,  el  Papa  queda 
en  libertad  de  formar  la  terna  a  su  discreción,  salvo  el 
derecho  reconocido  al  gobierno  para  objetar  "por  razones 
de  política  general"  cualquiera  de  los  nombres  o  todos 
ellos. 

Lo  importante  del  sistema  es  que  el  gobierno  opta 
dentro  de  una  terna  que  confecciona  el  Papa,  quien,  a  su 
vez,  escucha  al  gobierno  antes  de  nombrar  a  sus  candi- 
datos. La  ingerencia  del  poder  civil  queda  circunscripta 
por  la  iniciativa  pontificia  y  la  limitación  a  tres  del  nú- 
mero de  los  presentables,  aparte  de  que  el  nombramiento 
definitivo  y  la  institución  canónica  quedan  lógicamente 
reservados  al  Santo  Padre. 

Hay  pues  allí  terna  y  presentación,  pero  funcionan 
en  forma  diferente  a  la  de  la  letra  constitucional  argen- 
tina. Sin  embargo,  si  bien  se  mira,  el  procedimiento  coin- 
cide en  sus  grandes  líneas  con  la  práctica  argentina,  ya 
que  lo  habitual  en  ésta  es  que  la  terna  sea  votada  por 
el  Senado  previo  un  acuerdo  confidencial  con  el  nuncio. 
Por  lo  demás,  la  convención  de  1941  resolvió  un  problema 
muy  semejante  al  del  "modus  vivendi"  argentino.  El  go- 
bierno español  pretendía  que  fuesen  mantenidos  sus  anti- 
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guos  privilegios  emergentes  del  patronato  reconocido  a  la 
corona  en  concordatos  anteriores,  y,  mediante  el  procedi- 
miento acordado,  se  halló  la  manera  de  conciliar  sus  pre- 
tensiones con  la  disciplina  actual  de  la  Iglesia. 

Siguiendo  el  ejemplo  español,  la  solución  para  el 
caso  argentino  podría  haber  consistido  en  hacer  del  pro- 
cedimiento constitucional  el  instrumento  mediante  el  cual 
el  gobierno  expresase  su  conformidad  con  las  designacio- 
nes pontificias.  Era,  en  último  análisis,  institucionalizar 
la  praxis  que  se  observó  puntualmente  en  ocasión  de  to- 
dos y  cada  uno  de  los  nombramientos  episcopales  realiza- 
dos entre  1958  y  1962.  Pero . . .  con  todo  el  caso  argentino 
tenía  sus  ribetes  peculiares  y  exigía  un  tratamiento  muy 
peculiar  e  inédito.  Al  menos  así  pude  comprobarlo  per- 
sonalmente. 

Entre  los  sistemas  concordatarios  corresponde  refe- 
rirse también  al  de  Haití  con  su  régimen  de  nominación 
semejante  al  del  concordato  napoleónico.  Se  trata  de  un 
régimen  de  excepción,  de  una  mera  supervivencia  histó- 
rica, cuya  aplicación  se  presta  a  dificultades  y  ha  susci- 
tado inconvenientes  serios.  Es  similar  el  caso  de  Alsacia 
y  Lorena,  en  Francia;  aunque  éste  no  ha  provocado  tro- 
piezos. 

Los  nombramientos  sin  concordato 

En  los  estados  con  los  cuales  la  Santa  Sede  mantiene 
relaciones  diplomáticas  pero  no  tiene  acuerdos  concerta- 
dos, la  designación  de  prelados  es  enteramente  libre  para 
el  Sumo  Pontífice,  sin  consultas  previas.  Sin  embargo,  por 
amigable  deferencia,  suele  comunicarse  con  anticipación 
el  nombre  de  los  diocesanos  designados,  y,  tratándose  de 
sedes  de  gran  importancia,  hasta  se  escuchan  las  posibles 
objeciones  de  carácter  político  general.  Como  es  lógico, 
todo  esto  depende  de  la  índole  de  cada  país,  ya  que,  en 
este  grupo  de  países,  entran  naciones  de  fuerte  tradición 
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católica  junto  a  otras  de  tendencias  predominantemente 
heréticas  o  musulmanas  y  paganas. 

Como  arquetipo  podría  señalarse  aquí  el  caso  de 
Francia.  Aplacados  los  excesos  del  período  revolucionario 
iniciado  en  1789,  las  relaciones  de  la  Iglesia  y  el  Estado 
fueron  regidas  por  el  concordato  de  1801,  que  restableció 
muchos  privilegios  e  instituciones  del  antiguo  régimen, 
hasta  que  se  produjo  la  ruptura  de  1905  con  la  denuncia 
del  concordato  y  la  introducción  decidida  del  laicismo. 
En  1921  se  reanudaron  las  relaciones  diplomáticas  con  la 
Santa  Sede  y  desde  entonces  ésta  notifica  oficiosamente 
las  designaciones  episcopales  que  podrían  interesar  al 
gobierno,  salvo  las  formalidades  para  el  régimen  especial 
para  Alsacia  y  Lorena  que  se  rigen  por  el  concordato. 

En  cuadro  aparte  deben  colocarse  los  Estados  que, 
manteniendo  relaciones  diplomáticas  normales  alegan,  sin 
embargo,  privilegios  y  tratan  de  ejercerlos,  a  su  manera, 
contra  el  parecer  de  la  Santa  Sede.  Es  la  situación  de  la 
Argentina,  del  Paraguay  y  de  Venezuela.  Los  tres  invo- 
can como  título  la  herencia  de  la  corona  española  y, 
apoyados  en  ella,  reclaman  las  prerrogativas  del  patro- 
nato y  las  atribuciones  que  el  regalismo  borbónico  asig- 
naba a  los  soberanos. 

Finalmente,  correspondería  referirse  a  los  Estados  que 
no  mantienen  relaciones  diplomáticas  con  la  Santa  Sede. 
No  caben  con  ellos  consultas  de  género  alguno,  y  las  de- 
signaciones son  enteramente  libres.  Con  todo,  podrían 
distinguirse  entre  ellos  tres  categorías:  en  una  estarían 
aquellos  que,  sea  por  misiones  especiales  o  por  visitas 
oficiales,  suelen  tener  algún  trato  público  con  el  Sumo 
Pontífice;  en  otra  categoría  estarían  los  que  tiranizan  y 
persiguen  a  la  Iglesia,  y,  entre  ambas  categorías,  una 
tercera,  de  variados  matices,  donde  encuadrarían  todos 
aquellos  que  desconocen  oficialmente  a  la  Santa  Sede,  la 
ignoran  o  no  han  tenido  ocasión  de  entablar  relaciones 
oficiales  con  ella. 
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Cómo  seria  el  régimen  concordatario  argentino 

'  ¡   '  '  •  i^:'^¡ 

En  lo  que  a  nuestro  país  respecta,  una  vez  elegido  el 
camino  de  la  reforma  constitucional  resultaría  muy  fácil 
ponerse  de  acuerdo  con  la  Secretaría  de  Estado  de  Su 
Santidad.  Derogado  el  inciso  8^  del  artículo  86,  el  go- 
bierno argentino  quedaría  con  las  manos  libres  para  for- 
malizar un  acuerdo  sobre  la  base  del  sistema  de  la  noti- 
ficación oficiosa,  corriente  en  los  últimos  concordatos. 
Entretanto,  cabría  proseguir  las  conversaciones  y  hasta 
concluir  quizá  un  arreglo  parcial  que  fuese  preparando  el 
terreno  para  el  nuevo  régimen  de  nominación  de  obispos. 

Con  ese  propósito,  en  1961,  retomé  el  último  texto  que 
dejara  al  cardenal  Tardini  y,  a  fin  de  evitar  cualquier 
reminiscencia  de  la  "terna",  en  vez  de  aquello  de  que  la 
Santa  Sede  comunicaría  el  nombre  del  candidato  con  dos 
eventuales  substitutos,  recurrí  al  empleo  genérico  del 
plural,  lo  cual  permitía  establecer  el  requisito  de  comu- 
nicar "los  nombres  de  los  candidatos"  y  dejar  que  en  la 
práctica  se  fuese  buscando  la  manera  de  pasar  del  actual 
"modus  vivendi"  de  hecho  al  futuro  régimen  cabal  de 
derecho.  Pero,  al  fin  de  cuentas,  quedó  manifiesta  la  con- 
veniencia de  prescindir  de  preocupaciones  emergentes  del 
patronato  próximo  a  derogarse,  y  adoptar  de  lleno  un 
lenguaje  que  no  se  prestase  a  equívocos. 

Al  entregar  al  cardenal  Tardini  la  primera  propuesta 
formal  sobre  los  nombramientos  episcopales  (7  de  enero  de 
1959),  le  había  dejado  también  un  artículo  por  el  cual 
quedaría  establecido  para  todas  las  designaciones  de  obis- 
pos auxiliares,  administradores  apostólicos,  etc.,  el  sistema 
de  la  notificación  oficiosa  y  se  acordaba  al  gobierno  ar- 
gentino el  derecho  a  formular  objeciones  de  carácter  polí- 
tico general  dentro  del  término  de  treinta  días.  Pero, 
evidentemente,  salvo  el  caso  de  los  coadjutores  con  dere- 
cho de  sucesión,  la  Santa  Sede  no  suele  conceder  en  tales 
casos  este  derecho.  A  lo  sumo,  para  los  vicarios  castrenses, 
acepta  el  previo  acuerdo.  De  ahí,  pues,  que  en  los  pro- 
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yectos  ulteriores  eliminara  semejante  requisito,  e  invo- 
lucrara a  los  con  derecho  de  sucesión  en  el  caso  de  los 
residenciales. 

En  definitiva,  en  el  concordato  argentino  los  nom- 
bramientos de  los  obispos  y  prelados  en  general,  así  como 
los  de  sus  auxiliares  y  colaboradores,  quedarían  reglados 
por  los  siguientes  artículos: 

"1.  —  Antes  de  proceder  al  nombramiento  de 
arzobispos  u  obispos  residenciales  o  de  sus  coad- 
jutores con  derecho  a  sucesión,  la  Santa  Sede  co- 
municará al  Gobierno  Argentino  el  nombre  del 
elegido  a  fin  de  saber  si  éste  tiene  objeciones  de 
carácter  politico  general.  Las  negociaciones  per- 
tinentes se  efectuarán  por  vía  diplomática  con  la 
mayor  celeridad  posible  y  tendrán  carácter  se- 
creto. 

"II.  —  Cuando  por  causas  graves  y  especiales 
la  Santa  Sede  considerase  necesario  confiar  el 
gobierno  de  una  diócesis,  sea  en  sede  plena,  sea 
en  sede  vacante,  a  un  administrador  apostólico, 
lo  hará  saber  al  Gobierno  Argentino  notificándole 
el  nombre  de  la  persona  designada  para  desempe- 
ñar las  funciones  respectivas. 

"III.  —  Los  arzobispos  u  obispos  residenciales, 
sus  coadjutores,  los  administradores  apostólicos 
y  el  vicario  castrense  deberán  ser  ciudadanos  ar- 
gentinos. Por  lo  demás,  las  autoridades  eclesiásti- 
cas podrán  valerse  de  los  servicios  y  de  la  coope- 
ración de  clérigos  extranjeros  y  confiarles  digni- 
dades, oficios  y  beneficios  eclesiásticos. 

"IV.  —  La  erección,  modificación  o  supresión 
de  parroquias,  beiieficios  y  oficios  eclesiásticos,  asi 
como  el  nombramiento  de  vicarios  generales,  ofi- 
ciales de  curia,  párrocos  o  de  cualquier  funciona- 
rio con  oficio  eclesiástico,  serán  efectuados  por  las 
autoridades  eclesiásticas  competentes  de  acuerdo 
con  las  normas  del  derecho  canónico.  Sin  embargo 
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Zas  autoridades  eclesiásticas  comunicarán  al  Go- 
bierno los  nombramientos  de  los  vicarios  y  de  los 
párrocos." 

El  primero  de  estos  artículos  importaría  la  adap- 
tación lisa  y  llana  del  régimen  de  notificación  oficiosa. 
En  algunos  concordatos  se  establece  un  plazo  de  quince  o 
de  treinta  días  dentro  del  cual  deben  ser  formuladas  las 
posibles  objeciones,  transcurrido  el  cual  se  considera  que 
existe  conformidad.  No  creo,  sin  embargo,  que  sea  indis- 
pensable, y  dudo  de  su  conveniencia. 

La  notificación  de  que  se  habla  en  el  segundo  ar- 
tículo carece  del  sentido  de  consulta  que  tiene  la  del 
anterior.  Se  trata  simplemente  de  un  acto  de  cortesía, 
mediante  el  cual  se  evita  la  posibilidad  de  que  el  Gobier- 
no se  entere  "por  los  diarios"  de  actos  y  designaciones 
cuya  importancia  estaría  demás  destacar.  En  manera  al- 
guna esa  notificación  podría  dar  pie  a  una  ingerencia  del 
Estado  en  cuestiones  que  son  privativas  de  la  Sede  Apos- 
tólica. 

En  el  tercero  se  resuelve  un  punto  que  en  otras  partes 
ha  sido  objeto  de  discusión.  Sin  reparar  en  el  caso  ex- 
tremo y  sobremanera  áspero  de  Haití,  cabría  señalar  que 
precisamente  esta  cuestión  fue  el  escollo  con  que  trope- 
zaron las  negociaciones  emprendidas  no  hace  mucho  por 
Venezuela,  tendientes  a  reemplazar  su  arcaico  régimen, 
semejante  al  nuestro,  por  un  concordato.  El  gobierno 
venezolano  habría  insistido  en  el  requisito  de  la  naciona- 
lidad de  origen,  lo  cual,  dada  sobre  todo  la  escasez  de 
clero  nacional,  implicaría  un  serio  estorbo  para  la  elec- 
ción de  prelados.  Entre  nosotros  no  podría  haber  problema 
al  respecto,  ya  que  en  nuestra  legislación  y  en  nuestras 
costumbres,  la  ciudadanía,  fácilmente  alcanzable,  abre 
las  puertas  a  cualquier  función  pública,  salvo  rarísimas 
excepciones,  como  la  presidencia  o  vicepresidencia  de  la 
Nación. 

El  cuarto,  aparte  de  consagrar  en  el  orden  nacional 
un  régimen  de  auténtica  libertad  de  acción  para  las  auto- 
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ridades  eclesiásticas,  fija  una  norma  de  conducta  en  cuan- 
to a  designaciones  de  cierta  significación,  requerida  por 
la  propia  índole  de  las  funciones  a  que  se  refieren  y  por 
la  estrecha  vinculación  de  la  Iglesia  y  el  Estado  en  el 
desenvolvimiento  cotidiano  de  la  vida  nacional. 

No  sería,  por  lo  demás,  vano  formulismo  referirse  en 
el  concordato  a  la  organización  de  la  jerarquía.  Entraña- 
ría, en  vez,  la  sabia  precaución  de  darle  un  sólido  estatuto 
legal  y  de  fijar  una  regla  segura  para  cualquier  modifica- 
ción futura  que  supondría  siempre  un  previo  acuerdo 
entre  el  Sumo  Pontífice  y  el  gobierno  nacional.  El  esta- 
blecimiento de  las  jurisdicciones  diocesanas  implicaría 
asimismo  reconocer  al  Estado,  por  parte  de  la  Santa 
Sede,  alguna  ingerencia  en  el  asunto,  o,  si  se  prefiere, 
convalidar,  colocándola  en  sus  justos  límites,  la  que  ahora 
pretende  ejercer. 

No  a  otra  causa  responde  la  inclusión  en  el  proyecto 
de  concordato  del  artículo  que  sigue: 

"La  Jerarquía  Católica  queda  así  organizada 
en  la  República  Argentina:  a)  La  Provincia  Ecle- 
siástica de  Buenos  Aires,  que  comprende...  (y 
sigue  la  enumeración  de  todas  las  provincias  ecle- 
siásticas con  sus  diócesis  respectivas). 

El  Arzobispo  de  Buenos  Aires  tiene  el  título 
de  Primado  de  la  Argentina,  en  virtud  de  lo  cual 
el  Estado  Argentino  le  reconoce  un  especial  rango 
de  honor. 

Para  la  erección  de  nuevas  diócesis  o  cual- 
quier otro  cambio  de  circunscripciones  diocesanas, 
la  Santa  Sede  se  pondrá  previamente  de  acuerdo 
con  el  Gobierno  Argentino. 

Independientemente  de  las  jurisdicciones  dio- 
cesanas, existen  el  Vicariato  Castrense,  establecido 
por  la  convención  del  28  de  junio  de  1957,  y  el 
ordinariato  para  la  dirección  espiritual  de  los 
fieles  de  ritos  orientales". 
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Algunas  normas  e  inmunidades  complementarias 

Complemento  obligado  de  estos  cuatro  artículos  refe- 
rentes a  las  autoridades  eclesiásticas,  serían  las  disposicio- 
nes relativas  a  los  clérigos  y  religiosos  en  general,  que 
importan  un  reconocimiento  y  una  garantía  de  la  potestad 
episcopal.  Incluidas  en  casi  todos  los  concordatos  moder- 
nos, forman  un  conjunto  de  normas  sobre  el  estado  cleri- 
cal. Algunos,  como  la  señalada  en  el  artículo  III,  están 
incorporados  desde  siempre  a  nuestro  ordenamiento  ins- 
titucional y  han  sido  expresamente  proclamadas  en  la 
declaración  sobre  libertad  religiosa  que  tiene  a  estudio 
la  Comisión  de  Derechos  Humanos  de  la  Organización 
de  las  Naciones  Unidas.  Otras,  como  la  del  IV,  pertenecen 
a  nuestros  usos  y  costumbres.  A  todas  ellas  habría  que 
agregar  los  artículos  transcriptos  en  el  capítulo  V  con 
los  números  III  y  IV.  En  el  proyecto  dicen  así: 

"1.  —  Los  eclesiásticos  estarán  exentos  de  cual- 
quier impuesto,  tasa  o  contribución,  en  razón  del 
ejercicio  de  su  ministerio  sacerdotal.  Los  actos, 
edictos,  avisos  y  actas  referentes  a  ese  mismo  mi- 
nisterio quedarán  también  exentos  de  cualquier 
impuesto,  tasa  o  contribución. 

"II.  —  Los  eclesiásticos  no  podrán  ser  interro- 
gados por  jueces  u  otras  autoridades  sobre  hechos 
o  asuntos  cuya  noticia  les  haya  sido  confiada  en 
el  ejercicio  del  sagrado  ministerio  y  que,  por  lo 
tanto,  caen  bajo  el  secreto  de  su  oficio  espiritual. 

"111.-— Las  causas  criminales  contra  los  clé- 
rigos o  religiosos  imputados  por  delitos  previstos 
en  las  leyes  penales  de  la  República,  serán  juz- 
gados por  los  Tribunales  del  Estado.  La  autoridad 
judicial  avocada  al  conocimiento  de  la  causa  de- 
berá informar  al  Ordinario  del  lugar  la  iniciación 
de  la  misma  y  transmitirle  el  resultado  de  la 
instrucción  así  como  las  sentencias  que  recayeren. 

"IV.  —  En  caso  de  detención  o  de  arresto,  los 
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eclesiásticos  y  religiosos  serán  tratados  con  el  mi- 
ramiento debido  a  su  estado  y  su  grado.  En  caso 
de  condena,  cumplirán  las  penas  privativas  de  la 
libertad  en  lugares  especiales,  a  menos  que  hu- 
biesen sido  reducidos  al  estado  laical  por  los  pre- 
lados competentes. 

"Y.  —  Será  prohibido  y  castigado  el  uso  de 
hábito  eclesiástico  por  seglares  o  por  clérigos  y 
religiosos  a  quienes  la  autoridad  religiosa  compe- 
tente hubiese  declarado  indignos  de  llevarlo". 

Y  para  asegurar  a  los  prelados  y  sus  colaboradores 
una  amplia  libertad  de  acción  pastoral,  de  manera  tal 
que  su  apostolado  y  su  caridad  pueda  llegar  a  todos  los 
necesitados  del  uno  y  la  otra  (dejando,  por  cierto,  para 
otro  lugar  la  necesaria  intervención  en  el  orden  educati- 
vo) ,  sería  el  siguiente  artículo,  inspirado  en  el  artículo  33 
del  concordato  español  y  en  el  19  de  la  República  Do- 
minicana: 

"El  Gobierno  Argentino,  de  acuerdo  con  la 
competente  autoridad  eclesiástica,  proveerá  lo  ne- 
cesario para  que  en  los  hospitales,  sanatorios,  es- 
tablecimientos penitenciarios  y  correcionales,  asi- 
los, orfanatos  y  entes  similares,  se  asegure  una 
conveniente  asistencia  religiosa  a  los  acogidos  en 
ellos.  A  tal  fin  se  dotará  a  dichos  establecimientos 
áe  los  capellanes  necesarios,  y,  en  todo  caso,  se 
permitirá  el  libre  acceso  y  el  ejercicio  de  la  asis- 
tencia espiritual  al  párroco  del  lugar  o  a  un  sacer- 
dote encargado  por  el  Ordinario  competente." 
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X 


EL  TEMA  DE  LA  EDUCACION 


Enseñanza  laica  y  libertad  de  enseñanza  ^ 

Sin  poder  invocar  siquiera  a  su  favor  la  rancia  tra- 
dición del  regalismo  y  el  patronato,  el  laicismo,  introduci- 
do en  la  enseñanza  y  en  el  matrimonio  a  fines  del  si- 
glo XIX,  es  el  factor  de  perturbación  más  importante  que 
aún  hoy  dificulta  el  ordenamiento  de  las  relaciones  de  la 
Iglesia  y  el  Estado.  Más  que  al  margen  de  la  Constitución, 
fue  impuesto  en  contra  de  ella  misma.  A  pesar  de  las 
numerosas  disposiciones  constitucionales  que  presuponen 
una  concepción  católica  de  los  poderes  públicos  y  de  los 
derechos  individuales,  fue  injertado  en  las  raíces  de  la 
educación  popular  y  de  la  vida  cotidiana  de  la  familia 
argentina.  Hoy,  no  lejos  de  cumplirse  el  centenario  de 
su  primera  aparición  en  el  horizonte  nacional,  es  más 
evidente  que  nunca  la  necesidad  — y  la  urgencia —  de 
terminar  con  él  y  de  preservar  a  la  nación  de  sus  funestas 
consecuencias. 

La  posición  naturalista  y  anticristiana,  que  significó 
en  su  momento  el  laicismo  liberal,  es  ahora  una  realidad 
que,  bajo  los  regímenes  marxistas,  alcanza  contornos  en- 
tonces insospechados,  o,  si  sospechados,  no  imaginados  en 

1  De  este  punto  me  ocupé  en  el  opúsculo  Enseñanza  Libre  y  Mo- 
nopolio, dentro  de  la  serie  de  Cuadernos  Argentinos,  de  las  Ediciones 
Sigla,  Buenos  Aires,  1958. 
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toda  su  amplitud.  Y,  sin  embargo,  los  principios  en  que 
el  totalitarismo  comunista  y  ateo  apoya  su  lucha  contra 
la  educación  cristiana  siguen  siendo  los  mismos  que  es- 
grimían los  liberales  contra  los  derechos  de  la  Iglesia  en 
el  campo  de  la  enseñanza.  El  comunismo  ha  logrado  una 
formulación  más  sintética,  quizá  más  franca  y  jurídica- 
mente más  precisa,  que,  en  substancia,  interpreta  y  lleva 
a  sus  extremas  consecuencias  aquello  que  los  liberales 
postularan.  Nada  más  ilustrativo  al  respecto  que  los  de- 
bates desarrollados  en  la  Cámara  de  Diputados  del  con- 
greso nacional  en  1878  sobre  la  libertad  de  enseñanza  y 
en  1883  sobre  la  enseñanza  laica.  Es  notable  observar  la 
coincidencia  de  las  invectivas  de  Vicente  Fidel  López 
contra  aquella  libertad  con  los  denuestos  de  Onésimo  Le- 
guizamón  contra  la  educación  católica,  y  advertir  cómo 
Eduardo  Wilde,  que  se  había  opuesto  a  la  libertad  de 
enseñanza  en  1878,  defendió  tenazmente  el  laicismo  en 
1883...  La  síntesis  más  acabada,  mejor  armonizada,  de 
todo  ese  conjunto  de  sofismas,  aparentemente  tan  contra- 
dictorios entre  sí,  ha  sido  dada  en  el  artículo  124  de  la 
constitución  soviética  de  1936;  "Con  el  fin  de  asegurar 
a  los  ciudadanos  la  libertad  de  conciencia,  la  Iglesia  queda 
separada  del  Estado,  y  toda  enseñanza  separada  de  la 
Iglesia". 

Con  todo,  aún  quedan,  en  nuestro  país,  liberales  lai- 
cistas aferrados  al  pretendido  neutralismo  de  la  ley  1420. 
Desgraciadamente,  el  interregno  abierto  por  el  decreto-ley 
Martínez  Zuviría  de  1943  quedó  cerrado,  en  el  orden 
nacional,  en  abril  de  1955.  A  partir  de  septiembre  de  ese 
año  y  sobre  todo  después  de  1958  en  varias  provincias  se 
volvió  al  sistema  de  la  enseñanza  optativa  de  la  religión  y, 
en  el  orden  nacional,  se  desarrolló  el  sano  principio  de  la  li- 
bertad de  enseñanza,  cuyos  beneficios  en  el  plano  universi- 
tario afianzó  la  Ley  Domingorena  e  hizo  efectivos,  para  la 
enseñanza  media,  la  prudente  gestión  ministerial  del  doc- 
tor Luis  R.  Mac  Kay. 

Las  dificultades  políticas  que  rodearon  el  gobierno 
del  doctor  Frondizi  no  impidieron  ganar  la  gran  batalla 
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de  la  libertad  de  enseñanza.  Se  logró  así  una  conquista 
que,  sin  lugar  a  dudas,  ha  de  redundar  en  bien  de  las 
generaciones  venideras  provocando  una  renovación  en 
los  métodos  y  sistemas  de  estudio  y  terminando  con  el 
cerrado  totalitarismo  estatal  del  régimen  anterior.  Ello 
ya  se  está  haciendo  sentir  no  sólo  en  el  plano  superior 
de  la  enseñanza,  donde  han  surgido  universidades  de  la 
Iglesia  que  honran  a  la  nación,  sino  también  en  la  en- 
señanza elemental  y  secundaria,  donde  las  congregaciones 
religiosas  pueden  desenvolverse  ahora  en  un  ambiente  de 
franca  libertad,  sin  contar  el  campo  de  acción  que  queda 
abierto  para  las  escuelas  parroquiales. 

Pero  queda  todavía  mucho  por  hacer.  El  principio 
de  la  libertad  de  enseñanza  debe  penetrar  en  el  seno 
mismo  de  las  escuelas  e  institutos  del  Estado  mediante  la 
reimplantación  de  la  enseñanza  optativa  y  voluntaria  de 
la  Religión.  Así  lo  ha  sostenido  nuestro  país  en  el  orden 
internacional,  de  acuerdo,  por  otra  parte,  con  la  tesis 
aceptada  en  la  Organización  de  las  Naciones  Unidas.  Esta 
necesaria  reforma  no  solo  tendrá  que  ser  francamente 
injertada  en  los  establecimientos  nacionales,  del  Estado 
Nacional,  sino  que  deberá  extenderse  a  las  escuelas  pro- 
vinciales, que  aún  mantienen  el  laicismo.  Y  para  dar  de- 
finitiva estabilidad  a  la  enseñanza  libre  en  toda  su  am- 
plitud, habrá  que  llegar  a  un  acuerdo  con  la  Santa  Sede 
con  respecto  a  todos  y  cada  uno  de  estos  puntos  llama- 
dos a  integrar  el  concordato.  Más  aún:  el  concordato  no 
podría  limitarse  a  precisar  los  derechos  de  la  Iglesia  para 
establecer  escuelas  y  ordenar  la  educación  católica,  sino 
que  deberá  afirmar  el  acervo  espiritual  argentino  pre- 
servándolo de  los  peligros  que  lo  acechan. 

Anteproyecto  de  concordato 

En  1958  redacté  en  Roma  el  primer  anteproyecto  para 
el  articulado  sobre  enseñanza.  Con  algunas  ligeras  modi- 
ficaciones, ese  anteproyecto,  luego  de  las  debidas  consul- 


151 


tas,  formó  parte  de  toda  la  serie  que  al  final  de  1961 
sometí  a  consideración  del  gobierno  nacional  y,  sobre  cuya 
base,  en  febrero  de  1962,  el  presidente  de  la  República 
me  autorizó  a  llevar  adelante  las  gestiones  para  un  acuer- 
do definitivo  con  la  Santa  Sede.  En  síntesis,  contemplaba 
cuatro  puntos  que,  en  la  materia,  son  fundamentales: 
libertad  de  enseñanza;  respeto  de  las  conciencias;  ense- 
ñanza religiosa;  enseñanza  catequística.  Estos  cuatro  pun- 
tos eran  encarados  con  respecto  a  las  escuelas  e  institutos 
de  la  Iglesia  y  con  respecto  a  los  establecimientos  del 
Estado. 

Lo  más  urgente  era  consolidar  lo  hecho  en  torno  a 
la  libertad  de  enseñanza.  La  inclusión  del  tema  en  un 
convenio  tendría  la  virtud  de  robustecer  la  obra  realizada 
poniéndola  a  cubierto  de  cualquier  posible  e  improvisada 
reforma  futura.  No  implicaría  renunciar  a  cualquier  ac- 
ción ulterior,  pero  sí  a  la  improvisación  unilateral  en 
materia  tan  importante,  que,  lógicamente,  requiere  el 
concurso  de  la  Iglesia  y  el  Estado  en  beneficio  del  pueblo 
de  la  nación.  Por  lo  demás,  se  trataba  de  dar  forma  con- 
cordataria a  las  bases  contenidas  en  la  constitución  na- 
cional y  a  las  normas  legales  que  las  aplican,  en  especial 
el  artículo  28  de  la  ley  14.557  (Ley  Domingorena)  y  su 
excelente  decreto  reglamentario. 

El  primer  artículo  comprendía,  pues,  tres  partes: 

"A  —  El  Estado  Argentino  garantiza  a  la  Igle- 
sia plena  libertad  de  establecer  y  mantener  escue- 
las y  universidades  de  cualquier  orden  y  grado. 

B  —  Los  certificados  y  comprobaciones  esco- 
lares expedidos  por  los  establecimientos  de  ense- 
ñanza primaria,  secundaria,  normal  y  especial 
dependientes  de  la  Iglesia,  cuyos  planes  y  métodos 
de  estudio  sean  semejantes  a  los  correspondientes 
del  Estado,  tendrán  la  misma  fuerza  que  los  otor- 
gados por  éstos. 

C  —  El  Estado  reconocerá  los  títulos  y  diplo- 
mas académicos  expedidos  por  los  institutos  uni- 
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versitarios  dependientes  de  la  Iglesia,  siempre 
que  en  los  mismos  se  imparta  una  enseñanza  cul- 
tural, científica  o  técnica  equivalente  a  la  de  las 
universidades  oficiales.  Sin  embargo,  la  habilita- 
ción para  el  ejercicio  de  las  profesiones  liberales 
podrá  condicionarse  a  una  previa  comprobación, 
en  cada  caso,  de  la  aptitud  reglamentariamente 
requerida." 

En  el  apartado  A  se  establece  el  principio  y  se  pro- 
clama el  derecho  de  la  Iglesia  a  enseñar  y  a  difundir  la 
doctrina  cristiana  en  institutos  fundados  y  regenteados 
por  ella.  Su  enunciado  es  una  mera  explicitación,  siste- 
matizada con  referencia  a  la  Iglesia  como  institución  de 
derecho  público,  de  cuanto  contienen  expresa  e  implíci- 
tamente los  artículos  14  y  concordantes  de  la  Constitución. 
Estaría  demás  recalcar  que  es  un  derecho  reconocido  en 
casi  todos  los  países  civilizados  y  que  difícilmente  la 
Santa  Sede  firmaría  un  concordato  que  no  lo  estableciera. 

Por  el  apartado  B,  se  reconoce  efectiva  validez  a  los 
estudios  realizados  en  los  establecimientos  escolares  de 
que  se  trata.  El  régimen  anterior  a  1958  dejaba  bastante 
que  desear  en  este  aspecto,  ya  que,  a  pesar  del  reconoci- 
miento formal  del  principio  de  libertad,  el  sistema  de  las 
incorporaciones  hacía  de  los  institutos  fundados  por  la 
Iglesia  meras  entidades  privadas  de  enseñanza,  auxiliares 
de  las  escuelas  estatales.  Las  modificaciones  realizadas 
durante  los  cuatro  años  posteriores  a  esa  fecha  fueron 
transformando  substancialmente  las  cosas  y  haciendo  efec- 
tiva aquella  libertad  tantas  veces  proclamada.  La  norma 
concordataria  propuesta  sería  el  coronamiento  lógico  de 
la  tarea  llevada  a  cabo  en  esos  años. 

El  apartado  C,  es  consecuencia  directa  de  la  Ley 
Domingorena;  es,  diríase,  su  expresión  concordataria.  Y  no 
sería  exageración  afirmar  que  ha  de  constituir  un  modelo 
para  todos  aquellos  estados  que  se  propongan  de  veras 
asegurar  a  la  Iglesia  el  derecho  de  fundar  universidades, 
de  promover  altos  estudios  y  de  formar  profesionales. 
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Cuando  se  trata  de  una  nación  como  la  nuestra,  de 
arraigada  tradición  católica,  la  Iglesia  no  puede  confor- 
marse con  esa  indispensable  libertad.  Se  requiere,  además, 
formular  una  declaración  francamente  defensiva  de  los 
fundamentos  de  la  Fe,  de  que  en  la  enseñanza  pública 
del  Estado  no  se  atentará  contra  los  principios  religiosos 
ni  se  corromperá  la  conciencia  moral  de  los  estudiantes. 
Y  se  impone  una  afirmación  de  la  índole  católica  de  la 
nación,  además  de  sostener  el  derecho  que  todos  los  ciu- 
dadanos tienen  a  que  se  respete  la  religión  que  recibieron 
de  sus  mayores  y  se  les  permita  formar  sus  conciencias 
dentro  de  los  módulos  de  la  misma.  La  Santa  Sede  acos- 
tumbra a  recalcar  este  aspecto  del  problema  cada  vez 
que  un  Estado  católico  entabla  negociaciones  en  torno  al 
tema  de  la  enseñanza  pública,  y  en  los  últimos  concorda- 
tos existen  expresas  disposiciones  al  respecto. 

Aparte  de  los  derechos  de  la  Iglesia  emergentes  del 
mandato  divino,  la  educación  religiosa  tiene,  así,  un  doble 
fundamento:  la  tradición  nacional  y  el  derecho  individual 
del  educando.  Los  laicistas  desconocieron  la  primera  por 
racionalistas,  y  negaron  el  segundo  por  sectarios.  Preten- 
dieron substituir  aquella  con  una  vaga  e  imprecisa  reli- 
giosidad cívica,  y  reemplazar  ese  natural  derecho  con  la 
falsa  libertad  de  negar  la  Verdad.  Falso  concepto  de  la 
libertad  esgrimido  por  el  comunismo  soviético  para  pro- 
clamar que  "la  libertad  de  profesión  religiosa  y  de  pro- 
paganda antirreligiosa  son  reconocidas  a  todos  los  ciuda- 
danos". Para  abrir,  pues,  mejores  perspectivas  a  las  nue- 
vas generaciones  argentinas,  propuse  el  siguiente  artículo: 

"íí.  —  En  sus  escuelas  y  en  sus  planes  de  en- 
señanza, el  Estado  Argentino  tendrá  en  cuenta  la 
tradición  católica  de  la  Nación  y  el  derecho  de  los 
educandos  a  ser  formados  en  su  propia  religión. 
Las  obligaciones  escolares  serán  dispuestas  de  ma- 
nera que  los  alumnos  católicos  puedan  recibir  ins- 
trucción religiosa,  observar  los  feriados  y  cumplir 
sus  deberes  con  la  Iglesia." 


154 


El  artículo  transcripto,  en  su  primera  parte,  es  una 
declaración  de  principios,  y,  en  su  segunda,  contiene  una 
norma  general.  Para  hacerlo  aplicable  dentro  de  la  orga- 
nización escolar  argentina,  interesa  distinguir  los  diversos 
tipos  de  establecimientos  actualmente  existentes  o  que 
podrían  existir  en  el  futuro.  La  concurrencia  de  la  nación 
y  las  provincias  en  la  tarea  educacional  plantea,  asimismo, 
situaciones  que  conviene  aclarar  de  antemano  para  evitar 
interpretaciones  retaceadas  o  erróneas. 

Sin  ser  excluyente  de  la  facultad  de  la  Nación  para 
fundar  escuelas  elementales,  ni  mucho  menos  de  la  po- 
sibilidad de  que  lo  hagan  los  municipios,  la  enseñanza 
primaria  oficial  está  a  cargo  de  los  gobiernos  provinciales 
y  sólo  subsidiariamente  del  nacional.  Fundándose  en  el 
artículo  5  de  la  Constitución,  ha  sido  considerada  una 
obligación  típicamente  provincial.  Pero  ello  no  quiere 
decir  que  el  gobierno  nacional  carezca  de  atribuciones 
para  dar  orientaciones  generales  a  esa  enseñanza  ni  que 
la  imposición  del  laicismo  pueda  ser  efectuada  por  los 
gobiernos  provinciales.  Aparte  de  lo  dispuesto  en  el 
inciso  16^  del  artículo  67  sobre  los  poderes  del  congreso 
para  dictar  planes  de  instrucción  general  y  universitaria, 
cabría  advertir  que  el  gobierno  nacional  es  el  custodio 
natural  del  acervo  moral  de  la  Nación  y  no  podría,  por 
lo  tanto,  permanecer  indiferente  ante  problemas  de  tanta 
transcendencia. 

En  el  Brasil,  cuya  estructura  federal  es  semejante  a 
la  nuestra,  la  constitución  da  normas  aplicables  a  todos 
los  establecimientos  de  enseñanza  pública.  "La  enseñanza 
religiosa  — dispone  el  artículo  168,  inciso  V — ,  constituye 
materia  de  los  horarios  de  las  escuelas  oficiales,  es  de 
matrícula  facultativa  y  será  suministrada  de  acuerdo  a 
la  confesión  religiosa  del  alumno,  manifestada  por  él,  si 
fuere  capaz,  o  por  su  representante  legal  o  responsable". 
En  Alemania,  donde  la  enseñanza  es  de  la  competencia 
de  los  Estados  particulares,  existe  unidad  de  criterio  en 
el  modo  de  encarar  la  instrucción  religiosa,  y,  si  bien 
en  los  Estados  gobernados  por  la  socialdemocracia  se 
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nota  una  fuerte  tendencia  laicista,  se  reconoce  vigencia 
nacional  al  concordato  de  1933,  que  en  los  artículos  21 
y  22  trata  sobre  la  enseñanza  católica  en  las  escuelas 
elementales  y  su  organización;  en  los  artículos  23  y  24, 
sobre  las  escuelas  confesionales,  y  en  el  25,  de  las  escuelas 
privadas. 

Las  normas  concordatarias  podrían  regir,  pues,  tanto 
para  las  escuelas  nacionales  como  para  las  provinciales  y 
municipales,  que,  al  fin  de  cuentas,  son  todas  igualmente 
escuelas  públicas.  Es  — conviene  también  recordarlo —  a 
la  Nación  y  no  a  las  provincias  a  quien  compete  dirigir 
las  relaciones  con  la  Iglesia  y  celebrar  arreglos  con  la 
Santa  Sede,  y  ninguna  ley  de  carácter  provincial  podría 
obstar  a  la  aplicación  de  las  normas  que  se  concertasen 
sobre  el  particular.  Ni  siquiera  las  declaraciones  de  laicis- 
mo contenidas  en  algunas  constituciones  de  provincia  les 
serían  oponibles.  Jugaría  aquí  la  regla  del  artículo  31 
de  la  Constitución  nacional. 

Tampoco  podría  oponerse  al  arreglo  concordatario 
ley  nacional  alguna,  modificable  de  suyo  por  un  pronun- 
ciamiento contrario  del  poder  que  la  hubiere  dictado.  La 
ley  1420  no  sería,  por  cierto,  un  inconveniente  insalvable, 
y  el  régimen  por  ella  establecido  tendría  que  ajustarse  a 
las  normas  que  se  conviniesen.  Sin  embargo,  razones  de 
orden  práctico  me  indujeron  a  buscar  una  solución  que 
orillase  la  cuestión  y  permitiese  encontrar  una  salida  sa- 
tisfactoria. Admitiendo  el  hecho  del  pluralismo  escolar, 
por  una  parte,  y,  por  otra,  la  fuerza  "mítica"  de  la  ley 
1420,  propuse  un  régimen  mixto  que,  aceptando  el  "statu 
quo",  se  limitaría  a  señalar  directivas  generales  y  solu- 
ciones para  los  diversos  casos  que  en  él  se  dan,  de  manera 
que  quedase  siempre  asegurado  un  mínimum  de  instruc- 
ción religiosa  para  los  niños  católicos.  Con  todo,  no  podría 
ocultar  que  estimaría  más  conveniente  acordar  la  implan- 
tación de  la  enseñanza  religiosa  en  todas  las  escuelas 
públicas,  como  lo  establece  la  constitución  brasileña  de 
1946,  o,  por  lo  menos,  en  las  escuelas  nacionales  como  lo 
hacía  el  Decreto-ley  Martínez  Zuviría. 
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En  definitiva,  el  régimen  propuesto  se  concretaba  en 
los  dos  artículos  siguientes: 

"III .  —  En  los  estahlecimientos  públicos  na- 
dónales,  provinciales  o  municipales  en  que  obli- 
gatoria u  optativamente  se  imparta  enseñanza 
religiosa  como  parte  integrante  de  los  cursos  re- 
gulares para  los  alumnos  católicos,  dicha  enseñanza 
estará  bajo  la  vigilancia  de  la  autoridad  eclesiás- 
tica, se  ajustará  a  planes  confeccionados  y  textos 
aprobados  por  ella  y  será  impartida  por  maestros 
habilitados  y  fiscalizados  por  la  misma, 

ÍVI  —  En  los  institutos  oficiales  de  educación 
primaria  donde  no  se  imparta  enseñanza  religiosa 
como  materia  obligatoria  u  optativa,  se  facilitará, 
sin  embargo,  dentro  del  propio  local  escolar,  la 
instrucción  catequística  de  los  niños  cuyos  padres 
expresen  su  voluntad  en  ese  sentido.  A  tal  efecto, 
los  horarios  serán  confeccionados  de  manera  que 
los  alumnos  puedan  recibir  dicha  enseñanza.  La 
catcquesis  estará  a  cargo  del  Cura  Párroco  del 
lugar,  quien  podrá  ejercerla  por  sí  mismo  o  por 
un  delegado  en  su  nombre.'* 

En  el  artículo  III  se  contemplan  dos  variantes  que 
pueden  presentarse  con  respecto  al  régimen  de  enseñanza 
religiosa:  que  ella  sea  obligatoria  de  acuerdo  con  la  con- 
fesión de  los  alumnos  (nadie  pretendería  obligar  a  un 
niño  judío  a  recibir  instrucción  católica),  o  que  sea  opta- 
tiva, es  decir  que  los  alumnos  pueden  recibir  la  propia 
o  ninguna  según  lo  dispongan  quienes  tengan  la  respon- 
sabilidad de  su  educación.  En  ambas  hipótesis,  la  ense- 
ñanza de  la  religión  católica  estará  a  cargo  de  la  auto- 
ridad eclesiástica,  sin  perjuicio  de  integrar  los  planes  y 
cursos  regulares.  El  artículo  tiende  a  evitar  que,  como 
alguna  vez  se  ha  pretendido,  la  enseñanza  religiosa  quede 
exclusivamente  en  manos  del  Estado,  con  todos  los  riesgos 
que  ello  implicaría. 
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El  artículo  IV  permitiría  una  interpretación  estricta- 
mente correcta  del  artículo  8  de  la  ley  1420.  Al  disponer 
el  mismo  que  la  enseñanza  religiosa  sólo  podrá  impar- 
tirse "antes  o  después  de  las  horas  de  clase",  no  ha  podido 
pretender  seriamente  que  fuese  antes  de  llegar  los  alum- 
nos a  la  escuela  o  después  de  haberse  retirado  de  ella, 
como  alguien  lo  señalara  no  sin  humorismo.  De  ahí  la 
interpretación  dada  en  el  proyecto,  por  la  cual  los  hora- 
rios deberán  ajustarse  de  manera  que  la  catequesis  pueda 
ser  impartida  dentro  de  la  jornada  normal,  sin  alarga- 
mientos inconvenientes.  En  cuanto  a  la  función  asignada 
a  los  párrocos,  se  aviene  también  a  la  citada  ley,  que 
habla  de  "ministros"  de  los  diversos  cultos.  Pretender  que 
sea  siempre  un  sacerdote,  sería  imposibilitar  en  gran 
número  de  casos  la  catequesis.  Lo  importante  es  que  el 
instructor  tenga  la  "missio  canónica".  Otra  cosa  sería 
obrar  de  mala  fe.  Sobre  todo  en  un  país  donde  el  clero 
es  escaso. 

Este  artículo  IV  fue  proyectado,  por  lo  demás,  en  el 
afán  de  procurar  una  solución  rápida  y  eficaz  de  los  gra- 
vísimos problemas  que  plantea,  para  la  instrucción  re- 
ligiosa, el  laicismo  escolar.  Problemas  que  podrían  solu- 
cionarse en  alguna  manera  y  parcialmente  en  los  centros 
poblados,  pero  que,  en  el  campo,  dadas  las  enormes  dis- 
tancias, la  falta  de  recursos  y  la  ya  señalada  escasez  de 
clero,  resultan  casi  insolubles.  La  pequeña  escuela,  ubi- 
cada en  alguna  encrucijada  de  caminos,  es  en  nuestros 
medios  rurales,  muchas  veces,  el  único  lugar  donde  es 
posible  reunir  a  los  niños  de  los  ranchos  y  de  las  chacras 
para  cultivar  su  inteligencia,  orientar  su  conducta  y  ha- 
blarles de  Dios.  Si  se  lograse  organizar  bien,  ahí  mismo, 
la  catequesis,  los  frutos  podrían  ser  verdaderamente  ha- 
lagüeños para  el  porvenir  espiritual  de  nuestro  pueblo. 

Para  completar  este  articulado  habría  sido  menester 
agregar  ciertas  normas  sobre  los  aportes  del  Estado  para 
el  sostenimiento  de  las  escuelas  e  institutos  católicos  de 
enseñanza.  El  tema  ha  sido  debatido  en  otros  países,  a 
veces  con  acritud.  En  general  se  ha  llegado  a  la  conclu- 
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sión  de  que  los  fondos  destinados  a  los  establecimientos 
educativos  deben  ser  repartidos  equitativamente  entre 
todos  los  institutos  de  ese  carácter  que  coexisten  en  el 
país,  sean  estatales,  sean  de  la  Iglesia  o  de  colegios  par- 
ticulares. Suele  decirse  — y  con  razón —  que,  siendo  un 
derecho  de  los  padres  elegir  el  tipo  de  educación  preferido 
para  sus  hijos,  sería  injusto  obligarles  a  contribuir  me- 
diante el  impuesto  al  mantenimiento  de  escuelas  adonde 
no  los  envían  y  a  pagar  simultáneamente  aquellas  adonde 
sí  los  envían.  Y  sería  deber  del  Estado  hacer  que  aquel 
derecho  de  los  padres  no  se  malograse  por  un  injusto 
recargo  de  los  desembolsos  que  el  tipo  de  educación  ele- 
gida pudiese  requerir.  Se  agrega  también  que  las  escuelas 
de  la  Iglesia  — que  no  es  por  cierto  una  institución  pri- 
vada—  importan  un  alivio  para  las  arcas  del  Estado,  razón 
por  la  cual  parecería  justo  que  éste,  en  alguna  medida, 
cooperase  para  mantenerlas. 

En  los  concordatos  modernos  es  corriente  que  se  trate 
el  asunto.  La  Santa  Sede  pone  siempre  especial  cuidado 
en  tomar  en  cuenta  las  circunstancias  especiales  que  se 
dan  en  cada  país  y  ni  siquiera  se  desentiende  de  las  difi- 
cultades financieras  porque  puedan  atravesar  los  gobier- 
nos que  pactan  con  ella,  como  lo  evidencia,  por  ejemplo, 
el  artículo  6  del  concordato  con  Austria.  Por  otra  parte, 
las  disposiciones  concordatarias  suelen  limitarse  a  sentar 
el  principio  de  la  contribución  estatal,  cuya  fijación  se 
deja  para  ser  establecida  amigablemente  de  acuerdo  con 
las  necesidades  y  las  posibilidades  del  momento. 

El  Estado  argentino,  sin  necesidad  de  haberlo  pacta- 
do, contribuye  actualmente  al  sostenimiento  de  las  escue- 
las regenteadas  por  la  Iglesia.  No  así  con  respecto  a  las 
universidades  que,  por  imperio  de  la  ley  ratificatoria  del 
decreto  del  gobierno  provisional  anterior,  están  excluidas 
de  cualquier  aporte  estatal.  No  estaría  demás  aclarar  todo 
ello  en  el  futuro  concordato,  y  creo  que  será  conveniente 
hacerlo.  La  forma  un  tanto  anárquica  de  la  actual  ayuda 
podría  entonces  ser  mejor  organizada  y  podría  encon- 
trarse la  manera  de  solucionar  la  no  muy  justa  exclusión 
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de  los  institutos  universitarios.  Se  podría,  tal  vez,  unifor- 
mar criterios  mediante  un  régimen  de  becas  para  estu- 
diantes y  de  ayudas  para  los  padres  con  hijos  en  edad 
escolar,  o  realizar  algo  parecido  a  lo  que  se  hizo  en  los 
Estados  Unidos  con  los  veteranos  de  la  última  guerra 
mundial. 

Por  carecer  de  todos  los  elementos  de  juicio  que 
estimaba  necesarios  para  dar  una  solución  adecuada,  no 
redacté  en  Roma  el  artículo  correspondiente.  Deseaba 
hacerlo  con  cabal  conocimiento  de  los  aportes  efectuados 
por  el  Estado  y  del  alcance  de  las  necesidades  de  los 
establecimientos  escolares  en  funcionamiento.  Estaba  a 
la  espera  de  la  documentación  respectiva  cuando  se  pro- 
dujo el  golpe  de  Estado  de  1962. 

De  todas  maneras,  habrá  que  completar  oportuna- 
mente la  tarea  interrumpida,  y,  quien  lo  hiciere,  deberá 
tomar  en  consideración  los  referidos  antecedentes. 
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XI 


EL  REGIMEN  MATRIMONIAL 


El  laicismo  en  la  legislación  matrimonial  argentina 

A  fines  del  siglo  xix  la  sociedad  argentina  conservaba 
intacta  la  estructura  que  le  fuera  dada  desde  el  primer 
día  de  la  conquista  española  de  América.  La  unidad  en  la 
fe,  la  pureza  de  las  creencias  católicas  y  la  identificación 
del  carácter  de  súbdito  del  Rey  con  el  de  hijo  de  la  Igle- 
sia, eran  notas  esenciales  de  la  vida  colectiva,  celosamente 
custodiadas  por  las  Leyes  de  Indias.  El  "estado  civil"  de 
las  personas  coincidía  con  el  estado  canónico  de  las  mis- 
mas, y  ello  se  reflejaba  en  la  organización  administrativa 
y  burocrática  de  las  instituciones  jurídicas  de  la  comu- 
nidad. De  ahí  que  la  prueba  del  bautismo  acreditase, 
junto  con  la  recepción  del  sacramento,  la  existencia  civil 
de  las  personas  y  que  la  documentación  canónica  de  los 
actos  atingentes  al  estado  de  los  fieles  produjese  directa- 
mente efectos  civiles.  Tanto  el  comienzo  y  el  fin  de  la 
vida  humana,  como  el  matrimonio,  reconocían  un  solo 
fundamento  real  y  una  sola  prueba  documentarla. 

No  por  ello  quien  no  fuese  católico  carecía  de  estado 
civil.  La  legislación  canónica  daba  soluciones  satisfac- 
torias para  los  problemas  emergentes  de  la  convivencia 
con  cismáticos,  herejes  e  infieles  y  a  la  necesidad  de 
documentar  las  uniones  matrimoniales  con  y  entre  ellos. 
Por  otra  parte,  la  legislación  común,  el  entonces  novísimo 
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Código  Civil  y  los  tratados  internacionales  concertados  en 
los  primeros  cincuenta  años  de  vida  independiente  habían 
sentado  normas  bien  amplias  al  respecto.  Pero,  como 
quiera  que  fuese,  en  la  vida  corriente,  lo  normal  era  la 
identificación  del  católico  con  el  ciudadano. 

Resulta  así  perfectamente  explicable  que  el  comba- 
tivo movimiento  laicista,  desarrollado  a  partir  de  1880, 
viese  en  la  instauración  de  los  registros  civiles  un  medio 
para  desacralizar  la  sociedad  argentina;  y  resulta  también 
explicable  la  oposición  de  los  católicos  militantes  de  aque- 
llos días,  no  obstante  tratarse  de  una  medida  que  de  suyo 
no  importaba  un  ataque  contra  la  vida  cristiana  de  la 
población.  El  establecimiento  de  los  nuevos  registros  tuvo, 
pues,  un  marcado  sentido  antitradicional,  provocando  más 
que  una  distinción,  una  verdadera  escisión  jurídica  entre 
la  condición  de  ciudadano  y  la  de  feligrés  católico.  La  fe 
de  bautismo  dejó  de  ser  el  instrumento  de  prueba  de  la 
existencia  y,  con  el  nuevo  sistema  de  inscripciones  para 
nacimientos,  matrimonios  y  defunciones,  quedaron  echa- 
das las  bases  para  un  régimen  enteramente  laico.  No  en 
vano  todavía  es  corriente  oír  afirmar  que  en  aquel  en- 
tonces se  laicizaron  los  registros  parroquiales...  Afirma- 
ción si  se  quiere  inexacta,  pues  tales  registros  continúan 
aún  subsistentes,  pero  exactísima  por  las  implicancias  so- 
ciales que  traía  aparejada  la  instauración  de  los  nuevos 
registros. 

Sin  embargo,  en  las  circunstancias  actuales  nada 
podría  objetarse  contra  el  mantenimiento  de  los  registros 
civiles.  Depurados  del  sentido  que  se  les  quiso  imprimir 
al  crearlos  entre  nosotros  (que  no  era,  por  cierto,  el  mis- 
mo que  inspirara  al  codificador  Vélez  Sársfield  cuando 
los  propuso),  hoy  desempeñan  una  función  que  sería 
difícil  suplir.  Por  otra  parte,  en  el  discurso  que  en  sep- 
tiembre de  1961  el  Papa  Juan  XXIII  dirigió  a  los  parti- 
cipantes de  la  Asamblea  General  de  la  Comisión  Inter- 
nacional del  Estado  Civil  puso  de  manifiesto  cómo  la 
Iglesia,  lejos  de  condenar  pura  y  simplemente  la  insti- 


162 


tución  de  los  registros  civiles,  la  considera  útil  y  conve- 
niente para  la  organización  administrativa  de  los  Estados 
contemporáneos. 

La  intención  laicista,  que  en  realidad  presidiera  la 
creación  de  los  registros  civiles,  fue  puesta  de  manifiesto 
cuando,  pocos  años  después,  se  promovió  el  establecimien- 
to del  matrimonio  civil.  El  proyecto  primitivo,  presentado 
por  el  poder  ejecutivo  y  sostenido  en  el  senado  por  el 
ministro  Filemón  Posse,  parecía  una  simple  consecuencia 
de  la  generalización  de  los  registros.  Contenía,  es  verdad, 
decididos  avances  del  poder  civil  sobre  el  campo  del  de- 
recho matrimonial  legislado  por  los  cánones,  pero  dejaba 
la  celebración  librada  al  criterio  de  los  contrayentes, 
quienes  podrían  acudir  al  ministro  de  la  religión  que  les 
indicase  su  conciencia  o  intercambiar  su  consentimiento 
ante  el  oficial  del  registro  civil  si  así  lo  prefiriesen.  El 
ministro  Posse,  al  dar  los  fundamentos  del  proyecto,  hizo 
hincapié  sobre  este  aspecto  de  la  reforma,  en  el  cual  se 
ponía  de  manifiesto,  a  su  criterio,  el  sentido  de  respeto 
a  la  libertad  de  conciencia  con  que  la  misma  se  empren- 
día. Sin  embargo,  cuando  la  comisión  senatorial  intro- 
dujo como  enmienda  la  imposición  de  la  forma  única  y 
laica  para  la  celebración,  expresó  paladinamente  una 
conformidad  tanto  más  sospechosa  cuanto  que  los  debates 
habían  tomado  un  inequívoco  carácter  laicista,  anticleri- 
cal y  antieclesiástico . . .  "Me  he  de  oponer  con  todas  mis 
fuerzas  a  que  se  haga  concordato  alguno",  llegó  a  decir 
saliendo  de  la  cuestión,  en  pleno  arrebato  antipapista,  el 
ministro  del  Interior,  que  nada  tenía  que  ver  en  el  asunto. 

La  ley  sancionada  casi  en  seguida  fue,  así,  mucho 
más  lejos  que  la  institución  de  los  registros  y  que  el 
mismo  primer  proyecto  relativo  al  matrimonio.  No  sólo 
prescindía  de  las  reglamentaciones  canónicas  sino  que 
desjerarquizaba  las  formalidades  religiosas  quitándoles 
todo  valor  e  imponiendo  un  ritual  laico  que  substituiría 
en  las  costumbres  populares  el  marco  sacro  con  que  es- 
pontánea y  umversalmente  aparece  siempre  envuelta  la 
celebración  de  la  unión  conyugal.  Haya  sido  o  no  el  pro- 
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pósito  de  sus  autores,  tales  eran  al  menos  sus  previsibles 
consecuencias.  Y,  como  era  también  de  prever,  bajo  la 
forzosa  aceptación  del  hecho  laicista  quedó  latente  la 
oposición  católica  que  aún  hoy  se  mantiene. 

Desde  el  punto  de  vista  de  su  incidencia  en  los  usos 
y  costumbres,  lo  más  nocivo  de  la  reforma  matrimonial 
es,  en  efecto,  el  cerrado  formalismo  de  la  celebración  del 
casamiento  ante  el  funcionario  del  registro  civil.  Ni  la 
laicidad  misma  del  sistem.a  en  cuanto  atañe  a  las  con- 
diciones de  validez  y  a  los  impedimentos,  ni  la  jurisdic- 
ción atribuida  a  los  tribunales  civiles,  tienen  tan  general 
trascendencia  como  la  rígida  ceremonia  impuesta  a  los 
contrayentes,  que  es  lo  que  en  definitiva  hace  prescindir, 
en  muchos  casos,  del  matrimonio  religioso.  La  indisolubi- 
lidad del  vínculo  y  el  reconocimiento  del  orden  natural 
en  que  la  institución  se  basa  hacen  que,  en  la  vida  corrien- 
te, el  matrimonio  canónico  y  el  civil  puedan  armonizarse 
entre  sí.  En  cambio,  no  cabe  avenimiento  alguno  entre 
la  ceremonia  civil  obligatoriamente  impuesta  y  la  cere- 
monia religiosa  requerida  en  conciencia  para  los  católicos. 
Diríase  que  el  conflicto  entre  matrimonio  civil  y  matri- 
monio religioso,  en  lo  que  a  la  República  Argentina  respec- 
ta, pasa  casi  desapercibido  cuando  se  considera  la  unión 
conyugal  in  jacto  esse,  o  sea  en  su  existencia  real,  y  se 
hace  evidente  cuando  se  la  contempla  in  jieri,  es  decir  en 
el  acto  de  su  constitución. 

No  quiere  ello  decir  que  la  legislación  civil  sea  inobje- 
table en  cuanto  se  refiere  a  la  institución  matrimonial  en 
sí  misma.  El  laicismo  que  la  informa  y  el  avance  juris- 
diccional que  implica  no  permitirían,  en  manera  alguna, 
llegar  a  semejante  conclusión.  Pero  de  hecho,  en  la  gene- 
ralidad de  los  casos,  la  vida  matrimonial  de  los  cónyuges 
canónicamente  unidos  puede  desenvolverse  sin  mayores 
inconvenientes  dentro  del  marco  de  las  normas  civiles. 
Por  otra  parte,  mientras  no  se  afecte  el  vínculo,  la  Iglesia 
suele  admitir  que  los  jueces  estatales  conozcan  no  sólo  en 
las  causas  concernientes  a  la  separación  de  bienes  sino 
también  en  las  referentes  a  la  separación  de  cuerpos, 
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como  ha  llegado  a  concertarlo  la  Santa  Sede  en  los  últi- 
mos concordatos  celebrados. 

No  es  mi  propósito  hacer  aquí  un  estudio  exhaustivo 
de  los  problemas  morales,  jurídicos  y  políticos  que  deja 
planteados  el  matrimonio  civil.  Baste  señalar  el  hecho  de 
su  existencia  para  que  salte  a  la  vista  la  necesidad  de 
subsanarlos.  El  Estado  no  podría  desentenderse  de  un 
semillero  de  conflictos  que  incide  sobre  la  vida  de  la 
inmensa  mayoría  de  los  ciudadanos  y  que  enturbia  las 
buenas  relaciones  con  la  Iglesia.  Porque  lo  cierto  es  que, 
a  pesar  del  entrañable  catolicismo  que  informa  la  vida 
argentina,  el  matrimonio  civil,  tal  como  quedó  implan- 
tado desde  1889,  impide  que  la  armonía  entre  la  Iglesia 
y  el  Estado  adquiera  la  solidez  jurídica  que  nuestro  país 
necesita. 

Regímenes  modernos  que  reconocen  validez  al 
matrimonio  religioso 

Por  el  artículo  1.016  del  Código  de  Derecho  Canónico 
se  reconoce  expresamente  la  jurisdicción  del  Estado  sobre 
los  efectos  civiles  del  matrimonio.  En  virtud  de  este  prin- 
cipio, que  el  código  de  1918  recogió  del  antiguo  derecho, 
la  Iglesia  no  hace  objeción  a  que  los  estados  católicos  re- 
quieran la.  inscripción  del  matrimonio  canónico  en  un 
registro  estatal  para  hacer  valer  aquellos  efectos,  como 
se  establece  en  los  concordatos  más  recientes.  Dentro  de 
ese  orden  de  ideas,  ya  en  1819  una  ley  del  Reino  de  las 
Dos  Sicilias,  luego  de  reconocer  el  matrimonio  canónico 
como  el  único  válido,  disponía  la  necesidad  de  su  inscrip- 
ción en  el  registro  del  estado  civil  para  reconocerle  efec- 
tos civiles,  y,  no  mucho  antes,  en  los  ducados  de  Módena 
y  de  Parma  se  había  llegado  a  hacer  preceder  la  ceremo- 
nia religiosa,  cuya  acta  luego  se  inscribiría  en  el  registro, 
de  una  diligencia  previa  para  acreditar  la  inexistencia  de 
impedimentos  a  la  cual  quedaba  supeditada  la  inscripción. 
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En  los  países  de  derecho  consuetudinario  el  régimen 
matrimonial  se  desenvuelve  dentro  de  módulos  semejan- 
tes. Las  leyes  sobre  organización  de  registros  y  sobre  las 
pruebas  del  estado  civil  de  las  personas  no  han  preten- 
dido suplantar  las  normas  canónicas  y  las  reglas  parale- 
las de  las  iglesias  disidentes.  La  celebración  de  las  nup- 
cias no  es  en  ellos  materia  exclusiva  de  la  legislación 
civil  sino  asunto  directamente  vinculado  con  la  libertad 
religiosa  reconocida  a  todos  los  ciudadanos.  Es  éste,  pre- 
cisamente, el  fundamento  de  la  respuesta  dada  el  28  de 
octubre  de  1961  por  el  gobierno  argentino  al  cuestionario 
de  la  Organización  de  las  Naciones  Unidas  sobre  la  liber- 
tad religiosa:  "Nadie  deberá  ser  impedido  de  celebrar  los 
ritos  matrimoniales  de  acuerdo  con  su  religión.  Ello  no 
obstará  al  derecho  del  Estado  a  prescribir  formas  especí- 
ficas para  la  determinación  de  los  efectos  civiles  del  ma- 
trimonio." 

En  los  Estados  Unidos  de  Nortemérica  se  ha  generali- 
zado a  tal  punto  este  modo  de  encarar  la  celebración  del 
matrimonio  que,  salvo  pequeñas  diferencias  de  detalles, 
no  obstante  la  diversidad  de  las  legislaciones  estaduales, 
es  fácil  advertir  un  criterio  uniforme  por  el  cual  se  dis- 
tinguen las  diligencias  previas,  la  celebración  misma  y  el 
registro.  Cada  una  de  estas  etapas  da  lugar  a  un  proce- 
dimiento peculiar,  y,  mediante  la  armonización  de  las 
tres,  quedan  suficientemente  garantizados  los  derechos 
individuales  y  las  exigencias  del  bien  común,  la  libertad 
religiosa  y  los  deberes  ciudadanos,  las  reglas  canónicas  y 
las  leyes  civiles.  La  primera  etapa,  destinada  para  la  com- 
probación de  la  posibilidad  legal  de  contraer  un  matrimo- 
nio capaz  de  producir  efectos  civiles,  consiste  en  la  com- 
parencia de  los  contrayentes  ante  un  oficial  público 
determinado  (en  algunos  Estados,  el  juez  de  distrito  u 
otro  delegado  judicial)  que  les  otorga  la  licencia  o  docu- 
mento que  acredita  aquella  posibilidad.  La  segunda  es  el 
rito  de  la  celebración  que  cumplen  los  contrayentes  acu- 
diendo con  la  licencia  otorgada  ante  el  ministro  de  su 
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propia  religión,  o,  si  no  la  tuviesen,  al  magistrado  o  fun- 
cionario autorizado  para  recibir  el  intercambio  del  con- 
sentimiento de  los  esposos.  La  tercera  se  reduce  a  la 
documentación  de  la  ceremonia  concluida  y  su  inscripción 
en  el  registro  pertinente.  Este  sistema,  lejos  de  provocar 
dificultades  a  la  Iglesia  Católica,  le  ha  permitido  asentar 
el  principio  de  la  validez  civil  del  matrimonio  canónico. 

Inglaterra,  que  ha  dado  la  pauta  a  todos  los  países 
anglosajones,  tiene  un  régimen  semejante,  si  bien  acuerda 
a  la  iglesia  oficial  establecida  ciertas  normas  de  privilegio 
y  posee  un  sistema  de  registro  más  estricto.  Y  entre  las 
naciones  que  están  de  vuelta  de  la  rigidez  absolutista  del 
matrimonio  civil,  cabe  señalar  el  Brasil,  que  constituye 
para  nosotros  un  ejemplo  digno  y  fácil  de  imitación.  El 
matrimonio  civil  obligatorio  que  establecía,  en  el  artícu- 
lo 72,  inciso  4^^,  la  constitución  de  1891,  quedó  como  facul- 
tativo en  la  sancionada  en  1934  (cf.  artículo  146).  En  la 
ulterior  de  1946  se  mantuvo  la  reforma  precisándose  con 
ponderable  concisión  la  necesidad  de  las  tres  etapas  co- 
rrientes en  el  derecho  angloamericano:  "El  casamiento 
religioso...  tendrá  efectos  civiles  si,  a  requerimiento  de 
los  contrayentes,  fuere  inscripto  en  el  registro  público, 
mediando  previa  habilitación  ante  la  autoridad  compe- 
tente" (cf.  artículo  163,  inciso  2^;  asimismo,  inciso  1^) . 

Indudablemente  influido  por  los  mismos  principios 
aunque  sin  decidirse  a  quebrar  el  sistema  civilista,  es  el 
régimen  adoptado  por  la  ley  guatemalteca  de  1959.  En  su 
virtud,  "los  ministros  de  los  cultos  debidamente  registra- 
dos tienen  autoridad  para  unir  en  matrimonio  a  las  per- 
sonas civilmente  capaces  que  se  lo  soliciten".  Se  trata 
siempre  de  matrimonio  civil,  y,  como  tal,  se  inscribe  en 
los  registros  respectivos.  No  se  da  pues  validez  civil  a 
la  celebración  religiosa,  sino  que  se  autoriza  a  los  minis- 
tros de  culto  a  casar  civilmente.  Pero,  al  no  imponerse 
formas  rituales  determinadas,  prácticamente  es  como  si  se 
admitiese  la  validez  del  matrimonio  religioso;  al  menos 
desde  un  punto  de  vista  existencial  y  con  referencia  al 
casamiento  in  jieri.  Con  todo,  es  una  solución  que  no 
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puede  conformar  a  la  Iglesia  y  que  tiene  el  inconveniente 
de  hacer  de  los  ministros  del  altar  otros  tantos  oficiales 
públicos. 

Más  ortodoxo  es  el  régimen  implantado  en  Colombia 
por  el  concordato  de  1887,  en  cuyo  artículo  17  se  reco- 
nocen los  efectos  civiles  del  matrimonio  católico  y  se  da 
intervención,  sólo  "ad  probationem",  al  oficial  del  registro 
civil.  En  arreglos  posteriores  se  introdujeron  algunas  mo- 
dificaciones referentes  a  la  posibilidad  de  que  los  católicos 
no  quisiesen  ajustarse  a  las  normas  canónicas.  Con  algu- 
nas mejoras  aconsejadas  por  la  experiencia,  el  régimen 
colombiano  ha  pasado  a  los  concordatos  modernos  que  en 
muchos  países  han  permitido  llegar  a  soluciones  conve- 
nientes, no  sólo  para  la  Iglesia  Católica,  sino  también  para 
las  entidades  religiosas  no  católicas,  dentro  de  un  amplio 
marco  de  libertad. 

Ejemplo  típico  es  Italia.  Reconocida  por  el  concordato 
de  1929  la  validez  civil  del  matrimonio  canónico,  con  la 
obligación  para  el  párroco  autorizante  de  leer  a  los  con- 
trayentes los  artículos  correspondientes  del  código  civil, 
extender  un  acta  y  remitirla  al  registro  civil  para  su  ins- 
cripción, se  sancionaron  en  seguida  las  leyes  necesarias 
para  modificar  el  régimen  hasta  entonces  existente.  Los 
beneficios  de  la  innovación  fueron  extendidos  en  sus  lí- 
neas generales  para  la  celebración  de  los  matrimonios  de 
fieles  de  otras  religiones,  y,  como  resultado  de  todo  ello, 
la  praxis  del  casamiento  concordatorio  y  el  sistema  esta- 
blecido para  los  no  católicos,  han  dado  lugar  a  usos  y 
hábitos  muy  semejantes  a  los  anteriormente  descriptos: 
diligencias  previas  ante  el  oficial  del  estado  civil,  celebra- 
ción ante  el  ministro  de  culto,  inscripción  de  la  partida 
en  el  registro.  En  el  matrimonio  concordatorio  no  sería 
de  rigor  la  etapa  de  las  diligencias  previas  ante  el  oficial 
civil,  pero  la  necesidad  de  las  publicaciones  administrati- 
vas y  de  acelerar  eficazmente  la  inscripción  han  determi- 
nado que  se  recurra  a  ella.  Para  los  que  carecen  de  reli- 
gión queda  siempre  la  posibilidad  del  matrimonio  exclu- 
sivamente civil. 
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Proyecto  de  ley  sobre  la  celebración  del  matrimonio 

Para  abrir  el  camino  a  una  futura  solución  y  facilitar 
un  cómodo  avenimiento  sobre  el  particular  con  la  Santa 
Sede,  sería  conveniente  efectuar  en  nuestra  legislación 
los  retoques  necesarios  para  adecuarla  al  módulo  de  los 
regímenes  concordatorios.  Ello  se  obtendría  fácilmente 
mediante  la  adopción,  en  líneas  generales,  del  sistema 
imperante  en  el  derecho  anglosajón  y  en  los  países  a 
que  me  he  referido  más  arriba.  En  otras  palabras,  habría 
que  substituir  el  sistema  francés  que  nos  rige,  esquemá- 
tico y  racionalista,  por  otro  más  flexible,  más  humano. 
Substancialmente,  la  reforma  consistiría  en  llevar  a  los 
hechos  la  distinción  de  las  tres  etapas  en  que  se  desarrolla 
el  casamiento  y  suprimir  la  obligatoriedad  de  una  forma 
única  y  laica  de  celebración.  Concordantemente  con  ello, 
se  reconocería  la  validez  civil  de  los  matrimonios  cele- 
brados ante  la  Iglesia  Católica  o  ante  un  ministro  autori- 
zado de  otros  cultos  reconocidos,  sin  más  requisito  que  la 
inscripción  en  el  registro  del  estado  civil. 

Se  volvería  así  a  la  idea  del  proyecto  originario  de 
la  ley  sancionada  en  1888,  que  disponía  la  presentación 
previa  de  los  contrayentes  ante  el  juez  del  lugar  para 
obtener  una  declaración  sobre  la  inexistencia  de  impedi- 
mentos, logrado  lo  cual,  en  la  forma  elegida  por  aquéllos, 
se  celebraría  el  matrimonio  para  inscribirlo  luego  en  el 
registro  (cf.  artículos  14,  49,  50,  53  y  58,  proyecto  citado). 
Idea  ésa  que  explica  el  hecho  de  distinguirse  también  en 
la  ley  vigente  las  tres  etapas,  aunque  de  una  manera  pura- 
mente teórica,  ya  que,  en  definitiva,  cuando  en  la  primera 
no  surge  oposición  o  inconveniente,  se  pasa  directamente 
a  la  celebración  y  su  registro. 

Teniendo  todo  ello  en  cuenta,  en  diciembre  de  1961, 
redacté  un  anteproyecto,  inspirado  en  la  ley  italiana  de 
1929,  referente  a  matrimonios  religiosos  no  católicos.  Dice 
así: 

"J.  —  El  matrimonio  celebrado  según  las  nor- 
mas del  derecho  canónico,  ante  un  ministro  del 
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culto  católicOj  y  el  celebrado  ante  un  ministro 
debidamente  autorizado  de  alguno  de  los  cultos 
no  católicos  inscriptos  en  el  registro  nacional  res- 
pectivo,  producirán,  desde  el  día  de  su  celebración, 
los  mismos  efectos  jurídicos  que  el  celebrado  ante 
el  oficial  del  registro  civil,  siempre  que  el  acta 
pertinente  fuere  transcripta  en  el  correspondiente 
registro  del  estado  civil  de  las  personas. 

"II.  —  Quienes  intentaren  contraer  matrimonio 
ante  alguno  de  los  ministros  de  culto  indicados  en 
el  articulo  precedente,  deberán  cumplir  previa- 
mente, ante  el  oficial  público  encargado  del  Regis- 
tro Civil,  correspondiente  al  domicilio  de  cual- 
quiera de  ambos,  los  requisitos  establecidos  en  los 
arts.  17,  18  y  19  de  la  ley  2.393. 

"III.  —  Si  de  las  diligencias  previas  resultare, 
a  juicio  del  oficial  público  encargado  del  registro 
civil,  que  los  pretendientes  son  hábiles  para 
casarse,  se  dejará  constancia  de  ello  en  el  acta  a 
que  se  refiere  el  artículo  18  de  la  ley  2.393  y  se 
extenderá  la  pertinente  autorización,  con  expresa 
indicación  del  ministro  de  culto  ante  quien  la 
celebración  deba  tener  lugar;  de  todo  lo  cual  se 
extenderá  un  testimonio  a  los  interesados. 

''IV.  —  Si  de  las  diligencias  previas,  no  resul- 
tare probada  la  habilidad  de  los  contrayentes,  o 
si  se  dedujere  oposición  o  se  hiciere  denuncia  con 
arreglo  a  lo  dispuesto  en  el  capítulo  IV  del  títu- 
lo I  de  la  ley  2.393,  el  oficial  público  diferirá  la 
autorización  hasta  que  se  pruebe  la  habilidad,  se 
rechace  la  oposición  o  se  desestime  la  denuncia, 
Jiaciéndolo  constar  en  acta  de  que  dará  copia  a 
los  interesados,  si  la  pidieren,  para  que  puedan 
ocurrir  al  juez  competente. 

"V.  —  El  ministro  de  culto  ante  quien  se 
efectuare  la  celebración,  luego  de  recibido  el 
mutuo  consentimiento  de  los  contrayentes  y  de 
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concluida  la  ceremonia  religiosa,  explicará  a  los 
cónyuges  los  efectos  civiles  del  matrimonio  y 
extenderá  un  acta  de  la  cual,  dentro  de  quinto 
día,  remitirá  copia  íntegra  a  la  oficina  de  registro 
civil  que  hubiere  otorgado  la  autorización,  para 
su  transcripción  en  el  libro  de  matrimonios.  Si 
yor  cualquier  circunstancia  no  se  remitiese  la 
copia  dentro  del  término  indicado,  podrá  serlo 
vencido  el  mismo,  pero,  respecto  de  terceros,  los 
efectos  civiles  del  matrimonio  contraído  surtirán 
desde  la  fecha  en  que  la  comunicación  hubiese 
sido  hecha. 

Como  fácilmente  se  advierte,  la  modificación  propues- 
ta sólo  se  refiere  al  rito  de  la  celebración.  Se  suprimiría 
la  obligatoriedad  de  la  ceremonia  laicista  para  dejar  un 
amplio  margen  de  libertad  a  los  contrayentes,  dentro  del 
cual  cabría  desde  la  forma  canónica  hasta  la  actual  lai- 
cista, sin  excluir  las  de  otras  confesiones  religiosas  reco- 
nocidas en  el  país.  Pero,  los  contrayentes  tendrían  que 
acreditar,  ante  el  encargado  del  registro  civil,  los  extre- 
mos indispensables  para  dar  validez  civil  al  acto,  y  el 
matrimonio  se  probaría  como  en  la  actualidad,  mediante 
la  partida  del  mencionado  registro. 

De  sancionarse  el  proyecto  de  Código  Civil  preparado 
en  1936,  la  modificación  sería  más  sencilla,  ya  que  dicho 
proyecto  distingue  y  separa  netamente  las  tres  etapas  de 
diligencias  previas,  celebración  y  registro.  Bastaría  pues 
intercalar  en  el  artículo  351,  después  de  las  palabras  "Re- 
gistro Civil",  una  frase  que  dijese,  "ante  un  ministro  del 
culto  católico  según  las  normas  del  derecho  canónico,  o 
ante  algún  ministro  debidamente  autorizado  de  los  otros 
cultos  inscriptos  en  el  registro  nacional  de  cultos  no  ca- 
tólicos". 

Volviendo  a  la  ley  2.393,  como  lógica  derivación  de 
los  cinco  artículos  propuestos  para  reformarla,  se  impon- 
dría también  la  derogación  del  artículo  110  (hoy  sin 
correlativa  sanción  en  el  código  penal),  ya  que  la  cele- 
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bración  de  un  matrimonio  religioso  sin  los  requisitos 
necesarios  para  su  validez  civil  no  podría  tener  más 
consecuencias  que  privarlo  de  efectos  jurídicos,  pero  de 
ninguna  manera  parecerían  aceptables  sanciones  penales 
para  el  celebrante.  Está  de  por  medio  el  sagrado  principio 
del  respeto  debido  a  la  libertad  religiosa  e  individual, 
pues  al  fin  de  cuentas  el  matrimonio  religioso  es  cuestión 
de  conciencia,  y,  a  veces,  lo  es  exclusivamente.  Asimismo 
por  implicancia,  quedarían  modificados  los  artículos  14, 
37,  40  y  41,  pues  ya  no  sería  de  rigor  expresar  el  con- 
sentimiento "ante  el  oficial  público  encargado  del  Regis- 
tro Civil",  ni  se  efectuarían  necesariamente  en  un  solo  y 
mismo  acto  las  diligencias  previas  y  el  casamiento  cuando 
no  mediare  inconveniente  u  oposición. 

Estaría  de  más  aclarar  que  una  reforma  de  este  ca- 
rácter dejaría  en  pie  las  dificultades  originadas  por  la  ley 
de  matrimonio  civil  con  referencia  al  vínculo  conyugal, 
a  los  impedimentos,  a  las  nulidades  y  todos  los  problemas 
de  fondo  que  habrían  de  ser  resueltos  mediante  un  con- 
cordato con  la  Santa  Sede.  Sin  embargo,  aún  limitada  al 
aspecto  formal,  la  reforma  propuesta  tendría  decisiva 
importancia,  no  sólo  porque  quebrantaría  el  laicismo  im- 
puesto en  las  costumbres  sino  porque  prepararía  el  camino 
para  la  solución  total  y  definitiva.  Por  otra  parte,  de  no 
preceder  al  concordato,  esta  reforma  tendría  que  ser  su 
inmediata  consecuencia,  como  ocurrió  en  Italia.  Y  sería 
la  manera  de  extender  los  beneficios  del  nuevo  régimen 
a  los  fieles  de  religiones  no  católicas.  Porque  en  definitiva 
el  laicismo  afecta  no  sólo  a  la  Iglesia  Católica  sino  a  la 
libertad  religiosa  de  los  ciudadanos. 

Artículos  del  concordato  referentes  al  matrimonio 

La  validez  civil  del  matrimonio  canónico  inscripto  en 
el  registro  especial  del  Estado  es,  indudablemente,  el 
punto  central  en  torno  al  cual  ha  de  girar  todo  arreglo 
concordatario  sobre  la  materia.   En  los  últimos  concor- 
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datos  concertados  por  la  Santa  Sede  con  Italia,  Portugal, 
España  y  la  República  Dominicana  ha  quedado  ello  per- 
fectamente establecido.  Pero  no  se  trata  únicamente,  por 
cierto,  de  la  sola  validez  formal  del  rito  de  la  celebración. 
El  matrimonio  católico,  concordatariamente  reconocido, 
no  es  un  mero  rito  substitutivo  de  la  ceremonia  civil;  es 
la  unión  conyugal  misma  constituida  de  acuerdo  con  las 
normas  fijadas  por  la  Iglesia.  Es  ésta  la  razón  por  la  cual 
frente  al  catolicismo  no  basta  la  aceptación  del  rito  como 
forma  jurídicamente  eficaz,  como  sucede  frente  a  las 
otras  religiones.  De  ahí  que  sea  menester  algo  más  que 
una  ley  modificatoria  del  régimen  de  celebración;  de  ahí 
la  necesidad  de  un  concordato  que  deslinde  las  jurisdiccio- 
nes de  la  Iglesia  y  el  Estado  en  cuanto  a  la  institución 
matrimonial  se  refiere. 

Casi  simultáneamente  con  los  bosquejos  para  un  arre- 
glo del  problema  de  los  nombramientos  de  obispos,  en 
1958  comencé  pues  a  preparar  las  bases  para  un  convenio 
sobre  la  cuestión  matrimonial.  Las  dificultades  que  fui 
encontrando  respecto  a  aquel  problema  hicieron  postergar 
el  estudio  de  esta  cuestión,  pero,  una  vez  elegido  el  ca- 
mino de  la  reforma  constitucional  y  decidido  el  gobierno 
nacional  a  llegar  a  un  acuerdo  completo  y  general  con  la 
Santa  Sede,  fue  necesario  — y  resultó  fácil —  retomar  el 
tema,  que,  con  el  asunto  de  los  nombramientos,  el  de  la 
libertad  de  comunicación  y  el  de  la  educación,  constituye 
uno  de  los  capítulos  que  ineludiblemente  debe  contener 
un  concordato  digno  del  nombre  de  tal. 

Si  bien  parecería  relativamente  sencillo  sentar  las 
bases  a  que  ha  de  ajustarse  cualquier  arreglo  sobre  el 
particular,  cuando  se  entra  a  precisar  detalles  surgen  las 
dificultades.  Así,  por  ejemplo,  en  una  primera  redacción 
escribí:  "El  Estado  Argentino  reconoce  plenos  efectos 
civiles  al  matrimonio  celebrado  de  acuerdo  con  las  leyes 
canónicas,  siempre  que  el  acta  del  casamiento  sea  trans- 
cripta en  la  oficina  competente  de  registro  civil".  La 
fuente  de  esta  cláusula  era  el  artículo  23  del  concordato 
español,  y  la  expresión  "matrimonio  celebrado"  parecía 
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correcta.  Sin  embargo,  cuando  se  discutía  el  concordato 
con  la  República  Dominicana,  el  cardenal  Tardini  quiso 
variarla.  Temía  que  aquella  expresión  quedase  como  un 
simple  enunciado  general  de  que  el  matrimonio  canónico, 
como  institución  jurídica,  era  reconocido  por  el  Estado  y 
que  luego  sobreviniesen  distinciones  y  retaceos  en  su 
aplicación  concreta.  Impuso,  pues,  según  el  texto  italiano, 
la  expresión  tutti  i  matrimoni,  que  en  el  castellano  se 
vertió  en  "cada  matrimonio",  de  manera  que  no  cupiese 
duda  de  que  cada  matrimonio  celebrado  produciría  efectos 
civiles.  A  mi  juicio  la  cuestión  quedaría  salvada  con  el 
empleo  del  plural  "matrimonios  celebrados". 

Otro  punto  a  dilucidar  era  lo  referente  a  ]a  inscrip- 
ción. Los  concordatos  de  España  y  de  Santo  Domingo  se 
limitan  a  establecer  la  validez  del  matrimonio  canónico; 
el  requisito  de  su  inscripción  está  acordado  en  un  proto- 
colo adicional.  En  el  de  Italia,  en  cambio,  figura  este 
requisito  en  el  texto  principal  del  concordato  mismo.  Aun- 
que la  aceptación  de  la  validez  civil  sea  igualmente  ter- 
minante, la  diferencia  podría  tener  importancia  para  pre- 
cisar los  alcances  del  reconocimiento  del  matrimonio  re- 
ligioso. Con  todo,  lo  cierto  es  que,  tanto  para  España  como 
para  Italia,  la  inscripción  es  normalmente  condición  "sine 
qua  non"  para  que  el  matrimonio  produzca  efectos  civiles. 

Aclarados  estos  puntos  y  sobre  la  base  de  lo  estable- 
cido en  los  concordatos  citados,  podrían  acordarse  los  dos 
artículos  siguientes: 

"I.  —  El  Estado  Argentino  reconoce  plenos 
efectos  civiles  a  los  matrimonios  celebrados  se- 
gún las  normas  del  derecho  canónico,  sin  otro 
requisito  que  la  inscripción  de  las  actas  respecti- 
vas en  las  correspondientes  oficinas  del  Registro 
Civil. 

"II.  —  El  párroco,  ante  cuya  jurisdicción  haya 
sido  celebrado  el  matrimonio,  deberá  remiti^^  den- 
tro de  quinto  día  un  testimonio  del  acta  perti- 
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mente  al  jefe  de  la  Oficina  Civil  que  corresponda. 
Remitido  en  término  el  testimonio,  los  efectos 
civiles  se  producirán  desde  la  fecha  de  la  cele- 
bración; caso  contrario  tales  efectos,  con  referen- 
cia a  terceros,  se  producirán  a  partir  de  la  fecha 
de  la  comunicación  al  Registro.  No  obstará  a  la 
inscripción  la  muerte  de  uno  o  de  los  dos  cón- 
yuges." 

Dentro  del  sistema  concordatario,  ¿podría  el  jefe  del 
registro  civil  denegar  la  inscripción  de  un  matrimonio 
canónicamente  celebrado?  A  primera  vista  parecería 
inadmisible,  pero  en  la  ley  y  en  la  práctica  italianas  hay 
casos  en  que  la  Santa  Sede  misma  ha  admitido,  o  por  lo 
menos  ha  tolerado,  que  ello  ocurra.  La  jurisprudencia 
italiana  ha  ido,  quizá,  más  allá  de  lo  debido,  pero  de 
todas  maneras  pueden  presentarse  situaciones  dignas  de 
atención.  La  ley  señala  tres  casos  en  que  la  inscripción 
es  improcedente:  1^)  si  ya  existe  un  matrimonio  civil  de 
cualquiera  de  los  contrayentes  con  otra  persona;  2^)  si 
los  contrayentes  están  unidos  entre  sí  por  matrim.onio 
civil;  39)  si  uno  de  los  contrayentes  fuese  demente. 

Bien  examinados  los  tres  casos,  se  llega  a  la  con- 
clusión de  que  únicamente  es  atendible  el  primer  d.  Es 
razonable  que  se  niegue  la  inscripción  si  cualquiera  de 
los  contrayentes  ha  contraído  un  matrimonio  civil  an- 
terior válidamente  inscripto.  Más  discutible  sería  el  con- 
flicto entre  un  matrimonio  civil  celebrado  en  el  extranje- 
ro, no  inscripto,  y  uno  canónico  posterior,  aunque  no  sería 
ésta  una  cuestión  a  plantear  ante  un  jefe  de  registro 
sino  para  ser  resuelta  judicialmente. 

En  cuanto  al  segundo  caso,  es  decir  cuando  los  con- 
trayentes están  ya  unidos  por  el  vínculo  civil,  la  solución 
italiana  no  parece  justa.  En  realidad  en  tal  hipótesis 
correspondería,  además  de  la  inscripción  del  acta  parro- 
quial, una  anotación  marginal  en  la  partida  del  casamien- 
to civil  anterior.  Quedaría  de  esta  manera  aclarado  que 
los  contrayentes  de  la  vieja  unión  civil  habrían  normali- 
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zado  su  situación  ante  la  Iglesia  y  que  el  matrimonio, 
en  cuanto  atañe  a  la  validez  o  a  la  nulidad  del  vínculo, 
habría  de  regirse,  en  adelante,  por  las  reglas  canónicas. 

El  tercer  caso,  la  demencia  de  alguno  de  los  esposos, 
resulta  también  improcedente.  Por  lo  menos  tampoco  sería 
cuestión  a  dilucidar,  sin  más  ni  más,  por  un  jefe  de  regis- 
tro. Una  hipótesis  semejante  tendría  que  ser  decidida  por 
el  tribunal  competente,  ya  que  estaría  en  juego  la  validez 
del  consentimiento  prestado  por  el  presunto  demente.  Su 
inclusión,  que  responde  a  una  antigua  preocupación 
jurídica  italiana,  no  fue  vista  con  buenos  ojos  por  la 
Iglesia. 

Para  obviar  los  inconvenientes  que  en  tales  casos 
traería  aparejada  la  negativa,  la  ley  italiana  (y  ello  es 
admitido  en  la  práctica  por  la  Iglesia)  dispone  que,  antes 
de  celebrar  el  matrimonio  religioso,  los  contrayentes  pue- 
den concurrir  al  Registro  Civil  para  acreditar  la  inexisten- 
cia de  obstáculos  para  la  inscripción  de  su  próximo  ma- 
trimonio y  obtener  que  se  efectúen  las  publicaciones 
también  requeridas  para  la  unión  civil.  Cuando  no  tiene 
lugar  esa  previa  comparencia,  la  ley  exige  que  las  publi- 
caciones se  realicen  antes  de  hacerse  efectiva  la  ins- 
cripción. 

Se  ha  debatido  mucho,  en  Italia,  el  alcance  de  estas 
proclamas  civiles.  ¿Podría  dar  pie  a  oposiciones  fundadas 
en  impedimentos  exclusivamente  civiles?  Si  mediase  un 
impedimento  estatuido  a  la  vez  por  el  derecho  canónico 
y  por  el  derecho  civil,  ¿bastaría  la  dispensa  otorgada 
por  la  autoridad  religiosa?  Claro  que  ninguno  de  estos 
problemas  podrían  plantearse  entre  nosotros  pues  la  ley 
civil  no  exige  proclamas  y,  por  otra  parte,  los  impedimen- 
tos matrimoniales,  fundados  casi  exclusivamente  en  el 
derecho  natural,  no  son  dispensables. 

Resultado  de  todo  este  orden  de  consideraciones  sería 
el  siguiente  artículo: 

"IIL  —  El  jeje  de  la  Oficina  del  Registro  Civil 
sólo  podrá  negar  la  inscripción  si  apareciese  re- 
lie 


gistrado  otro  matrimonio  anterior  subsistente  de 
cualquiera  de  los  contrayentes,  o  si  éstos  resulta- 
sen parientes  en  línea  ascendente  o  en  segundo 
grado  colateral  (según  el  cómputo  civil).  Si  los 
contrayentes  no  hubiesen  acreditado  en  la  ojicina 
correspondiente,  antes  de  la  celebración,  la  inexis- 
tencia de  tales  inconvenientes,  se  exigirá  ese  re- 
quisito como  previo  a  la  inscripción" 

Un  punto  importante  que  conviene  dejar  bien  escla- 
recido es  el  referente  a  las  consecuencias  de  la  posible 
aceptación  del  divorcio  vincular  en  el  orden  civil.  En 
los  concordatos  de  Italia  y  de  España  se  parte  de  la  base 
de  la  inexistencia  de  tal  divorcio.  En  el  de  la  República 
Dominicana,  como  en  el  de  Portugal,  se  presupone  la 
posibilidad  del  divorcio  civil,  y,  para  evitar  conflictos  se 
dispone  que,  en  armonía  con  las  propiedades  esenciales 
del  matrimonio  católico,  queda  entendido  que,  al  celebrar- 
lo, los  contrayentes  renuncian  a  la  facultad  de  pedir  el 
divorcio,  el  cual,  en  consecuencia,  no  podrá  ser  aplicado 
por  los  tribunales  civiles  a  los  matrimonios  canónicos. 
Indudablemente  ésta  es  una  disposición  determinada  por 
el  afán  de  prevenir  dificultades  y  de  mantener,  con  un 
criterio  eminentemente  práctico,  el  principio  de  la  indiso- 
lubilidad del  vínculo  matrimonial  en  países  donde  se 
admite  el  divorcio  vincular. 

Pero  podría  darse  una  tercera  hipótesis.  Un  Estado, 
que  no  admitía  el  divorcio  al  concertar  el  concordato  con 
la  Santa  Sede,  podría  haberlo  aceptado  después,  ¿cuáles 
serían  entonces  los  efectos  del  divorcio  no  previsto  en  el 
concordato?  En  Italia  hay  quienes  sostienen  que  si  se 
sancionase  el  divorcio  civil  sería  éste  aplicable  a  todos 
los  matrimonios  inscriptos.  Sin  afectar  al  vínculo  canóni- 
co, el  divorcio  anularía  la  inscripción  y  autorizaría  una 
nueva  unión  civilmente  válida.  Aunque  se  trate  de  una 
argucia  inadmisible,  es  un  argumento  que,  esgrimido  de 
mala  fe,  podría  servir  de  elemento  perturbador  y  hacer 
ilusorias  las  disposiciones  concordatarias. 
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A  fin  de  evitar  equívocos  de  semejante  naturaleza  y 
de  dejar  establecido  que  el  vínculo  matrimonial  inscripto 
no  podría  ser  desvirtuado  en  sus  efectos  civiles  sino  por 
un  pronunciamiento  de  los  competentes  tribunales  ecle- 
siásticos, el  concordato  argentino  debería  contener  un 
artículo  que  dijese: 

''IV.  —  La  inscripción  no  podrá  ser  cancelada 
ni  sus  efectos  desvirtuados  sino  en  caso  de  que 
el  matrimonio  fuese  declarado  nulo  o  inexistente 
por  tribunal  eclesiástico  competente!' 

De  todo  lo  dicho  hasta  ahora  fácilmente  se  deduce  la 
necesidad  de  que  el  concordato  contemple  las  nulidades 
y  dispensas  atingentes  al  vínculo  matrimonial.  La  Santa 
Sede  ha  sido  siempre  muy  cuidadosa  sobre  el  particular 
y  ha  reservado  para  las  autoridades  eclesiásticas  el  co- 
nocimiento de  las  causas  correspondientes.  El  artículo 
34  del  concordato  italiano,  el  VII  del  austríaco,  el  XXV 
del  portugués,  el  XXIV  del  español  y  el  XXVI  del  domi- 
nicano coinciden  al  respecto. 

En  cuanto  a  las  causas  sobre  separación  de  cuerpos 
y  de  bienes,  por  mucho  que,  especialmente  las  primeras, 
toquen  una  materia  relativa  al  orden  moral  y  de  las  cos- 
tumbres, la  Iglesia  admite  dejarlas  al  conocimiento  de  los 
tribunales  del  Estado.  Se  explica  que  así  sea,  ya  que,  en 
su  aspecto  íntimo  y  moral,  tales  cuestiones  suelen  resol- 
verse privadamente  y  por  lo  general  se  recurre  a  los  tri- 
bunales sólo  para  zanjar  los  conflictos  que  de  ellas  derivan 
en  el  plano  económico  y  de  los  intereses  materiales.  Es 
pues  corriente  encontrar  en  los  concordatos  modernos  una 
declaración  expresa  en  ese  sentido. 

Los  dos  puntos  estarían,  pues,  resueltos  en  los  dos 
artículos  siguientes: 

"V.  —  Las  causas  concernientes  a  la  nulidad 
del  matrimonio  canónico  y  la  dispensa  del  matri- 
monio rato  y  no  consumado,  así  como  el  procedi- 
miento relativo  al  privilegio  paulino,  quedan  re- 
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servados  a  los  tribunales  y  órganos  eclesiásticos 
competentes.  Las  decisiones  de  dichos  órganos  y 
tribunales  eclesiásticos ,  cuando  sean  definitivas,  se 
elevarán  al  Supremo  Tribunal  de  la  Signatura 
Apostólica  para  su  aprobación,  y  serán  trasmiti- 
das después,  con  los  relativos  decretos  del  Supre- 
7110  Tribunal,  por  vía  diplomática,  al  tribunal  civil 
argentino  competente,  el  que  las  hará  efectivas 
y  mandará  que  sean  anotadas  en  los  registros  ci- 
viles al  margen  del  acta  del  matrimonio  afectado. 

"VI.  —  La  Santa  Sede  consiente  que  las  causas 
matrimoniales  sobre  separación  de  los  cónyuges 
sean  juzgadas  por  los  tribunales  civiles.'' 

Por  último  tendría  que  ser  tratada  la  cuestión  de  los 
matrimonios  contraídos  antes  de  la  sanción  del  concor- 
dato, tanto  en  lo  referente  a  la  forma  de  figurar  en  los 
registros  como  en  lo  que  atañe  a  la  indisolubilidad  del 
vínculo.  Podrían  plantearse  dos  hipótesis:  que  preexistie- 
sen  juntamente  la  unión  religiosa  y  la  unión  civil,  y  que 
preexistiendo  sólo  una  de  ellas,  la  otra  se  celebrase  con 
posterioridad  al  concordato.  Quizá  lo  más  correcto  fuese 
que  en  todos  los  casos  posibles  se  efectuasen  de  oficio 
anotaciones  en  los  registros,  de  tal  manera  que  todo  ma- 
trimonio contraído  canónicamente  quedase  regulado  por 
las  normas  concordatarias,  pero,  en  la  práctica,  ello  resul- 
taría por  demás  complicado  y  difícil.  De  ahí  que,  con 
respecto  a  las  situaciones  ya  concluidas,  parecería  más 
conveniente  generalizar  el  principio  que  sentara  el  des- 
pacho de  la  minoría  de  la  comisión  redactora  del  proyecto 
de  código  civil  de  1936:  "Cuando  al  casamiento  civil 
— dice  el  art.  387  de  la  minoría  divorcista —  hubiera  se- 
guido la  consagración  religiosa  de  cualquier  comunión  que 
establezca  la  indisolubilidad  del  vínculo,  podrá  el  cónyuge 
demandado  oponerse  al  divorcio  absoluto,  y  la  sentencia 
que  se  dictare,  sólo  implicará  separación  de  cuerpos".  Dan- 
do un  paso  más  adelante,  sin  necesidad  de  esperar  una 
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controversia  judicial,  cabría  autorizar,  a  pedido  de  parte, 
la  anotación  respectiva. 

Es  de  advertir  que  si  el  matrimonio  civil  fuese  ante- 
rior al  concordato  y  el  religioso  posterior,  no  se  presenta- 
ría inconveniente  alguno,  puesto  que  el  párroco  estaría 
obligado  a  remitir  el  acta  respectiva  al  encargado  del 
registro  civil  y  éste  a  inscribirla,  sin  perjuicio  de  hacer 
una  anotación  marginal  en  el  acta  civil  primitiva.  El  caso 
inverso  sólo  podría  plantearse  en  teoría,  pues  en  la  prác- 
tica para  dar  fuerza  civil  al  matrimonio  canónico  anterior 
no  sería  necesario  contraer  una  nueva  unión  civil;  bas- 
taría la  inscripción  tardía  del  primero  a  requerimiento  de 
cualquiera  de  las  partes. 

El  capítulo  del  concordato  reservado  para  el  matri- 
monio terminaría,  pues,  con  este  artículo: 

"VIL  —  Con  respecto  a  los  matrimonios  canó- 
nicos celebrados  con  anterioridad  a  la  vigencia 
del  régimen  establecido  en  este  concordato,  cual- 
quiera de  los  cónyuges  podrá  requerir  de  las  auto- 
ridades eclesiásticas  la  remisión  de  las  partidas 
pertinentes  al  registro  civil  que  corresponda  para 
su  inscripción,  o  para  su  anotación  al  margen  del 
acta  respectiva  si  hubiese  unión  civil  anterior.  En 
las  causas  de  nulidad,  en  trámite  ante  los  tribu- 
nales civiles,  la  parte  demandada  podrá  obtener 
\a  paralización  del  juicio  presentando  un  certifi- 
cado en  que  conste  esta  anotación,  sin  perjuicio 
de  las  acciones  que  podrá  intentar  el  actor  ante 
los  tribunales  eclesiásticos  " 

Perspectivas  para  el  futuro 

Los  dos  anteproyectos,  tanto  el  de  la  ley  reformatoria 
de  la  n^  2.393  como  el  articulado  para  el  capítulo  del 
concordato  referente  al  matrimonio,  fueron  sometidos 
oportunamente  a  la  consideración  de  quienes  estaban  11a- 
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mados  a  cooperar  en  su  sanción  definitiva.  En  febrero  de 
1962  conversé  sobre  ellos  con  el  presidente  de  la  Repúbli- 
ca; le  expliqué  el  sentido  de  las  reformas  que  implicaban 
y  cómo  funcionaría  el  nuevo  régimen.  Su  respuesta  fue 
alentadora  y  dejó  abiertos  horizontes  promisores. . .  Pero 
ya  me  he  referido  a  esa  última  entrevista  y  a  los  hechos 
públicos  y  notorios  que  echaron  por  tierra  todas  las  espe- 
ranzas alimentadas  desde  1958. 

En  el  momento  actual  (estamos  a  comienzos  de  1963) 
sería  harto  improbable  que  se  retomase  el  tema  del 
concordato.  La  situación  institucional  de  la  República 
no  lo  permitiría;  al  menos  para  tratar  de  ello  en  la  Se- 
cretaría de  Estado  de  Su  Santidad.  Cabría,  sin  embargo, 
ir  adelantando  camino  con  el  estudio  del  anteproyecto  de 
ley,  de  tal  modo  que  uno  de  los  primeros  actos  del  próxi- 
mo gobierno  constitucional  fuese  precisamente  su  san- 
ción. Obrar  así  sería  la  mejor  manera  de  demostrar  buena 
voluntad  y  sinceros  deseos  para  llegar  algún  día,  en  esta 
materia,  a  un  arreglo  definitivo  con  la  Santa  Sede,  y 
sería,  por  cierto,  una  eficaz  forma  de  cerrar  el  ciclo  abierto 
por  la  instauración  del  laicismo  como  base  obligada  para 
el  ordenamiento  jurídico  de  las  familias  argentinas. 

Demás  estaría  agregar  que  no  pretendo  haber  agota- 
do con  estos  anteproyectos  todo  el  "tema  institucional  del 
matrimonio.  Quedarían  todavía  otros  puntos  de  interés, 
y  yo  mismo,  en  un  primer  bosquejo,  había  señalado  al- 
gunos. Pero,  en  definitiva,  consideré  m.ás  prudente  limi- 
tarme a  los  marcos  clásicos,  previstos  en  los  concordatos 
corrientes,  con  unos  pocos  añadidos  que  la  experiencia 
ajena  y  las  necesidades  propias  aconsejaban  agregar. 
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XII 


LOS  DIAS  FESTIVOS 


Un  poco  de  historia'^ 

Desde  que  Constantino  el  Grande,  allá  por  el  año  321 
de  nuestra  era,  estableció  la  obligatoriedad  de  la  obser- 
vancia del  domingo  por  los  jueces  del  Imperio,  una 
ininterrumpida  tradición  ha  respetado  invariablemente 
las  grandes  solemnidades  religiosas  en  los  países  fieles 
a  la  Iglesia.  A  través  del  derecho  imperial  romano  y  de 
la  legislación  española,  esa  consideración  y  ese  respeto 
pasaron  al  orden  jurídico  nacional  argentino,  donde  aún 
tiene  vigencia  la  definición  del  Rey  Sabio  dada  en  la 
Primera  Partida,  título  XXIII,  ley  I:  'Tiesta...  es  aque- 
lla que  manda  el  Apostólico  fazer,  e  cada  obispo  en  su 
obispado,  con  ayuntamiento  del  pueblo  a  honrra  de  algún 
santo,  que  sea  otorgado  por  la  Eglesia  de  Roma". 

No  siempre  rigieron  entre  nosotros  los  mismos  feria- 
dos. La  Circuncisión  del  Señor,  la  Natividad  de  la  San- 
tísima Virgen,  la  de  San  Juan  Bautista,  la  fecha  de  cada 
uno  de  los  apóstoles,  etc.,  fueron  y  dejaron  de  ser  días 
de  precepto  en  más  de  una  oportunidad.  Pero,  de  todos 

1  Este  punto  lo  traté  más  detenidamente  en  un  artículo  publicado 
con  seudónimo  en  la  revista  Presencia,  fecha  14  de  julio  de  1950,  bajo  el 
título  de  Las  Festividades  Eclesiásticas  ante  la  Ley  Civil.  Aquí  he  trans- 
cripto algunos  de  sus  párrafos. 
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modos,  el  poder  civil  siempre  se  atuvo  a  lo  que  dispusiera 
la  Iglesia  al  respecto. 

En  1832  el  gobierno  de  la  Provincia  de  Buenos  Aires 
se  había  dirigido  al  diocesano  pidiendo  la  disminución  de 
las  fiestas.  El  obispo  Medrano,  que  desempeñaba  las  fun- 
ciones de  vicario  apostólico  en  la  sede  vacante  con  ju- 
risdicción sobre  las  cinco  provincias  del  litoral,  estimó 
que  el  pedido  era  atendible  y  sometió  su  decisión  favora- 
ble a  la  ratificación  del  Sumo  Pontífice.  El  Papa  Grego- 
rio XVI  acordó  la  reducción  suplicada,  fijando  como  días 
de  ambos  preceptos  (asistencia  a  misa  y  no  trabajar) 
todos  los  domingos  del  año,  las  fiestas  del  Nacimiento, 
Circuncisión,  Epifanía  y  Sagrado  Cuerpo  de  Nuestro  Señor 
Jesucristo,  las  de  la  Inmaculada  Concepción,  Anunciación, 
Purificación  y  Asunción  de  María  Santísima,  la  de  los 
apóstoles  San  Pedro  y  San  Pablo,  las  de  nuestros  patro- 
nos San  Martín  de  Tours  y  Santa  Rosa  de  Lima,  la  de 
Todos  los  Santos  y,  como  de  sólo  precepto  de  asistir  a 
misa,  la  del  Patriarca  San  José.  Al  comunicar  el  breve 
que  así  lo  disponía  a  los  fieles,  el  obispo  Medrano  agregó 
la  festividad  de  San  Juan  Bautista,  restaurada  de  acuerdo 
con  la  autoridad  civil  en  junio  de  1834. 

A  fin  de  lograr  que  el  privilegio  otorgado  a  la  dió- 
cesis de  Buenos  Aires  fuese  extendido  a  todo  el  territorio 
de  la  Confederación,  el  congreso  de  Paraná  sancionó  en 
agosto  de  1858  la  ley  181  que,  textualmente,  dispuso:  "El 
Poder  Ejecutivo  solicitará  del  Santísimo  Padre  un  arre- 
glo conveniente  y  uniforme  en  toda  la  Confederación 
Argentina  respecto  a  la  disminución  de  los  días  festivos". 
El  presidente  Urquiza  encomendó  al  ministro  ante  la 
corte  pontificia,  Juan  del  Campillo,  que  llevase  a  cabo  la 
delicada  gestión.  Fundándose  en  consideraciones  relativas 
al  bien  de  las  almas,  el  ministro  Campillo  se  dirigió  al 
cardenal  secretario  de  Estado  de  Su  Santidad,  "confiado 
— son  sus  palabras —  en  la  benignidad  del  Santo  Padre  que 
se  dignará  atender  a  tan  fundada  como  respetuosa  peti- 
ción". El  Papa  Pío  IX  accedió  a  lo  solicitado,  con  gran 
satisfacción  del  distinguido  diplomático  que  se  apresuró 


184 


a  comunicarlo  así  al  gobierno  de  Paraná.  El  especial  inte- 
rés del  episodio  radica  en  el  celo  con  que  el  gobierno 
argentino  puso  de  manifiesto  su  acatamiento  de  la  potes- 
tad jurisdiccional  del  Sumo  Pontífice  en  toda  esta  materia. 

El  recordado  principio  de  aquella  ley  de  la  Primera 
Partida,  tan  puntualmente  observado  en  1832  por  el  go- 
bierno de  Buenos  Aires  y  en  1858  por  el  de  la  Confe- 
deración, continúa  con  plena  vigencia  en  el  momento 
presente.  Una  ley  de  la  Provincia  de  Buenos  Aires,  dic- 
tada en  1864,  que  rige  en  el  orden  nacional  por  imperio 
del  artículo  318  de  la  Ley  Orgánica  de  los  Tribunales, 
expresamente  dispone  que  "serán  días  feriados  para  la 
Administración  de  Justicia,  los  de  ambos  preceptos,  los 
de  fiesta  cívica,  los  tres  últimos  de  Semana  Santa  y  los 
de  Carnaval".  Dichos  feriados  "de  ambos  preceptos"  no 
podrían  ser  otros  que  los  establecidos  ahora  en  el  canon 
1247  del  Código  de  1917:  todos  los  domingo  del  año,  la 
Navidad,  la  Circuncisión  del  Señor  u  Octava  de  la  Na- 
vidad, la  Epifanía,  la  Ascensión  del  Señor,  el  Sagrado 
Cuerpo  de  Cristo,  la  Inmaculada  Concepción  de  la  Virgen 
Santísima,  su  gloriosa  Asunción,  la  festividad  de  San  José, 
el  día  de  los  santos  apóstoles  Pedro  y  Pablo,  Todos  los 
Santos.  En  virtud  de  un  indulto  pontificio,  suplicado  ocho 
años  atrás,  últimamente  prorrogado  hasta  el  31  de  diciem- 
bre de  1964  por  rescripto  N^  36.259  de  la  Sagrada  Con- 
gregación del  Concilio,  fecha  23  de  septiembre  de  1958, 
los  obispos  argentinos  están  facultados  para  dispensar  a 
los  fieles  de  la  obligación  de  asistir  a  misa  y  abstenerse 
de  trabajar  en  las  solemnidades  litúrgicas  de  San  José, 
la  Ascensión  de  Nuestro  Señor  y  San  Pedro  y  San  Pablo. 
Festividades,  las  tres,  hoy  por  hoy  jurídicamente  supri- 
midas entre  nosotros,  por  haberse  otorgado  la  dispensa. 

La  claridad  del  derecho  aplicable  no  es  óbice,  sin 
embargo,  para  que  en  algunos  ambientes  laicizados  se 
piense  que  el  gobierno  nacional  podría  prescindir  de  la 
reglamentación  canónica.  Hemos  tenido  serios  amagos  de 
conflictos  (la  antes  referida  dispensa  fue  resultado  de 


185 


una  transacción  oficiosa  con  la  que  se  puso  fin  a  una 
anómala  situación  ya  planteada)  y  sería  prudente  preve- 
nirlos. Desgraciadamente  es  bastante  frecuente  oír  quejas 
sobre  el  "excesivo"  número  de  feriados  religiosos,  mien- 
tras aumenta  constantemente  el  de  las  festividades  civiles 
y  los  días  de  descanso.  Es,  si  se  quiere,  un  síntoma  de  los 
tiempos;  una  realidad  que  es  menester  tomar  en  conside- 
ración. De  ahí  la  conveniencia  de  fijar  las  cosas  mediante 
un  arreglo  concordatario. 

El  tema  de  los  feriados  en  los  concordatos 

Es  precisamente  lo  que  ha  venido  procurando  últi- 
mamente la  Santa  Sede.  El  tema  de  los  feriados  está  re- 
suelto en  cinco  concordatos:  el  de  Italia  de  1929,  el  de 
Austria  de  1933,  el  de  Portugal  de  1940,  el  de  España  de 
1953  y  el  de  la  República  Dominicana  de  1954.  Los  dos 
últimos  son  los  más  completos,  ya  que  en  ellos  han  sido 
encarados  los  dos  aspectos  que  el  caso  presenta:  la  deter- 
minación de  los  días  festivos  y  la  de  los  deberes  del 
Estado  frente  a  los  mismos.  Los  de  Italia  y  Austria  se 
refieren  sólo  al  primer  aspecto;  el  de  Portugal,  al  segundo. 

El  concordato  italiano  se  limita  a  determinar  que  el 
Estado  reconoce  los  días  festivos  de  la  Iglesia,  y  repite 
la  enumeración  del  canon  1247.  El  austríaco,  en  cambio, 
dice  que  la  República  "reconoce  los  siguientes  días  festi- 
vos establecidos  por  la  Iglesia",  y  trae  a  continuación 
la  lista  del  canon  citado,  en  la  que  se  omite  el  de  San 
José.  El  español  estatuye  en  su  artículo  59  que  el  Estado 
tendrá  por  festivos  los  días  señalados  por  la  Iglesia  en  el 
Código  de  Derecho  Canónico  o  en  disposiciones  particu- 
lares sobre  festividades  locales;  no  los  enumera.  El  do- 
minicano, cuyo  texto  es  semejante  al  español,  después 
de  sentar  el  mismo  concepto  general  sobre  la  aplicación 
de  lo  dispuesto  en  el  canon,  repite  la  enumeración  que 
éste  contiene. 


186 


El  concordato  portugués  dispone  que  el  Estado  pro- 
veerá para  que  todos  los  católicos  que  estén  a  su  servicio 
o  que  integren  sus  organizaciones,  puedan  cumplir  sus 
deberes  religiosos  en  los  domingos  y  días  festivos.  El 
español  va  más  allá:  "el  Estado  — dice  también  el  artícu- 
lo 59  citado —  dará  en  su  legislación  las  facilidades  necesa- 
rias para  que  los  fieles  puedan  cumplir  en  esos  días  sus 
deberes  religiosos.  Las  autoridades  civiles,  tanto  naciona- 
les como  locales,  velarán  por  la  debida  observancia  del 
descanso  en  los  días  festivos".  El  dominicano  se  expresa 
en  los  mismos  términos.  Nada  semejante  contienen  los 
concordatos  de  Italia  y  de  Austria. 

Los  de  España  y  de  la  República  Dominicana  son,  sin 
lugar  a  dudas,  los  más  completos.  En  ellos  tendría  que 
inspirarse  la  solución  argentina,  si  bien  podría  tenerse  en 
cuenta  la  dispensa  de  las  tres  festividades  antes  referidas 
y  el  distingo  no  muy  castizo  que  suele  hacerse  entre  "fe- 
riados nacionales"  y  "días  no  laborables".  Pero  ni  esa 
dispensa  ni  este  distingo  deberán  obstar  a  que  se  deje 
sentado  la  aceptación  integral  de  los  dos  cánones  que  se 
refieren  directamente  a  las  fiestas:  el  1247  que  las  enu- 
mera, y  el  1248  que  establece  la  forma  de  observarlas. 
La  cuestión  relativa  a  la  dispensa  podría  dar  lugar  a  una 
salvedad  accesoria,  y  la  que  concierne  al  carácter  facul- 
tativo que,  para  comerciantes,  industriales  y  particulares 
en  general,  revisten  entre  nosotros  las  festividades  reli- 
giosas comprendidas  en  el  concepto  de  "días  no  labora- 
bles" (en  realidad,  fuera  de  los  domingos  y  la  Navidad, 
todos  los  feriados  de  ambos  preceptos),  cabría  resolverla 
estableciendo  en  forma  eficaz  el  derecho  que  tiene  el 
católico  a  que  se  le  respete  y  se  le  facilite  el  cumplimiento 
de  sus  deberes  religiosos.  El  empleado  o  el  obrero  que  se 
negase  a  prestar  servicios  en  los  días  festivos  no  experi- 
mentaría, de  esta  manera,  merma  alguna  en  sus  salarios, 
en  su  estabilidad  o  en  su  prestigio  frente  al  empleador  o 
patrón  agnóstico,  descreído  o  simplemente  mal  cumplidor 
de  sus  propios  deberes  religiosos.  Ambas  soluciones  no 
podrían  sino  ser  muy  bien  vistas  por  las  autoridades 
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eclesiásticas  y  la  opinión  católica.  La  segunda  implicaría, 
además,  un  señalado  progreso  en  el  campo  de  la  justicia 
social. 

El  concordato  argentino  podría  contener  otro  agre- 
gado. Por  nuestra  legislación  y  en  nuestras  costumbres 
son  días  feriados  ("días  no  laborables",  ahora)  el  Jueves 
y  el  Viernes  Santos,  ninguno  de  los  cuales  es  de  precepto. 
Sin  embargo,  es  evidente  que  ambos  tienen  un  profundo 
sentido  religioso.  Sobre  todo  el  Viernes,  especialmente 
respetado  por  nuestro  pueblo.  Centrada  en  el  misterio  de 
la  Muerte  del  Señor,  su  fuerza  mística  impone  — mucho 
más  todavía  en  los  ambientes  rurales  que  en  los  urbanos — 
un  impresionante  retraimiento  de  las  actividades  corrien- 
tes; un  paréntesis  en  medio  del  trajinar  de  la  vida.  En 
cuanto  al  Jueves,  la  vuelta  a  las  antiguas  celebraciones 
litúrgicas  vespertinas,  ocurrida  en  los  últimos  años,  hace 
que  prácticamente  pueda  dedicarse  la  jornada  al  trabajo, 
y  así  el  mantenimiento  del  feriado  podría  quedar  librado 
al  espontáneo  parecer  de  la  población.  El  agregado  podría 
decir  entonces:  "de  acuerdo  con  una  arraigada  tradición 
nacional  argentina,  el  Viernes  Santo  continuará  siendo 
considerado  día  feriado". 

Finalmente  se  añadiría  una  disposición  sobre  rogati- 
vas por  nuestra  nación.  En  otros  tiempos  la  Iglesia  oraba 
oficialmente  por  el  soberano,  quien,  además,  había  sido 
objeto  de  una  consagración  especial.  En  algunos  concor- 
datos modernos  se  establece  una  oración  "por  la  Repú- 
blica" y  "por  el  Jefe  del  Estado".  Yo  propondría  (no  sin 
algo  de  egoísmo,  para  incluirme  en  ella),  como  fórmula 
para  nuestro  país,  una  oración  "por  la  Nación  Argentina". 

En  síntesis,  el  concordato  argentino  podría  terminar 
con  los  siguientes  artículos: 

1.  —  El  Estado  tendrá  por  festivos  los  días 
establecidos  como  tales  por  la  Iglesia  en  el  Código 
de  Derecho  Canónico  o  en  otras  disposiciones 
particulares  sobre  festividades  locales,  y  dará, 
en  su  legislación,  las  facilidades  necesarias  para 
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que  los  fieles  puedan  cumplir  en  esos  días  sus 
deberes  religiosos.  Sin  embargo,  por  privilegio 
especial  otorgado  a  la  República  Argentina,  queda 
dispensada  la  obligación  de  oír  Misa  y  abstenerse 
de  trabajar  en  las  solemnidades  litúrgicas  de  San 
José,  Ascensión  del  Señor  y  Santos  Apóstoles 
Pedro  y  Pablo.  De  acuerdo  con  una  arraigada 
tradición  nacional  argentina,  el  Viernes  Santo 
continuará  siendo  considerado  día  feriado. 

II.  —  Las  autoridades  civiles,  tanto  nacionales 
como  locales,  velarán  por  la  debida  observancia 
del  descanso  en  los  días  festivos.  En  ningún  caso 
la  leal  observancia  de  los  feriados  canónicos  por 
parte  de  empleados  u  obreros  podrá  perjudicarles 
en  sus  sueldos  o  jornales  ni  en  su  situación  per- 
sonal ante  la  entidad  o  empresa  donde  prestaren 
servicios. 

III.  —  Los  domingos  y  fiestas  de  precepto,  así 
como  los  días  de  fiesta  nacional,  en  todas  las 
iglesias  catedrales,  prelaticias  y  parroquiales  de 
la  República  se  cantará  o  rezará,  al  final  de  la 
función  litúrgica  principal,  una  oración  por  la 
Nación  Argentina. 
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XIII 


TEXTO  DEL  CONCORDATO  PROYECTADO  ^ 


I.  —  El  Estado  Argentino  sostiene  el  Culto  Católico 
Apostólico  Romano,  garantiza  a  todos  los  habitantes  de 
la  República  el  derecho  de  profesarlo  libremente  y  ase- 
gura a  la  Iglesia  Católica  el  pleno  ejercicio  de  las  activi- 
dades que,  dentro  de  su  esfera  propia,  le  corresponden. 

II.  —  Para  mantener  en  la  forma  tradicional  las  rela- 
ciones amistosas  entre  la  Santa  Sede  y  la  República  Ar- 
gentina, continuarán  permanentemente  acreditados  un 
Embajador  de  la  República  ante  la  Santa  Sede  y  un  Nun- 
cio Apostólico  en  Buenos  Aires.  Este  será  Decano  del 
Cuerpo  Diplomático  en  los  términos  del  derecho  consue- 
tudinario. 

III.  —  Sin  necesidad  de  permiso  especial  alguno,  los 
ciudadanos  argentinos  podrán  ser  objeto  de  honores  y 
nombramientos  por  parte  del  Sumo  Pontífice  o  sus  re- 
presentantes. 

IV.  —  La  Santa  Sede  puede  publicar  en  la  República 
cualquier  disposición  o  instrucción  relativa  a  su  juris- 
dicción espiritual,  y  comunicar  con  los  prelados,  el  clero 

1  Por  ser  materias  de  la  Convención  del  28  de  junio  de  1957,  cuya 
vigencia  huelga  declarar,  nada  se  establece  en  este  proyecto  sobre  el  ré- 
gimen del  vicariato  castrense  y  la  aplicación  de  las  leyes  militares  en 
cuanto  atañe  al  clero.  Por  lo  demás,  la  Convención  aparece  citada  en 
el  artículo  V. 
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y  los  fieles  del  país,  así  como  éstos  pueden  hacerlo  con 
ella,  y  los  obispos  y  demás  autoridades  eclesiásticas  con 
su  clero  y  sus  fieles.  El  uso  de  cualquier  medio  de  difusión 
no  está  sometido  a  otras  censuras  o  limitaciones  que  las 
determinadas  por  las  reglamentaciones  generales. 

V.  —  La  Jerarquía  Católica  queda  así  organizada  en 
la  República  Argentina:  a)  La  Provincia  Eclesiástica  de 
Buenos  Aires,  que  comprende...  etc.,  (y  sigue  la  enume- 
ración de  todas  las  provincias  eclesiásticas  con  sus  dióce- 
sis respectivas). 

El  Arzobispo  de  Buenos  Aires  tiene  el  título  de 
Primado  de  la  Argentina,  en  virtud  de  lo  cual  el  Estado 
Argentino  le  reconoce  un  especial  rango  de  honor. 

Para  la  erección  de  nuevas  diócesis  o  cualquier  otro 
cambio  de  circunscripciones  diocesanas,  la  Santa  Sede  se 
pondrá  previamente  de  acuerdo  con  el  Gobierno  Argentino. 

Independientemente  de  las  jurisdicciones  diocesanas, 
existen  el  Vicariato  Castrense,  establecido  por  la  conven- 
ción del  28  de  junio  de  1957,  y  el  Ordinariato  para  la 
dirección  espiritual  de  los  fieles  de  ritos  orientales. 

VI.  —  Antes  de  proceder  al  nombramiento  de  arzobis- 
pos u  obispos  residenciales  o  de  sus  coadjutores  con  dere- 
cho a  sucesión,  la  Santa  Sede  comunicará  al  Gobierno 
Argentino  el  nombre  del  elegido  a  fin  de  saber  si 
tiene  objeciones  de  carácter  político  general.  Las  nego- 
ciaciones pertinentes  se  efectuarán  por  vía  diplomática 
con  la  mayor  celeridad  posible  y  tendrán  carácter  secreto. 

VIL  —  Cuando  por  causas  graves  y  especiales  la  Santa 
Sede  considerase  necesario  confiar  el  gobierno  de  una 
diócesis,  sea  en  sede  plena,  sea  en  sede  vacante,  a  un 
administrador  apostólico,  lo  hará  saber  al  Gobierno  Ar- 
gentino notificándole  el  nombre  de  la  persona  designada 
para  desempeñar  las  funciones  respectivas. 

VIII.  —  Los  arzobispos  u  obispos  residenciales,  sus 
coadjutores,  los  administradores  apostólicos  y  el  vicario 
castrense  deberán  ser  ciudadanos  argentinos.  Por  lo  de- 
más, las  autoridades  eclesiásticas  podrán  valerse  de  los 
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servicios  y  de  la  cooperación  de  clérigos  extranjeros  y 
confiarles  dignidades,  oficios  y  beneficios  eclesiásticos. 

IX.  —  La  erección,  modificación  o  supresión  de  pa- 
rroquias, beneficios  y  oficios  eclesiásticos,  así  como  el 
nombramiento  de  vicarios  generales,  oficiales  de  curia, 
párrocos  o  de  cualquier  funcionario  con  oficio  eclesiás- 
tico, serán  hechos  por  las  autoridades  eclesiásticas  com- 
petentes de  acuerdo  con  las  normas  del  derecho  canónico. 
Sin  embargo  las  autoridades  eclesiásticas  comunicarán  al 
Gobierno  los  nombramientos  de  los  vicarios  y  los  párrocos. 

X.  —  El  Estado  Argentino  reconocerá  la  personería 
jurídica  de  todas  las  instituciones,  asociaciones  de  clé- 
rigos o  de  laicos  y  congregaciones  u  órdenes  religiosas 
existentes,  constituidas  según  el  derecho  canónico,  con 
tal  que  posean  patrimonio  propio,  sean  capaces  por  sus 
estatutos  de  adquirir  bienes  y  no  subsistan  de  asignacio- 
nes del  Estado. 

XI.  —  Los  superiores  generales  o  provinciales  de  las 
órdenes  y  congregaciones  religiosas  con  residencia  fuera 
del  territorio  argentino,  aunque  sean  de  otra  nacionalidad, 
tienen  el  derecho  de  visitar  por  sí  o  por  interpósita  per- 
sona sus  casas  religiosas  ubicadas  en  el  país. 

XII.  —  Los  sacerdotes,  religiosos  y  religiosas  extran- 
jeros que  la  Santa  Sede  envíe,  las  autoridades  eclesiásti- 
cas del  país  inviten  o  los  superiores  de  órdenes  y  con- 
gregaciones establecidas  en  la  República  llamen  para 
ejercer  su  ministerio,  no  estarán  sujetos  a  limitación  al- 
guna ni  deberán  abonar  tasas  o  impuestos  de  inmigración. 

XIII.  —  Los  clérigos  y  los  religiosos  no  estarán  obli- 
gados a  desempeñar  cargos  públicos  o  funciones  que  según 
las  normas  del  derecho  canónico  sean  incompatibles  con 
su  estado.  Para  asumir  otros  empleos  o  cargos  públicos 
necesitarán  la  conformidad  de  su  prelado  y  la  del  ordina- 
rio del  lugar  donde  hubiesen  de  ejercer  su  actividad. 

XIV.  —  Los  eclesiásticos  estarán  exentos  de  cualquier 
impuesto,  tasa  o  contribución,  en  razón  del  ejercicio  de 
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su  ministerio  sacerdotal.  Los  actos,  edictos,  avisos  y  actas 
referentes  a  ese  mismo  ministerio  quedarán  también 
exentos  de  cualquier  impuesto,  tasa  o  contribución. 

XV.  —  Los  eclesiásticos  no  podrán  ser  interrogados 
por  jueces  u  otras  autoridades  sobre  hechos  o  asuntos 
cuya  noticia  les  haya  sido  confiada  en  el  ejercicio  del 
sagrado  ministerio  y  que,  por  lo  tanto,  caen  bajo  el  se- 
creto de  su  oficio  espiritual. 

XVJ.  —  Las  causas  criminales  contra  los  clérigos  o 
religiosos  imputados  por  delitos  previstos  en  las  leyes 
penales  de  la  República,  serán  juzgados  por  los  Tribu- 
nales del  Estado.  La  autoridad  judicial  avocada  al  cono- 
cimiento de  la  causa  deberá  informar  al  Ordinario  del 
lugar  la  iniciación  de  la  misma  y  transmitirle  el  resultado 
de  la  instrucción  así  como  las  sentencias  que  recayeren. 

XVIL  —  En  caso  de  detención  o  de  arresto,  los  ecle- 
siásticos y  religiosos  serán  tratados  con  el  miramiento 
debido  a  su  estado  y  su  grado.  En  caso  de  condena,  cum- 
plirán las  penas  privativas  de  la  libertad  en  lugares  es- 
peciales, a  menos  que  hubiesen  sido  reducidos  al  estado 
laical  por  los  prelados  competentes. 

XVIII.  —  Será  prohibido  y  castigado  el  uso  del  hábito 
eclesiástico  por  seglares  o  por  clérigos  y  religiosos  a  quie- 
nes la  autoridad  religiosa  competente  hubiese  declarado 
indignos  de  llevarlo. 

XIX.  —  El  Gobierno  Argentino,  de  acuerdo  con  la 
competente  autoridad  eclesiástica,  proveerá  lo  necesario 
para  que  en  los  hospitales,  sanatorios,  establecimientos 
penitenciarios  y  correccionales,  asilos,  orfanatos  y  entes 
similares,  se  asegure  una  conveniente  asistencia  religiosa 
a  los  acogidos  en  ellos.  A  tal  fin  se  dotará  a  dichos  esta- 
blecimientos de  los  capellanes  necesarios,  y,  en  todo  caso, 
se  permitirá  el  libre  acceso  y  el  ejercicio  de  la  asistencia 
espiritual  al  párroco  del  lugar  o  a  un  sacerdote  encargado 
por  el  Ordinario  competente. 

XX.  —  El  Gobierno  Argentino  entregará  a  cada  una 
de  las  curias  diocesanas,  para  su  sostenimiento,  una  suma 
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global  cuyo  monto  será  establecido  sobre  la  base  de  las 
asignaciones  contenidas  actualmente  para  Culto  en  el 
presupuesto  general  de  la  Administración  Nacional.  Que- 
dará a  cargo  de  las  autoridades  eclesiásticas  la  inversión 
de  las  sumas  recibidas,  la  cual  deberá  ajustarse  a  las 
normas  generales  establecidas  en  la  Ley  de  Contabilidad 
y  disposiciones  complementarias,  en  cuanto  se  refiere  a 
la  rendición  de  cuentas  de  las  sumas  percibidas  del  Teso- 
ro Nacional. 

XXI.  —  El  Estado  Argentino  garantiza  a  la  Iglesia 
plena  libertad  de  establecer  y  mantener  escuelas  y  uni- 
versidades de  cualquier  orden  y  grado. 

Los  certificados  y  comprobaciones  escolares  expedi- 
dos por  los  establecimientos  de  enseñanza  primaria,  se- 
cundaria, normal  y  especial  dependientes  de  la  Iglesia, 
cuyos  planes  y  métodos  de  estudios  sean  semejantes  a 
los  correspondientes  del  Estado,  tendrán  la  misma  fuerza 
que  los  otorgados  por  éstos. 

El  Estado  reconocerá  los  títulos  y  diplomas  académi- 
cos expedidos  por  los  institutos  universitarios  depen- 
dientes de  la  Iglesia,  siempre  que  en  los  mismos  se  imparta 
una  enseñanza  cultural,  científica  o  técnica  equivalente 
a  la  de  las  universidades  oficiales.  Sin  embargo,  la  habi- 
litación para  el  ejercicio  de  las  profesiones  liberales  podrá 
condicionarse  a  una  previa  comprobación,  en  cada  caso, 
de  la  aptitud  reglamentariamente  requerida. 

XXII.  —  En  sus  escuelas  y  en  sus  planes  de  enseñanza, 
el  Estado  Argentino  tendrá  en  cuenta  la  tradición  católi- 
ca de  la  Nación  y  el  derecho  de  los  educandos  a  ser  for- 
mados en  su  propia  religión.  Las  obligaciones  escolares 
serán  dispuestas  de  manera  que  los  alumnos  católicos 
puedan  recibir  instrucción  religiosa,  observar  los  feriados 
y  cumplir  sus  deberes  con  la  Iglesia. 

XXIII.  —  En  los  establecimientos  públicos  nacionales, 
provinciales  o  municipales  en  que  obligatoria  u  optativa- 
mente se  imparta  enseñanza  religiosa  como  parte  inte- 
grante de  los  cursos  regulares  para  los  alumnos  católicos, 
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dicha  enseñanza  estará  bajo  la  vigilancia  de  la  autoridad 
eclesiástica,  se  ajustará  a  planes  confeccionados  y  textos 
aprobados  por  ella  y  será  impartida  por  maestros  habili- 
tados y  fiscalizados  por  la  misma. 

XXIV.  —  En  los  institutos  oficiales  de  educación  pri- 
maria donde  no  se  imparta  enseñanza  religiosa  como  ma- 
teria obligatoria  u  optativa,  se  facilitará,  sin  embargo, 
dentro  del  propio  local  escolar,  la  instrucción  catequística 
de  los  niños  cuyos  padres  expresen  su  voluntad  en  ese 
sentido.  A  tal  efecto,  los  horarios  serán  confeccionados  de 
manera  que  los  alumnos  puedan  recibir  dicha  enseñanza. 
La  catcquesis  estará  a  cargo  del  Cura  Párroco  del  higar, 
quien  podrá  ejercerla  por  sí  mismo  o  por  un  delegado  en 
su  nombre. 

XXV.  —  El  Estado  Argentino  contribuirá  al  sosteni- 
miento de  los  institutos  educacionales  y  de  instrucción 
pública  de  la  Iglesia  mediante  subvenciones  fijadas  pro- 
porcionalmente  al  número  de  docentes  y  alumnos,  o  por 
un  adecuado  sistema  de  becas. 

XXVI.  —  El  Estado  Argentino  reconoce  plenos  efec- 
tos civiles  a  los  matrimonios  celebrados  según  las  normas 
del  derecho  canónico,  sin  otro  requisito  que  la  inscripción 
de  las  actas  respectivas  en  las  correspondientes  oficinas 
del  Registro  Civil. 

XXVII.  —  El  párroco,  ante  cuya  jurisdicción  haya 
sido  celebrado  el  matrimonio,  deberá  remitir  dentro  de 
quinto  día  un  testimonio  del  acta  pertinente  al  Jefe  de 
la  Oficina  Civil  que  corresponda.  Remitido  en  término  el 
testimonio,  los  efectos  civiles  se  producirán  desde  la  fecha 
de  la  celebración;  caso  contrario  tales  efectos,  con  refe- 
rencia a  terceros,  se  producirán  a  partir  de  la  fecha  de  la 
comunicación  al  Registro.  No  obstará  a  la  inscripción  la 
muerte  de  uno  o  de  los  dos  cónyuges. 

XXVIIL  — El  jefe  de  la  Oficina  del  Registro  Civil 
sólo  podrá  negar  la  inscripción  si  apareciese  registrado 
otro  matrimonio  anterior  subsistente  de  cualquiera  de  los 
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contrayentes,  o  si  éstos  resultasen  parientes  en  línea  as- 
cendente o  en  segundo  grado  colateral  (según  el  cómputo 
civil).  Si  los  contrayentes  no  hubiesen  acreditado  en  la 
oficina  correspondiente,  antes  de  la  celebración,  la  inexis- 
tencia de  tales  inconvenientes,  se  exigirá  ese  requisito 
como  previo  a  la  inscripción. 

XXIX.  —  La  inscripción  no  podrá  ser  cancelada  ni 
sus  efectos  desvirtuados  sino  en  caso  de  que  el  matrimo- 
nio fuese  declarado  nulo  o  inexistente  por  tribunal  ecle- 
siástico competente. 

XXX.  —  Las  causas  concernientes  a  la  nulidad  del 
matrimonio  canónico  y  la  dispensa  del  matrimonio  rato 
y  no  consumado,  así  como  el  procedimiento  relativo  al 
privilegio  paulino,  quedan  reservadas  a  los  tribunales  y 
órganos  eclesiásticos  competentes.  Las  decisiones  de  di- 
chos órganos  y  tribunales  eclesiásticos,  cuando  sean  defi- 
nitivas, se  elevarán  al  Supremo  Tribunal  de  la  Signatura 
Apostólica  para  su  aprobación,  y  serán  transmitidas  des- 
pués, con  los  relativos  decretos  del  Supremo  Tribunal, 
por  vía  diplomática,  al  tribunal  civil  argentino  competen- 
te, el  que  las  hará  efectivas  y  mandará  que  sean  anotadas 
en  los  registros  civiles  al  margen  del  acta  del  matrimonio 
afectado. 

XXXL  —  La  Santa  Sede  consiente  que  las  causas  ma- 
trimoniales sobre  separación  de  los  cónyuges  sean  juzga- 
das por  los  tribunales  civiles. 

XXXIL  —  Con  respecto  a  los  matrimonios  canónicos 
celebrados  con  anterioridad  a  la  vigencia  del  régimen 
establecido  en  este  concordato,  cualquiera  de  los  cónyu- 
ges podrá  requerir  de  las  autoridades  eclesiásticas  la 
remisión  de  las  partidas  pertinentes  al  registro  civil  que 
corresponda  para  su  inscripción,  o  para  su  anotación  al 
margen  del  acta  respectiva  si  hubiese  unión  civil  anterior. 
En  las  causas  de  nulidad,  en  trámite  ante  los  tribunales 
civiles,  la  parte  demandada  podrá  obtener  la  paralización 
del  juicio  presentando  un  certificado  en  que  conste  esta 
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anotación,  sin  perjuicio  de  las  acciones  que  podrá  intentar 
el  actor  ante  los  tribunales  eclesiásticos. 

XXXIIL  —  El  Estado  tendrá  por  festivos  los  días 
establecidos  como  tales  por  la  Iglesia  en  el  Código  de 
Derecho  Canónico  o  en  otras  disposiciones  particulares 
sobre  festividades  locales,  y  dará,  en  su  legislación,  las 
facilidades  necesarias  para  que  los  fieles  puedan  cumplir 
en  esos  días  sus  deberes  religiosos.  Sin  embargo,  por 
privilegio  especial  otorgado  a  la  República  Argentina, 
queda  dispensada  la  obligación  de  oír  Misa  y  abstenerse 
de  trabajar  en  las  solemnidades  litúrgicas  de  San  José, 
Ascensión  del  Señor  y  Santos  Apóstoles  Pedro  y  Pablo. 

De  acuerdo  con  una  arraigada  tradición  nacional  ar- 
gentina, el  Viernes  Santo  continuará  siendo  considerado 
día  feriado. 

XXXIV.  —  Las  autoridades  civiles,  tanto  nacionales 
como  locales,  velarán  por  la  debida  observancia  del  des- 
canso en  los  días  festivos.  En  ningún  caso  la  leal  obser- 
vancia de  los  feriados  canónicos  por  parte  de  empleados  u 
obreros  podrá  perjudicarles  en  sus  sueldos  o  jornales  ni 
en  su  situación  personal  ante  la  entidad  o  empresa  donde 
prestaren  servicios. 

XXXV.  —  Los  domingos  y  fiestas  de  precepto,  así 
como  los  días  de  fiesta  nacional,  en  todas  las  iglesias 
catedrales,  prelaticias  y  parroquiales  de  la  República  se 
cantará  o  rezará,  al  final  de  la  función  litúrgica  principal, 
una  oración  por  la  Nación  Argentina. 
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COLOFON 


Dije  al  comienzo  de  estas  páginas  que,  al  escribirlas, 
era  mi  propósito  presentar  un  conjunto  de  reflexiones  y 
de  soluciones  en  torno  a  los  problemas  emergentes  de  la 
vinculación  del  Estado  argentino  con  la  Iglesia  Católica; 
en  torno  a  los  problemas  derivados  de  esta  estrecha  unión 
que  liga  a  entrambos  y  que  tan  buenos  frutos  ha  dado  y  si- 
gue dando,  no  sólo  en  el  orden  de  la  salvación  de  las  almas 
sino  también  para  la  vida  misma  de  la  Nación.  Me  he 
limitado  al  aspecto  jurídico  e  institucional  sin  desconocer 
por  ello  los  contornos  morales,  políticos  y  sociales  de  aque- 
llos problemas  ni  olvidar  que  urge  movilizar  las  reservas 
espirituales  de  nuestra  nacionalidad  en  procura  de  un 
reordenamiento  de  sus  estructuras  y  de  sus  leyes  funda- 
mentales. De  poco  serviría  liquidar  el  vetusto  y  carcomido 
patronato,  echar  al  canasto  los  últimos  vestigios  de  un 
regalism-o  anacrónico  e  inútil,  si  nada  se  hiciese  para 
promover  el  verdadero  progreso  que  el  país  necesita  y 
exige.  Progreso,  ante  todo,  en  el  plano  espiritual  y,  ade- 
más, progreso  moral,  político  y  social,  para  que,  asentados 
sobre  la  Fe,  la  Esperanza  y  la  Caridad,  el  Orden  y  la  Jus- 
ticia puedan  asegurar  la  tranquilidad  y  la  paz  que  la 
Patria  angustiosamente  requiere;  progreso,  en  suma,  que 
haga  penetrar  hasta  los  últimos  resquicios  de  la  sociabili- 
dad argentina  las  reglas  de  vida  proclamadas  en  el  Sermón 
de  la  Montaña. 
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